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INTRODUCCION
El punto de partida para la realización de esta Tesis
Doctoral fue el interés personal que a lo largo de mi carrera
suscitó el estudio de la política colonial española durante un
período, el siglo XIX, marcado por la existencia de una profunda
ruptura respecto a la etapa precedente, más conocida desde el
punto de vista de la política colonial.
Dicho interés fue acentuándose a lo largo de mi formación
mixta en Historia de América, Historia Contemporánea y Derecho
Constitucional y Ciencia Política. Disciplinas complementarías
entre sí, cuyo estudio, conjunto o sucesivo, me llevó a plantear
esta cuestión desde una óptica multidisciplinar que transcendiera
un estudio clásico de Historia colonial, de Historia de las
Relaciones Internacionales o de Historia de la Administracion.
En este sentido, el estudio de las políticas coloniales aplicadas
por España durante el período, de sus objetivos e instrumentos
de acción, me abría la posibilidad de abordar conjuntamente el
tema desde estos tres ámbitos de análisis.
A ello se unió el constatar que los estudios de carácter
multidisciplinar relativos a la historia colonial de este
período, se centraban en el análisis de diversos aspectos econó-
micos y sociales del modelo de relaciones establecido entre la
metrópoli y las colonias. Esta es la línea seguida, entre otros
por los trabajos de M. Moreno Fraginals, J. Maluquer, C. Naranjo,
B. Sonesson, M.C. Barcia, L.t~J. Bergard, P. Estrade, C. Navarro
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o E. Moyano, entre otros. En tanto que los principales análisis
políticos relativos a los diversos aspectos que caracterizaron
al pacto colonial durante esta centuria, no contemplaban el
estudio diacrónico de la posición jurídico—politicoasignada a
las Antillas dentro del Estado liberal. En este sentido, los
trabajos de R. Mesa, J.M. Jover, E. Hernández Sandoica, J.R.
Navarro, L. Figueroa, A. García Ochoa, M. Izard, L. Alvarez, J.
Cayuela, A. Bahamonde, C. Sáiz, L. Togores, 1. Roldán, J.
Piqueras, A. Martínez O J. Rubio, por citar solamente algunos de
los estudios más relevantes o recientes, abordaban otras
problemáticas concretas dejando abierta dicha cuestión.
Tampoco existían trabajos referidos a las instituciones que
protagonizaron el proceso de toma de decisiones en materia colo-
nial a lo largo de este período. El escaso desarrollo de los
estudios relativos a la Historia de la Administración central del
Estado durante el siglo XIX, limitaba las monografías existentes
a los ministerios de Fomento (A. Goaita, 1984), Presidencia del
Consejo de Ministros (P. González Mariñas, 1974, y J. García,
1992) y Estado (J. Martínez Cardós, 1972), en este último caso
reducido a una mera recopilación legislativa. En este marco, las
únicas referencias a los organismos de la Administración central
del Estado encargados del diseño y aplicación de la política
ultramarina se limitaban a las grandes obras de conjunto
(fundamentalmente J.M. García Madaria, 1982), a trabajos
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centrados en el estudio de la Administración periférica (J.
Celdrán, 1992), así como a una comunicación presentada al IV
Symposíum de Historia de la Administración (E. Montanos, 1983),
breve ampliación de la incompleta secuencia de reestructuraciones
administrativas del ministerio contenida en la obra de M.
Martínez Alcubilla (1887)
Si nos centramos en el campo de la sociología ministerial
tampoco existían estudios relativos a la Dirección general de
Ultramar o al ministerio del mismo nombre, limitándose las
escasas monografías existentes a un análisis de conjunto sobre
la burocracia ministerial del XIX (C. Carrasco, 1975) o sobre las
características generales de la élite ministerial de la Restaura-
ción (J.M. Cuenca y 5. Miranda, 1992)
Todo ello nos llevó a plantear el estudio de la política
colonial española entre 1808 y 1898 desde una óptica relativa al
estudio de los objetivos y estrategias de las diferentes
políticas coloniales desarrolladas por España durante este
período. Dicho estudio podía ser enfocado desde distintos puntos
de vista, sin embargo, las carencias historiográficas reseñadas
anteriormente y las posibilidades de llevar a cabo un análisis
multidisciolinar nos llevaron a optar por dirigir nuestro trabajo
hacia dos objetivos:
- Por una parte, nos centramos en el estudio del proceso
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de conformación de organismos especializados en materia colonial
en el seno de la Administración central del Estado. En cuanto que
entendíamos que el análisis de dicho proceso resultaba fundamen-
tal para comprender determinados procesos de toma de decisiones
paralelos al mismo. Lo que, a su vez, nos llevó a concentrarnos
en el estudio del ministerio de Ultramar, así como de la élite
ministerial que dirigió la política ultramarina.
— Por otra parte, nos planteamos el estudio de la evolución
del estatuto jurídico—político colonial, en cuanto a que conside-
ramos que éste constituía el marco básico dentro del cual se
desarrolló la acción del Estado hacia las colonias. En este
sentido, considerábamos que el pfedominio de uno u otro modelo
de relación colonial determinaría la mayor o menor incidencia
durante un período concreto de las diversas manifestaciones
económicas, sociales o políticas del pacto colonial.
Este último extremo nos obligó a circunscribir nuestro
estudio al ámbito de las relaciones entre España y las Antillas
dejando fuera del mismo a Fernando Poo, las Filipinas y a los
archipiélagos del Pacífico. Ello vino dado por la diferente
naturaleza de la relación establecida por España con estas
colonias, lo que se tradujo en la existencia de un marco
jurídico-político específico que respondió a condicionantes muy
distintos que en el caso antillano y que, además, se mantuvo
inalterable durante la casi totalidad del período. En cualquier
y
caso consideramos, casi desde un principio, que dichos territo-
rios habían de ser objeto de un trabajo especifico, en la línea
de los ya iniciados por L. Cabrero, L. Togores, M. D. Elizalde,
B. Pozuelo, F. Rodao, J. Celdrán o A. Marimon, entre otros.
Dichos objetivos condicionaron la organización de este
trabajo y nos llevaron a estructurar al mismo en cinco grandes
capítulos.
En el primer capitulo, bajo el epígrafe “La política
colonial española: modelos teóricos, objetivos y estrategias~~
tratamos de establecer un marco conceptual en relación con la
política colonial española de este período. Con este objetivo
aplicamos la teoría de sistemas y el análisis funcional del
proceso de toma de decisiones a las políticas coloniales del
período, en general, y al caso de la española, en particular. A
partir de dicha extrapolación, tratamos de definir genéricamente
los objetivos perseguidos por dichas políticas y los instrumentos
concretos utilizados para la consecución de dichos objetivos.
Ello nos permitió, a su vez, identificar varios modelos teóricos
que sirvieron de referentes a la política colonial española
durante el período estudiado y definir, a grandes rasgos, las
características revestidas por cada uno de ellos.
Esta capítulo era básico para el desarrollo posterior del
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trabajo, en cuanto que no disponíamos de obras de referencia
relativas a las características revestidas por las diferentes
políticas coloniales españolas durante el XIX. En este sentido,
la previa definición del carácter y objetivos de cada una de
dichas políticas resultaba esencial para abordar el estudio del
principal reflejo de las mismas: el estatuto jurídico—político
atribuido a las Antillas dentro del Estado español.
En el segundo capítulo, bajo la rúbrica “Los instrumentos
de la acción colonial: la Administración central en materia
colonial (1810—1899)”, abordamos el estudio del proceso de
creación de un organismo especialí~ado en materia colonial dentro
de la Administración central del Estado.
En una primera parte analizamos el desmoronamiento de la
estructura colonial del Antiguo Régimen a lo largo del primer
tercio del XIX y el fracaso de los sucesivos intentos de creación
de nuevos organismos especializados en esta materia.
En una segunda parte procedemos a estudiar más extensamente
al organismo colonial más característico del régimen liberal: el
Ministerio de Ultramar. Consideramos que un análisis global de
la política colonial española durante la segunda mitad del siglo
XIX, nc puede ser ajeno al estudio de las características y
evolución de dicho organismo, encargado, junto a su inmediato
antecesor, la Dirección de Ultramar, de la elaboración y aplica-
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ción de la política ultramarina durante la segunda mitad del
periodo.
En este sentido, la evolución de la estructura administra-
tiva y de las funciones de dicho departamento, su dinámica
presupuestaria y el debate político relativo a la conservación
o supresión del mismo son factores íntimamente ligados al
análisis de las políticas coloniales del periodo. Igualmente, la
historia de este organismo no puede entenderse sin acudir al
estudio de quienes tuvieron la responsabilidad de tomar deci-
siones a través del mismo. En este último sentido hemos ampliado
nuestro campo de estudio a las características revestidas por la
élite ministerial, siguiendo lá línea metodológica de los
recientes trabajos de sociología ministerial.
El análisis de los organismos consultivos del Estado en
materia colonial completa este capítulo.
En los capítulos tercero y cuarto llevamos a cabo el estudio
de la evolución del estatuto jurídico-político de las Antillas
a lo largo de la totalidad del período estudiado. En este sentido
dichos capítulos conforman una unidad, si bien han sido divididos
atendiendo tanto a un criterio cronológico como instrumental.
El capítulo tercero, bajo el título “La búsqueda de un nuevo
modelo de relaciones con los territorios ultramarinos (1810-
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1868)”, estudia el derrumbamiento del marco colonial propio del
Antiguo Régimen y los primeros intentos de construcción de un
nuevo modelo de relaciones con las colonias por parte de los
primeros gobiernos liberales.
En este capítulo analizamos el carácter de las políticas
coloniales planteadas en el marco de las Cortes de Cádiz y del
Trienio Constitucional y el modelo jurídico—político colonial
sancionado por las Cortes en 1837, así como las circunstancias
que determinaron su incumplimiento. Ello nos lleva a profundizar
en el proceso de progresiva conformación de diversas políticas
coloniales, alternativas o hegemónicas, basadas en diferentes
modelos teóricos. Dicho proceso se produjo a lo largo de ese
periodo, de manera que durante el mismo tendría lugar la creación
de los diferentes modelos de organización colonial que van a
marcar la política colonial española durante el último tercio del
siglo.
Por su parte, el capitulo cuarto titulado “La frustrada
integración de las colonias en el Estado liberal: el debate en
torno al estatuto jurídico—político colonial entre 1868 y 1898”,
estudia la evolución del debate político en torno al modelo de
relaciones entre las Antillas y la metrópoli entre las dos
grandes crisis coloniales que enmarcan el último tercio del
período.
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En la primera parte analizamos la estrategia adoptada por
la mayoría de los gobiernos del Sexenio ante la crisis cubana
desde un punto de vista relativo a la reforma del estatuto
jurídico-político de Puerto Rico. En este sentido, consideramos
que la reforma progresiva del régimen colonial puertorriqueño
estaba dirigida, en última instancia, a plantear soluciones
extrapolables al caso cubano, por lo que ambos procesos, reforma
del marco jurídico-político puertorriqueño y crisis cubana, deben
ser analizados conjuntamente.
En un segundo apartado estudiamos el estatuto jurídico-
político asignado a las colonias por los distintos proyectos de
organización federal del Estado qúe tuvieron lugar entre 1872 y
1873. Ello nos ha permitido constatar la existencia de una evolu-
ción en la postura de los federalistas españoles ante la cuestión
colonial, extremo que no había sido resaltado hasta la fecha.
Finalmente, abordamos el estudio de las políticas coloniales
aplicadas entre 1875 y 1898 a través de tres períodos perfecta-
mente definidos que han sido objeto de análisis separado: una
primera etapa marcada por un giro restrictivo respecto a las
políticas asimilístas practicadas durante el Sexenio; una segunda
etapa, desarrollada entre 1893 y 1897, caracterizada por el
replanteamiento del régimen colonial en transición ya hacia
fórmulas mixtas de organización colonial y, finalmente, una
última etapa marcada por la creación de un marco jurídico-
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político de carácter autonómico.
El quinto y último capitulo, que lleva por titulo “Aspectos
colaterales del debate en torno al modelo de organización
colonial (l8lO—l898)’~, presenta un carácter complementario
respecto a los anteriores. Partimos de la base de que el debate
en torno al modelo jurídico—político de las Antillas no se
circunscribió al planteamiento de modelos globales de organiza-
ción colonial, sino que se extendió a una serie de cuestiones
colaterales. En el marco de este capitulo analizamos las más
importantes de dichas cuestiones.
Por una parte, estudiamos diacrónicamente el debate en torno
a la presencia de representantes coloniales en los Cuerpos
Legislativos del Estado, así como los mecanismos de representa-
tividad alternativos a la presencia de parlamentarios antillanos
en las Cortes de la Nación.
Posteriormente extendemos el marco de análisis a la pugna
entablada entre el Ejecutivo y el Legislativo en materia de
elaboración de la legislación ultramarina.
Finalmente estudiamos el debate político en torno a algunos
aspectos característicos de la organización colonial española en
las Antillas, como la concentración de funciones en torno a los
gobernadores coloniales y la inexistencia de contrapesos institu-
cionales al poder de los mismos o como el carácter de la
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estructura hacendística y fiscal de las Antillas propugnada por
los diferentes modelos de política colonial.
Lógicamente, la realización de una Tesis Doctoral basada en
el análisis de un periodo dilatado desde una óptica multí-
disciplinar, como es el caso, presenta un problema añadido en
relación con la multiplicidad de las fuentes disponibles y la
subsiguiente necesidad de proceder a una selección rigurosa de
las mismas. Paralelamente, la existencia en nuestro trabajo de
dos niveles de análisis diferentes nos obligó a trabajar con dos
conjuntos de fuentes diferentes, en ocasiones coincidentes pero
a menudo de muy diversa naturalezá.
Especial importancia ha revestido el Archivo Histórico
Nacional de Madrid, cuya sección de Ultramar está constituida por
la documentación que en su día perteneció al Ministerio de Ultra-
mar. De sus fondos, especialmente los de las series “Ultramar”
y “Península”, hemos obtenido valiosa información, relativa,
tanto a la propia evolución de la estructura administrativa y
presupuestaria del ministerio, como a la actitud adoptada por
diversos sectores políticos ante determinadas coyunturas
coloniales. En este sentido dicho archivo ha sido una fuente
básica, máxime cuando también los fondos pertenecientes a la
Dirección General de Ultramar se encuentran en esLa sección, lo
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que ha posibilitado el estudio de los antecedentes más directos
del ministerio a lo largo de la primera mitad del XIX, así como
de diversos aspectos revestidos por el debate colonial desde la
década de los cuarenta.
Junto al anterior, otros archivos nos han proporcionado
también fondos de inestimable valor documental para diversas
partes del trabajo. A través del Archivo de la Presidencia del
Gobierno, la mayor parte de cuyos fondos se encuentran en el
Archivo General de la Administración, henos accedido a infor-
mación de diverso tipo referente a los conflictos entre las
administraciones central y periférica en materia colonial, sobre
todo en el período inmediatamenté anterior a la aparición del
ministerio de Ultramar. Dichos conflictos nos proporcionaron a
menudo indicios acerca de las posiciones asumidas por los
distintos grupos de intereses ante determinados proyectos de
reforma colonial. No obstante, la inexistencia de actas del
Consejo de Ministros para la mayor parte del período estudiado
limita la utilidad de este archivo. Asimismo, en el Archivo
General de la Administración se encuentra el Fondo Antiguo para
Guinea, de donde, junto a información relativa a la élite
ministerial, hemos obtenido datos referidos a aquellos órganos
consultivos del ministerio de Ultramar cuyas competencias se
extendían a las colonias de Annobon y Fernando Poo.
El Archivo de Indias nos ha proporcionado información
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fragmentaria sobre la actitud adoptada por el régimen liberal
frente a la cuestión colonial durante las primeras décadas del
siglo. En especial en relación con determinados aspectos de la
política colonial desarrollada por las Cortes de Cádiz y con el
enfrentamiento entre dos concepciones opuestas del asimilismo que
tuvo lugar en Cuba entre 1836 y 1837.
El ,Wrchívo del Ministerio de Asuntos Exteriores nos ha
aportado información relativa a diversas problemáticas que
afectaron conjuntamente a los ministerios de Estado y Ultramar.
El Archivo de la Real Academia de la Historia ha sido de
gran utilidad a la hora de estudiar determinadas políticas
coloniales durante el Sexenio a trávés de los fondos documentales
contenidos en la “Colección Caballero de Rodas”. Si bien los
problemas planteados por la consulta de la serie “ Papeles de
Cánovas~’ han mermado considerablemente la posible utilidad de
este archivo.
En el Archivo del Senado y el Archivo de Protocolos Nota-ET 1 w 291 
riales de Madrid hemos podido localizar datos fragmentarios
referentes a la biografía y los curricula de diversos miembros
de la élite ministerial.
El hecho de que los fondos de la Biblioteca del ministerio
de Ultramar fueran absorbidos por la Biblioteca Nacional tras la
disolución de aquel, ha determinado que en la sección de
manuscritos de este centro de investigación encontremos inte-
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resante aunque dispersa información, relativa a diversas
coyunturas de crisis colonial, así como a la estructura del
Ministerio de Ultramar y sus precedentes.
Finalmente, el Archivo del Consejo de Estado, a través de
su sección de “Ultramar”, nos ha aportado informaciones puntuales
acerca de los problemas de superposición de funciones, planteados
entre los diferentes órganos de la Administración central con
competencias en materia colonial.
Aún más importancia para la ejecución del trabajo han tenido
las fuentes impresas, cuya consulta se ha efectuado en la
Biblioteca Nacional, la Hemeroteca Nacional, la Biblioteca del
~ y la Biblioteca del Ministerio de Administración Pública
En este sentido, han tenido especial relevancia las dis-
tintas recopilaciones legislativas, dentro de las cuales, la
Colección Legislativa de España, a través de sus secciones de
“Disposiciones Generales” y de “Consultas al Consejo de Estado”,
ha sido una de las fuentes básicas a las que hemos acudido en
repetidas ocasiones, completada por el recurso ocasional a la
Gaceta de Madrid y, para las dos últimas décadas del siglo, con
los sucesivos apéndices del Diccionario de la Administración
Española de M. Martínez Alcubilla.
Similar importancia han tenido las distintas versiones del
Diario de Sesiones de Cortes, cuya consulta ha sido especialmente
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importante en el caso de los tres últimos capítulos del trabajo
para los que constituye una fuente de inestimable valor. En este
sentido, el doctorando hubo de realizar una recopilación completa
de todas las discusiones sobre política colonial que tuvieron
lugar entre 1811 y 1898.
Por su parte, las cifras relativas a los gastos de la
Administración central del Estado dependiente de los Presupuestos
Generales, provienen de las series presupuestarias contenidas en
Cuentas del Estado esDañol.1850 a 1890—91 y Cuentas del Estado
es~añol.l890-9l a 1907, aportadas para la época por J.M. Retes
y A. González respectivamente.
El conjunto de fuentes, en su mayoría del siglo XIX,
recopiladas en el Indice Biográfico de España~ Portuaal e
Iberoamérica, del que existe un archivo microfíchado en la
sección de Bibliografía de la Biblioteca Nacional, ha resultado
básico a la hora de recoger datos biográficos sobre la mayoría
del elenco ministerial.
Finalmente hay que resaltar la importancia revestida por la
prensa del periodo para la realización de numerosos aspectos de
este trabajo. La diversidad ideológica de la misma ha permitido
contrastar las diversas posturas adoptadas por los diferentes
grupos políticos respecto a distintas coyunturas estudiadas.
Otros centros de investigación, ya de carácter puramente
XVI
bibliográfico, cuyo uso ha sido necesario para la ejecución de
esta Tesis Doctoral han sido, al margen de la Biblioteca Nacional
y de la del Ministerio de Administración pública, ya citadas, la
Biblioteca Hisuánica, dependiente del Instituto de Cooperación
Iberoamericana, la Biblioteca del Centro de Estudios Constitu-ET 1 w 195 
cionales, la Biblioteca de la Facultad de Geografía e Historía
de la Universidad Complutense, la “Colección puertorriqueña” de
la Biblioteca de la Universidad de Puerto Rico, la Public Librarv
of New York y, finalmente, la Biblioteca de la Escuela DiDlomáti-ET 1 w 264 
Desde una óptica metodológicai nuestro trabajo se caracteriza
por una pretensión multidisciplinar. Con ello hemos pretendido
trascender el marco revestido tradicionalmente por los estudios
de Historia colonial, Historia de las relaciones internacionales
e Historia de la Administración, para abordar el tema objeto de
estudio desde una perspectiva conjunta a estos tres campos.
En este sentido, hemos enfocado el estudio del marco
conceptual de la política colonial del periodo aplicando a este
campo la teoría de sistemas y el análisis funcional del proceso
de toma de decisiones. Instrumentos interpretativos desarrollados
recientemente por la politologia e íntimamente ligados a las
nuevas lineas interpretativas surgidas en el campo de la Historia
de las Relaciones Internacionales, especialmente, en el ámbito
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de los estudios relativos a la Administración Exterior del
Estado, aún poco desarrollados en España.
Paralelamente hemos llevado a cabo el estudio de los
diversos organismos especializados del Estado en materia colonial
que se sucedieron a lo largo del período, utilizando la metodo-
logía clásica de los estudios de Historia de la Administración.
En especial el modelo seguido por aquellos adminístrativístas que
han escrito las escasas monografías ministeriales existentes para
el periodo.
Pero al mismo tiempo hemos pretendido transcender dicho
esquema mediante la ampliación de nuestro ámbito de estudio a las
élites ministeriales, siguiendo en este aspecto la novedosa
metodología sociológica aplicada recientemente el análisis
histórico por J.M. Cuenca y 5. Miranda.
Finalmente, el estudio de la evolución del estatuto jurí-
dico—político de las Antillas hubiera estado incompleto sin
realizar un análisis exhaustivo del carácter de los diversos
proyectos de organización colonial que fueron objeto de debate
político. Extremo cuya realización solo ha sido posible a partir
de la aplicación de la metodología utilizada por la Historía del
Derecho y de las Instituciones para el análisis de modelos de
organización.
Con ello hemos pretendido enriquecer una Tesis Doctoral
perteneciente al ámbito de la Historia colonial y basada en el
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análisis de un proceso histórico -la evolución de la política
española hacía las Antillas en el XIX— en el que individuos,
intereses, instituciones y leyes se interrelacionan dando lugar
a la elaboración de decisiones que marcan la evolución de dicha
política.
Las hipótesis de trabajo de las que partíamos antes de
iniciar esta investigación y que esta Tesis Doctoral ha intentado
solventar son las siguientes.
1.— Nuestro principal objetivo fue determinar si, como creíamos,
podían distinguirse varias políticas coloniales distintas dentro
de la acción de España hacia las Antillas a lo largo del siglo
XIX. Si como esperábamos dicha cuestión era resuelta en sentido
afirmativo, este extremo nos habría de permitir posteriormente
la identificación y caracterización de dichas políticas.
A su vez ello nos llevó a cuestionar la existencia de una
presunta continuidad entre la política colonial propia del Anti-
guo Régimen y la seguida por el régimen liberal durante las
primeras décadas del siglo. Considerábamos que dicha postura
constituía una mera transposición al análisis colonial, de la
teoría relativa a la inexistencia de una verdadera revolución
burguesa en España durante los dos primeros tercios del XIX.
Hipótesis actualmente rechazada por la mayoría de los contempora-
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nistas.
Paralelamente hubimos de replantear el carácter atribuido
tradicionalmente al modelo teórico hegemónico de la política
colonial española durante este período: el asimilismo. Con ello
tratábamos de demostrar que dicho concepto había servido de
cobertura para englobar a políticas de signo muy diferente e
incluso contradictorio.
2.- En estrecha relación con la hipótesis anterior nos plan-
teamos estudiar en qué medida las coyunturas de mayor apertura
política en España se correspondieron con el desarrollo de
políticas coloniales menos restrictivas, es decir, que otorgaran
un mayor protagonismo a los grupos de intereses locales frente
a los metropolitanos.
Ello nos condujo a cuestionar la hipotética unilinealidad
de la política colonial española durante los tres primeros cuar-
tos del siglo, en especial el presunto conservadurismo adoptado
por la totalidad de los gobiernos del Sexenio frente a la
cuestión colonial.
3.— Otra de las hipótesis de trabajo que marcaron el desarrollo
de nuestro estudio trataba de demostrar que la concesión de la
autonomía a las Antillas en 1897 no constituía, como sostienen
algunos autores, un epifenómeno derivado exclusivamente de
XX
razones exógenas a la dinámica colonial española, sino que, por
el contrario, constituía la culminación de un largo proceso de
maduración de proyectos políticos alternativos de carácter
autonómico.
4.- También nos propusimos constatar en que medida la evolución
de la Administración central en materia colonial, en especial del
Ministerio de Ultramar, constituyó un reflejo de las distintas
políticas coloniales aplicadas por España durante el período.
En este sentido, la mayoría de los especialistas ha aludido
repetidamente a la inestabilidad de dicho organismo, sin embargo
en ningún momento se hace referencia a las causas de dicho
fenómeno. Desde esta óptica, nos propusimos comprobar si dicha
inestabilidad respondía a la propia dinámica derivada de la
cambiante actitud adoptada frente a la problemática colonial por
los diferentes gobiernos que se sucedieron a lo largo del
periodo, o, por el contrario, se inscribía en el marco genérico
de la evolución del conjunto de la Administración central del
Estado.
Este planteamiento nos llevó a poner en cuestión la
extensión de dicha inestabilidad a toda la etapa, dada la
existencia de diferentes coyunturas políticas y coloniales a lo
largo de la misma.
Para ello era preciso trascender la mera acumulación
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diacrónica de disposiciones de distinto tipo, característica del
trabajo de los adminístrativistas, para proceder a un análisis
sincrónico de cada caso, buscando la relación directa que siempre
debe existir entre la norma y su casuística concreta.
Este extremo nos llevó, en el caso del Ministerio de
Ultramar, a extender el campo de estudio a la propia dinámica
presupuestaria de este departamento, poniéndola en relación con
la del resto de la Administración central del Estado. Con ello,
pretendíamos determinar sí, como creíamos, existía una relación
directa entre el nivel de disponibilidades presupuestarías y la
evolución de la estructura de los organismos especializados en
materia colonial de la Administración central del Estado. El
objetivo era relacionar a su vez este nivel de análisis con el
anterior, a fin de complementarlo.
5.- Finalmente, otra hipótesis en torno a la cual centramos
nuestro trabajo consistió en determinar si la élíte política que
protagonizó el proceso de toma de decisiones en materia colonial
estuvo constituida por expertos en esta materia o si, como
pensábamos, su designación respondió a otro tipo de razones. Sí
bien a lo largo del trabajo hubimos de limitar nuestro estudio
a la élite que desempeñó la cartera de Ultramar.
Nuestro propósito fundamental era establecer el grado de
preparación de este grupo para el desempeño de la cartera de
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Ultramar, empleando para ello diferentes niveles de análisis que
hicieran referencia a la edad de desempeño del cargo, al nivel
de formación recibida, a la experiencia político—administrativa
previa y, finalmente, al grado de conocimiento acerca de las
diversas facetas del gobierno y administración de las colonias,
así como de su problemática.
En última instancia, pretendíamos con ello constatar que
el órgano de la Administración central encargado del diseño y
aplicación de la política colonial entre 1863 y 1898, no fue
dirigido, durante la mayor parte de su existencia, por un
conjunto de individuos con experiencia en materia de adminis-
tración colonial.
En otro nivel de análisis, el estudio del origen geográfico
y de la adscripción socio-económica del elenco ministerial, debía
permitirnos establecer si, como creíamos, existió una correspon-
dencia directa entre el interés de determinados grupos regionales
por el mundo colonial y la participación de representantes de
dichos grupos al frente del Ministerio.
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CAPITULO 1
LA POLÍTICA COLONIAL ESPANOLA DURANTE EL SIGLO XIX:
MODELOS TEÓRICOS, OBJETIVOS Y ESTRATEGIAS.
1 EL MARCO DE DEFINICIÓN DE LA POLÍTICA COLONIAL ESPANOLA
La condición colonial de los territorios extraeuro~eos bajo
soberanía española
La palabra colonia admite varias definiciones. En este
sentido, desde una óptica biológica designa a un conjunto
asociado de organismos vivos, mientras que en el campo de la
demografía define tanto al conjunto de individuos de un país que
viven en otro, como al grupo humano establecido en un territorio
despoblado. Incluso dentro de la Ciencia Política la palabra
colonia cambia de sentido según la época y el modelo analizados:
poco tienen de común entre sí el núcleo griego autónomo fundado
por un oikistes y el emporium cartaginés, pero mayores aún son
las diferencias que separan a ambos de las factorías de las
ciudades—estado medievales, así como las existentes entre todos
estos modelos y los inmensos imperios coloniales administrados
por las principales potencias mundiales entre los siglos XVI y
XX.
No obstante, en un contexto referido al siglo XIX dicho
término presenta unas connotaciones muy definidas.
Tradicionalmente se aplicó el concepto de colonias a los
territorios subordinados cono resultado del control político
directo ejercido por pueblos europeos o de origen europeo sobre
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pueblos de otras razas. Ello, como señala D.K. Fieldhouse, no
dejaba de plantear problemas, en cuanto a que parecía excluir del
marco de las relaciones coloniales a las colonias de poblamiento
y a las establecidas por grupos extraeuropeos.1
De ahí que desde la década de los setenta comenzara a
aplicarse genéricamente el término a todo tipo de territorio,
geográficamente exterior al ámbito tradicional del Estado—Nación
metropolitano, cuyos grupos humanos autóctonos fueran ajenos al
proceso de toma de decisiones relativas a dicho territorio.
Es decir, siguiendo la definición clásica de C.J. Smith,
existiría una relación colonial cuando las decisiones relativas
a un grupo polítícamente organizado son adoptadas en otro lugar,
por un gobierno que carece de representatividad respecto a las
colectividades existentes en aquel territorio, con lo que, a
menudo, obedecen exclusivamente al beneficio de la potencia
colonial y de su población, tanto si ha permanecido en la
metrópoli como si se ha establecido en la colonia.2
Respecto a este último extremo, R. Strausz-Hupe considera
que puede existir una relación colonial entre territorios
separados por barreras naturales o por lo que este autor denomina
“fronteras invisibles”, refiriéndose a barreras de tipo étnico o
histórico que determinan la existencia de un hecho diferencial,
pero dicha relación nunca podrá darse entre pueblos mezclados en
una zona geográfica homogénea que formen parte de una misma
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unidad política.
En este mismo sentido, P. O’Brien ha insistido recientemente
en excluir de esta categoría a las relaciones de subordinación
planteadas por la existencia de minorías discriminadas dentro de
un estado independiente y políticamente homogéneo.4 Sí bien
consideramos que dicho concepto podría extenderse perfectamente
a las mayorías en determinados casos (Ruanda, Burundi, Sudáfri-
ca)
Tras determinar el concepto de colonia conviene aclarar la
pertinencia de su aplicación a los territorios extraeuropeos
situados bajo la soberanía española a lo largo del siglo XIX, en
cuanto a que existe una cierta polémica historiográfica en torno
al tema.
El núcleo de dichos territorios estaba constituido por frag-
mentos dispersos del antiguo imperio colonial emancipado de
España en las primeras décadas del siglo: Cuba, Puerto Rico,
Filipinas y el archipiélago de las Marianas. Colonias a las que
se añadirán, a lo largo de la segunda mitad del siglo XIX, un
pequeño enclave en el Golfo de Guinea (1858) y los archipiélagos
de las Carolinas y las Palaos en el Pacífico (1885), territorios
que, si bien estuvieron nominalmente bajo la soberanía española
desde mucho tiempo antes, carecieron de una presencia continuada
del Estado hasta este momento.5
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Si el carácter colonial de los territorios asiáticos y
africanos siempre estuvo claro, en el caso de las colonias
antillanas existió una cierta ambíguedad en relación con la
consideración jurídico-política revestida por las mismas.
Dicha confusión derivaba del hecho de que los sucesivos
ordenamientos constitucionales adoptados por el Estado español
a lo largo de este período, equipararon nominalmente a estos
territorios con el resto del Estado, en calidad de “provincias
de Ultramar”. Si bien, matizando inmediatamente este extremo a
través de la supeditación de dichas “provincias” a una legisla-
ción especial, traducida a su vez en la existencia de un modelo
político—administrativo de carácter colonial.6
Este extremo ha llevado a una parte de la historiografía
tradicional a defender la tesis de que dichos territorios nunca
fueron realmente colonias sino partes de pleno derecho del Estado
español. En esta línea R. Levene y D. Ramos, entre otros, susten-
taron sus tesis en el carácter de reinos y provincias atribuido
a los territorios ultramarinos por la legislación indiana, cuya
vigencia se extendería a las Antillas durante gran parte del
período, y una de cuyas manifestaciones, la Ley 13, Título 20 de
la Recopilación de Leyes de Indias, establecía lo siguiente:
“Porque siendo de una corona los reinos de Castilla y de las Indias. las leyes
y orden de gobierno de los unos y de los otros deben ser lo más semejantes y
conformes que ser pueda.”.7
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Sin entrar en la polémica relativa al carácter del modelo
colonial del Antiguo Régimen, hemos de rechazar la validez de las
tesis formuladas por dichos especialistas para el siglo XIX. Como
ha señalado J. Lalinde, la consideración de Cuba y Puerto Rico
como “provincias ultramarinas a lo largo de este período no
respondería más que al uso de un eufemismo intermedio entre dos
conceptos más correctos: los de dominio y colonia. 8
La reorganización del sistema colonial afrontada por las
Cortes de Cádiz conlíevó el problema añadido de redefinir la
posición ocupada por los territorios ultramarinos dentro del
nuevo marco liberal del Estado.
Dicho problema ya habla sido planteado por la Junta Suprema,
que en un decreto de 22 de enero de 1809 se había sentido
obligada a declarar que los “dominios de Ultramar” no eran “colonias y
factorias”, sino una “parte esencial e integrante de la Monarquía española” .~
Con ello se contraponía el concepto de colonia al de dominio,
término mucho más genérico que engloba al anterior.
El concepto de dominio, que L. Cruz equipara al de “pose-
sión!?, ~ sería extensivo, según J. Lalinde, a “Todo aquel territorio
sobre el que una Nación ejerce su poder, pudiendo o no ser una colonia (...) pero
que no es nunca la Nación misma sino un territorio externo a ésta”.11 Con la
utilización de este concepto sumamente ambiguo se trataba de
evitar el reconocimiento del carácter colonial de los vastos
espacios ultramarinos. Sin embargo, pese a su vaguedad, el nuevo
concepto planteaba una contradicción insalvable con la fórmula
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contemplada en el Decreto de la Junta, en donde se establecía que
tales dominios o posesiones constituían una parte esencial e
integrante de la Monarquía, ya que, según la definición anterior,
el término dominio solo podía ser aplicado correctamente a un
territorio externo a la Nación.
El siguiente paso en esta dirección lo darían los consti-
tuyentes de 1812 al introducir el término que posteriormente se
haría extensivo a la mayor parte del período: el de “provincias
de Ultramar” (arts.37, 61 y 80 de la Constitución de 1812) •12 Si
bien, junto a la nueva calificación, continua subsistiendo la
anterior de “dominio” (arts.18 y 21) y se introduce para las
Antillas un nuevo criterio de carácter geográfico a través de su
tipificación como “islas”
(art.l0) 13
Dicha terminología sería recogida por los ordenamientos
constitucionales posteriores, que reproducen la ambigua utili-
zación de tres conceptos diferentes para referirse a las
Antillas, en sustitución del término apropiado al estatus colo-
nial revestido por las mismas durante este periodo.
El interés de los diversos gobiernos que se sucedieron a lo
largo del siglo XIX por negar la condición colonial de dichos
territorios llevaría incluso a emitir un Decreto, en marzo de
1827, amonestando a la Audiencia de Puerto Rico por haber
empleado en una sentencia el término colonia y previniendo a toda
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la Administración colonial para que, en lo sucesivo, se limitara
a usar la denominación de provincias de Ultramar. 14
No obstante, la terminología oficial referente a las
Antillas no evitó que la sociedad colonial en su conjunto y los
grupos liberales metropolitanos más radicales utilizaran el
término “colonia” para referirse a dichos territorios. En este
sentido, la articulación de modelos alternativos de política
colonial de carácter autonómico incorporó dicho concepto al
debate político. Si bien, a menudo, ello se realizó desde una
posición equívoca, centrada en despojar al término de sus
connotaciones negativas y utilizarlo para remarcar el particula-
rismo antillano.15
Por todo lo anterior creemos que la determinación del
estatus colonial revestido por las Antillas transciende un análi-
sis puramente formal de la terminología jurídica empleada.
En este sentido, consideramos que la condición colonial de
dichos territorios es evidente. No pretendemos extendernos sobre
los diversos elementos que definen la existencia de una relación
colonial, que por lo demás han sido bien estudiados (desigualdad
del marco jurídico aplicado, en especial en lo que a los derechos
del individuo se refiere; falta de representativídad y matizacio-
nes a la misma cuando finalmente es implantada; estructura
político-administrativa particular; anormal presencia de los
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mecanismos coactivos del Estado; existencia de un modelo de
relaciones económicas desigual...) •16 La presencia de todos estos
elementos, de forma más o menos matizada, en el análisis del
carácter y organización de los territorios ultramarinos españoles
durante el siglo XIX, nos permite constatar que aquéllos estuvie-
ron integrados mayoritariamente por un grupo humano que, aunque
organizado políticamente, careció de poder político, es decir,
de la facultad de poder adoptar por sí mismo las decisiones
relativas a lo que C.J. Smith denomina los objetivos del cuerpo
social y los medios para alcanzar dichos objetivos, ya que éstos
eran determinados desde la metrópoli.17
Dichos territorios, al margen de la terminología empleada
para referirse a los mismos, tuvieron, por lo tanto, un in-
cuestionable carácter colonial.
Elementos de definición de una política colonial
La existencia de territorios coloniales dentro del ámbito
de soberanía de un Estado presupone necesariamente la articu-
lación y desarrollo de una política colonial. En este contexto
debe rechazarse el tópico relativo a la inexistencia de una
verdadera política colonial por parte de los sucesivos sistemas
políticos y gobiernos que se alternaron en España a lo largo del
siglo XIX.
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Ahora bien, antes de analizar las políticas coloniales desa-
rrolladas por el Estado liberal español durante el siglo XIX,
hemos de proceder a definir, a grandes rasgos, qué elementos
configuran la política colonial de un Estado.
Según los planteamientos enunciados de forma genérica por
J.P.W. Lapierre, la política colonial de un Estado estaría
constituida por el complejo de decisiones sucesivas y simultáneas
dirigidas hacía la determinación de unos objetivos concretos
relacionados con las colonias de dicho Estado, así como por el
conjunto de medidas instrumentales o de ejecución arbitradas para
la consecución de dichos objetivos. 18
Es decir, como todo conjunto de acciones políticas dirigidas
a una esfera de actividad concreta, una política colonial estaría
definida por la existencia de una serie de objetivos en relación
con las colonias y por unos instrumentos de acción a través de
los cuales se trataría de alcanzar dichos objetivos. O lo que es
lo mismo, por lo que C.B. Mac Pherson denomína respectivamente
“decisiones estratégicas?! y “decisiones tácticas”, junto a las
que existiría un tipo marginal de “decisiones rutinarias”, fruto
del desarrollo burocrático de los dos tipos de decisiones
anteriores a través de las vías y medios preestablecidos.19
Tanto las decisiones estratégicas como las tácticas estarían
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delimitadas por el binomio constituido por los recursos y apire-
míos de un gobierno en materia colonial.
Entendiendo por recurso, de acuerdo con la definición
clásica de T.J. Cottle y J. Marsh, todo cuanto contribuye a
mantener o acrecentar las posibilidades de acción del sistema
político respecto a una cuestión concreta, o lo que es lo mismo,
de una nación o un gobierno respecto a su política colonial, y
por apremio, todo cuanto tienda a limitar la variedad de
posibilidades de decisión de un estado o de un gobierno a la hora
de formular sus objetivos en materia colonial, así como las
estrategias planteadas para alcanzarlos, que, en conjunto,
constituyen la política colonial de dicho estado.20
Obviamente, como sucede en el caso español, cuanto más apre-
miado se hafla un sistema, menor es su capacidad de innovar, es
decir de plantear y aplicar modelos alternativos no ensayados con
anterioridad, y, por consiguiente, menor es su capacidad de en—
frentarse por si mismo a los cambios de su entorno, tendiendo a
reproducir, en la medida de sus posibilidades, las pautas gene-
rales del período, para las que a menudo no está adaptado.
El análisis de los objetivos y tácticas que constituyen,
strictu sensu, dichas políticas coloniales nos permite acercarnos
al proceso de conformación de las decisiones en materia colonial.
Es decir, al estudio de los intereses existentes en un cuerpo
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político, de cómo se coordinan estos intereses, de la forma en
que se articulan a través de los partidos y de la manera en que
los órganos de decisión convierten sus demandas en decisiones
legislativas generales, administrativas o judiciales, así como
del impacto de dichas decisiones sobre las fuerzas sociales
actuantes.
Lógicamente, es imposible que los intereses de todos los
grupos integrados en un cuerpo político sean coincidentes. Por
el contrarío, dichos intereses son a menudo global o parcialmente
contradictorios entre sí. En el caso de la política colonial,
como afirma O’Brien, dichas contradicciones tienen lugar en dos
niveles, en cuanto a que, por una parte, enfrentan entre si a los
distintos intereses existentes respectivamente dentro de la
metrópoli, pero, por otra, oponen el conjunto de dichos intereses
a los de la colonia.2’
En este sentido, el grado de desarrollo relativo de la
metrópoli frente a la colonia determinará la mayor o menor inten-
sidad del enfrentamiento entre los intereses de uno y otro
ámbito. Extremo que ha llevado a R. Mesa a resaltar el carácter
caduco del sistema colonial español y a S.J. Stein a hablar del
“anómalo estatus de España como potencia colonialt.22
En la medida en que distintos intereses se articulen en torno
a objetivos comunes y consigan imponer dichos objetivos de forma
sistemática frente a los del resto, así como en función del grado
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en que dicha imposición tenga lugar, se producirá el desarrollo
por la metrópoli de una u otra política colonial, paralelamente
al planteamiento de diversas políticas alternativas. La conti-
nuidad de dichas políticas vendrá dada a su vez por el nivel de
consenso suscitado por éstas entre los diversos intereses
existentes.
En este sentido, el tipo de objetivos que predominan
finalmente en un sistema político, así como la naturaleza de los
correspondientes instrumentos desarrollados para alcanzar los
mismos, determinan el carácter de las políticas coloniales
aplicadas por un Estado o gobierno, que, en la zona y durante el
periodo estudiados, van a girar en torno a tres grandes modelos
teóricos de política colonial: autonomísmo, asimílísmo e
identismo.
Los referentes externos de la oolítica colonial española hacia
las Antillas: el mundo colonial americano en el siglo XIX
El proceso de conformación del modelo de Estado liberal—
burgués en las viejas metrópolis coloniales a lo largo del siglo
XIX y la aparición de un nuevo contexto económico internacional
supusieron un replanteamíento generalizado del antiguo “pacto
colonial” establecido entre las colonias americanas y sus
metrópolis.
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Los factores que influyeron en este proceso fueron de
diversa índole.
Por una parte, como ha señalado K. Noetink para el Caribe
holandés, el nuevo orden económico derivado de la. Revolución
Industrial determinó que en las más desarrolladas de estas socie-
dades tuvieran lugar procesos de acumulación de capital que, pese
a revestir diferentes formas, supusieron en todos los casos la
creación de una incipiente burguesía, cuyas posibilidades de
desarrollo y de participación política estaban limitadas por el
régimen colonial preexistente.23 Este extremo seria especialmente
intenso en aquellos casos en que la antigua metrópoli no pudo
asumir con éxito el nuevo papel que la revolución industrial
atribuía a cualquier potencia colonial. De ahí que R. Mesa o 5.
Steín consideren al colonialismo español como un anacronismo
respecto a las características que tipifican al colonialismo del
período •24
Paralelamente, como D. Bushnell y N. Macaulay han resaltado,
la construcción de modelos políticos representativos en la metró-
poli entraba en abierta contradicción con la marginación del
proceso de decisión política de aquellas colonias que habían
conseguido un cierto grado de desarrollo.25 En este sentido, la
conformación del Estado-Nación liberal planteaba diferentes
problemas respecto al lugar que las antiguas posesiones colonia-
les habían de ocupar dentro del mismo y a la fórmula concreta que
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había de revestir su inserción dentro del nuevo marco estatal.
Finalmente, la independencia de la mayor parte del conti-
nente constituía un modelo a seguir para aquellas partes del
viejo mundo colonial que no habían podido incorporarse al proceso
emancipador en sus dos primeras fases. Ello se tradujo en el
desarrollo de los aparatos coactivos imperiales desplegados en
la zona, lo que, como señala recientemente J. R. Navarro, no
dejaría de tener consecuencias duraderas en el caso de las
Antillas españolas.26
La respuesta de las metrópolis coloniales ante la nueva
situación varió en función de los diferentes casos. No obstante,
pueden dístinguirse con carácter general tres grandes modelos
teóricos relativos al marco de las relaciones colonias-metrópoli.
Los tres condicionaron, si bien en muy diferente medida, las
políticas coloniales aplicadas por España a lo largo del periodo.
No obstante, antes de comenzar a analizar los mismos es necesario
conocer las características generales revestidas por los
diferentes sistemas coloniales establecidos en América durante
el siglo XIX.
14
Las colonias británicas en América.
Durante el siglo XIX el sistema colonial británico se
caracterizó por presentar dos modelos de organización colonial
diferentes.
Por una parte, las Antillas inglesas formaron parte de un
modelo jurídico-político que, a grandes rasgos, caracterizó a lo
largo del período a un tipo de colonias definidas como “colonias
reales” • 27
En dichas colonias un gobernador nombrado directamente por
la Corona concentraba la totalidad de los poderes. El gobernador
podía ser asistido en el ejercicio de sus funciones por un
consejo privado de carácter consultivo e integrado por funciona-
rios, representantes de determinadas corporaciones o personalida-
des de la sociedad colonial, designados directamente por el
propio gobernador o por la Corona. Paralelamente se implantaba
en dichas colonias un marco jurídico especifico, adaptado a los
particularismos locales y distinto del metropolitano.
De ahí que este sistema se caracterizara por la ausencia de
contrapesos institucionales al poder del gobernador dentro del
mundo colonial, lo que determinaba que el único limite a la
discrecionalidad de éste proviniese del poder de supervisión del
Gobierno de la metrópoli.
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Este sistema de organización colonial fue el que prevaleció
durante la mayor parte del período en Jamaica, Trinidad, Tobago,
las islas de Barlovento, Belice, Barbados, Guayana y las islas
de Sotavento.
Este modelo fue aplicado con carácter general por Gran
Bretaña a sus posesiones coloniales en Africa o Asia. Sin
embargo, en el Caribe fue evolucionando a lo largo del siglo XIX
hacia fórmulas intermedias respecto a la autonomía. De manera
que, en el caso de Jamaica, Barbados, Guayana y las islas de
Sotavento, a lo largo de la segunda mitad del siglo XIX tuvo
lugar la creación del embrión de auténticos cuerpos legislativos
coloniales.
En el periodo estudiado, dichos organismos fueron parcial-
mente electivos y revistieron un carácter meramente consultivo.
En este sentido, sus informes tuvieron un carácter orientativo
e incluso, en algún caso, su aprobación fue preceptiva para la
acción legislativa, cuya iniciativa, sin embargo, siguió siendo
detentada en exclusiva por el gobernador.
Si bien en el caso de Jamaica dichos cuerpos llegaron a
trascender un papel puramente consultivo para compartir con el
gobernador determinadas competencias legislativas, sus actos
fueron sometidos a la sanción del gobernador y del propio
gobierno metropolitano, que se reservaba además el poder de
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desaprobar cualquier acto de la Cámara colonial que considerase
contrario a sus intereses. Asimismo toda la legislación emitida
por este Cuerpo que incurriese en contradicción con la metropoli-
tana era nula de origen en virtud de la Law.s Validity Act de
1865.
Este sistema, pese a que suponía un avance respecto al
modelo tradicional caracterizado por la ausencia de cualquier
institución representativa, no llegó a desembocar en modelos
autonómicos de organización colonial. En el único caso en que
dichas instituciones llegaron a asumir una parcela significativa
de la iniciativa legislativa, Jamaica, la incapacidad de las
élites locales para hacer frente al mantenimiento del orden
social produjo una regresión hacia formas de gobierno no
representativas 26
Frente al modelo de organización colonial establecido en las
Antillas británicas, el Canadá comenzó a disfrutar desde la
década de los cuarenta de un régimen autonómico. Dicho sistema
seria extendido posteriormente a las colonias de poblamiento
británicas de Australia y Nueva Zelanda, así como a Sudáfrica.
Este modelo jurídico-político inspiró el pensamiento de los
autonomistas antillanos. En este sentido, el sistema autonómico
establecido por Gran Bretaña en Canadá y su evolución posterior
constituyeron el principal referente externo para los modelos
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alternativos de política colonial española planteados a lo largo
del siglo XIX. Por ello es necesario analizar, siquiera de una
manera somera, las características generales revestidas por dicho
modelo 29
El sistema colonial semiautonómico existente en Canadá con
anterioridad a la revolución de 1840 se caracterizaba por su
naturaleza oligárquica.
Bajo dicho sistema, un gobernador británico, nombrado
directamente por la Corona y responsable exclusivamente ante el
Colonial Office, gobernaba cada una de las provincias que
integraban la colonia.
Esta autoridad era asistida en el ejercicio de sus funciones
por un Consejo Ejecutivo, cuyos integrantes representaban a los
principales grupos oligárquicos de la sociedad colonial. Pese a
su carácter consultivo esta institución aglutinaba una gran parte
del poder real, dado el carácter generalmente vitalicio de sus
miembros y la importancia conferida en el sistema político
británico a una institución que se caracterizaba por representar
a los más importantes grupos de presión anglosajones de la
colonia: el comercio, la Administración y la iglesia.30
Junto a estas instituciones existía una Asamblea colonial,
elegida por un sistema de sufragio restringido que permitía a la
minoría urbana anglosajona disponer de una amplía mayoría dentro
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de la misma. Sus competencias se extendían a la aprobación de la
legislación colonial, tanto a iniciativa propia como del Gobierno
metropolitano, y a la aprobación de los presupuestos coloniales.
Sin embargo, sus facultades se encontraban muy limitadas desde
una doble óptica. Por una parte, las principales fuentes de
ingresos de la colonia se encontraban al margen del ámbito de
competencia de la Asamblea, lo que matizaba considerablemente el
papel jugado por la misma respecto a la política tributaria y
presupuestaria de la colonia. Por otra parte, la acción legisla-
ción de la Asamblea estaba sometida a un triple filtro, ya que
podía ser revisada por el Consejo, vetada por el gobernador o
remitida por éste a la consideración del Colonial Office.31
Estas circunstancias, unidas al hecho de que el gobernador
no era responsable ante la Asamblea sino ante el Gobierno metro-
politano, suponían que el poder real residiera en la figura del
gobernador colonial y en el Consejo.
Desde la década de los treinta este sistema va a entrar en
crisis por la presión de los sectores sociales de origen francés
que no se consideraban suficientemente representados.
Sin embargo la mayoría de estos sectores no va a cuestionar
la relación colonial establecida con Gran Bretaña, ya que, como
señala Mac Tanis, existía un consenso general respecto a la
necesidad de mantener los vínculos con la metrópoli.32 En este
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sentido, dichos sectores circunscribieron sus demandas a la revi-
sión del régimen colonial, como puso de manifiesto el fracaso de
la revolución de 1837.
Paralelamente, el estallido de la crisis económica de 1836,
que afectó a importantes sectores manufactureros británicos,
determinó la aparición en la metrópoli de un poderoso grupo de
presión (el Anti-Corn Law Asociation) dispuesto a apoyar la
concesión de un autogobierno a las colonias a cambio de que éstas
mantuvieran abiertos sus mercados al comercio metropolitano.33
Como consecuencia de este consenso comenzarían a implantarse
en Canadá una serie de medidas tendentes a la creación de un
modelo de gobierno autonómico representativo y responsable. A la
aprobación de la Union Act en 1840 que unificaba el Alto y Bajo
Canadá sucedió el reconocimiento de la plena responsabilidad del
gabinete colonial ante las Cámaras.
Una nueva profundización del marco autonómico tendría lugar
en 1867 con la aprobación de la North America Act que suponía la
creación de la Confederación de Canadá. Con ello tenía lugar la
construcción de un modelo de organización intermedio entre el
sistema parlamentario británico y un sistema propiamente fede-
ral .
El Poder Ejecutivo sería desempeñado en la colonia por un
gabinete encabezado por un Gobernador General británico, en
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calidad de representante directo de la metrópoli. Dicho gabinete
asumía nuevas competencias entre las que se encontraban materias
como la defensa, así como “cualquier asunto que afectara a la paz, el
orden y el buen gobierno”, respondiendo ante un Legislativo conformado
por un Parlamento bicameral.35
La Cámara Alta tenía un carácter territorial, quedando sus
funciones diluidas por las competencias atribuidas a los gobier-
nos provinciales dada la estructura federal asumida por la
colonia, en tanto que la Cámara de los Comunes monopolizaba la
legislación sobre todos aquellos aspectos políticos, económicos
y sociales que afectaran en exclusiva a la colonia.
Con ello quedaba perfilado un sistema autonómico pleno que
sirvió de base a algunos de los proyectos de autonomía para las
Antillas españolas.
No obstante, el papel asignado a la metrópoli continuaba
siendo importante, pues el Gobierno metropolitano se reservó el
derecho a alterar la Constitución colonial, en tanto que la
indefinición de determinados aspectos relevantes de las rela-
ciones entre Canadá y Gran Bretaña supuso en la práctica la
existencia de una doble responsabilidad de los gabinetes
coloniales: ante la Asamblea Colonial y ante la Corona.36
Dichos problemas no serían resueltos hasta la conversión de
Canadá en un dominio en el siglo siguiente. Curiosamente la
autonomía concedida a las Antillas españolas en noviembre de 1897
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se anticiparía en este aspecto a su modelo jurídico—político
mediante la introducción del principio de la bilateralidad.
Los sistemas coloniales francés y holandés.
El régimen colonial al que estuvieron sometidas las Antillas
francesas osciló entre los tres grandes modelos teóricos de
organización colonial.37 Más aún que en el caso español, la
política colonial francesa en este área se caracterizó por una
alternancia caótica de modelos de organización colonial contra-
puestos.
En este sentido, la voluntad integradora manifestada por la
Constitución de L795 al establecer que “Las colonias francesas son
parte integrante de la República y están sujetas a la misma ley constitucional
(...) Se las dividirá en Departamentos”,38 fue desplazada por el sistema
asimílista contemplado en la Constitución de 1800, en donde se
establecía que “El régimen de las colonias Francesas se determinará por leyes
especiales”.39 Fórmula muy semejante a la que recoge la Constitución
española de 1837, que probablemente encontró aquí una de sus
fuentes de inspiración, si bien, en el caso francés si se expidió
un corpus legislativo específico para las colonias, condensado
en la Ordenanza Orgánica de 9 de febrero de 1827. Dicho ordena-
miento consagraba la concentración de poderes en torno al gober—
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nador colonial, cuyas facultades omnímodas eran similares a las
concedidas a los gobernadores españoles en 1824 y 1825.
La Revolución de 1830 planteó por primera vez la creación
de un marco semíautonómico en las Antillas francesas. En este
sentido se creó un Legislativo colonial, el Consejo Colonial, sí
bien el gobernador continuó concentrando la mayoría de los
poderes y fue investido con la facultad de vetar las decisiones
del Consejo.
La inoperancia de este organismo conduciría a su supresión
durante la Segunda República y al restablecimiento de una
política asimilista, en función de la cual los departamentos de
Ultramar enviaron un número restringido de representantes al
Parlamento de la metrópoli.
Paradójicamente, sería Napoleón III quien, necesitado del
apoyo colonial en su aventura mexicana, vuelva a experimentar con
la organización de un modelo jurídico-político de carácter
autonómico en las colonias. En este marco se suprimió la
representación colonial en el Legislativo metropolitano y, en
virtud del Sénatus consulte de 3 de mayo de 1854, se creó en cada
una de las colonias un Consejo General de carácter semielectivo,
investido de facultades para legislar sobre asuntos de índole
exclusivamente local, si bien sus principales atribuciones eran
de índole presupuestaria y fiscal. De manera que los consejos
generales acordaban sus propios presupuestos y votaban las
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contribuciones necesarias para sufragar los mismos así como su
contribución a los gastos generales de la metrópoli.
La derrota en la guerra franco-prusiana marcó la política
colonial de la III República, que, como ha señalado H. Arendt,
tenía como objetivo hacer de las colonias la reserva humana y
económica que había de permitir a Francia imponerse a Alemania
en una inevitable nueva confrontación.40
En este marco se suprimió la relativa autonomía otorgada por
el II Imperio a las Antillas francesas para restablecer el
sistema asimilista consagrado en la Ordenanza de 9 de febrero de
1827, el cual, concediendo a las colonias una cierta repre-
sentación en las Cámaras de la metrópoli, concentraba todo el
poder en torno a la figura del gobernador colonial, elegido
preferentemente entre altos oficiales de la Marina francesa.
Dicho gobernador era asistido por un Consejo Privado integrado
exclusivamente por altos funcionarios civiles y militares.
Paralelamente, el sistema colonial asimilista de la III
República excluía a las colonias de las leyes votadas por la
Asamblea metropolitana, exigiéndose una referencia expresa para
su aplicación en las colonias.
La Administración central francesa en materia colonial
parece copiar, por el contrario, a la española, cuyo proceso de
centralización es anterior. De manera que el Ministerio de las
Colonias no aparecerá hasta marzo de 1894, sustituyendo la
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anterior dispersión de las competencias en materia colonial
derivada de la adscripción de la Subsecretaria de Estado para
asuntos coloniales a diferentes dependencias ministeriales,
fundamentalmente a los ministerios de Marina y Comercio.
También parece basarse en el modelo español la creación en
1883 del Consejo Superior de las Colonias, integrado por
senadores y diputados coloniales, por funcionarios de la
administración colonial y por especialistas en este campo. Cuyas
funciones se reducían al igual que en el caso de su modelo
español a informar sobre aquellos asuntos que el Gobierno
estimase oportunos ~4í
La otra potencia colonial que conservaba territorios de
cierta importancia en América fue Holanda.42
El sistema de organización colonial establecido por Holanda
en sus territorios americanos a raíz de la Ley Orgánica de 31 de
mayo de 1865, parcialmente modificada por la Ley de 26 de abril
de 1884, tenía un carácter mixto.
Por una parte, las facultades concedidas a los gobernadores
coloniales transcendían las que corresponderían a un mero
representante de la metrópoli en el marco de un régimen plena-
mente autonómico similar al canadiense.
En este sentido, los gobernadores holandeses de Aruba, Cura-
zao, Surinam y de las demás islas de las Indias Occidentales,
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nombrados por la Corona, designaban a los funcionarios coloniales
que no eran nombrados directamente por la metrópoli y estaban
facultados para vetar las disposiciones de los cuerpos legislati-
vos coloniales y remitirías a la Corona, que decidía, tras escu-
char al Consejo de Estado. Los gobernadores podían asimismo
suspender la ejecución de las leyes y proclamar el estado de
excepción.
El gobernador era asistido en el ejercicio de sus funciones
por un Consejo de Administración, de designación real, cuya con-
sulta era preceptiva en el caso de proyectos presentados por el
gobernador al Legislativo colonial o por éste a la aprobación de
aquél.
Sin embargo, las colonias holandesas desarrollaron a lo
largo del XIX verdaderos embriones de legislativos coloniales.
En el caso de Surinán los Estados Coloniales tuvieron incluso un
carácter plenamente electivo, del que carecieron las Antillas
holandesas, cuyos cuerpos legislativos fueron parcial o totalmen-
te elegidos por la Corona.
Dichos órganos únicamente estaban facultados para legislar
sobre aquellos asuntos locales que hubieran sido determinados por
ley o decreto. Pese a ello sus competencias se fueron incremen-
tando a lo largo del último tercio del siglo, hasta abarcar unas
facultades similares a las de verdaderos legislativos autónomos,
pese a que, salvo en Surinám, dichas instituciones no tuvieran
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un carácter totalmente representativo.
2 LOS GRANDES MODELOS TEÓRICOS DE LA POLÍTICA COLONIAL ESPANOLA
DURANTE EL SIGLO XIX.
No existe un consenso historiográfico en torno a las ca-
racterísticas revestidas por la política colonial española a lo
largo del siglo XIX. La historiografía española ha ignorado
tradicionalmente este tema, de manera que, a diferencia de lo que
sucede con otros países, no disponemos de trabajos monográficos
que proporcionen un marco conceptual de referencia para todo el
periodo, como ha puesto recientemente de manifiesto, para el caso
cubano, A. Santamaría García.43
La inexistencia de monografías especializadas sobre este
tema ha provocado que las posiciones adoptadas por distintos
especialistas en torno a esta cuestión sean heterogéneas y, a
menudo, contradictorias.
En este sentido, un importante sector de la historiografía
ha venido sosteniendo la existencia a lo largo del siglo XIX de
una continuidad con la política colonial propia del Antiguo
Régimen. Dicha tesis, que ha prevalecido durante décadas en la
historiografía cubana y ha influido considerablemente sobre el
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resto, ha considerado a la política colonial del Estado liberal—
burgués español como una mera reminiscencia de las instituciones,
sistemas y prácticas de gobierno colonial propias del Antiguo
Régimen.
En el caso de la historiografía cubana tradicional dicho
enfoque está directamente relacionado con una visión de la
historia de la colonia centrada en la idealización de los
próceres reformistas de la oligarquía colonial. Este extremo, que
impregna buena parte de la historiografía latinoamericana, como
pone de manifiesto un reciente trabajo de M. Izard,44 lleva a R.
Guerra a conclusiones ciertamente discutibles, como supone
identificar la etapa absolutista de Fernando VII con un periodo
de liberalismo para la colonia, equiparando, por el contrario,
el advenimiento del régimen liberal con la continuación del
ininterrumpido despotismo español .~
La pervivencia de dicha línea interpretativa hasta la
actualidad se pone de manifiesto en la adscripción a la misma de
los trabajos de E. Roig de Leuchsenring, J. Le Riverend y, más
recientemente, de A.M. Fernández.46
En este misma línea, L.A. Pérez, M. Moreno Fraginals, D.
Velam y L. Amaro han coincidido con los autores anteriores en
interpretar la política antillana de España durante este periodo,
en términos de una fundamental continuidad con el Antiguo Régi-
men, escasamente alterada por reformas más episódicas que subs-
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tantivas dirigidas exclusivamente a apuntalar un sistema
subdesarrollado y descontextualizado de explotación colonial.47
Por su parte, M.V. López Cordón parece defender la misma
tesis, ya que se limita a considerar la existencia de dos
políticas coloniales durante el periodo: una minoritaria,
dirigida a ceder o conceder la independencia a las colonias, y
otra integrada por los partidarios de mantener dichas colonias
bajo un estatus colonial. Esquema que nos parece un tanto
confuso, en cuanto a que, obviamente, este último extremo sería
consustancial a toda política colonial strictu sensu.48
Por el contrario, la mayoría de la historiografía puertorri-
queña ha adoptado un enfoque centrado en la existencia de una
evolución gradual de la política metropolitana hacía la isla. En
este sentido, los principales exponentes de dicha tendencia, como
L. Cruz Monclova, L. Figueroa o, más recientemente B.G. Silves-
triní y M.D. Luque, sostienen la existencia de un proceso de
transformación progresiva del marco colonial. Este proceso arran-
caría de la frustrada equiparación ensayada por las Cortes de
Cádiz, con la subsiguiente instauración de un modelo de organiza-
ción colonial despótico, y culminaría en la Carta autonómica de
1897, que supondría el reconocimiento de la madurez de la
conciencia nacional puertorriqueña. Para esos autores, todo el
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periodo que media entre 1812 y 1897 se caracterizaría por la
prrgresiva reforma del régimen colonial hacia la autonomía.49
Dicha tesis, de marcado carácter mecanicista, respondió en
sus origenes a claras motivaciones ideológicas. El nacimiento de
la misma es anterior a la constitución del Estado Libre Asociado
de Puerto Rico, que ponía fin al anterior estatus colonial del
territorio. En este contexto, los precursores de esta línea
hístoriográfica, T. Blanco y A.S. Pedreira, trataron de demostrar
la existencia de una conciencia nacional puertorriqueña perfecta-
mente consolidada desde 1897, que justificara el final de la
ocupación norteamericana. Dicha tesis, de acusado componente
ideológico, influiría poderosamente en la historiografía
puertorriqueña posterior.
Frente a las dos lineas interpretativas anteriores, un
sector cada vez más importante de la historiografía española y
antillana ha comenzado recientemente a replantear el carácter
atribuido a la política colonial española durante el siglo XIX.
Sin embargo, la ausencia de un marco conceptual de referencia ha
determinado que muchos de los análisis realizados tuvieran que
buscar dicho marco en las monografías referidas a la experiencia
colonial de otras potencias, lo que ha contribuido a introducir
cierto grado de confusión en el debate.
Sin duda, uno de los puntos de partida de este proceso fue
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la ya clásica obra de R. Mesa La idea colonial en EsDaña, en
donde este autor planteaba la existencia a lo largo del período
de un debate entre los defensores de los principios coloniales
contenidos en las Leyes de Indias y quienes, por el contrario,
promovían la aplicación de las experiencias de los modernos
sistemas coloniales.
Pese a que la tesis planteada por este autor seguía
contemplando una cierta continuidad entre la política colonial
del Antiguo Régimen y la del liberalismo decimonónico, reconocía,
al mismo tiempo, la existencia de políticas alternativas y, lo
que es más importante, de un debate en torno a esta materia a lo
largo del periodo, si bien no llegaba a analizar el mismo.50
A partir de aquí distintos especialistas comenzaron a
percibir la existencia de diversas políticas coloniales dentro
de la política desarrollada por España hacía las Antillas durante
este periodo.
En este marco, un grupo de especialistas entre los que se
encuentra J.M. Jover, ha defendido la existencia de dos grandes
lineas maestras en la política colonial española de este periodo:
la autonomía y la extensión a las Antillas del marco constitu-
cional metropolitano. Política esta última que dichos autores
parecen identificar con el asimilísmo, quizá por extrapolar al
caso español las características revestidas por el asimilismo
francés durante gran parte del XIX.51
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Una postura muy similar ha sido adoptada por J.R. Navarro,
quien percibe la existencia de un frustrado intento de construc-
ción de un nuevo marco de organización colonial durante los dos
primeros períodos liberales, si bien no llega a concretar el
carácter del mismo. Dicha política sería sustituida desde 1837
por la construcción de un sistema autoritario, cuyo representante
más genuino sería el gobernador Tacón, política que prolongaría
su vigencia hasta la promulgación de la Constitución en las
colonias en abril de 1881, hecho que para este autor parece
cerrar un ciclo.52
Más precisa es A. García Ochoa, quien considera que la
política colonial española respondería durante el siglo XIX a
tres modelos diferentes: la asimilación, que la autora identifica
inícialmente con la integración de las colonias en el marco
jurídico—político metropolitano, el “régimen real” o autoritario,
que se extendería entre 1823 y 189?, y la autonomía colonial.53
Si bien en otra de sus obras la historiadora varia este esquema,
diferenciando dos tipos de asimilación: una basada en la inte-
gración y otra que se caracterizaría por lo que la autora define
como la construcción “de la especialidad sin llegar a la autonomía”. ~“ La
autora, sin embargo, no llega a contrastar ambas tesis.
Por su parte, J. Lalinde sostiene la coexistencia a lo largo
del periodo de hasta cuatro políticas coloniales diferentes.
Dichas políticas serían, para este autor, la autonomista, la
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asimílista, la “indianista”, pervivencia del modelo de política
colonial del Antiguo Régimen, y la que el autor denomína
“anfibológica o ambivalente”, en cuanto a que combína elementos
de las dos anteriores.55 Para este autor, la política asímilista,
a la que identífica con la integración de las Antillas en el
marco estatal metropolitano, se extendería entre 1808—1823, 1834-
1837 y 1868—1874; la “indianista” predominaría entre 1823—1833
y entre 1837—1868; la “anfibológica” entre 1875—1898 y la
autonomista en 1898. Lalínde basa su análisis exclusivamente en
el carácter del marco jurídico-político puertorriqueño durante
el periodo, pero, pese a su elaborada sistematización, no llega
a analizar las características con¿retas revestidas por cada una
de dichas políticas.
El debate se ha extendido asimismo al campo del constitucio-
nalismo antillano. En este sentido, J. Trías distingue tres
grandes modelos de política colonial en la acción de España hacia
Puerto Rico: el asimilísmo reformista, el restrictivo y el
autonomismo, que para este autor seria un epifenómeno externo a
la tradición colonial española.56 Por su parte, en el caso de
Cuba, E. Hernández Corujo extiende el predominio de la política
asinilista a los períodos que median entre 1812 y 1837 y entre
1878 y 1897, momento en que esta política sería sustituida por
la autonomista. El período comprendido entre 1837 y 1878 se
caracterizaría, según este especialista, por la inexistencia de
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una política colonial definida.57
La mayoría de los autores prefieren optar, sin embargo, por
un planteamiento centrado en la vigencia de dos grandes modelos
teóricos de política colonial: autonomismo y asimilísmo. Si bien
cada vez son más los que diferencian varios niveles dentro de
esta última política colonial, hegemónica durante la mayor parte
del período. En este sentido se han manifestado recientemente E.
Hernández Sandoica y J. Rubio.58
Como vemos, existe gran confusión derivada de la inexisten-
cia de un marco de referencia general sobre el carácter de cada
uno de dichos modelos teóricos. Ello hace necesaria una aproxima-
ción a las características generales revestidas por cada uno de
los mismos.
El asimilismo y la política colonial española
Probablemente el modelo de organización colonial más pro-
blemático a raíz de las diferencias que suscita sea el asimílis—
ta.
La mayoría de los autores se limitan a identificar el
asimilismo con una política colonial dirigida a la plena
34
integración de las colonias en el marco estatal metropolitano.
Este grupo de especialistas, entre los que encontramos entre
otros a J.M. Jover, J. Lalínde y E. Hernández Corujo, justifican
el hecho de que dicha integración no llegara a conseguirse jamás,
aludiendo a la imposibilidad inmediata de proceder a la misma y,
por consiguiente, a la necesidad de acometer un proceso gradual
de acercamiento entre las sociedades implicadas que permitiera
la paralela equiparación del estatuto jurídico—político colonial
con el metropolitano.
Esta tesis, probablemente basada en el carácter atribuido
al asimilismo francés por la historiografía tradicional de este
país, ha sido discutida para aquel caso por R. Strausz—Hupe, H.
Arendt y más recientemente por D. Custos, autores que han
resaltado el divorcio existente entre teoría y realidad y han
sugerido que es necesario transcender la interpretación tradi-
cional del asimílismo, a la que tildan de oficialista, y analizar
la política colonial francesa desde nuevas perspectivas más
acordes con la realidad.60
En esta línea, la historiografía española y antillana ha
comenzado recientemente dicho replanteamiento. Ya hemos visto
como E. Hernández Sandoica ha planteado recientemente la
existencia de varías políticas coloniales diferentes que han sido
englobadas bajo la denominación común de asímílísmo.61 La misma
autora había señalado anteriormente que la propia ambigúedad del
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término determinó una cierta confusión en torno al sentido
revestido por el mismo durante el siglo XIX. Extremo que permitió
que los sectores interesados en el mantenimiento o ruptura del
pacto colonial lo interpretaran en uno u otro sentido; en función
de sus propios intereses. 62
En esta línea, otros autores, como J. Trías, distinguen un
asímílísmo reformista de otro restrictivo, si bien no llegan a
precisar el carácter conferido a ambas políticas. 63
Por su parte, A. García Ochoa y J. Rubio diferencian entre
políticas asímílístas cuyo objetivo estaba constituido por la
integración en la metrópoli y otras dirigidas a la creación de
un estatuto jurídico—político paftícular en las colonias. 64
Por nuestra parte, creemos que existieron varias políticas
asímilistas diferentes. Creemos que todas ellas estuvieron
dirigidas hacia la construcción de un márco organizativo
particular en los territorios ultramarinos que respondiera a la
propia peculiaridad revestida por éstos. La diferencia entre las
mismas radicaría en el carácter del estatuto jurídico-político
particular concedido a las colonias.
En este sentido, coincidimos con J. Trías en que existiría
un asímilísmo reformista, cuyo objetivo seria la construcción de
un marco colonial basado en la extensión del marco jurídico
metropolitano a las colonias y en la implantación en las mismas
36
de un modelo de organización político—administrativo de carácter
descentralizado. Dicho asimilismo matizaría la relación colonial
existente entre la metrópoli y sus colonias, en el sentido de que
otorgaría a las élítes coloniales una mayor participación en el
proceso de toma de decisiones relativas al territorio, pero no
eliminaría dicho marco por completo. Esta política asimilista
estaría dirigida a integrar a las élites criollas entre los
sectores que constituían la base de consenso sobre la que se
articuló el régimen liberal español.
Paralelamente existiría un asimilismo restrictivo, que se
manifestaría en la implantación en las colonias de un marco
jurídico-político que matizaba en sentido restrictivo el régimen
liberal existente en la metrópoli y restaba protagonismo a las
élites coloniales como grupo de presión.
Los presupuestos teóricos de ambas políticas serían los
mismos, lo que, sin duda, ha contribuido a acentuar el grado de
confusión existente en torno al término. Confusión acentuada por
el incumplimiento durante amplias fases del período estudiado del
marco jurídico—político asimílista, sancionado legalmente pero
no aplicado en la práctica. Ello conlíevó la identificación entre
está política y el régimen de excepcionalídad realmente vigente
en las colonias durante estos períodos, lo que ha llevado a
algunos autores a considerar la continuación a lo largo del XIX
de la política colonial del Antiguo régimen.
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Por otra parte, disentimos de aquellos autores que,
siguiendo modelos de análisis aplicados al colonialismo francés,
integran dentro de este modelo teórico aquellas políticas dirigi-
das hacía la plena absorción de las colonias por el estatuto
jurídico-político de la metrópoli.
No entraremos en un debate relativo al carácter colonial o
no de dichas políticas, pese a creer que el hecho de que las
mismas estuvieran dirigidas hacía la disolución del vínculo
colonial y no a su replanteamiento, plantea ciertos problemas a
la hora de considerarlas estrictamente como políticas coloniales.
Sin embargo, si consideramos que dichas políticas son ajenas
al asímilismo, en cuanto a que éste se caracterizaría, en cual-
quiera de sus dos versiones, por la construcción de un estatuto
jurídico—político particular en las colonias, lo que no es el
caso. Extremo en el que coincidimos con L. Figueroa65 y que,
unido al análisis del debate político en torno al modelo
jurídico—político de organización colonial que estudiaremos en
los capítulos III y IV, nos lleva a considerar que el identismo,
pues tal es la denominación que esta política recibió en el curso
del debate político que se extendió a la totalidad del periodo,
reviste entidad suficiente para ser considerado un modelo teórico
distinto del asimilísmo.66 Lo que nos permite además no tener que
recurrir a una terminología híbrida del tipo de la empleada
recientemente por J. Rubio al hablar de un “asimilismo identista”.67
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Hechas las consideraciones precedentes pasemos a analizar
a grandes rasgos las características generales revestidas por el
asimílísmo como modelo teórico de política colonial.
El hecho de que dicho modelo teórico, hegemónico durante la
mayor parte del período, sea sumamente impreciso desde un punto
de vista doctrinario nos obliga a fijarnos en el carácter del
modelo de organización colonial perseguido por el mismo.
En este sentido, el asímilísmo se caracterizó por dos
elementos: la creación de un marco jurídico privativo para las
colonias, adaptado a la existencia de una realidad socio—
económica particular, y el establecimiento en las colonias de un
sistema político—administrativo diferente del existente en la
metrópoli, pero sin llegar a crear cuerpos legislativos colo-
niales ni gobiernos responsables ante los mismos. 68
En relación con la aplicación a las colonias de un corpus
jurídico particular, coincidimos con C. Delgado cuando distingue
una doble tendencia dentro del Derecho ultramarino de este
periodo: por una parte, una tendencia a la uniformidad con el
marco jurídico metropolitano, por ser el mismo Derecho con
algunos cambios acordes con la existencia de una relación
colonial, y, por otra, una tendencia a la especialidad, por razón
del atemperamiento que dicho Derecho sufre.69 En este sentido, el
procedimiento que se siguió fue el de atemperar la legislación
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española a las particulares condiciones de las colonias para su
aplicación en las mismas. Solo en el ámbito de los derechos
fundamentales determinadas políticas asimílistas propugnaron la
extensión íntegra del ordenamiento metropolitano, si bien
generalmente con carácter provisional.
Dicho marco jurídico fue confeccionado de forma preferente
en los órganos de la Administración central del Estado competen-
tes en materia ultramarina, ya que la acción de las Cortes se
limitó en este punto a debatir los proyectos elaborados en el
seno de estos organismos. Ello determinó la escasa participación
de las élítes coloniales en el proceso de su elaboración durante
la mayor parte del período.
En relación con la construcción de un modelo político-
administrativo particular en la colonia las fórmulas barajadas
por el asimílísmo fueron muy numerosas, como analizaremos en
capítulos posteriores de este trabajo, pero siempre estuvieron
centradas en la creación de un modelo de organización diferente
del metropolitano y en la inexistencia de delegaciones de la
potestad legislativa de las Corte en los órganos representativos
territoriales.
La construcción de un modelo organízatívo diferente tuvo
lugar, bien en aras de una mayor descentralización de las insti-
tuciones representativas territoriales, que dotara a las mismas
de un mayor marco competencíal y a la élite criolla de una mayor
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influencia sobre el proceso de toma de decisiones a nivel
territorial, bien a partir de la acentuación de los mecanismos
de control central, que despojara de contenido a dichas institu-
ciones y prívara a la élíte criolla de una gran parte de su
influencia sobre la sociedad colonial.
Por lo demás, como ya hemos dicho, dentro de este concepto
se englobaron políticas de signo aparentemente contradictorio:
desde las dirigidas a conceder a las colonias un marco jurídico-
político más descentralizado que el existente en la metrópoli,
hasta las que propugnaban exceptuar a dichos territorios del
sistema representativo liberal. Todas ellas coincidían, sin
embargo, en reconocer una personalidad particular a las colonias,
que hacía inviable la plena extensión a las mismas del sistema
jurídico-político liberal que se estaba implantando en la
metrópoli.
Con todo, el problema reside principalmente en la ambigúedad
de los objetivos teóricamente perseguidos por la mayoría de las
políticas asímílistas. En este sentido el asímílismo encontró su
justificación en autoasumír el carácter de etapa intermedia y
necesaria para la consecución de una hipotética integración a
largo plazo de las colonias en el marco del Estado—Nación
metropolitano.
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Las políticas asimílistas, en cuanto a que partían del
reconocimiento del hecho diferencial colonial, planteaban la
necesidad de que dicha integración se efectuara de forma
progresiva, considerando que la misma solo podría tener lugar a
través de una lenta uniformización de la particular estructura
institucional y legislativa existente en las colonias con la
vigente en la metrópoli.
El principal problema radicó en la inexistencia de un
consenso acerca del modelo político-administrativo que debía
servir de punto de partida para dicha uniformízación, es decir
aquel que exigía el particularismo colonial existente en el
momento en que se estaba aplicando dicho modelo. De ahí la
diversidad de las políticas asimilistas ensayadas a lo largo del
período.
Asimismo, el asímilísmo adoleció de una notable incapacidad
para proponer un calendario concreto para dicha uniformización.
Probablemente porque las políticas asimilistas nunca estuvieron
orientadas realmente hacía la consecución de dicho objetivo, en
cuanto a que éste hubiera supuesto la ruptura del modelo vigente
de relaciones entre las colonias y la metrópoli.
En este sentido, coincidimos con A. Cubano, en considerar
que el asímílismo estaría dirigido en última instancia a introdu-
cír en el régimen colonial aquellas modificaciones que perpetua-
ran, en la medida de lo posible, el statu quo colonial construido
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desde 1824.70
Esta hipótesis parece difícilmente discutible a raíz del
análisis de las diferentes políticas dirigidas hacía las colonias
a lo largo del siglo XIX, realizado en los tres últimos capítulos
de este estudio. Si la aceptamos hemos de concluir que el asimí—
lismo, a diferencia de sus dos modelos teóricos alternativos, no
se planteó la resolución definitiva del problema relativo al
marco asignado a las colonias dentro del nuevo Estado-Nación,
sino que se limitó a ofrecer soluciones coyunturales a las dife—
rentes tensiones planteadas por las colonias más desarrolladas.
De ahí que las políticas asímilistas no comenzaran realmente
a ser aplicadas hasta el Sexenio, tese a que el debate constitu-
cional en torno a la organización de las colonias se había
definido en sentido asímilista desde 1837. Ello explicaría
asimismo que solo el agravamiento de los antagonismos existentes
entre la metrópoli y las colonias a lo largo de la década de los
noventa, produjera un giro univoco de las políticas asimílístas
hacia modelos de organización colonial basados en una mayor
descentralización del marco político-administrativo antillano y
en la extensión a las mismas de los derechos fundamentales




El modelo de organización colonial basado en una plena
integración de las colonias en el Estado-Nación metropolitano,
que siguiendo la terminología del periodo denominaremos iden-
tista, no tenía su origen, como a menudo se ha sostenido, en la
política tradicional de la Monarquía española hacía su imperio
colonial durante los siglos XVI al XVIII. Ya que ésta, como
señala atinadamente E. Hernández Corujo, siempre reconoció a
estos territorios una naturaleza diferente a la de los reinos y
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posesiones europeos.
En este sentido, resulta esclarecedora la Ley 13, Título 2
de la Recopilación de Indias, en donde se establece lo siguiente:
“Porque siendo de una corona los reinos de Castilla y de las Indias,
las leyes y orden de gobierno de los unos y de los otros deben ser
lo mas semejantes y conformes que ser pueda. Los de nuestro Consejo,
en las leyes y establecimientos que para aquellos estados ordenaren,
procuren reducir la forma y el gobierno de ellos al estilo y orden
con que son regidos y gobernados los reinos de castilla..
Por el contrario, dicho modelo hay que buscarlo en la nueva
política adoptada frente a las colonias por los constituyentes
de Cádiz, continuada en gran medida durante el Trienio Liberal.
El identismo estaba basado en la completa integración de las
colonias dentro de la organización jurídico-político de la metró—
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polí, a través de un rápido proceso, cuyas etapas estuvieran
perfectamente delimitadas temporalmente. Este último punto cons-
tituía la principal diferencia entre este modelo y el asímilísta,
que, sí bien contemplaba dicha integración, lo hacia con carácter
meramente teórico, remitiendo su realización a un futuro
hipotético.
Tras la exclusión de las colonias del marco de aplicación
de la Constitución de 1837 y la subsiguiente pérdida por las
Antillas de su representación parlamentaria, este modelo solo
sería defendido ocasionalmente por sectores de la oligarquia
colonial relacionados con el cultivo de caña de azúcar o tabaco,
que aspiraban a un marco comercial y fiscal más favorable para
su producción, así como por segmentos de las clases medías
coloniales que propugnaban lo que consideraban una opción
reformista más posibilista que el autonomismo.
En este sentido, con posterioridad al restablecimiento entre
1868 y 1878 de la representación parlamentaria de Puerto Rico y
Cuba, la defensa del ídentismo como modelo de organización
colonial se circunscribiría a grupos políticos coloniales
marginales, como un cierto sector de la Disidencia Izquierdista
de la Unión Constitucional, estudiado por 1. Roldán, o del Parti-
do Liberal Progresista.73
No obstante, la aceptación de las líneas básicas del
programa identista por determinados sectores políticos metro-
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polítanos que buscaban una vía alternativa a los dos modelos
hegemónicos de política colonial, así como las coincidencias
formales que presentaba con el modelo asímilísta, determinaron
que en la década de los ochenta dicho modelo gravitara en torno
al debate político en materia colonial como una hipotética
solución de compromiso.
El modelo de organización colonial autonomista
El último de los modelos de organización colonial que
conformaron el marco teórico de las políticas coloniales
aplicadas por España durante él periodo estudiado fue el
autonomismo.
Este modelo fue adoptado a lo largo del siglo XIX por un
sector creciente de la sociedad colonial y fue capaz de ir
generando apoyos entre ciertos sectores de la clase política
metropolitana durante las dos últimas décadas del siglo.
El eje del programa autonomista estaba constituido por la
creación en cada colonia de gobiernos responsables ante cuerpos
legislativos locales. Dichos cuerpos legislativos tenían un
carácter representativo y estaban investidos de competencias
exclusivas sobre todas aquellas materias relativas a la economía
y administración de dichos territorios, lo que sentaba las bases
para la construcción de un marco legislativo propio, junto a otro
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de carácter general. Este modelo organizativo delegaba en la
metrópoli la dirección de la política exterior y de defensa.
Frente al carácter maximalista adoptado por los proyectos
autonómicos de reforma del régimen colonial durante el primer
tercio del siglo, el autonomismo evolucionaría progresivamente
hacia la búsqueda de un equilibrio de poderes entre los órganos
representativos de la colonia, el representante de la metrópoli
en la misma y las propias Cámaras Legislativas metropolitanas,
en su calidad de depositarias de la soberanía nacional en su
conjunto. Equilibrio que otorgara a la metrópoli una garantía
respecto a la futura permanencia de las colonias dentro del marco
del Estado-Nación metropolitano. -
Dicho equilibrio se buscó a través de diversas fórmulas que
limitaban en gran medida el alcance de las competencias ini-
cialmente concedidas a la colonia. En este sentido, uno de los
principales rasgos que caracterizaron al autonomismo durante el
último tercio de la centuria fue su carácter moderado y transac-
cional. Extremo derivado de la necesidad de la élite criollo de
establecer alianzas con otros grupos de interés que permitieran
el desarrollo de una política colonial de este tipo. Máxime
cuando la principal oposición al mismo provenía de sectores de
gran peso político, como la olígarquia peninsular asentada en las
colonias, cuya hegemonía política derivaba de la distorsión del
sistema representativo establecido en las Antillas durante el
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último tercio del siglo XIX, o los sectores económicos y corpora-
tivos metropolitanos beneficiarios del pacto colonial.
Los primeros proyectos de autonomía colonial datan del
Primer Período constitucional, si bien el modelo de organización
colonial propugnado por el autonomísmo no llegaría a adquirir un
carácter verdaderamente sistemático hasta el Informe Político de
1867, sin duda influido por la consolídación del modelo colonial
canadiense sancionado por la British North America Act.
No obstante, el autonomísmo no se convertiría en una
verdadera política colonial alternativa hasta la Restauración.
La legalización de las tesis autonómistas por el Tribunal Supremo
en 1881 y la constitución de sendos partidos autonomistas en Cuba
y Puerto Rico entre 1881 y 1886, dotaron al autonomísmo del
respaldo preciso para comenzar a desplazar a la vacilante
política asímílista practicada por los diferentes gobiernos
metropolitanos desde 1868.
A partir de este momento, la autonomía, como solución
definitiva a la permanente crisis colonial, comenzó a generar un
consenso entre un sector cada vez más amplío de la clase política
española. En este sentido, las tesis autonomistas fueron siendo
incorporadas desde 1886 al programa de la mayoría del fragmentado
espectro político republicano. En tanto que, a lo largo de la
década de los noventa, la constatación del fracaso de las
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diversas políticas asimilístas a la hora de resolver el creciente
deterioro de la situación en las Antillas, determinaría que las
tesis autonomistas comenzaran a ser aceptadas por determinados
sectores del Partido Liberal Fusionista.
Ello permitió la incorporación de determinados elementos del
modelo autonomista a los proyectos de reforma del régimen
colonial desarrollados entre 1893 y 1897. Sin embargo, la resis-
tencia del lobby colonial consiguió dilatar la aplicación de una
política plenamente autonómica hasta noviembre de 1897.~~
Como ya hemos analizado, el abrumador predominio del modelo
asímílista durante la mayoría del periodo y el fracaso de los
intentos de aplicación de políticas alternativas, han llevado a
algunos especialistas a sostener la existencia de una presunta
uniformidad de la política colonial desarrollada por España a lo
largo de la segunda mitad del XIX.
El análisis de la evolución del modelo jurídico-político
colonial demuestra que dicha uniformidad es más aparente que
real.
Por una parte, bajo la cobertura del asimílísmo se desa-
rrollaron políticas coloniales de muy diverso signo. En este
sentido, los proyectos de reforma del régimen colonial que
tuvieron lugar entre 1820 y 1823 o entre 1870 y 1873 difieren
radicalmente de las políticas desarrolladas bajo el signo del
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asímílísmo restrictivo entre 1875 y 1892.
Por otra parte, en determinadas coyunturas se trató de
articular políticas coloniales que, si bien se englobaban dentro
de los parámetros teóricos del asímilismo, incorporaban elementos
pertenecientes a los modelos teóricos alternativos de política
colonial. Así sucedió en 1879 y de forma reiterada en los
proyectos de reforma colonial ensayados desde 1892.
En este sentido, consideramos que la progresiva aceptación
por un sector cada vez más amplio del espectro político metropo-
litano de diversos aspectos pertenecientes a los modelos
alternativos de organización colonial, influyó decisivamente
sobre la formulación de las políticas en materia colonial a lo
largo de este periodo. De manera que, desde principios de la
década de los noventa, aquellas respondieron en no poca medida
a modelos mixtos.
Este extremo, unido a la ya mencionada confusión existente
entre asimilísmo e identismo, ha generado cierta confusión en
torno al carácter revestido por los proyectos de organización
colonial posteriores a 1892.
Este es el caso del Proyecto Maura, al que una buena parte
de la historiografía ha calificado repetidamente como autonomis-
ta. En este sentido se han manifestado, entre otros, especialis-
tas de la talla de M. Tuñón, M. Martínez Cuadrado, J.M. Jover o
A. García Ochoa.75 Sin embargo, el análisis pormenorizado de
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dichos proyectos nos lleva a desechar esta tesis. Tanto el
proyecto Maura, como la Ley de Bases o los decretos de abril de
1897 deben englobarse dentro del modelo teórico asímílista, en
cuanto a que en ningún caso implicaron delegaciones del poder
legislativo de las Cortes en los órganos representativos de las
colonias.
Los objetivos ~~lanteadospor los diferentes modelos teóricos y
el desarrollo de la política colonial esr~añola
Cada uno de los tres modelos anteriores respondió a un
conjunto de objetivos y estrategias, coincidentes en algunos
casos y diferentes, e incluso contradictorios, en otros.
Desde una óptica económica, la perpetuación del modelo de
explotación de las colonias sancionado por el nuevo pacto
colonial, que según L.W. Bergard se conformaría entre 1820 y
1840, constituyó el principal objetivo de las diferentes
políticas asímílístas desarrolladas a lo largo del periodo.76
Si bien, durante el segundo tercio del siglo el mantenimiento
de dicho sistema estuvo en gran medida determinado por la
existencia de importantes transferencias fiscales a la metrópoli,
como señalan B. Sonesson, para el caso de Puerto Rico y C.
Candelaria, para el de Cuba, desde el Sexenio la empresa colonial
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pasaría a caracterizarse por la falta de rentabilidad para el
conjunto de la metrópoli.77 En este sentido, hay que recordar que
desde 1868 las colonias perdieron su carácter anterior de fuente
de ingresos fiscales para el Tesoro de la metrópoli.78 Desde este
momento, los beneficios del pacto colonial se limitaron casi
exclusivamente a grupos específicos del aparato burocrático-
militar del Estado y a determinados sectores económicos metropo-
litanos.
El conjunto de estos intereses constituyó el más importante
lobby colonial y, por consiguiente, el principal apremio sobre
la política colonial de este período.
Los diferentes grupos de intereses que interactuaron en este
ámbito han sido objeto de detenido estudio por parte de numerosos
especialistas, lo que ha permitido un amplio grado de conoci-
miento sobre algunos de los mismos, aunque aún existan impor-
tantes lagunas. En este sentido, por citar solo algunos de los
trabajos más relevantes, M. Espadas y F. Núñez han estudiado los
nexos existentes entre el mundo colonial y determinados sectores
del ejército; E. Hernández Sandoica ha centrado sus trabajos en
los grupos de presión navieros y en sus relaciones con la
industria catalana; J. Maluquer ha hecho lo propio con la
industria textil catalana; C. Serrano ha analizado la tardía
incorporación de la industria metalúrgica vasca al pacto
colonial; J. Rubio ha estudiado el comportamiento de determinados
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sectores de la burocracia colonial; por su parte, A.M. Fernández,
1. Roldán, J. Cayuela y A. Bahamonde, entre otros, han extendido
el campo de análisis a la propia oligarquia hispano-colonial.79
Sin embargo, junto a la presión ejercida por el grupo de
intereses hegemónicos, no habría que desdeñar la influencia que
sobre la política colonial española pudo tener la incidencia de
las nuevas teorías acerca del sentido y legitimación de la
dominación colonial.
Junto a las argumentaciones derivadas de la herencia, la
superioridad racial y la misión civilizadora, como corpus, más
bien difuso, de elementos ideológicos invocados para justificar
la dominación colonial sobre un territorio, se desarrollaron a
lo largo de la segunda mitad del XIX distintas teorías económicas
del colonialismo, centradas en la consideración de la colonia
como un complejo de relaciones que había de reportar una serie
de beneficios económicos a la metrópoli.
En esta línea se enmarcan las tesis de teóricos como E.G.
Wakefield, o de estadistas como J. Ferry o J. Chamberlain, para
quienes la política colonial debía centrarse en la obtención de
mercados para los excedentes industriales metropolitanos, la
consecución de materias primas a bajo coste y una mayor rentabí-
lízación de la exportación de capitales.90
El peso de estos presupuestos ideológicos, que no comenzarán
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a ser impugnados hasta comienzos del siglo XX, condícionó
probablemente la concepción de la política colonial adoptada por
las élítes políticas españolas del último tercio del XIX, de
manera que la explotación económica de sus colonias constituyó
un objetivo básico de la misma, pese a que, como ha señalado R.
Mesa, la incompleta industrialización de la metrópoli impidió el
pleno desarrollo del sistema de relaciones económicas colonias—
metrópoli reflejado en las teorías coloniales del periodo.6’
En este sentido el modelo colonial español quedaba al margen
de la nueva definición de sistema colonial, entendido como “mono-
polio, en beneficio de la Metrópoli, de la producción y consumo de sus colo-
nias” ~82 Ello era consecuencia, tanto del alto grado de desarrollo
alcanzado a mediados del XIX por Cuba, en torno a la cual va a
gravitar todo el sistema colonial español, como de la propia
incapacidad de España para desempeñar el papel propio de una
metrópoli industrializada. Fundamentalmente desde una óptica
relativa a constituir el principal mercado de la producción
colonial, función ejercida de forma creciente por Estados Unidos.
Todo ello no significa que la economía no jugara un papel
fundamental en la relación de la metrópoli con sus colonias.
Como ha señalado N. Palou, los beneficios del monopolio comercial
ejercido sobre las colonias constituyeron un elemento determinan-
te en la amortiguación del déficit cróníco de las transacciones
comerciales de España con el extranjero.83 Más importancia aún
tuvo la acumulación de capitales en torno a determinados sectores
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económicos metropolitanos, proceso que resultaría decisivo a la
hora de explicar fenómenos como el de la industrialización
catalana.84
Ahora bien, las relaciones económicas de la metrópoli con
sus colonias revistieron siempre la forma de un intercambio desi-
gual, pues las ventajas proporcionadas por las colonias como
mercado reservado a determinados sectores de la producción
española nunca fueron recíprocas. Antes bien, el monopolio
comercial impuesto por la metrópoli perjudicó notablemente los
intereses antillanos en el marco de sus transacciones con su
principal mercado: Estados Unidos.
Desde esta- óptica, los modelos identista y autonomista
articulaban un sistema de relaciones económicas más favorable a
los intereses de las colonias. Para ello plantearon respectiva-
mente, bien la integración de las colonias en el proceso de
constitución de un mercado nacional articulado, proceso que
estaba desarrollándose de forma paralela en aquel momento, bien
el autogestionamiento de sus intereses económicos por las propias
olígarquias coloniales.
Desde una vertiente jurídico-política, las políticas colo-
niales desarrolladas a partir de los tres modelos teóricos
analizados tuvieron como objetivo la construcción en un futuro
contexto postcolonial de un marco jurídico estable de relaciones
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entre las colonias y la metrópoli. Dicho objetivo es consustan-
cial a todas las políticas coloniales desarrolladas durante esta
etapa. No obstante, dicha uniformidad desaparece al analizar el
carácter del vínculo jurídico planteado por cada uno de los
diferentes modelos que se articularon a lo largo de este periodo.
En este sentido, los tres modelos ensayados perseguían
respectivamente: la incorporación de los territorios coloniales
al marco de la Nación-Estado metropolitano, bien de forma incom-
pleta y remitiéndola a un futuro hipotético (modelo asimilista),
bien plenamente y a través de un calendario concreto (modelo
identista), o la asociación voluntaria dentro de una relación
imperial o comunítaria (modelo autonómico-independentista)
Creemos, siguiendo a W. Baumgart, que la construcción de uno
u otro sistema de relaciones con la metrópoli constituyó el
objetivo primordial de la política colonial liberal durante la
mayoría del siglo XIX.85
Sin embargo, en el caso del asimílísmo, dicho objetivo tuvo
un carácter más retórico que real, ya que, como hemos señalado
anteriormente, las políticas asímílístas nunca se plantearon
realmente la consecución de dicho objetivo, en cuanto a que éste
hubiera supuesto la ruptura del pacto colonial, cuyo mantenimien-
to constituía el objetivo de los grupos de intereses hegemónicos
en materia de política colonial.
En este sentido, el asímilismo tendría como objetivo mme-
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díato la introducción de retoques parciales sobre el régimen
colonial con el fin de perpetuar, en la medida de lo posible, el
statu quo colonial preexistente.
Ello diferencia al asímilismo de sus dos modelos teóricos
alternativos, en cuanto a que las políticas asimílístas no
estaban encaminadas a la resolución definitiva del problema rela-
tivo al marco asignado a las colonias dentro del nuevo Estado-
Nación, sino que se limitaban a ofrecer soluciones coyunturales
a las crecientes tensiones planteadas por el descontento de los
grupos de interés perjudicados por el pacto. Lo que no fue óbice
para que dichas modificaciones, transcendiendo un carácter
puramente coyuntural, condujeran a una transformación substancial
del marco jurídico—político colonial, cuyo efecto acumulativo se
haría especialmente patente en las dos últimas décadas del
período.
Desde una óptica relativa a la política exterior, dado que
la totalidad de las políticas coloniales planteadas a lo largo
de este período tuvieron como objetivo básico el mantenimiento
de los territorios ultramarinos dentro del marco del Estado-
Nación metropolitano, difiriendo solo en la fórmula concreta bajo
la que debía tener lugar dicha vinculación, un objetivo común a
la totalidad de las políticas coloniales desarrolladas durante
el mismo seria la consecución o mantenimiento de un prestigio
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internacional, derivado de la posesión de colonias en un marco
de relaciones internacionales caracterizado por la creciente
polarización entre potencias coloniales y estados susceptibles
de satelízación. 86
En la misma línea del anterior, un objetivo coyuntural, con-
sustancial a las distintas formulaciones de la política colonial
española, vendría dado por la periódica instrumentalización de
la misma como elemento de cohesión interna.
La conversión de los sentimientos nacionales en factor de
presión ideológica, fuertemente identificado con una serie de
valores como el deseo colectivo de recuperar una grandeza
perdida, la defensa del ámbito soberano del Estado-Nación o el
ansía de expansión, provocaron el ocasional recurso de los
gobernantes a centrar la atención de la opinión pública en
cuestiones coloniales con motivo de tensiones internas, en aras
del efecto aglutínador conseguido por este tema en la conciencia
nacional de los pueblos.87
Este objetivo, detonante de la intensa y poco fructífera
acción exterior del Gobierno O’Donnell entre 1858 y 1863,
volvería a ser explotado en las dos grandes coyunturas de
agudización de la crisis colonial (1868—1878 y 1895—1898), así
como en la crisis de las Carolinas en 1885.38
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A su vez, la posesión de colonias implicaba una serie de
objetivos secundarios de carácter geoestratégico dentro de la
política colonial desarrollada por la metrópoli, destinados a la
adquisición y mantenimiento de determinados territorios sobre la
base de su carácter geoestratégico. Bien por su situación dentro
de la red mundial de comunicaciones marítimas, bien por necesida-
des defensivas de las propias colonias nucleares.
Obviamente, estos objetivos tuvieron mayor incidencia en la
política colonial de las grandes potencias, sumidas en un juego
de poder a escala planetaria, en tanto que en la política colo-
nial de las pequeñas potencias, como es el caso español, dichos
objetivos se redujeron a la incorporación de aquellos territorios
que, pertenecientes de íure a su ámbito de soberanía, no habían
sido realmente ocupados, a fin de adaptarse a las nuevas
consideraciones del Derecho Internacional, que hacían del derecho
de ocupación la principal garantía de soberanía sobre un territo-
rio concreto.
Estrategias en la articulación de las políticas coloniales
ensayadas ~or España entre 1808 y 1898
Junto a la existencia de unos objetivos, determinados por
las presiones de los diferentes grupos de intereses y por la
propia percepción de los individuos directamente responsables del
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proceso de toma de decisiones, toda política colonial está
conformada en un segundo nivel por una serie de mecanismos
conducentes a la obtención de dichos objetivos.89 El marco
general en que se desenvolvieron dichos mecanismos esta consti-
tuido por el estatuto jurídico—político concedido a las colonias
por la metrópoli.
Un primer elemento dentro del mismo viene dado por el carác-
ter de la estructura político-administrativa. Lógicamente los
diferentes modelos teóricos que constituyeron el marco de refe-
rencia de la política colonial presentaron distintas soluciones
en este punto.
El modelo identísta perseguía la plena absorción de la
estructura político—administrativa colonial por la del Estado,
extremo que no llegó a ser puesto en práctica hasta sus últimas
consecuencias en ningún caso.
Por su parte, tanto el modelo asimílista como el autonomista
implicaban la separación entre la estructura político-adminis-
trativa metropolitana y la colonial, aunque reservando a la
primera un control, más o menos intenso, sobre la segunda.
El modelo asímilista implicó a su vez dos modelos contra-
puestos de organización colonial. Por una parte, determinadas
políticas asímilistas propugnaron la creación de un marco de
organización territorial descentralizado, que confiriera a la
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olígarquía criolla un mayor grado de participación en el proceso
de toma de decisiones relativas a la colonia. Por otra, los
modelos asímilístas predominantes implicaron la concentración de
todo el poder en torno a un cuerpo de administradores espe-
cializados, radicado en las propias colonias, con un alto grado
de autónomia y pronto identificado con los intereses de los
grupos de origen metropolitano establecidos en dichos territo-
rios.
El modelo autonomista, por el contrario, implicaba el predo-
minio de las oligarquias periféricas, a partir de la creación de
cuerpos legislativos coloniales, fiscalizados en mayor o menor
medida por un representante directo de la metrópoli, de la cual
seguían dependiendo las cuestiones relativas a política exterior
y de defensa.
Tanto una como otra fórmula dieron lugar a la aparición de
un conflicto permanente entre el grupo hegemónico en la colonia
y lo que Arendt denomina “la conciencia de la Nación”, representada en
la metrópoli por un Ejecutivo, un Legislativo y una prensa más
o menos libre.90
Dado que el modelo autonomista solo se puso en práctica tar-
díamente y no tuvo tiempo para desarrollarse plenamente, el
problema que arrastró la política colonial española a lo largo
de la mayoría del período, fue la autonomía creciente de los
órganos periféricos de la Administración y su identificación con
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los intereses de los grupos de origen metropolitano radicados en
las colonias. La creación, bajo diversas formas, de organismos
especializados en materia colonial en el seno de la Adminis-
tración central del Estado fue el mecanismo empleado, con
desigual éxito, por los diferentes gobiernos de la metrópoli para
tratar de conectar ambos ámbitos político—administrativos.9’
En estrecha relación con el punto anterior se encuentra el
problema de la representación colonial en las Cortes de la
metrópoli.
Despojadas en 1837 de la representación parlamentaria que
habían tenido hasta entonces, las élites criollas trataron de
encontrar mecanismos alternativos de representatividad ante el
gobierno metropolitano.
Una primera fórmula, empleada con ocasión del proyecto cano—
vista de reforma colonial en 1865, fue la constitución de
comisiones de notables coloniales. Dichas comisiones, cuya
existencia estaba circunscrita a un período de tiempo limitado,
tenían como función la expresión de los intereses de los
distintos grupos de interés coloniales ante proyectos que
afectaban decisivamente a las colonias.
La Revolución de 1868 marcó el comienzo de la recuperación
de la presencia de representantes de estos territorios en el
Parlamento metropolitano. Sí bien, la misma se límitó a Puerto
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Rico hasta 1879, momento en que se amplió a Cuba. No obstante,
la representatividad de los diputados y senadores coloniales era
cuestionable, al estar supeditada a normativas electorales mucho
más restrictivas que las existentes en la metrópoli, conducentes
a favorecer la sobrerepresentatividad de los grupos metropolita-
nos asentados en las colonias.
En este contexto, la estrategia de los sectores autonomistas
se centraba, en coincidencia con las tesis identistas, en la
armonización de la normativa electoral vigente en las colonias
con la metropolitana, al mismo tiempo que se reivindicaba la
doble presencia de representantes coloniales en los legislativos
colonial y metropolitano.
Una decisión táctica, común a los modelos identista y asimí—
lista, fue la importancia concedida a los mecanismos coactivo-
defensivos del Estado desplegados en dichos territorios. En la
práctica, éstos consiguieron mantenerse al margen de las institu-
ciones que en la metrópoli ejercían cierto control sobre los
mismos, siendo su cúspide promovida a la posición de representan-
te de la metrópoli en las colonias: los capitanes generales/go-
bernadores generales coloniales.
Ello desembocó en la obtención de una gran influencia por
parte de los mismos sobre el cuerpo político de la metrópoli, con
lo que se convirtieron en uno de los más poderosos apremios en
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la elaboración de la política colonial.92 Cuya expresión expan-
sionista, el imperialismo, plantearon en términos de política de
poder. Si bien este último extremo se límita en el caso español,
a la ocupación tardía de territorios sobre los que la soberanía
de la metrópoli era puramente nominal: Guinea (1858) y Carolinas
y Palaos (1885)
Por su parte, el modelo autonomista implicaba lógicamente
una disminución de la influencia del aparato represivo—militar
colonial al perseguir la separación de poderes y un mayor control
del mismo, a cargo del legislativo colonial.
En este sentido, el predominio durante la mayoría del
período de políticas coloniales basadas en las tesis asimilístas,
si bien progresivamente matizadas con elementos provenientes de
los otros dos modelos, condujo, a su vez, a que la mayoría de la
normativa aplicada en dichos territorios tuviera su origen en lo
que L. Sánchez Agesta denomina “decisiones cerradas”, es decir
aquellas realizadas por las autoridades públicas, oficialmente
investidas por el Derecho de tal facultad de decisión, sin
ninguna participación externa.93 Frente al predominio de las
decisiones abiertas en la práctica política de la metrópoli, es
decir, aquéllas en las que las autoridades responsables de la
decisión consultaban o recibían iniciativas de las Itiás variadas
fuerzas sociales y de los órganos que representaban a aquellas.
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Finalmente hemos de referirnos a la imposición de políticas
económicas planteadas para beneficiar a la metrópoli desde una
doble concepción: por una parte, mediante la rentabilización
estatal de la empresa colonial a través de diversos sistemas de
imposición fiscal, lo que distó de conseguirse en la totalidad
de las colonias, y, por otra, mediante medidas favorables a los
intereses más concretos de grupos económicos metropolitanos,
radicados tanto en la propia metrópoli como en las colonias,
grupos que, en general, tuvieron éxito en sus reivindicaciones,
constituyéndose, como hemos visto, en uno de los apremios más
poderosos que mediatizaron la política colonial.
Obviamente, las políticas puestas en práctica desde las
posiciones asimilistas estuvieron generalmente dirigidas a la
satisfacción de dichos apremios. Ello era incompatible con los
intentos por satisfacer las demandas planteadas desde los secto-
res productivos coloniales. De esta manera, como E. Hernández
Sandoica ha señalado, las leyes de relaciones comerciales, teóri-
camente orientadas a la consecución de una reciprocidad en los
intercambios comerciales entre las colonias y la metrópoli,
fueron desvirtuadas por una serie de medidas complementarias. £~
En tanto que los intentos de obtener condiciones favorables para
la producción cubana en el mercado americano, a través de
acuerdos comerciales bilaterales, fracasaron por la imposibilidad
de ofrecer contrapartidas en aquellos sectores monopolizados por
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determinados grupos económicos metropolitanos.95
El modelo autonomista suponía obviar estos obstáculos, en
cuanto a que implicaba la segregación de la política economica
colonial de los intereses de los sectores productivos metropo-
litanos, supeditándola a los intereses de los sectores produc-
tivos radicados en las propias colonias. En este sentido, las
diferentes políticas autonomistas entregaban la totalidad de las
competencias en materia económica, incluso la posibilidad de
firmar tratados comerciales con otros estados, a los legislativos
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LOS INSTRUMENTOS DE lA ACCIÓN COLONIAL: LA. ADMINISTRACIÓN
CENTRAL EN MATERIA COLONIAL (1810-1899>.
1 LAS COLONIAS Y LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL DEL ESTADO DURANTE LOS
DOS PRIMEROS TERCIOS DEL SIGLO XIX
El origen de la estructura centralizada de gobierno de los
espacios coloniales, cuya expresión más característica en el
siglo XIX fue el Ministerio de Ultramar, hay que buscarlo en la
reorganización administrativa acometida por los Borbones desde
principios del XVIII.
Superado el compromiso inicial con la organización política
tradicional del Estado, tras la imposición de la nueva dinastía
por la fuerza, Felipe V tratará~de adecuar la misma al modelo
centralista francés. En este contexto, el Real Decreto de 30 de
noviembre de 1714 establecía la base orgánica de la Administra-
ción española por razón de la materia, dentro de un régimen
individualizado de responsabilidades de gobierno.
Como consecuencia de la nueva organización, los viejos
consejos de la época de los Austrias perdieron su importancia o
desaparecieron, siendo desplazados por un nuevo sistema, que
implicaba la sustitución del régimen de gobierno colegiado por
un régimen individualizado, donde la anterior responsabilidad
colectiva en el proceso de toma de decisiones era reemplazada por
responsabilidades personales.
La base de este nuevo sistema estaba constituida por las
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secretarías del Despacho, germen de la futura organización
ministerial.
La nueva configuración de la Administración central afectó,
como a los restantes ámbitos de la acción del Estado, a las
estructuras administrativas encargadas del gobierno colonial, que
se sucederían a lo largo del siglo XVIII y la primera mitad del
XIX. Asimismo, los organismos administrativos que, con carácter
ejecutivo, fueron sucediéndose en el gobierno de las colonias,
fueron complementados y apoyados en el ejercicio de dicho
gobierno por una serie de órganos auxiliares con funciones
consultivas en esta materia.
La Administración central del Estado en materia colonial durante
el Antiguo Régimen
A raíz de la nueva estructura de la Administración central
del Estado implantada en 1714, el Consejo y la Cámara de Indias
perdieron la mayor parte de las atribuciones que secularmente
venían desempeñando en el gobierno de las colonias, siendo
desplazados por la Secretaría del Despacho de Marina e Indias
Al nuevo ente administrativo competían todos los asuntos colonia-
les en materia de gobierno, administración, hacienda y guerra.
Tan solo la Administración judicial relativa a las colonias si-
guió en manos del Consejo y la Cámara de Indias.
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La nueva estructura centralizada de gobierno colonial fue
modificada poco después, pues el Real Decreto de 28 de abril de
1715 distribuía las materias de índole colonial entre las
secretarías de Justicia, Guerra y la Intendencia Universal de
Hacienda.2 Esta situación sería sancionada por la reorganización
llevada a cabo por Alberoní a través del Real Decreto de 2 de
abril de 1717, pasando los asuntos coloniales a depender de dos
departamentos: Guerra y Marina, por un lado, y Justicia, Gobierno
Político y Hacienda, por otro.-’ Si bien, las competencias de esta
última secretaría se ampliarían notablemente al absorber poste-
riormente gran parte de las atribuciones que en materia judicial
habían conservado el Consejo y la~Cámara de Indias. Dicho proceso
tuvo lugar a través de dos reales decretos de 20 de enero y 11
de septiembre de 1717.
La reaparición de un ente centralizado para el gobierno
colonial no se produciría hasta enero de 1721, año en que la
Secretaría de Guerra y Marina se dividió, dando paso a una nueva
Secretaría de Marina e Indias.4
El nuevo ente administrativo perviviría sin alteraciones de
importancia hasta que, en agosto de 1754, Fernando VI deslindara
las atribuciones de esta secretaría, dividiéndola en dos: la
Secretaría de Marina y la de Indias, adscribiéndose a ésta última
“todas las materias de Guerra, Hacienda, Navegación y Comercio de Indias”.5 La
concentración en la Secretaría de Indias de todos los asuntos de
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Ultramar llevó a que se la denominara Secretaría del Despacho
Universal de Indias, denominación con la que generalmente este
ente aparece en la bibliografía.
El reforzamiento de la Administración central encargada del
gobierno colonial constituía una etapa previa y necesaria para
la aplicación de los vastos planes de reforma de las estructuras
coloniales, ensayados a lo largo del último tercio del siglo
XVIII, cuyo máximo exponente fue, precisamente, el secretario del
Despacho Universal, J. Gálvez.
La complicación de los asuntos relativos a las colonias,
derivada de la ofensiva de la Administración central para retomar
el control sobre la Administración periférica, que a lo largo del
siglo precedente se había relajado notablemente, desembocó en la
división de la Secretaría de Estado y del Despacho Universal de
Indias, efectuada por Carlos III a través del Real Decreto de 8
de julio de 1787.6 En virtud de dicha disposición, se creaba una
Secretaría de Indias de Gracia y Justicia y materias eclesiásti-ET 1 w 63 
cas (“a semejanza de la que se haya establecida en España e islas adyacentes”)
y otra de Guerra y Hacienda, Comercio y Navec~ación. Con ello, se
establecían dos “ministerios” para el gobierno exclusivo de las
colonias, cuyos asuntos se apartaban por completo de la compe-
tencia de los cinco “ministerios” restantes. Este extremo sentaba
las bases de una cierta dualidad en la organización ministerial
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del Estado, que venía a confirmar administrativamente la
situación excepcional que los territorios ultramarinos ocupaban
en el ámbito del Estado borbónico, al tiempo que estructuraba a
la Administración central responsable del gobierno de los mismos
de acuerdo a un esquema, sino igual, si muy similar al de los
organismos administrativos dirigidos a la metrópoli.
Tal situación se prolongaría durante poco tiempo, pues
Carlos IV, por un Real Decreto de 25 de abril de 1790, suprimía
ambas secretarías, distribuyendo con criterio unificador
-un mismo Rey, un mismo gobierno para todo el Estado— los asuntos
referentes a Ultramar entre las ¿inco secretarías restantes, en
función de su carácter.’ Con ello se ponía fin a la existencia de
organismos especializados en el gobierno de las colonias dentro
de la Administración central del Estado.
Este extremo era sustituido por una ficción jurídica, según
la cual el gobierno de las colonias respondía a criterios unifor-
mes, similares en todo a los que se aplicaban en la propia
metrópoli, y por tanto ejecutables a través de los mismos centros
administrativos.
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La Administración central ultramarina en los comienzos del
régimen liberal <1808-1851)
El crucial período que se extiende desde 1808~ a 1823, se
caracterizó por la rápida alternancia de diferentes modelos
organizativos de gobierno colonial. Ello fue consecuencia del
forcejeo entre las fuerzas del Antiguo Régimen, sumidas en un
proceso de aguda crisis, y el liberalismo emergente, cuya visión
de la administración colonial y cuyas respuestas ante el proceso
de emancipación americana habían de ser necesariamente diver-
gentes.
La rápida sucesión de diferentes modelos organizativos,
unida a la desarticulación del conjunto de la Administración
central del Estado durante la crisis de 1808—1814, acentuaron el
grado de autonomía de la Administración periférica en las
colonias, dificultando una respuesta efectiva de la metrópoli
ante el proceso independentista iniciado en las mismas.
Los constituyentes de Cádiz restauraron parcialmente el
modelo de organización centralizada de gobierno colonial. En este
sentido, el Real Decreto de 6 de abril de 1812 creaba la
Secretaría de la Gobernación de Ultramar) La cual, en virtud de
este Decreto, tenía a su cargo “todos los negocios correspondientes a los
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diversos ramos que se asignan al Ministerio de la Gobernación para la Península;
excepto lo relativo a correos y Postas”, así como los asuntos referentes
a las misiones existentes en dichos territorios. En tanto que las
materias relativas a guerra, marina, justicia y hacienda
continuaban dependiendo de las restantes secretarias.
La obsesión de Fernando VII por retrotraerse al período
anterior a las Cortes de Cádiz le llevó a suprimir en junio de
1814 la Secretaría de Gobernación de Ultramar. Restableciendo
días después el Ministerio Universal de Indias, tal y como había
existido entre 1754 y 1787.~
La restauración de la estru.ctura centralizada de gobierno
colonial no obedecía a un propósito racionalizador de la
administración de los ámbitos ultramarinos. Máxime cuando el
desarrollo del proceso de emancipación de aquellos territorios
y el propio grado de desarticulación de la Administración central
y periférica, tras la crisis de 1808—1814, imposibilitaban de
facto el control desde la metrópoli. En dichas circunstancias,
reducidas las posibilidades de conservación de dichos territo-
rios, bien a la acción militar, bien al pacto con aquellos
sectores de la oligarquía local propicios a éste (sectores que
no estaban dispuestos, en absoluto, a renunciar a la autonomía
que habían conseguido), la existencia de una estructura cen-
tralizada de gobierno colonial carecía de sentido. De esta
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manera, un Real Decreto de 18 de septiembre de 1815 suprimía el
Ministerio Universal de Indias, volviendo a distribuir los
asuntos coloniales entre las diferentes secretarías, de acuerdo
al esquema desarrollado en abril de 1790.10
No obstante, dicha supresión no debió llevarse a cabo
llevarse a cabo en su momento, por lo que debió reiterarse en una
Real Cédula de 23 de febrero de 1816, en la que se manifestaba
la conveniencia de uniformar el despacho de los negocios de
Indias con el de los de España, como partes de una misma
nación. 11
La llegada de los liberale=al poder en 1820, restablecía
la estructura de la Administración central sancionada por el
art.22 de la Constitución de 1812 y con ello la Secretaría de la
Gobernación de Ultramar.
Sin embargo, la posterior reacción absolutista volvía a
suprimir este organismo, disponiendo una nueva distribución de
los asuntos ultramarinos entre las distintas secretarías, a raíz
del Real Decreto de 1 de octubre de 1823, cuyo art.l declaraba
“nulos y de ningún valor los actos del gobierno llamado constitucional (de cual—
quier clase y condición que sean> que ha dominado a mis pueblos desde el día ~7
de marzo de 1820 hasta hoy, día 1 de octubre de l823.~
El estancamiento de España durante la larga reacción
fernandina determinaría la prolongación de este estado de cosas
hasta 1836, pese a que la consumación de la pérdida de los
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territorios continentales americanos en 1824, exigía la urgente
readaptación de las estructuras administrativas coloniales a la
nueva situación. La respuesta del régimen absolutista se limitó
a acentuar el grado de concentración de poderes y la autonomía
de la nueva cúspide de la Administración periférica, a la que se
concedían poderes excepcionales en 1824, confirmados al año
siguiente.
Con ello, la Administración periférica, rígidamente
estructurada en torno a la figura de los capitanes genera-
les/gobernadores generales coloniales, escapaba por completo al
control de la Administración central metropolitana, cuyas
competencias en materia colonial quedaban fragmentadas entre las
distintas secretarías.
Solo en septiembre de 1836 se procedería a separar del
Ministerio de Gobernación los asuntos referentes a Ultramar, que
pasaban a constituir junto a los de marina, la Secretaría del
Desoacho de Marina, Comercio y Gobernación de Ultramar.’-’ Ello no
significaba que tuviera lugar la concentración de las competen-
cias coloniales en una sola dependencia administrativa, puesto
que los ministerios de Guerra, Hacienda y Gracia y Justicia con-
servaban lo que se refería a sus respectivos ramos.
En este sentido, la adscripción de las materias hacendísti-
cas y de comercio a dos departamentos distintos de la Administra-
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ción generó cierto confusionismo, resuelto por una Real Orden de
9 de diciembre de 1837 que dio lugar a un claro deslinde de
atribuciones entre las dos secretarias implicadas.14
En 1841 se volvió a plantear la necesidad de crear una
estructura administrativa centralizada para el gobierno de las
colonias, que concentrara todas las materias relativas a éste.
El proyecto fue discutido en el seno del Gobierno y dio lugar a
una serie de estudios en el seno de la Administración consultiva
del estado, en los que se hacía hincapié en la necesidad de dicho
Ministerio. Las únicas objeciones al proyecto proponían como
alternativa la unión de los asuntos de marina y Ultramar en un
mismo departamento, aduciendo como razones para ello: el ahorro
presupuestario subsiguiente, la propia tradición administrativa
española y “porque así lo han entendido otros países que tienen un ministerio
de Marina y colonias ~•í5 En es te sentido, el borrador final de dicho
proyecto optaba por crear un ministerio dedicado exclusivamente
al gobierno colonial, cuya creación debía ser objeto de una
próxima ley.~U
Pese a ello, las complicaciones subsiguientes experimentadas
por el régimen de Espartero impidieron que dicho proyecto llegara
a cobrar estado parlamentario, siendo presentado a las Cortes
para su discusión. El proyecto de creación de un ministerio de
colonias en 1841 caería posteriormente en el olvido, como parece
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deducirse de la inexistencia de cualquier referencia al mismo en
ninguno de los trabajos precedentes relativos a la Historía de
la Administración durante este periodo.
La creación del Ministerio de Comercio, industria y Obras
Públicas en enero de 1847 tuvo importantes repercusiones sobre
la Administración central en materia colonial. Dicha medida
provocaba la desaparición de la Secretaria de Marina, Comercio
y Gobernación de Ultramar, llevada a efecto por un Real Decreto
de 5 de febrero de 1847, pasando a depender los asuntos colonia-
les, que habían sido competencia de este Ministerio, de la
Secretaria de Gobernación de lá Península, ahora denominada
Secretaría de Gobernación del Reino. Vi
Dichas materias no llegarían a conformar una dirección o una
sección de cierta entidad en el seno del nuevo ministerio, como
había sucedido a menudo en el pasado, sino que, en virtud de un
Real Decreto de 10 de marzo de 1847, se integraban en uno de los
diecinueve negociados de la Dirección general de Gobierno
Político de esta Secretaria. 18
Tal medida era sintomática del escaso peso asignado a la
Administración central encargada de los asuntos coloniales,
atomizada entre las distintas secretarías, sin llegar a formar
secciones autónomas dentro de las mismas.
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En este contexto, el control ejercido desde la metrópoli
sobre la Administración periférica, ya de por sí laxo, llegó a
ser prácticamente nulo. El progresivo desarrollo de las ten-
dencias anexionistas en amplios sectores de la oligarquía
antillana, hacía sumamente peligrosa la prolongación de tal
estado de cosas durante mucho tiempo. Por otra parte, la
creciente importancia de Cuba como fuente de ingresos para el
gobierno metropolitano exigía racionalizar el sistema hacen-
dístico existente en la isla, en especial los mecanismos de
control sobre el mismo.
Ambos factores provocaron un giro radical en la actitud
adoptada por los gobiernos que s~ sucedieron a partir de 1850,
respecto a la forma en que debía llevarse a cabo el gobierno de
los ámbitos coloniales.
El proceso de centralización de las competencias en materia
colonial desarrollado en el seno de la Administración del Estado
entre 1851 y 1863
Las primeras medidas en este sentido fueron encaminadas a
construir en la metrópoli una superestructura administrativa, que
centralizara y coordinara las actividades de las intendencias
coloniales, poniendo fin a la absoluta autonomía de que estas
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gozaban:
“Desde entonces, Señora, la contabilidad de las provincias de
Ultramar apenas tiene enlace con la general; la inspección dei
Gobierno es ineficaz; el orden, si existe, no se conoce; los males,
si los hay, no pueden remediarse, faltando absolutamente la
regularidad y el buen orden” 19
El caos hacendístico en que se encontraban los territorios
coloniales era producto, no tanto de la asignación de su
administración económica al mismo departamento que gestionaba la
de la Península, el Ministerio de Hacienda, como de la propia
inhibición de éste frente a las responsabilidades que en materia
hacendística colonial le correspondían desde 1815. Patente en el
hecho de que solo tres funcionarios, adscritos a la Subsecreta-
ria, desempeñaban dicha tarea.
Ante esta situación el futuro ministro de Ultramar, Manuel
de Seijas Lozano, creaba, por medio de un Real Decreto de 7 de
enero de 1851, una Dirección general de Ultramar en el seno del
Ministerio de Hacienda y dentro de ésta una Sección de Contabili-
dad de Ultramar.20 Paralelamente, el art.3 de este mismo decreto
establecía la dependencia presupuestaria de los nuevos órganos
del Ministerio de Hacienda respecto a las cajas de Ultramar, Ello
sentaba el precedente del modelo de financiación del Ministerio
de Ultramar seguido a partir de 1871.
Las vastas reformas de la Administración central del Estado
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emprendidas por Bravo Murillo desde enero de 1851, afectaron
profundamente a la Administración encargada del gobierno de los
territorios coloniales.
La polémica relativa a la conveniencia o no de un ente admi-
nistrativo único para el gobierno de Ultramar, cobró de nuevo
vigor. La división de opiniones entre los partidarios de la
creación de un ministerio y los que se oponían a éste, alegando
las perturbaciones que una obra de tal envergadura podría
provocar en el delicado statu quo colonial, llevaría finalmente
a la adopción de una solución de consenso.
Los partidarios de una céntralización de las funciones
ultramarinas predominaban en el seno de la Administración del
Estado. Como puede deducirse del dictamen emitido el 6 de mayo
de 1851 por la Comisión encargada de exponer sus ideas ante la
creación de un Consejo de Ultramar. En dicho dictamen, la
Comisión respondía afirmativamente a la cuestión, al tiempo que
exponía la necesidad de crear un Ministerio de Ultramar “que tenga
la gobernación y administración civil de Ultramar y su parte de industria y
comercio más la Hacienda’, cooperando en los nombramientos civiles,
judiciales y eclesiásticos con los otros ministerios. La Comisión
justificaba dicha necesidad porque “es una convicción general y profunda
que todos los asuntos de Ultramar no están manejados en la Metrópoli con todo el
lleno de atenciones que se merecen~~
De la misma manera, el Consejo Real, consultado al respecto,
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se pronunciaba en julio a favor de la creación de dicho ministe-
rio, dejando al margen del mismo los asuntos de guerra y marina
y planteando sus dudas acerca de la viabilidad de incluir los de
hacienda dentro del ámbito de competencias del nuevo ~organísmo.22
Ello llevó al Gobierno a profundizar en la reforma de la
Administración encargada de la administración de las colonias más
allá de donde había estado dispuesto a llegar en un principio.
Este extremo se desprende del análisis del anteproyecto
elaborado por el ejecutivo en agosto de 1851, centrado en la
creación de una Subsecretaría dentro de la Presidencia del
Gobierno, a la cual se agregában los asuntos relativos a
seguridad interior y exterior de las colonias y los “asuntos comunes
á todos los ramos de la administración”. Pese a lo cual, dicho proyecto
conservaba atribuciones en materia ultramarina a los ministerios
de Estado, Marina, Guerra, Hacienda y Gracia y Justicia, lo que
hubiera supuesto, de llegar a aplicarse, problemas derivados de
la superposición de competencias.23
Sin embargo, la definición de los organismos consultivos del
Estado en un sentido favorable a un mayor profundización en el
proceso de centralización de las competencias en materia
colonial, determínó que, finalmente, el gobierno optara por una
fórmula más atrevida que la considerada inicialmente. Ello no
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impidió que se desechara por el momento la creación de un
ministerio que centralizase la acción colonial. En su lugar, el
Real Decreto de 30 de septiembre de 1851 creaba una Dirección
general de Ultramar dentro de la Presidencia del Consejo de
Ministros, bajo cuya dependencia se colocaban todas las materias
relativas a las colonias, excepto las de guerra, marina y
hacienda, que seguían adscritas a sus respectivos ministerios.24
Se concedía al titular de la misma la categoría de subsecretario,
al tiempo que se le nombraba consejero extraordinario nato del
Consejo de Ultramar. Asimismo, los archivos de los suprimidos
Consejo y Cámara de Indias pasaban a depender del nuevo orga-
nismo. Por su parte, el Real Deóreto de 25 de octubre de 1851
establecía la planta de la Dirección, compuesta por tres
negociados (Gobernación, Fomento y Gracia y Justicia), a cuyo
frente se colocaba un oficial de primera clase.25
El proceso de concentración de las competencias en materia
ultramarina no fue aceptado pacíficamente por todos los depar-
tamentos ministeriales implicados. Comenzando una dinámica de en-
frentamientos entre los nuevos órganos administrativos, que
pretendían completar la concentración de funciones coloniales,
absorbiendo las que aún detentaban otros ministerios, y dichos
departamentos, que se resistían a perder competencias. De esta
manera, en una Información del Consejo de Ultramar, fechada el
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12 de julio de 1851, se insistía en la necesidad de unificar
todos los asuntos de Ultramar en la Dirección del mismo nombre.26
Pese a que una Real Orden de 31 de diciembre de 185121
confirmaba la exclusión de las materias de guerra, man nay
hacienda del ámbito de acción de esta dirección, en julio del año
siguiente tenía lugar la integración en la misma de la Canci-
llería de Indias <con lo que la Dirección de Ultramar asumía por
completo la competencia sobre los asuntos relacionados con la
Administración de Justicia y la expedición de disposiciones para
Ultramar, anteriormente asignados al Ministerio de Gracia y
Justicia). En tanto que la reforma llevada a cabo el 26 de enero
de 1853 incorporaba a esta dependencia el Negociado de Hacienda
de Ultramar, quedando limitadas las competencias del Ministerio
de Hacienda en materia colonial al diseño y aplicación de la
política fiscal, así como al control de las cuentas de la
Administración ultramarina.28 Y aún en estas materias, la comuni-
cación de este Ministerio con la Administración periférica debía
realizarse vía Presidencia del Gobierno.
Por el mismo conducto de la Presidencia del Gobierno, debían
dirigir sus comunicaciones a Ultramar los ministerios que
conservaban competencias sobre los ámbitos coloniales (Guerra,
Marina y Estado), no cuiuplimentándose por las autoridades locales
las que de otra forma les fueran tramitadas. En tanto que los
presupuestos para estos territorios presentados por dichas
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dependencias, debían supeditarse a la aprobación del Consejo de
Ultramar, que transcendía así un carácter puramente consultivo.
Ello no se produjo sin la firme oposición del Ministerio
de Hacienda, cuyo ministro había expuesto al Presidente del
Consejo de Ministros, su oposición a la fusión de las materias
hacendísticas de Ultramar con el resto de los asuntos coloniales,
como respuesta a una comunicación en sentido contrario de los
funcionarios del Negociado de Hacienda de Ultramar.
El 31 del mismo mes, un Real Decreto, complementando al
anterior, fijaba la nueva planta de la Dirección de Ultramar,
producto de las nuevas competencias asignadas a la misma, para
lo cual se establecían tres secciones: Gobierno (que absorvía al
antiguo Negociado de Fomento), Justicia y Hacienda.29
Sin embargo, la excesiva acumulación de competencias, sobre
todo en la primera de esas dependencias, provocó una nueva
reorganización de la Dirección, llevada a cabo por un Real
Decreto de 30 de abril de l854»~ En virtud de esta medida, se
subdividía a este organismo en cinco secciones: Gracia y Justicia
y Negocios eclesiásticos, Hacienda de Cuba y de Puerto Rico,
Hacienda de Filipinas, Gobernación y Fomento de Cuba y Goberna-
ción y Fomento de Puerto Rico.
La nueva planta superponía al criterio temático seguido en
la distribución de las materias hasta ese momento, un criterio
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espacial, derivado de la dispersión y diversidad de las pose-
siones coloniales. Al mismo tiempo tenía lugar un fuerte aumento
de la plantilla, a fin de hacer viable la nueva estructura. Tales
medidas, venían a completar las disposiciones adoptadas en sep-
tiembre de 1851, orientadas a retomar el control de la metrópoli
sobre la Administración periférica, cuya autonomía se había ido
acentuando desde 1836, en función de la propia debilidad del
Estado liberal.
Paralelamente, la disolución de la Cámara y del Consejo
de Ultramar y el traslado subsiguiente de sus funciones con-
sultivas al Consejo Real, hacían necesario determinar la parte
de intervención que correspondía a la Administración central
ejecutiva en las deliberaciones que, sobre esta materia, llevara
a cabo el Consejo Real. Fijándose, con especial casuismo, las
atribuciones del presidente del Consejo y del director de
Ultramar. Todo este proceso se llevó asimismo a cabo a través del
decreto anterior.
El mismo sentido tenía el Real Decreto de 17 de mayo de
1854, en función del cual se definían claramente las atribuciones
que correspondían a la Presidencia del Consejo de Ministros, a
través de la Dirección general agregada a la misma, en el
despacho de los asuntos de Ultramar. Dicha medida estaba dirigida
a acabar con el confusionismo derivado de la acumulación de
disposiciones relativas a este tema desde 1851»’ La medida
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antedicha, que no hacia sino confirmar la progresiva centraliza-
ción de los asuntos de Ultramar llevada a cabo a lo largo de la
primera mitad de la década de los cincuenta, indica las résisten—
cias que entre los ministerios afectados encontraba 1a transfe-
rencia de competencias que implicaba dicho proceso.
La dependencia de la Dirección general de Ultramar de la
Presidencia del Consejo de Ministros no duró mucho tiempo, pues,
por el Real Decreto de 30 de julio de 1854 se encomendaba la
dirección de la misma al ministro de Estado?2
Ello suponía la agregación de facto de esta dependencia al
Ministerio de Estado, figurando su dotación presupuestaria en los
presupuestos de dicho ministerio durante este periodo. Si bien,
ninguna disposición institucionalizó la integración de esta
dirección en la propia estructura del Ministerio de Estado. En
este sentido, la vinculación de la Dirección de Ultramar con este
ministerio se limitó a estar ambos departamentos de la Adminis-
tración central bajo la dependencia del titular de la cartera de
Estado.
Dicha dependencia se prolongó desde julio de 1854 hasta
junio de 1856. Durante este período se procedió en dos ocasiones
a la reorganización de la planta de este departamento.
El Real Decreto de 24 de octubre de 1854 limitaba el número
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de secciones a cuatro: Hacienda, Presupuestos, Gobernación y
Fomento y Gracia y Justicia.33
Poco después, el Real Decreto de 6 de febrero de 1855 creaba
una nueva sección, la de Contabilidad.34 De esta manera, tres de
las cinco secciones que conformaban la Dirección llegaron a
revestir un contenido eminentemente hacendístico, derivado del
creciente interés por regularizar la obtención de ingresos,
procedentes del superávit de la acción del Estado en las colonias
(los denominados “sobrantes de Ultramar”)
Ello ponía de relieve, una vez más, la preocupación de la
metrópoli por conservar el control de la administración económica
de los ámbitos coloniales, de los que obtenía copiosos recursos,
frente a la desidia que desde la pérdida del imperio colonial
continental había demostrado frente al resto de la Administración
periférica (cuya autonomía solo se veía coartada por su supedita-
ción al autoritarismo de los gobernadores coloniales)
Por otra parte, el mantener al margen de la competencia de
la Dirección general de Ultramar las materias relativas a guerra
y marina, suponía que la centralización de los asuntos coloniales
no fuera completa, si bien la misma naturaleza de las materias
excluidas, así como la tramitación de éstas a través de la
Presidencia del Consejo de Ministros, impidió que dicha situación
tuviera una incidencia importante sobre el gobierno colonial.
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Pese a ello, el último gobierno del Bienio suprimió la
Dirección de Ultramar, justificando su actitud sobre la base de
los problemas provocados en la administración de dichos territo-
rios por una centralización “á medias é imperfecta’. De esta manera,
el Real Decreto de 30 de mayo de 1856 distribuía los asuntos
coloniales entre los distintos ministerios en función de su
carácter. ~
No obstante, dicha medida no llegaría a ser puesta en
práctica. Los problemas de la Hacienda Pública determinaron que
el gobierno Espartero fuera incapaz de acometer la necesaria
ampliación de personal y dotación de los distintos ministerios
a la que obligaba la absorción de las competencias en materia
colonial relativas a sus respectivos ramos (máxime cuando el
art.36 de la Ley de Presupuestos vigente prohibía las transferen-
cias de crédito de uno a otro capítulo del presupuesto) . Ello
condujo a que se pospusiera la integración material de las dis-
tintas secciones de la extinta dirección general en la estructura
de los respectivos ministerios, hasta la elaboración del siguien-
te presupuesto.
La caída del gobierno en julio de ese año provocó el
restablecimiento de la Dirección de Ultramar, “en la misma forma que
antes de su extinción”.36
La Dirección General de Ultramar conservaría, desde enton-
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ces, el carácter de ente administrativo autónomo que había
adquirido desde 1854. Quedando su despacho a cargo de los
titulares de distintas carteras o del propio Presidente del
Gobierno, como función agregada a las restantes respox~sabilídades
de sus cargos, pero sin llegar a integrarse en ninguna estructura
ministerial.
En este sentido, tras su restablecimiento la Dirección seria
agregada al Ministerio de Fomento, quizá por las relaciones del
nuevo director general, Isidro Díaz Arguelles, con dicho
departamento, si bien pronto volvió a depender del ministro de
Hacienda en octubre de 1856?’ Dicha situación se prolongaría
hasta junio de 1858, momento en7 que la dirección de Ultramar
pasaría a depender nuevamente de la Presidencia del Gobierno.
Desde el 30 de junio de 1858 hasta el 2 de marzo de 1863
O’Donnell acumularía las funciones de Presidente del Gobierno y
ministro de Guerra y Ultramar, sin que ello supusiera la
integración de la Dirección de Ultramar en la estructura del
Ministerio de la Guerra, al igual que había sucedido en los casos
precedentes (como prueba el hecho de que en noviembre de 1859 el
Ministerio de la Guerra y la Dirección general de Ultramar fueran
encargadas interinamente a distintas personas, a causa de la
enfermedad de O’Donnell) .~
Este estado de cosas era agravado por el hecho de que a lo
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largo de todo este período la Dirección general fue desempeñada
por un conjunto de burócratas que, salvo en una excepción, care-
cieron de cualquier experiencia previa en materia de administra-
ción colonial.
En este sentido, solo el curriculum ministerial del primer
director general de Ultramar, Vicente Vázquez de Queipo, se
ajustaba a las características requeridas por este puesto,
reflejando una considerable experiencia político—administrativa
previa al ejercicio del cargo. Lo que venía dado por el ejercicio
ininterrumpido durante cerca de once años de diversos cargos en
la Administración colonial cubana y por su participación como
vocal de la Junta de Ultramar deÁ847.A9
Por el contrario, sus sucesores fueron funcionarios de
dilatada experiencia en la Administración, pero carentes de
cualquier tipo de preparación específica en la materia. En este
sentido, en septiembre de 1853 el periodista y político moderado
Francisco de Cárdenas sucedía a Vázquez de Queipo al frente de
esta dirección. Solo para ser reemplazado en agosto de 1854 por
Isidro Díaz Argúelles, alto funcionario de Fomento y antiguo
integrante del Consejo Real. El mismo Díaz Arguelles se ocuparía
de nuevo de la Dirección en octubre de 1856, tras el breve
paréntesis de su supresión. Finalmente, el 16 de julio de 1858,
éste sería sustituido por el incombustible Augusto Ulloa, abogado
y político unionista que se mantendría al frente de la Dirección
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hasta la creación del Ministerio de Ultramar. ~
El escaso peso del organismo administrativo encargado del
gobierno de las colonias respecto al resto de la Administración
central del Estado —dentro de la cual constituía una dirección
general autónoma, agregada a diferentes ministerios lo largo de
su existencia- suponía una importante traba para la eficaz
administración de las colonias. Ya que las decisiones estaban
supeditadas, en última instancia, a la aprobación de aquellos
ministros a los que estuviera adscrito este organismo. Ello
implicaba, por una parte, que las responsabilidades ministeriales
quedaban diluidas entre las restantes funciones, de mayor nivel
administrativo, de los máximos gestores de dicha dependencia, en
tanto que, por otra parte, la superposición de competencias
subsiguiente imposibilitaba la dedicación plena de éstos al
gobierno de las colonias, función que les correspondía en su
calidad de superiores jerárquicos de la Dirección de Ultramar.
Todo ello estaba en abierta contradicción con los principios
de racionalidad administrativa sobre los que se había fundado el
proceso de centralización de las competencias en materia de
Ultramar operado en el seno de la Administración central del
Estado desde 1851.
Desde esta óptica, a comienzos de la década de los sesenta
se planteará la creación de un Ministerio de Ultramar, que dotara
a la Administración Central del Estado de un marco administrativo
100
adecuado al gobierno de los territorios coloniales, o bien, de
no poder llevarse a cabo dicho proyecto, proceder a una nueva
distribución de los asuntos coloniales entre los diferentes
ministerios.
La Administración consultiva en materia colonial
Los organismos administrativos de carácter ejecutivo fueron
complementados y apoyados en el ejercicio del gobierno colonial,
por un cúmulo de organismos con funciones consultivas en esta
materia.
A lo largo del siglo XVIII tal función correspondió al
Consejo de Indias, que había perdido la mayor parte de sus
atribuciones entre 1714 y 1718, quedando reducido a Tribunal
Supremo de Justicia indiano y al asesoramiento del monarca en
materia colonial. Suprimido en 1809 y restablecido en 1810,
vuelto a extinguir en 1812 y a restaurar en 1814, así como en
1820 y 1823 respectivamente, desapareció finalmente en 1834.41
Su extinción dejaba paso al Consejo Real de Esnaña e Indias
creado en marzo de 1834, con cuya séptima sección, la de Indias,
habían de consultar todos los secretarios de Despacho en los
asuntos de su competencia relativos a las colonias. Suprimido en
octubre de 1836,42 no fue sustituido en su función de asesora-
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miento hasta la constitución, dos años más tarde, de la Junta
consultiva para los negocios de Gobernación de Ultramar, si bien
sus competencias se circunscribían a aquellos asuntos que la
corona quisiera plantearle.
Dicho organismo perduró hasta noviembre de l8L1O,4~ siendo
reemplazado en julio de 1841 por la Junta Revisora de las Leves
de Indias, cuya principal tarea, la actualización de la legisla-
ción colonial —a fin de dotar a las colonias del marco jurídico
contemplado en el artículo segundo adicional de la Constitución
de 1837- fue compatibilizada con el desempeño de funciones
consultivas sobre este ámbito. Papel que ejerció hasta su
supresión en 1851, sí bien, desde 1845, esta tarea había sido
asumida por el- Consejo Real.44
Por su parte, el Conseio Real reproducía la estructura
interna del antiguo Consejo Real de España e Indias, asignando
la séptima sección a los asuntos de Ultramar. Dicha sección,
presidida por el ministro competente, debía ser consultada “en
todos los asuntos relacionados con aquellas provincias y su régimen especial”.
Si bien este organismo continuó su andadura hasta 1858, el Real
Decreto de 30 de septiembre de 1851 suprimía la Sección de Indias
del mismo, al tiempo que ponía fin a la existencia de la Junta
Revisora.45 En su lugar se creaba un ente consultivo específico
para los asuntos coloniales: el Consejo de Ultramar.4b
El anteproyecto inicial, redactado en el verano de 1851,
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agregaba dicho organismo al Ministerio de Gobernación del
Reino.47 La creación de una dirección general competente sobre la
mayoría de las materias coloniales en el seno de la Presidencia
del Consejo de Ministros, obligaba a reformular el proyecto. El
Consejo de Ultramar, compuesto por ocho consejeros ordinarios y
otros tantos extraordinarios, quedaba así configurado como un
organismo de apoyo a la nueva dirección general. Como tal, su
función se ampliaba más allá de un marco puramente consultivo,
concediéndosele la iniciativa de proponer, por conducto de la
Presidencia del Gobierno, las medidas que le parecieran oportunas
para el gobierno de las colonias.
La asignación de la presidendia del nuevo ente al Presidente
del Consejo de Ministros y el carácter de consejero nato
extraordinario otorgado al director general de Ultramar,
aseguraban la íntima comunicación entre ambas dependencias.49
El reglamento de régimen interno del Consejo, aprobado por
una Real Orden de 29 de octubre de 1851, confirmaba las importan-
tes atribuciones que, en materia de iniciativa, se otorgaban a
este órgano consultivo de la Administración.49
La reforma del 26 de enero de 1853 afectaba también al
Consejo, en el que se creaba una sección denominada Cámara de
Indias, compuesta por el vicepresidente y cuatro consejeros, a
fin de entender sobre calificación y propuesta para empleos,
títulos, condecoraciones y gracias relativas a Ultramar.
1 03
En virtud de dicha reforma, surgía una nueva dependencia
consultiva, al atríbuirse a la Sala de Indias del Tribunal Supre-ET 1 w 471 719 
mo de Justicia el carácter de cuerpo consultivo de la Presidencia
del Consejo de Ministros en los negocios de Ultramar, referentes
a la administraciónde justicia.
El Consejo de Ultramar era suprimido por un Real Decreto de
21 de septiembre de 1853,~’ tras haber sufrido un recorte de
plantílla en enero de ese año.52 Este extremo se inscribía en el
marco de un intento por refundir en un solo ente la Adminis-
tración consultiva española: “No pudiendo ser consultado en dichos
negocios sino el consejo de Ultramar, se priva vM. para resolverlos de la
cooperación y de las luces de otros funcionarios, que aunque no conozcan tan bien
los intereses coloniales, pueden apreciar indudablemente mejor los generales del
Estado” .
Ello provocó el restablecimiento de la extinta Sección de
Ultramar en el seno del Consejo Real, organismo que de esta
manera volvía a ocuparse de los asuntos coloniales. Nombrándose
al director general de Ultramar individuo de dicha sección en
calidad de consejero real extraordinario. ~
La supresión del Consejo Real en mayo de 1854 impulsó la
creación de la Junta Consultiva para los necocios de Ultramar
Este organismo, íntimamente ligado a la Dirección de Ultramar por
sus funciones y composición, solo entendía sobre aquellos asuntos
que el ministro responsable, presidente de la misma, juzgara
conveniente consultarle. Carecía, por tanto, de las competencias
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en materia de iniciativa de organismos precedentesió
El propósito del último gobierno del Bienio de retomar el
proceso de revisión de la legislación colonial interrumpido en
1851 supuso el reforzamiento de las competencias de la Junta,
mediante un Real Decreto de 30 de agosto de 1855.~’ En virtud del
mismo, la Junta Consultiva recuperaba la iniciativa para proponer
al gobierno aquellas medidas que estimase oportunas, al tiempo
que se hacía cargo de la revisión de la legislación colonial.
Sin embargo la Junta era disuelta en noviembre de 1856,
pasando de nuevo sus competencias al Conselo Real, el cual se
disolvía a su vez en julio de 1858, dando paso al Consejo de
Estado
Desde entonces y hasta la creación del Consejo de Filipinas
y de los organismos consultivos que sucedieron a éste, el Consejo
de Estado a través de su Sección de Ultramar, asumiría las
competencias consultivas en materia ultramarina asignadas por el
art.l del Titulo 1 de la Ley Orgánica de 14 de julio de 1858.58
Dicha Ley confería al Consejo de Estado jurisdicción sobre los
asuntos de gobernación, administración y contencioso-administra-
tivos de Ultramar. Debiendo ser consultado necesariamente sobre
reglamentos e instrucciones generales para la aplicación de las
leyes, sobre cuestiones relativas al Real Patronato y ‘sobre cual-
quier innovación en las leyes, ordenanzas y reglamentos de las Provincias de
ultramar’, no pudiendo ser remitidos dichos asuntos para su
consulta a otras dependencias del Estado.59
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2 EL MINISTERIO DE ULTRAMAR (1863-1899)
A) ORIGEN, FUNCIONES Y EVOLUCIÓN.
Las repercusiones negativas que para la correcta administra-
ción de los territorios ultramarinos tenía la asignación de las
responsabilidades del gobierno colonial a un ente administrativo
de menor categoría, como era la Dirección general de Ultramar,
que el resto de los departamentos de la Administración central
del Estado, determinaron la necesaria reconfiguración de dicho
organismo en torno a nuevas bases. Máxime cuando la acumulación
de funciones derivada de la asignación de los asuntos ultramari-
nos al titular de otro departamento ministerial suponía una
sobrecarga de trabajo para éste.
Hacía 1861 dos posibles soluciones se presentaban ante el
problema: bien la disolución de la Dirección de Ultramar y la
distribución de sus competencias entre los distintos ministerios;
bien la acentuación del proceso de centralización de competencias
en materia ultramarina, dotando al nuevo órgano de un carácter
ministerial.
La primera de dichas vías implicaba otorgar un mayor grado
de autonomía a la Administración periférica, al tiempo que
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respondía a la ficción jurídica que consideraba a ambos ámbitos,
metrópoli y colonias, como partes homogéneas de un mismo Estado.
Dicha tesis, contraria a lo sancionado por los sucesivos
ordenamientos constitucionales que reconocían la peculiaridad de
los territorios ultramarinos en el marco del Estado español,
estaba ligada, en última instancia, a aquellas políticas
coloniales que tenían como objetivo la creación en las colonias
de un marco jurídico e institucional idéntico al metropolitano.
El segundo camino que se abría suponía la creación de una
superestructura administrativa colonial centralizada, que
abarcara todas las materias relativas al gobierno ultramarino.
Extendiendo el control de la metrópoli sobre una Administración
periférica que escapaba en gran medida al mismo. Ello encontraba
la oposición de los partidarios del inmovilismo en materia de
gobierno colonial.
1.- EL PROCESO DE CREACIÓN DEL MINISTERIO. EL PROCESO CONSTITU-
TIVO Y EL DEBATE PERIODíSTICO EN TORNO AL MISMO (1861-1863).
Desde mediados de siglo la progresiva complejidad de los
asuntos coloniales exigía la existencia en el seno de la
Administración central del Estado de un organismo que concentrara
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la mayoría de las competencias relativas a las colonias. Un
primer intento para crear un departamento ministerial especiali-
zado en los asuntos coloniales tuvo lugar en 1851. Dicho intento
desembocó, como hemos visto en el capítulo precedente, en la
aparición de un órgano administrativo de menor rango: la
Dirección general de Ultramar.
A principios de la década de los sesenta resurgió la idea
de crear un ministerio similar a los ministerios de colonias
existentes en la Administración central de otros paises, cuyos
modelos administrativos constituyeron un continuo marco de
referencia para el legislador a íd largo del siglo XIX a la hora
de proceder a la reforma de la propia Administración española.
De esta manera, sectores disidentes del Gobierno de Unión
Liberal, encabezados por Antonio Ríos Rosas, reclamaron, en abril
de 1861, la creación de un Ministerio de Ultramar:
“No hablaré de la necesidad absoluta, imprescindible de establecer
un Ministerio de Ultramar, para que se empiece á gobernar á aquellas
provincias; de esa necesidad que en tres años que el Gobierno actual
ocupa ese escaño, debía haberla satisfecho, porque no hay ninguna
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nación colonial que no tenga su Ministerio de Ultramar
No obstante, dicha propuesta fue desestimada por el prouio
ODonnell, al estimar respecto a la reforma de la Administración
metropolitana en materia colonial: cue todavía queda mucho más por
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hacer, pero es preciso ir haciéndolo paulatinamente y según lo vaya exigiendo y
permitiendo el estado de aquella parte de la monarquía’.6’
Con ello triunfaban, momentáneamente, los sectores colo-
niales más inmovilistas, partidarios de una inmutabilidad
absoluta en materia de política colonial.
No obstante, la necesidad de dotar a los órganos adminis-
trativos centrales en materia de gobierno colonial de un marco
administrativo que supusiera su autonomía respecto al resto de
la Administración central del Estado, no dejó de acentuarse a lo
largo de la última etapa del largo periodo de los gobiernos de
la Unión Liberal. Este extremo, unido a la existencia de una
coyuntura política marcada por los problemas del Gabinete
Míraflores para satisfacer las múltiples ambiciones ministeriales
de aquellas facciones procedentes de la desintegración de la
Unión Liberal sobre las que se sustentaba el Gobierno, llevarían
finalmente a la creación del Ministerio de Ultramar.
Previamente, el gobierno pactó con los sectores que se
beneficiaban del pacto colonial la reforma de la Administración
central en materia ultramarina, garantizando que ésta no
alteraría el statu quo colonial. Para ello, se limitó a conferir
a la antigua Dirección general de Ultramar un carácter ministe-
rial, sin llevar a cabo la ampliación de competencias y personal
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que tal transformación hubiera debido acarrear. De esta manera,
se resolvían los problemas planteados por la anómala situación
de la Dirección de Ultramar dentro de la estructura ministerial
del Estado, sin que ello conlíevara acometer una ampliación de
la centralización de los asuntos coloniales en torno a un
departamento especializado de la Administración central, extremo
que hubiera podido suponer alteraciones sobre el statu quo
colonial.
En este contexto, el Real Decreto de 20 de mayo de 1863
creaba el Ministerio de Ultramar,62 el cual no suponía apenas más
novedad que el dotar a la antiigua Dirección de un carácter
ministerial, como puede apreciarse en el preámbulo del Decreto:
“A la alta penetración de \T.I~’I. no se oculta que el cuidado de
atender á las especialísimas necesidades de las apartadas provincias
que en diversas partes del mundo tienen la dicha de aclamarla por
Soberana, solo debe confiarse á uno de vuestros consejeros responsa-
bles (..> Este complemento es el que hoy falta á la Dirección de
Ultramar. <...> No creen vuestros Ministros responsables que debe
hacerse novedad por ahora en los ramos encomendados a aquella
dependencia - • 63
Disueltas las Cortes desde el 1 de mayo, la nueva insti-
tución nacía sin un debate parlamentario previo. Tampoco fue
requerido el concurso de la Administración consultiva del Estado,
pese a las atribuciones que, en materia de reformas administrati-
vas que afectaran a Ultramar, otorgaba al Consejo de Estado la
lío
Ley Orgánica de 14 de julio de 1858, según hemos visto en el
capítulo precedente.
Sin embargo, dicho debate sí se produjo en la. prensa. La
creación del Ministerio dio lugar a un breve pero intenso debate
periodístico en torno a la pertinencia o no de la nueva dependen-
cia administrativa. Debate en el que las acusaciones de distinto
tipo formuladas por los diarios de la oposición encontraron el
mutismo oficial, apenas matizado por la prensa oficialista.
Refiriéndose al continuismo en materia de gobierno colonial
que, pese a todo, suponía el nuévo departamento, comentaba El
Diario Español, cercano al ala derecha del progresismo integrada
en la antigua Unión Liberal:
“Quiso el gabinete actual dar una lección a sus antepasados, y desde
los primeros días de su existencia acordó llevar a cabo la creación
del ministerio de Ultramar: el acuerdo fue estudiado una y cien
veces; personas competentes intervinieron en su redacción (...) su
novedad fue en los primeros momentos encantadora para el vulgo, y
la opinión pública menos ilustrada pudo ver realizadas sus aspi-
raciones con el artículo segundo de aquel Real Decreto cuyo tenor
es como sigue: “sería de las atribuciones de este ministerio el
despacho de todos los asuntos de las provincias de Ultramar, a
excepción de los que corresponden a Estado, Guerra y Marina, que
continuaran dependiendo de los mismos”. Pero luego que la prensa dio
la voz de alarma contra la originalidad de semejante idea, los
curiosos se entretuvieron en rebuscar documentos atrasados y dieron
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fácilmente con el Real Decreto de 17 de mayo de 1854, repetición
casi íntegra (...> A la vista de un pensamiento tan original y
fecundo, que quitaba a la mayor autoridad de la presidencia del
consejo el despacho de la administración y gobierno ultramarino, todo
el mundo comenzó a sospechar que la creación de la nueva Secretaría
sólo llevaba por objeto aligerar de atenciones al señor marqués de
,, 64
Miraflores
La misma opinión era sustentada por el órgano de la facción
izquierdista del progresismo, La Iberia, el cual consideraba:
“(...) innecesaria esta creación, si los asuntos de Ultramar que hoy
dependen de los Ministros de Estado, Guerra y Marina han de
continuar como hasta aquí. No vemos en el cambio otra cosa que un
ministro en vez de un dírector” ~65
Por su parte, el periódico demócrata La Discusión afirmaba
caústicamente lo siguiente:
“La Gaceta de ayer publica al fin el anunciado real decreto creando
un nuevo ministerio con la denominación de ministerio de Ultramar,ó,
por mejor decirlo, no crea nada nuevo, sino suprimiendo solo en el
nombre la Dirección General de Ultramar, y haciendo que el centro
directivo que ahora lleva ese nombre lo trueque por el más
expresivo y altisonante de ministerio” ~66
El mismo extremo era reconocido por uno de los principales
portavoces del Partido Moderado, el diario La EsDaña, cercano a
los intereses de María Cristina (muy ligada por sus propiedades
y negocios a la oligarquía esclavista antillana), que tranquili-
zaba a sus lectores asegurándoles que:
“La creación del ministerio de Ultramar no significa, hoy por hoy,
otra cosa que una cuestión de mera forma, en virtud de la cual la
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antigua Dirección adquiere la categoría que casi tenía ya pero que
no le estaba oficialmente reconocida”. 67
Finalmente, incluso La Época, órgano de expresión inicial-
mente cercano a O’Donnell pero que había evolucionado hacia las
facciones unionistas disidentes, aglutinadas en torno al Gobierno
Miraflores, incidía sobre la misma idea:
“Sentimos que subsistan las razones que segregaron la antigua
dirección de Ultramar los ramos de Estado, Guerra y Marina: creíamos
que una vez convertida en Ministerio la antigua dirección, no se
trataría solamente de una simple variación de nombre, sino de una
organización compíeta”. 68
Por otra parte, la mayoría >de los diarios no oficialistas
coincidían asimismo en criticar la forma en que había tenido
lugar la creación del Ministerio, sin proceso de discusión en las
Cámaras legislativas y, por consiguiente, sin una sanción de las
mismas. En este sentido La Iberia consideraba que:
“Medida de tal importancia no debiera nacer de un real decreto:
debiera haber sido el resultado de una ley, y así hubiera llevado
la autoridad y la importancia de que le despoja la circunstancia de
ser una disposición puramente ministerial” 69
Más dura aún era la opinión expresada por otro diario pro-
gresista, Las Novedades, que afirmaba lo siguiente:
“Este decreto por más que había sido ya anunciado ha sorprendido a
cuantos entienden como debe practicarse el régimen constitucional,
demostrando que este Ministerio, como el an tenor y como otros
muchos que han pesado sobre el país no pueden o no quieren ser
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sinceramente constitucionales” .
Por su parte, El Eco del País, diario que se definía a si
mismo como “odonnelista y no ministerial”, se preguntaba:
“¿Porqué el ministerio ha faltado a un precepto legal usurpando a
las cortes atribuciones que solo á ellas competen? (...> ¿Tanto ha
aumentado la urgencia en estos últimos días que no ha sido posible
esperar á que unas nuevas Cortes se reuniesen, que no tardarán mucho
en reunirse, y pudiera hacerse legal y paulatinamente lo que ahora
se hace por alto y con todas las apariencias de una infracción evi-
dente de la ley?”?’
La España, coherentemente con su línea ideológica, no veía
problema en que el asunto no hubiera sido discutido en las
Cortes, pero sí en que no hubies& sido sometido al dictamen del
Consejo de Estado:
“(..jporque solo así se esplica también que haya dejado de oírse,
según aparece en el real decreto, el respetable dictamen del Consejo
de Estado, en asunto que con arreglo á la legislación que hoy rije
requería precisamente esa circunstancia”.
Incluso la prensa autonomista, favorable en este momento a
la creación de un departamento ministerial que centralizara los
asuntos coloniales, expresó sus reservas respecto a la forma en
que ésta había tenido lugar. Como puede colegírse del siguiente
articulo de la publicación quincenal La América
“Esto no quiere decir que sea legal la creación hecha sin previo
aprobación de las Cortes, en la ley de presupuestos ú otra especial:
dejamos de lado esta cuestión de legalidad y aprobamos la creación
“ ~13del ministerio, a la vez que censuramos la forma en que se crea
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La unanimidad anterior desaparecía a la hora de enjuiciar
la pertinencia o no del nuevo Ministerio, así como las posibles
causas que habían dado lugar a su creacion.
De esta manera, La Iberia criticaba la medida por considerar
que no suponía innovación alguna, no viendo en el nuevo ente “otra
cosa que un nanistro en vez de un director, y un medio de satisfacer la ambición
de un allegado más”. ~ En tanto que otro órgano de expresión del
progresismo, Las Novedades, aplaudía, pese a todo, la creación
del Ministerio: “y téngase en cuenta que no nos oponemos en modo alguno á las
razones que para crear este Ministerio puedan existir, sino que le creemos útil,
conveniente y necesario”. Si bien, profundizaba en las acusaciones de
La Iberia, llegando a plantear de forma concreta los “intereses
personales y políticos” que el progresismo veía como causas determi-
nantes de la creación del Ministerio de Ultramar:
“¿Habrá obedecido el Gobierno, al hacerse esta reforma, á algún
compromiso personal? (...) No podemos asegurarlo; pero a éstas y
otras suposiciones nos autoriza la manera inconveniente con que se
ha hecho esta reforma política, que ha aparecido al mismo tiempo que
ciertos rumores de crisis ministerial. Respecto de la persona
nombrada para desempeñar el nuevo cargo, solo podemos decir que es
una satisfacción a la necesidad de los señores Concha: esta dinastía
se cree necesaria para todo.”.
La Discusión, por su parte, se oponía radicalmente a la
necesidad de un ministerio específico para los territorios
coloniales:
“Ni la estensión de territorio, ni el desarrollo de la prosperidad
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una o más provincias de un Estado cualquiera pueden justificar la
creación de un ministerio especial para aquella o aquellas provin-
cias, así como tampoco la necesidad de concentrar su administración
en una sola dependencia. <...) Esto en buena lógica, debería
habernos llevado yá a la creación de un ministerio de Cataluña, otro
de Andalucía.. ~ 2
En singular coincidencia con el anterior, el diario La
España, portavoz del inmovilismo en materia colonial, felicitaba
al gobierno al estimar que la creación del nuevo ministerio no
alteraba la situación preexistente:
“Creemos que el Gobierno ha obrado con prudencia no dando por ahora
mayores proporciones a la reforma <...>, estos cambios, por más que
no alteren esencialmente el régimen especial ni la legislación
vigente respecto de aquellos tan importantes dominios deben hacerse
del modo menos sensible, porque, todo cuanto afecte, poco ó mucho,
a las cuestiones de Ultramar, es, en nuestro concepto, por extremo
delicado, y debe mirarse con gran detenimiento”. ‘~
Coincidiendo este diario con la prensa progresista, al
considerar como detonante de la creación del Ministerio de
Ultramar la necesidad del gabinete Miraflores de contar con el
apoyo de determinada facción política. En clara alusión al futuro
ministro de Ultramar, el antiguo gobernador de Cuba José
Gutiérrez de la Concha:
“No querríamos que por satisfacer una exíjencia política, de esa
política menuda que suele hacerse por medio de cábalas y combinacio-
nes para asegurar siquiera sea momentáneamente, el apoyo de tal
fracción, de un individuo influyente (...) se pensase en aumentar
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el número de las carteras ministeriales”.’0
En términos similares se expresaba El Eco, para el que la
forma en que había tenido lugar la creación del Ministerio, se
debía a la necesidad del Gobierno Miraflores de dar~ una imagen
de fuerza, que encubriera su gran -inestabilidad política?9
Por su parte, los diarios oficialistas apoyaban sin ambages
la creación del nuevo ministerio. En esta línea, La Época
mostraba su apoyo a la creación de un Ministerio de Ultramar, sin
llegar a plantearse las causas que, a su juicio, habían dado
lugar a la misma.80 El Reino justificaba la manera en que se
había creado la nueva dependencia limitándose a aducir, sin dar
razones de ningún tipo, que: “No podía, en efecto, aplazarse ya por más
tiempo la creación del Ministerio de Ultramar”, cuya aparición califica
de “utilisima resolución”.81 Por su parte, El Constitucional resaltaba
como heóho positivo la escasa novedad que el nuevo departamento
suponía respecto de la Dirección de Ultramar, fundamentalmente
desde una óptica presupuestaria:
“Estamos seguros de que la opinión acogerá con aplauso este decreto,
que sobre satisfacer una gran necesidad, lleva en si la popularidad
de no recargar con gravamen alguno el presupuesto de gastos.”. ~
En síntesis, la creación del Ministerio de Ultramar fue
acogida por la prensa con diversidad de opiniones, unas a favor
y otras en contra, incluso diarios de una misma línea política
difirieron en la actitud adoptada ante el nuevo departamento
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ministerial, al tiempo que se produjeron curiosas coincidencias
entre periódicos de campos ideológicos opuestos.
Las mayores coincidencias tuvieron lugar en relación con la
crítica de la forma en que había tenido lugar la creación del
Ministerio, así como respecto a las posibles implicaciones que
el juego de las distintas facciones políticas que sostenían al
Gabinete Miraflores había podido tener sobre la creación final
del Ministerio de Ultramar.
Esta heterogeneidad de posturas ante el nuevo departamento
ministerial era, en gran medida, producto de la indefinición de
los distintos grupos políticos en materia de política colonial.
Este mismo extremo llevó a que el diario La Discusión rechazara
la creación de este departamento, en cuanto a que veía en el
mismo un instrumento contrario a la “asimilación” de los
territorios ultramarinos a la metrópoli:
“Concluyen, por último los ministros diciendo que ellos están
persuadidos (ellos sabrán por qué, pues hasta ahora no nos han dado
razón ninguna ni buena ni mala> de que la creación de esta nueva
secretaría del despacho, lejos de perjudicar ha de contribuir a
fortificar la política tradicional de España,politica que consiste
en asimilar en cuanto sea posible la administración de aquellas
provincias a la de la Península. Para no ser exactos en nada hasta
en esto se equivocan los ministros. La política tradicional de
España no es la asimilación “en cuanto sea posible” sino la
asimilación compíeta”.
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Mientras que, por el contrario, desde la percepción de La
América la creación del Ministerio era considerada como un
elemento favorable para la progresiva normalización del régimen
de gobierno aplicado en Ultramar respecto del existente en la
Península:
“El ministerio de Ultramar representa por consiguiente un primer
paso hacia la asimilación de derechos por medio del planteamiento
de las leyes especiales que deben garantizarlos. Y no puede menos
de significar esa tendencia á la asimilación, porque el nuevo
ministro tendrá que responder ante las Cortes de sus actos, tendrá
que incluir en los presupuestos generales los de su dependencia, que
han de comprender necesariamente todos los de las provincias ul-
tramarinas. (•..) Pero como los diputados peninsulares no pueden
reunir por regla general los conocimientos de la localidad que exige
la apreciación de los actos del ministro de ultramar, el primer
corolario forzoso de su creación, es llamar á nuestro Congreso
diputados ultramarinos, que tengan el conocimiento de sus necesida-
des locales, y que sean la expresión de la voluntad de sus habitan—
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El problema de fondo radicaba, por tanto, en la interpre-
tación que cada grupo otorgaba al concepto de “asimilación” y en
la confusión existente a lo largo de este período entre “iden—
tismo” y “asimilismo”. La congelación del debate relativo al
modelo jurídico—político colonial desde 1844 y el reiterado
incumplimiento del modelo asimilista sancionado en 1837 habían
permitido varias interpretaciones en relación con el sentido de
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la legislación especial preceptuada para las colonias por los
sucesivos ordenamientos constitucionales.
Por una parte, existía una interpretación propiamente asímí-
lista, que reconocía la existencia de un hecho diferencial
colonial y sustentaba en dicho particularismo la necesidad de una
legislación especial que no implícara delegaciones del Poder
Legislativo, radicado exclusivamente en la metrópoli.
Una segunda interpretación defendía la aplicación a las
colonias del mismo régimen jurídico y administrativo existente
en la metrópoli. Dicha interpretación, como estudiamos en el
capitulo precedente, tenía su génesis en el proyecto unitario
ensayado por las Cortes de Cádiz:
Finalmente, existía también una lectura autonomista de la
legislación especial establecida por las respectivas dispo-
siciones constitucionales en materia de gobierno ultramarino.
Dicha interpretación consideraba que el verdadero sentido de la
misma era: “que allí debe establecerse un sistema político que conceda cierta
autonomía á cada provincia, que la permita el gobierno por sí misma de sus
intereses locales, conservando, no obstante su unidad con la metrópoli” ~85
El Ministerio de Ultramar, en cuanto a estructura admi-
nistrativa centralizada de gobierno colonial, no respondía a
ninguno de los diferentes modelos de organización colonial. No
obstante, si bien no resultaba incompatible con los más impor-
tantes de los mismos, el asimílismo y el autonomísmo, no sucedfLa
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lo mismo respecto al identismo. Para este modelo teórico la exis-
tencia de una estructura administrativa particular era contraría
a su objetivo: la plena integración de las colonias en el Estado—
Nación metropolitano.
El problema radicaba en que, desde una perspectiva puramente
teórica, dicho objetivo era también invocado por el asimílísmo.
La diferencia esencial radicaba en que las políticas identistas
planteaban la realización de este objetivo a corto plazo y a
través de un calendario concreto, en tanto que las políticas
asimilistas nunca pretendieron alcanzar realmente dicho objetivo,
sino que éste no constituyó más que una coartada teórica respecto
a sus verdaderos objetivos: el mantenimiento de un modelo de
relaciones desigual entre las colonias y la metrópoli favorable
a determinados sectores económicos y corporativos metropolitanos.
La confusionismo entre ambos modelos de organización
colonial existente a la altura de 1863 explicaría algunas de las
singulares coincidencias observadas entre los órganos de
expresión de tendencias políticas muy dispares, en su actitud
ante el nuevo departamento ministerial, así como las contra-
dicciones existentes entre diarios de una misma línea política
ante esta cuestión.
El debate periodístico originado por la creación del
Ministerio terminaría pronto, entre la indiferencia de una
121
opinión publica poco sensibilizada aún ante temas coloniales. El
nuevo departamento persistiría hasta 1899, si bien su existencia
sería puesta en cuestión en varias ocasiones a lo largo de este
periodo por diversos grupos políticos y su ineficacia seria
objeto de la crítica de algunos de los principales juristas en
materia colonial.86
No obstante todo lo anterior, la creación del Ministerio de
Ultramar en mayo de 1863, si bien no significó una mayor profun-
dización en el grado de centralización de los asuntos coloniales,
sí supuso la culminación del proceso de creación de un órgano
colonial especializado en el sené de la Administración central
del Estado, comenzado tardíamente por el Estado liberal en 1851.
2.- LAS COMPETENCIAS DEL MINISTERIO DE ULTRAMAR
Las competencias atribuidas al Ministerio de Ultramar por
el decreto fundacional abarcaban una amplia gama de materias
relativas al gobierno de los territorios coloniales de las que,
no obstante, se exceptuaban las referentes a política exterior,
defensa y marina, que continuaron dependiendo de sus respectivos
ministerios.
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Tal asignación de funciones provocó problemas de superpo-
sición de competencias entre los diferentes ministerios impli-
cados. Dichos problemas derivaban de la inexistencia de dispo-
siciones que delimitaran, de forma específica y concreta, las
materias que competían a cada uno de los mismos. Máxime, cuando
la comunicación entre dichos ministerios y la Administración
periférica radicada en las colonias debía realizarse a través del
propio Ministerio de Ultramar. Extremo que acentuaba la capacidad
de éste para interferir en los asuntos de aquéllos, cuando consi-
deraba que los mismos incumbían a cuestiones de su competencia.
Las principales zonas de fricción a lo largo de la historia
del Ministerio tuvieron lugar en torno a las comunicaciones
marítimas entre la metrópoli y sus colonias, ámbito en el que se
enfrentaron diversas veces los ministerios de Ultramar y Marina,
imponiéndose generalmente el primero. En este marco, las
posiciones políticas derivadas de la necesidad de garantizar el
flujo regular de fuerzas militares hacia las colonias, defendidas
por el ministerio, chocaron en diversas ocasiones con los
criterios de calidad que en materia de transporte oceánico
pretendía imponer el Ministerio de Marina, al que por ley
correspondía la regulación de dichos aspectos.O?
Menos problemas suscitó la superposición de funciones,
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producida por la asignación a la Subsecretaría del Ministerio de
competencias en materia de relaciones internacionales sobre
aquellos asuntos que afectaran a las colonias, quizá por la
escasa operatividad de dicha dependencia en este ámbito, derivada
de la excesiva acumulación por competencias en este órgano del
Ministerio.88
También se produjeron ocasionales problemas de competencias
con el Ministerio de Hacienda. Sobre todo durante el periodo
1863-1871, dada la doble dependencia presupuestaria del Minis-
terio de Ultramar. Anómala situación, en función de la cual, el
Ministerio de Hacienda elaboraba los presupuestos correspondien-
tes a los gastos del Ministerio de Ultramar, pese a no tener
competencia sobre los presupuestos de las provincias ultramari-
nas, de los que dependía la Administración periférica.
Las funciones ejecutivas del Ministerio de Ultramar
estuvieron determinadas por su doble condición de organismo
encargado de velar por la aplicación de la legislación colonial
emanada de la metrópoli y de centro rector del funcionamiento,
coordinación y control de la Administración periférica. Esta
última fue su función más importante. En virtud de la misma esre
departamento se convirtió en una superestructura administrativa
a la cual estaban supeditados los diferentes órganos de la
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Administración local y provincial radicados en las colonias. La
estructura, funcionamiento y los asuntos relativos al personal
de aquellas dependencias dependieron siempre directamente del
Ministerio de Ultramar.
No obstante, el sistema de control centralizado de las
colonias estaba matizado por el escaso control que el Ministerio
de Ultramar tuvo sobre la máxima autoridad del Estado en las
colonias: los gobernadores coloniales. Cuyas atribuciones sobre
la mayoría de la Administración periférica, respecto a la cual
desempeñaban la función de jefes superiores de la administración,
así como las mismas facultades excepcionales con que fueron
investidos desde 1824, les conferían importantes cotas de poder
sobre el gobierno de las colonias que a menudo escapaban al
control del Ministerio de Ultramar.90
Esta situación fue instrumentalizada a menudo por la
oligarquía hispano-cubana para obrar al margen de aquellas direc-
trices emanadas de la metrópoli dirigidas contra sus intereses,
ya que para su aplicación éstas dependían, en última instancia,
de la actitud de los gobernadores coloniales.
Todo ello provocó una duplicidad de poderes en las coyun-
turas de crisis colonial, entre la política gubernamental,
canalizada vía Ministerio de Ultramar, y la política aplicada por
los gobernadores en las propias colonias, mediatizada por los
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intereses locales de los que dependía la gobernabilidad de la
isla. Esta situación provocó la impotencia del Ministerio durante
determinadas coyunturas para hacer efectivas las funciones que
le habían sido conferidas. Este fenómeno llegó a producirse
incluso en materias de fomento e instrucción pública.9’
El único ámbito de la Administración colonial en el que las
competencias del Ministerio no estuvieron sujetas a ningún tipo
de trabas fue el económico. Pues, pese a que contra toda iusso
un Real Decreto de 2 de mayo de 1865 confería a los gobernadores
coloniales el carácter de jefes de la hacienda colonial, el
reforzamiento de los lazos del Ñinisterio con las intendencias
coloniales a partir de 1868, puso a éstas bajo el control directo
y efectivo de la metrópoli.92 Desde entonces, la política
hacendística aplicada en las colonias fue diseñada por la Direc-
ción o Sección de Hacienda del Ministerio, bajo cuya directa
dependencia fueron colocadas las intendencias.
El control de las acciones y cuentas de la Administración
periférica, así como la fiscalización de otras entidades
económicas -como bancos que no fueran de emisión o sociedades de
crédito— fue asimismo objeto de una dirección o sección especial,
la de Contabilidad, en numerosas ocasiones a lo largo de la
historia del Ministerio. Dicha dependencia colaboró estrechamente
en esta tarea con la Sala de Indias del Tribunal de Cuentas del
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Reino, posteriormente la Sala III de dicho Tribunal.Só
Función de vital importancia fue la elaboración de los
presupuestos coloniales a partir de la centralización previa de
los datos procedentes de las diferentes intendencias. El objetivo
no era solo subvenir las copiosas necesidades de una estructura
administrativa periférica hipertrofiada, sino también acumular
los mayores superávits posibles en cada ejercicio a fin de
remitir al Tesoro metropolitano los denominados “sobrantes de las
Cajas de Ultramar
Pese a que en los sucesivos ordenamientos constitucionales
se establecía la obligatoriedad de que tales presupuestos fueran
discutidos y aprobados por las Cortes, a menudo tal procedimiento
fue obviado, merced a los mecanismos arbitrados por el art.27 del
Real Decreto de 12 de septiembre de 1870 y el art.85 de la
Constitución de 1876.~~ Ello propició una gran autonomía del
Ministerio a la hora de realizar los presupuestos ultramarinos.
Las atribuciones del Ministerio en materia de legislación
fueron muy importantes. Como parte de las mismas, este depar-
tamento fue encargado de la adaptación de la legislación vigente
en la Península a las condiciones particulares reconocidas para
las colonias por los diferentes ordenamientos constitucionales
que se sucedieron desde 1837.~~ Asimismo, competía al Ministerio
la preparación y redacción de los proyectos de leyes o decretos,
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relativos a los asuntos propios de su ámbito. Pudiendo, por
propia iniciativa, presentar a la aprobación del Consejo de
Ministros, cuantos proyectos sobre reformas en la administración
y gobierno de las colonias creyera convenientes.
Dichas atribuciones fueron desempeñadas a través del
Departamento de Gracia y Justicia, el cual adoptó diversas formas
a lo largo de la historía del Ministerio. Ayudado frecuentemente
en su labor por comisiones especiales que tuvieron un carácter
estable o temporal.
Finalmente, el Ministerio de Ultramar tuvo competencias en
materia de justicia. No directas, pues el Ministerio no actuó
como tribunal de justicia, si bien el ministro tuvo capacidad
para ejercer el derecho de indulto en determinadas circunstancias
(supeditado al acuerdo del Consejo de Ministros), pero sí
indirectas. En función de dichas competencias la Administración
judicial radicada en las colonias dependió, como el resto de la
Administración colonial, del Ministerio de Ultramar, al cual
competía la organización, reglamentación y control de la misma.
Así mismo, fue el Ministerio de Ultramar el que llevó los
asuntos contencioso-administrativos del Estado originados en las
colonias (llegando a crearse para tal función un negociado
especial)
Al Departamento de Gracia y Justicia también estaban
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adscritos la totalidad de los asuntos eclesiásticos, derivados
de la aplicación del Regio Patronato y de las disposiciones
emanadas del Concordato al ámbito colonial.
3.- LA UBICACIÓN DEL MINISTERIO DE ULTRAMAR.
La sede inicialmente asignada al Ministerio de Ultramar
estuvo constituida por las dependencias ocupadas por la extinta
Dirección general de Ultramar, en el segundo piso del Palacio de
Altamira, situado en el número 18 de la calle San Bernardo.9~ El
reducido espacio disponible, consecuencia de la ampliación de las
funciones desempeñadas por la antigua Dirección y el subsiguiente
incremento de su plantilla, unido al pesado coste del alquiler
del edificio (propiedad del Duque de Ses so), determinaron en
enero de 1866 el traslado del Ministerio a una nueva sede,
localizada en el número 54 de la calle Alcalá.O?
No obstante, la nueva ubicación del Ministerio no respondía
a las necesidades económicas y funcionales de aquél. De esta
manera, siguió pesando sobre el presupuesto del Ministerio el
coste de los alquileres del antiguo edificio; en tanto que la
nueva sede, por su estado de conservación y tamaño, no cubría lo
demandado insistentemente por el Departamento de Ultramar.98
El elevado coste del nuevo edificio (603.264 escudos,
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cantidad equivalente al 150% de todo el presupuesto del Minis-
terio para ese año), su deficiente estado de conservación (se
trataba de un antiguo almacén de una fábrica de cristales,
parcialmente acondicionado para albergar al infante Sebastian
Gabriel en 1861) y el hecho de que el propietario fuera el Real
Patrimonio (la operación de compra del edificio por el Estado se
enmarcó en los supuestos de la controvertida Ley de 12 de mayo
de 1865), parecen indicar que tras el traslado subyacía el afán
especulativo de la Corona, más que una preocupación por dotar al
nuevo Ministerio de los medios adecuados para realizar las
funciones que le habían sido asignadas. Máxime si tenemos en
cuenta la escasa atención presupuestaria que, entre 1863 y 1868,
se otorgó a este Ministerio.
En estas condiciones el 26 de octubre de 1870 se procedía
a un nuevo traslado, instalándose el Ministerio de Ultramar en
una sección del Palacio Real, conocida como “Casa de Consejos” ~
La implantación de la monarquía amadeista provocó repetidas
fricciones de la Mayordomía Mayor del Rey con el Ministerio al
pretender aquella el espacio ocupado por éste.’0’ La caída de la
monarquía congelaría esta cuestión.
La solución al problema planteado por la ubicación del
Ministerio no tendría lugar hasta la Restauración. En febrero de
1876 se produjo un primer intento de traslado, pídiéndose al
Ministerio de Hacienda el local ocupado anteriormente por el
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Tribunal Supremo. La instalación en dichas dependencias del
Gobierno Militar de la Provincia frustró este proyecto. Final-
mente, en septiembre de ese mismo año, ante las presiones de la
Casa Real, tenía lugar el traslado del Ministerio, al antiguo
edificio de la Audiencia, conocido como el Palacio de Santa Cruz,
sito en la Plaza de la Provincia, ubicación que, a la postre, fue
definitiva. ~O2
4.— EVOLUCION DE LA ESTRUCTURA ADMINISTRATIVA DEL MINISTERIO DE
ULTRAMAR (1863-1899)
El Ministerio de Ultramar experimentó múltiples reestruc-
turaciones de su organización a lo largo de su existencia. Entre
1863 y 1899 quince grandes reformas afectaron de forma global a
la configuración de la estructura del Ministerio, si bien en la
mayoría de los casos supusieran la reincidencia cíclica en torno
a varios modelos de organización que se sucedieron a lo largo del
período estudiado.
Paralelamente, una multiplicidad de pequeños retoques afectó
al diseño de la plantilla asignada a dicho ente ministerial, así
como al surgimiento o supresión de dependencias anexas a los
distintos departamentos ministeriales, sin llegar a modificar
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significativamente la planta general del Ministerio.
Dicha inestabilidad fue consecuencia de la inexistencia de
una política de Estado hacia el problema colonial aJo largo de
gran parte del período. Extremo que provocó la continua reestruc-
turación del órgano encargado del diseño y aplicación de la
política colonial. Sólo a partir del consenso pactado la década
de los 80 por las dos formaciones que se alternaron en el poder
se puede hablar de una continuidad en materia de gobierno colo-
nial. Dicho consenso estuvo basado a grandes rasgos en el
mantenimiento del statu quo sancionado por el modelo de relacio-
nes colonias—metrópoli surgido enÁ878 y, desde la década de los
noventa, en una reforma matizada del mismo, que no afectara
substancialmente a los intereses del lobby colonial, es decir,
en el inmovilismo como principio de gobierno de los vastos espa-
cios ultramarinos. Este proceso coincidió con la estabilización
de la propia organización interna del Ministerio.
Todo esto se refleja perfectamente en la propia dinámica de
la estructura ministerial: díez de las quince reformas de la
planta del Ministerio tuvieron lugar entre 1863 y 1875. La
mayoría de las cuales se desarrollaron durante el Sexenio, época
en la que se articularon y sucedieron diversas alternativas en
materia de política colonial que crearon sus propios marcos de
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actuación a través de la reconfiguración interna del Ministerio
de Ultramar. En tanto que solo dos de las grandes reestructura-
ciones ministeriales, se produjeron con posterioridad a 1879.
No obstante, el análisis de la evolución de la estructura
del Ministerio de Ultramar debe ser matizado por una serie de
factores, los cuales hacen referencia, no solo al contenido
formal de cada una de las distintas reformas, sino al objetivo
de fondo que determinó las mismas, así como a su significación
dentro de la dinámica política, general y colonial, del periodo
histórico en el que se inscribieron.
Atendiendo a ello, vamos a analizar diacrónicamente el
conjunto de reestructuraciones que marcaron la configuración del
Ministerio entre 1863 y 1899.
El Ministerio en las postrimerías del reinado de Isabel II <1863
1868
Pese a que los decretos de creación del Ministerio de
Ultramar y de una Subsecretaría dentro del mismo datan del 20 de
mayo de 1863, no se procedió a la organización interna del nuevo
ente ministerial hasta un mes más tarde. En este sentido, el Real
Decreto de 23 de junio de 1863 distribuía los asuntos del
Ministerio de Ultramar en cuatro secciones: Gobernación y
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Fomento, Gracia y Justicia, Hacienda y Contabilidad; a ésta
última iba anexa la Ordenación de Pagos.10~ La dirección de cada
una de estas secciones se encomendaba a un jefe de sección. Tres
oficiales por sección y veintitrés auxiliares comunes al conjunto
de las dependencias, componían, exceptuando al personal del
Archivo, la plantilla del Ministerio, la cual no excedía apenas
en número a la de la extinta Dirección general de Ultramar, si
bien se diferenciaba de aquélla por la superior categoría
administrativa de algunos de sus integrantes.
Esta primera reorganización del Ministerio respondía
directamente al conjunto de competencias que habían sido
transferidas al nuevo departamento por el Real Decreto de 25 de
mayo de 1863: todos las materias relativas a gobernación,
fomento, justicia y hacienda de las provincias ultramarinas.
Quedando fuera del ámbito de acción del Ministerio la defensa
(que seguiría dependiendo de los ministerios de Guerra y Marina)
y las cuestiones de política exterior relativas al ámbito colo-
nial (que seguían siendo competencia del Ministerio de Estado) •104
El modelo de organización interna del Ministerio, al tener
que abarcar los diferentes aspectos de la administración de un
territorio, reflejó la organización por materias propia del
entramado ministerial del Estado. En este sentido, dentro del
Ministerio de Ultramar se produjo la reagrupación de los asuntos
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que, en el caso de la metrópoli, eran competencia de los diferen-
tes departamentos ministeriales en secciones correlativas a
aquéllos. Si bien este esquema fue matizado inicialmente por dos
factores:
- La segregación del ámbito de lo hacendístico de aquellas -
materias relativas al control de las cuentas enviadas al
Ministerio de Ultramar por las administraciones periféricas, así
como de los libramientos de pagos de diversos tipos a cargo del
Ministerio (competencia de la Sección de Contabilidad, cuyo
carácter auxiliar respecto a la de Hacienda se hace patente en
la menor categoría del jefe de esta sección)
- La agrupación de las materias relativas a gobernación y
fomento en un solo departamento. Lo que respondía, a su vez, a
la propia estructura de la administración periférica, cuyos
gobiernos superiores civiles abarcaban ambas competencias.
El primero de estos matices sería eliminado por la rees-
tructuración de marzo de 1865, en virtud de la cual, la Sección
de Hacienda absorbió a la de Contabilidad, a fin de evitar el
confusionismo derivado de la adscripción de la administración
económica ultramarina a dos departamentos distintos)05
Si bien este afán de racionalización administrativa parece
ser el detonante último de la reforma, detrás de la misma parece
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subyacer la contradicción derivada de la absoluta necesidad de
aumentar el personal del Ministerio, dentro de una coyuntura
caracterizada por el continuo recorte de la dotación presupues-
taría asignada a este departamento en los Presupuestos Generales
del Estado. Desde esta óptica, la eliminación de una sección
permitía disponer de las partidas asignadas a los altos cargos
de la misma, a fin de crear un mayor número de plazas de
auxiliares, sin precisar un aumento de la dotación presupuestaria
concedida al Ministerio (mecanismo al que se recurrió a menudo
a lo largo de las dos primeras décadas de existencia del
Ministerio)
En junio de ese mismo año se separaba el despacho de los
asuntos de gobernación y fomento, agrupados hasta entonces en una
misma dependencia. 106 Ello era consecuencia de la reorganización
previa de la Administración periférica en ese mismo sentido.
Paralelamente se procedió a la delegación de parte de las
facultades del ministro en los jefes de la Secretaria (al
encomendarse a éste el estudio de una posible reforma de las
estructuras coloniales, a través de la Junta de Información,
organismo temporalmente anexo al Ministerio de Ultramar creado
con dicho objetivo) . Con este fin, se convertía a las antiguas
secciones del Ministerio en direcciones generales, lo que unido
a la separación de los asuntos relativos a gobernación y fomenro,
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determinaba la estructuración interna del Ministerio en cuatro
direcciones generales: Administración y Fomento, Negocios
eclesiásticos y Gracia y Justicia, Gobernación y Hacienda. La
Dirección general de Gobernación se ocuparía de las materias
relativas al gobierno de las colonias y del desarrollo de la
Administración Pública. La segunda elaboraría y vigilaría el
cumplimiento de las leyes y reglamentos por los que se regiría
la Administración, despachando también los asuntos relativos a
instrucción pública, fomento, obras públicas y comercio. La
Administración de Justicia y la tramitación de las materias
derivadas de las relaciones entre Estado e Iglesia correrían a
cargo de la Dirección general de Ñegocios Eclesiásticos y Gracia
y Justicia. Finalmente, la cuarta de estas direcciones generales
se ocuparía de las materias de índole hacendística: formación de
los presupuestos coloniales, administración de las rentas del
Estado y aprobación de las cuentas presentadas por la Adminis-
tración periférica.
Al frente de cada una de estas direcciones se colocó a un
director general o al propio subsecretario del Ministerio (ya que
en virtud del articulo sexto del Decreto había de despachar una
de las direcciones generales, a elección del ministro)
Tras esta remodelación, la organización interna del
Ministerio reproducía directamente la estructura ministerial
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existente para la Península, máxime cuando se aumentó el grado
de autonomía de las distintas dependencias del Ministerio,
convertidas ahora en direcciones generales. El objeto de esta
reforma fue dotar de un amplio grado de independencia a los
distintos ámbitos de la Administración central encargada de los
asuntos coloniales, a fin de permitir al ministro dirigir su
atención a la resolución de la problemática colonial, desli-
gándole de los asuntos de rutina.
Efectuado el deslindamiento de competencias, quedaba
pendiente, sin embargo, la ampliación de personal necesaria para
que dicha estructura pudiera funcionar. Esta ampliación no llegó
a producirse debido a los apuros hacendísticos que el Estado
arrastraba como consecuencia de la prolongación de la depresión
económica, que, comenzada en septiembre de 1864, no haría sino
agravarse hasta otoño de 1868.ío~ Por esta causa se recurrió al
aumento del personal subalterno mediante la supresión de plazas
en los niveles superiores del escalafón. Ello provocó, a su vez,
redistribuciones internas de competencias hacia aquellas
dependencias más dotadas (de forma que los asuntos relativos a
instrucción pública fueron transferidos a la Dirección general
de Negocios Eclesiásticos y Gracia y Justicia, en enero de
1866) ~
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La acentuación de la reducción del gasto público, que entre
marzo y junio de 1866 produjo remodelaciones restrictivas en los
ministerios de Hacienda y Gobernación, llegó finalmente al
Ministerio de Ultramar.’09 En agosto de ese mismo año tenía lugar
la reorganización de la estructura interna del Ministerio.’10 Dada
la imposibilidad de limitar aún más el número de funcionarios,
ya de por si insuficiente de acuerdo a la planta existente, se
procedió a la refundición de las diferentes direcciones generales
a fin de poder eliminar una serie de cargos altos e intermedios
de la burocracia del ministerio a partir de la concentración de
competencias en los departamentos subsistentes.
De esta manera, las direcciones generales de Gobernación y
Administración y Fomento eran absorbidas por la Subsecretaría del
Ministerio, en la que también se integraban los asuntos relativos
a instrucción pública (si bien nominalmente siguieron dependiendo
de la Dirección general de Negocios Eclesiásticos y Gracia y
Justicia) . Las otras dos direcciones generales se mantenían, si
bien, en virtud del articulo tercero de este Decreto, se disponía
que el subsecretario se encargase del despacho de una de ellas
a elección del ministro, en tanto que la otra estaría dirigida
no por un director general sino por un jefe superior de adminis-
tración.
Para delimitar en parte el cúmulo de atribuciones asignadas
a la Subsecretaría, se creaba, dentro de ésta, una Sección de
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Administración y Fomento. Otra sección similar aparecía en el
seno de la Dirección general de Hacienda, a fin de hacer frente
a los asuntos derivados de la Ordenación General de Pagos, así
como de la contabilidad del Ministerio y sus dependencias
periféricas.
El esquema creado en junio de 1865, basado en un minucioso
deslindamiento de competencias en torno a los diferentes aspectos
de la Administración pública en Ultramar y en la autonomía
otorgada a cada una de las dependencias gestoras de los mismos
quedaba momentáneamente abandonado. La racionalidad del modelo
organizativo anterior era superad¿ por la imposibilidad material
de hacer frente al mismo, derivada de la desatención presupuesta—
ría del Ministerio de Ultramar. Extremo que no haría sino
acentuarse, a raíz de la Ley de Presupuestos de 29 de junio de
1867, que anunciaba un incremento de los recortes en la Adminis-
tración central, a fin de reducir el Gasto Público.
Esta coyuntura sería aprovechada por el Partido Español para
pedir la supresión del Ministerio de Ultramar en octubre de 1866,
así como la creación en su lugar de una sección del Consejo de
Estado, encargada de los asuntos coloniales e integrada por
antiguos residentes en Ultramar.’1
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Si bien la propuesta anterior fue desestimada, los gobiernos
de la etapa final del reinado de Isabel II, enfrentados a fuertes
apuros hacendísticos y a una creciente oposición interna al
régimen, abandonaron las colonias al control de la Administración
periférica, ocupándose tan solo de reforzar aquellos mecanismos
del Ministerio de Ultramar a través de los cuales pudiera tener
lugar una mayor explotación fiscal de las colonias. 112
En este sentido, el funcionamiento del Ministerio de
Ultramar se vio severamente limitado, tanto por la acumulación,
y confusión subsiguiente, de competencias en torno a una macro-
dependencia, la Subsecretaria, como por la escasez de personal
general a todo el Ministerio.
Las únicas acciones de racionalización administrativa
realizadas durante este período se limitaron al ámbito de la
Dirección general de Hacienda, dentro de la cual el Real Decreto
de 1 de agosto de 1866 establecía una Sección de Contabilidad,
dependencia que, en virtud del Real Decreto de 2 de julio de
1867, recibía un nutrido aumento de personal, a fin de hacerse
cargo del examen de las cuentas de Ultramar para la sala de
Indias del Tribunal de Cuentas del Reino, si bien siguió
dependiendo a todos los efectos de la Dirección general de
Hacienda.
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Inestabilidad y planteamiento de la viabilidad del Ministerio de
Ultramar (1868—1870
El propósito rupturista respecto al pasado inmediato que
significó el Sexenio, no dejó de manifestarse en el ámbito de la
Administración central del Estado.
Desde esta óptica, se planteó la propia existencia del
Ministerio de Ultramar, como ente administrativo centralizador
del gobierno colonial, bien en aras de un nuevo reparto de compe-
tencias en materia colonial entre los distintos ministerios, bien
a partir de una mayor descentralización administrativa que
potenciara el desarrollo de una administración semiautónoma en
las mismas colonias.
En tanto se desarrollaba el debate sobre la pertinencia o
no de un organismo especializado de la Administración central en
materia colonial, se procedió a la reorganización interna del
Ministerio. De esta manera, el Decreto de 14 de octubre de 1868
disponía la creación de cuatro secciones, al frente de cada una
de las cuales se colocaba a un jefe de administración de primera
clase . 114
En líneas generales el nuevo organigrama reproducia el
esquema emanado de la reforma de agosro de 1866. La supresión de
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las direcciones generales adecuaba la planta del Ministerio a la
falta de dotación presupuestaría para cubrir las plazas de
director general, lo que había provocado en la organización
precedente la concentración de dichas funciones en el subsecre-
tario. En tanto que la desaparición de las secciones especiales,
creadas en el seno de dos de las antiguas direcciones generales,
tendía a evitar el confusionismo en el deslindamiento de
competencias entre los distintos departamentos del Ministerio.
No obstante, persistía la excesiva concentración de
funciones en la nueva Sección de Gobernación, Administración y
Fomento, que, de hecho, despachaba los asuntos que hubieran
correspondido a dos departamentos.
Por su parte, Gracia y Justicia y Negocios Eclesiásticos
persistía con las mismas competencias: los tribunales, la
Administración de Justicia y el Real Patronato. Pese a que la
importancia que a lo largo de este período se va otorgar a los
proyectos de codificación civil y penal sobrecargó de trabajo a
este departamento, del que dependía la organización y coor-
dinación de las comisiones temporales creadas a lo largo del
Sexenio con este fin.
La antigua Dirección general de Hacienda se escindió en dos
secciones: una Sección de Contabilidad, a la que iba anexa la
Ordenación de Pagos, cuya función fundamental era el control de
la contabilidad de la Administración periférica, para lo cual
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esta sección trabajaba estrechamente ligada a la Sala de Indias
del Tribunal de Cuentas; y una Sección de Hacienda, a la que
competían los restantes asuntos derivados de la administración
económica de las colonias.
En esencia, la nueva planta reproducía las lineas básicas
de la anterior, si bien, racionalizándolas de acuerdo a unos
parámetros más realistas respecto a la dotación de que disponía
el Ministerio en materia presupuestaria y de personal. No
obstante, la dinámica descendente de la dotación presupuestaria
del Ministerio no solo no se detuvo, sino que se acentuó a lo
largo de 1868 y 1869.115 Ello era incompatible con el crecimiento
experimentado por la Sección de Contabilidad, máxime cuando gran
parte de su labor implicaba una duplicidad de funciones respecto
a la actividad del Tribunal de Cuentas.
La solución adoptada consistió en separar del Ministerio al
personal que constituía los negociados de examen de cuentas,
integrados en la Sección de Contabilidad, transfiriéndolo a la
Sala de Indias del Tribunal de Cuentas. Con ello, esta depen-
dencia de la Administración se hacía cargo directamente del
control de las cuentas enviadas por la Administración periférica
radicada en las colonias. Desde este momento el Ministerio de
Ultramar se limitaría a llevar una contabilidad paralela, a
ld~
través de los duplicados de aquellas cuentas.~1~
Desde una óptica administrativa, si bien la Sección de
Contabilidad se mantuvo como tal dentro del organigrama ministe-
rial, la pérdida de la mayoría de su plantilla y de una parte
importante de las funciones inicialmente asignadas, determinaron
que su dirección fuera asignada a un oficial primero de admi-
nistración y no a un jefe de sección.
Paralelamente a la delegación de funciones en otros entes
administrativos, tuvo lugar un proceso de contracción del
personal asignado al Ministerio (Decretos de 12 de diciembre de
1868 y de 30 de junio de 1869), úeduciendo al absurdo el número
de funcionarios destinados al despacho de los asuntos de
Ultramar.
Todo este proceso llegó a su cumbre con la remodelación
realizada por Manuel Becerra en agosto de 1869. A raíz del
Decreto de 9 de agosto de 1869 se suprimían las secciones
existentes en el seno del Ministerio, quedando en adelante el
trabajo de los distintos negociados bajo la supervisión directa
del ministro y del subsecretario, auxiliados por un oficial mayor
de la clase de primeros. Paralelamente se procedía a una nueva
reducción de personal.11~
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Dicha reestructuración hacia inviable la principal función
otorgada al Ministerio de Ultramar: garantizar que el funciona-
miento de la Administración periférica, tuviera lugar en torno
a unas coordenadas de acción directamente emanadas de la
metrópoli, a través de la coordinación y control de las distintas
dependencias administrativas radicadas en las colonias.
Esta remodelación debe enmarcarse dentro de las restric-
ciones del Gasto Público, impuestas a la totalidad de la
Administración central del Estado en el verano de 1869.119 No
obstante, sobre la misma también pesaron las consideraciones
políticas, derivadas del nuevo marco de gobierno colonial que
pretendía introducir Becerra. El nuevo modelo colonial estaba
basado en la creación y potenciación de órganos de autogobierno
radicados en las colonias, al tiempo que se les confería un
carácter electivo. El desarrollo de este esquema hubiera
conducido, probablemente, a la desaparición del Ministerio de
Ultramar, como se insinúa en el preámbulo del propio Decreto.
La reforma de agosto de 1869 se inscribe en el momento
culminante del debate acerca de la pertinencia o no de un ente
centralizado de gobierno colonial, o lo que es lo mismo del
Ministerio de Ultramar. En el curso de este debate, que se
desarrolló en las Cortes entre abril y mayo de 1869, la Comisión
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de Presupuestos del Congreso llegó a contemplar la desaparición
del Ministerio de Ultramar, que integraría junto a la Presidencia
de Gobierno y el Ministerio de Estado una única dependencia
ministerial, que finalmente no se llegó a crear.120 Dicho debate
fue consecuencia de dos interpelaciones del diputado cubano
Fernández Vallín al Ministro de Ultramar, Adelardo López de
Ayala, acerca de los rumores sobre una posible supresión del
Ministerio. López de Ayala respondió considerando esta posibili-
dad poco probable, pero supeditó en última instancia la continui-
dad del Ministerio al acuerdo del Consejo de Ministros en este
sentido y a la aprobación del próximo presupuesto.’21 La maniobra,
perfectamente orquestada entre e1 diputado esclavista y el
complaciente ministro, tenía por objeto manifestar el interés de
los conservadores antillanos por el mantenimiento del Ministerio
de Ultramar. Este giro en la actitud de la oligarquia hispano-
cubana respecto a un departamento hacia el que manifestó desde
su creación una gran reticencia, debe explicarse, desde nuestro
punto de vista, por las posibilidades que abría a este grupo la
participación de la antigua Unión Liberal en los gobiernos de
coalición del Sexenio para contar con un interlocutor afín a sus
intereses al frente de los asuntos de Ultramar. Ello venia deter-
minado por el papel desempeñado por la antigua Unión Liberal como
garante de los intereses coloniales en la metrópoli. Dicho rol
fue plenamente asumido por el grupo unionista que pidió y obtuvo
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durante gran parte del Sexenio el despacho de la cartera de
Ultramar con el único fin de frenar cualquier posible reforma del
régimen colonial que afectara a los intereses del grupo que
representaba. Extremo que hubiera sido más difícil de disolverse
el Ministerio, repartiéndose sus competencias entre los restantes
departamentos ministeriales, o, lo que era peor aún, pasando a
depender los asuntos coloniales de una Presidencia del Gobierno
para la que se perfilaba claramente Prim, como hombre fuerte del
régimen. 122
El cambio de gobierno de junio de 1869 frustró los planes
de la oligarquía hispano-cubana. Desde entonces y hasta su asesi—
nato en diciembre de 1870, Prím mantendría alejados de la cartera
de Ultramar a los unionistas, nombrando para la misma a destaca-
dos demócratas, a fin de poder desarrollar una política colonial
para cuyo último objetivo, el final del conflicto colonial que
impedía la consolidación del régimen, estaba dispuesto a realizar
concesiones opuestas a las del lobby colonial.
En un intento por propiciar un acercamiento a los antiguos
reformistas, empujados al campo insurrecto por la acción de los
grupos ultraespañolistas, el primer Gobierno Prim buscó una
posible fórmula de consenso con dicho grupo. Este frustrado
intento por llegar a un cierto compromiso estaría representado
en un plano institucional por la reestructuración ministerial
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llevada a cabo el 9 de agosto de 1869, la cual, sin eliminar la
gestión centralizada de las colonias desde un punto de vista
formal, otorgaba la primacía a los centros administrativos
radicados en Ultramar, reduciendo al mínimo nivel ~posible la
operativídad del Ministerio de Ultramar.
Por otra parte, ello no hacía más que sancionar institu-
cionalmente la situación existente de facto, marcada por la
progresiva autonomía de la Administración periférica respecto al
Ministerio, cuyo origen habría que buscar en los grandes recortes
presupuestarios impuestos a este departamento desde 1866, si bien
dicha autonomía se había visto acentuada desde 1868.123
Que el espíritu de la refórma Becerra respondía a estos
objetivos es patente en el preámbulo del Decreto, en el que se
afirma:
“En suma: el ministro que suscribe considera que los grandes centros
administrativos deben radicar en las colonias, bastando solo para la
península un personal reducido que, bajo la directa inspección del Jefe
superior y su inmediato, y con el concurso de las Autoridades coloniales,
realicen las reformas apetecibles y resuelvan las cuestiones administrati-
vas con unidad de acción, con conocimiento cierto de las necesidades
reales de la colonia y con mayor presteza de la que hoy desgraciadamente
puede conseguirse. A este capital objeto obedece la reforma que se propone
a V.A. en la plantilla de la ~ecretaría’.~~
En última instancia, esta reoroanización del Ministerio
constituía un eslabón más de la política de gestos desarrollada
nor el Gobierno Prim dirigida a conseguir un acuerdo con los
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insurrectos cubanos. En este sentido, el reforzamiento de las
competencias de los órganos locales y provinciales de la
Administración colonial abría la puerta a un régimen descen-
tralizado, basado en la delegación en los organismos electivos
locales de competencias puramente administrativas, desempeñadas
anteriormente por el Ministerio de Ultramar.
Ello hacia que dicha reestructuración se convirtiera en la
antesala de una posible disolución del Ministerio de Ultramar,
en aras de una mayor transferencia de competencias a la Admi-
nistración periférica. La referencia del preámbulo del Decreto,
relativa a una futura “simplificación de la marcha de la Administración
debe entenderse en este sentido.
El hecho de que en la mente del legislador existía semejante
propósito, y que solo se esperaba el momento adecuado para
llevarlo a cabo, vendría confirmado por una nueva reducción de
personal en los niveles intermedios del organigrama ministerial,
realizada en diciembre de 1869.125
El lobby hispano—colonial no dejo de percibir como posible
consecuencia final de estas medidas la concesión de un régimen
administrativo autonómico a las colonias, autonomía a la que este
grupo se oponía radicalmente, convirtiéndose, por ello, en el más
firme defensor de la existencia de un órgano centralizador del
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gobierno colonial. Esta oposición, si bien radicalizada en torno
a otros aspectos de los proyectos de reforma del régimen colonial
presentados por Becerra, provocó la caída del Ministro.
La llegada de 5. Moret al frente del Ministerio, en marzo
de 1870, marcó un giro en la actitud del gobierno hacia el Minis-
terio de Ultramar. El Gobierno Prim, fracasado el acercamiento
a Estados Unidos en virtud de la crisis provocada por la Nota
Sicklesí2Ó iniciaba ahora un proceso de negociación directa con
la oposición cubana.’2’ Los prolegómenos de dichas negociaciones
hubieron de desarrollarse en secreto, debido a la hipersensibili-
dad de la opinión pública respecto a este tema y a la oposición
del lobby hispano-cubano a cualquier tipo de acuerdo.
La interpenetración de la Administración periférica por este
último estrechaba considerablemente el marco de actuación del
gobierno a la hora de hallar una salida negociada a la crísis.
Por otro lado, la oposición de este poderoso grupo de presión
bloqueaba el objetivo inicial del Gobierno, dirigido a dotar de
mayores competencias a los órganos administrativos locales y
provinciales de las provincias ultramarinas.
En este contexto, el último gabinete de Prim optó por la
potenciación del Ministerio de Ultramar, a fin de retomar el
control sobre el entramado administrativo colonial. Este cambio
de estrategia se enfrentaba al problema que había arrastrado el
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Ministerio desde 1866: la insuficiencia de la dotación presupues-
taria asignada a dicha dependencia de la Administración central.
Problema que no afectaba a la hipertrofiada Administración
periférica al depender directamente de los presupuestos de las
provincias ultramarinas y no de los generales del Estado.
La solución llegó por la adopción de un sistema mixto de
financiación, a cargo de los presupuestos de Ultramar y de la
Península. Ello sentaba las bases para el despegue de la dotación
presupuestaria del Ministerio que tendría lugar a partir de 1878.
Inestabilidad administrativa y potenciación de las competencias
económicas del Ministerio (1870-1874)
Los nuevos medios materiales puestos a disposición del
Ministerio permitieron la ampliación de plantilla necesaria para
la nueva planta del Ministerio, introducida por el Decreto de 12
de julio de
1870•12b En virtud de éste, se volvía al esquema
emanado de la primera estructuración ministerial.
Cuatro secciones se repartían los asuntos competencia de
esta dependencia, de acuerdo a una disposición interna que
reflejaba la propia estructura ministerial del Estado, con dos
matices importantes: los asuntos de gobernación y fomento se
fundían en un solo departamento (la Sección de Gobernación y
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Fomento), en tanto que los de hacienda se separaban en dos
secciones (las de Hacienda y Contabilidad).
La nueva planta era consecuencia del contenido predominante-
mente económico que se va a dar al Ministerio de Ultramar en un
primer momento. La imposibilidad de reproducir un modelo clásico
de relaciones colonias—metrópoli basado en la complementariedad
económica obligó a la metrópoli a construir a lo largo del XIX
un aparato administrativo—político, que, por vías que no respon-
dían a condicionantes puramente económicos, lograra una forma de
ajuste que permitiera a la metrópoli rentabilizar la posesión de
dichos territorios.’29 Por otra parte, en un contexto marcado por
una dura guerra colonial en el más importante de los territorios
ultramarinos, con una Administración periférica dominada por el
lobby hispano-cubano y sometida al arbitrio de las facultades
excepcionales detentadas por los gobernadores coloniales, la
incidencia del Ministerio sobre los ámbitos coloniales en materia
de gobernación y fomento llegó a ser muy limitada, por lo que
bastaba una sección para el despacho de estos asuntos. Ahora
bien, sí el gobierno de la metrópoli decidió no intervenir en el
ámbito político del gobierno de la isla dominado por la oligar-
quia hispano—cubana para no enajenarse el apoyo de ésta, el
propio esfuerzo económico derivado de la guerra obligaba a un
mayor control de la Administración económica periférica,
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representada por las intendencias de Hacienda. Máxime, cuando la
conversión de la Sala de Indias del Tribunal de Cuentas en Sala
III de dicho organismo privaba al Ministerio del concurso de
varios colaboradores, que, con el carácter de agregados y aunque
pertenecientes a dicha dependencia, despachaban los negociados
de contabilidad del propio Ministerio.
Por otro lado, el desbarajuste de la contabilidad en las
colonias había llegado a un grado extremo. Ello se debió al
fracaso de la suprimida Sala de Indias en asumir la función de
los antiguos tribunales territoriales de cuentas, paralelamente
al colapsamiento del Ministerio de Ultramar, que podría haber
suplido dicha función en virtud de las competencias subsidiarías
sobre el control de la contabilidad de la Administración
colonial, adquiridas a raíz de un Real Decreto de 12 de julio de
1867.
El principal propósito de la reforma estaba constituido, por
tanto, por retomar el control que el Ministerio ejercía sobre la
Administración económica periférica, sumida desde 1868 en el más
absoluto caos, como se desprende del preámbulo al Decreto de 12
de julio de 1870:
“Tan imperiosa y apremiante es la necesidad de impulsar desde este
Ministerio la Contabilidad de las provincias de Ultramar y de
resurdr en él los resultados generales de la misma, que basta para
convencerse de ello mirar someramente el lastimoso estado de este
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servicio.<...) La contabilidad que debe ser el reflejo de los actos
administrativos , es allí tan imperfecta y desordenada, que según
expresión de las Autoridades superiores de dicha Antilla, puede
asegurarse que no existe más que en el nombre. A nadie sorprenderá,
en vista de lo expuesto, que sumida en semejante caos la contabilí—
dad de las provincias de Ultramar no exista en este Ministerio un
resumen medianamente ordenado que pueda dar a conocer en todo tiempo
los productos y gastos de aquellas. Por esta razón, ni se publican
estados periódicos, ni pueden obtenerse datos seguros para el
estudio de cualquier reforma en el orden económico?’.130
Ello contrastaba vivamente con la política de potenciación
de las competencias de los órganos periféricos respecto de la
Administración central practicada a lo largo de dicho periodo por
otros ministerios. 131
La necesidad de potenciar los negociados de contabilidad
agrupándolos en una sección, hizo necesario equiparar a la misma
a las demás dependencias, en las que se concretaban los asuntos
de cada ramo, “dándoles unidad y ahorrando a la Subsecretaria un trabajo que
dificulta sus naturales funciones”. ~ Paralelamente, tuvo lugar un
considerable aumento de personal, a fin de hacer viable el nuevo
deslindamiento de las diferentes materias competencia del
Ministerio. Dentro del mismo, se establecía la remuneración de
la antigua clase de los aspirantes a una plaza en el Ministerio,
con el propósito de asegurar el concurso efectivo de los mismos
a las tareas de dicho organismo, al tiempo que permitía la
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familiarización de los futuros funcionarios con la práctica
ministerial.
A lo largo del reinado de Amadeo no exDerimentaria el
Ministerio de Ultramar variaciones substanciales de su estructura
interior.
La política iniciada en julio de 1870, tendente a aumentar
el control que desde la metrópoli se ejercía sobre la Administra-
ción económica periférica, fue reforzada a lo largo de este
período por los decretos de 25 de marzo y 13 de diciembre de
1871 ~
En virtud del primero, se cteaba en la Sección de Hacienda
un negociado especial para administrar los bienes embargados por
el Estado a los propietarios insurrectos (el Decreto de 1 de
abril de 1869, expedido por el Capitán General sobre la base de
las atribuciones excepcionales con que estaba investido había
establecido esta medida contra los llamados lhinfidenteslr)
Esta disposición revela que, pese a la ofensiva iniciada a
mediados de 1870 por la Administración central del Estado para
retomar el control sobre la Administración económica colonial,
persistían en ésta importantes lagunas que escapaban a su
fiscalización, al amparo de la situación anómala en que la guerra
sumía a la principal de las colonias:
“Se hizo notar la situación anómala en que se encontraban los bienes
embargados á los insurrectos de la Isla de Cuba; de cuyos bienes y
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administración, planteada y dirigida exclusivamente por las Autori-
dades de aquella isla, no han llegado hasta ahora al departamento
del Ministro que suscribe sino muy escasos datos oficiales,
insuficientes para adquirir una perfecta idea de apreciación sobre
su número e importancia, y para conocer los beneficios que ha
recibido el estado administrando directamente los expresados
bienes” 134
El segundo Decreto organizaba la planta del Negociado
Central de Aduanas, en un intento por detener el crecimiento del
contrabando, derivado del elevado grado de ineficacia y co-
rrupción de la Administración periférica. Lo que revestía
especial importancia, dado que la principal fuente de ingresos
del Estado en las colonias provenía de los elevados derechos
impuestos al tráfico de mercancias.
El Real Decreto de 29 de agosto de 1871 aseguraba los
recursos presupuestarios necesarios para llevar a cabo estas
medidas, al adscribirse por completo la financiación del
Ministerio al ámbito de los presupuestos de Ultramar.13D El cambio
en la dinámica presupuestaria del Ministerio, propiciado por la
nueva normativa será estudiado en un apartado posterior de este
13~
trabaio.
De ahí que los reajustes de ulantilla introducidos lo largo
del periodo por los decretos de 22 de abril y 29 de agosto de
1871, así como por el de 23 cJe marzo de 1872, se limitaran a
compensar la supresión de plazas en algunas secciones con la
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creación de otras de nuevo cuño en aquellos departamentos más
necesitados de personal.’3~ Si bien, sigue apreciándose una cierta
falta de continuidad en algunos aspectos de la política organiza-
tiva ministerial, como puede deducirse del hecho~ de que la
reforma de 29 de agosto de 1871, tuviera por objeto el aumento
de personal en los niveles intermedios y bajos del escalafón
ministerial, a partir del ahorro presupuestario conseguido por
la supresión de algunas plazas dentro de la alta burocracia del
Ministerio. En tanto que el ajuste de plantilla realizado el 23
de marzo de 1872, tenía por finalidad corregir al anterior en
sentido inverso,con lo que privaba de sentido al mismo.
El estancamiento de la plantílla del Ministerio de Ultramar
entre 1871 y 1872 fue especialmente significativo, en cuanto a
que contrastaba con las restricciones sobre el Gasto Público que
afectaron al conjunto de la Administración central del Estado en
el verano de 1871.138 En adelante, la nueva vía de financiación
del Ministerio, ahora dependiente de los presupuestos de las
provincias coloniales, permitiría a este organismo una dinámica
de crecimiento propia, al margen, en gran medida, de la evolución
paralela del resto de la Administración del Estado. Sí afectó al
Ministerio, por el contrario, el otro mecanismo utilizado por los
gobiernos del período para la reducción del Gasto Público, junto
a la contracción de plantillas: la limitación de los salarios
pagados por el Estado.
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El Ministerio conservó en líneas generales esta estructura
durante la primera etapa de la 1 República. De ahí que la
reorganización de este organismo en marzo de 1873 consagrara la
continuidad de la división interna del Ministerio en las cuatro
secciones anteriores.’40 Si bien, a éstas se añadían tres
negociados especiales, con carácter autónomo: el Negociado de
Política (encargado de los asuntos más relevantes pertenecientes
al ámbito de la gobernación colonial); el Negociado de Legisla-
ción y Boletín Oficial del Ministerio (órgano coordinador del
trabajo de las comisiones consultivas, creadas a fin de llevar
a cabo la reforma de la legislación colonial y su adecuación a
la de la Península); y el Negociado Central (dependencia
encargada de la coordinación entre los diferentes departamentos
ministeriales)
La reforma disminuía considerablemente la plantilla del
Ministerio, con motivo de los grandes apuros hacendísticos de los
gobiernos de la República y del transitorio retorno del Ministe-
rio a la dependencia de los Presupuestos Generales del Estado,
a raíz del Real Decreto de 10 de abril de 1872.
Ello provocó el recurso al tradicional mecanismo de aumentar
el número de plazas en los niveles bajos y medios de la burocra-
cia ministerial, en donde la escasez de arsenal era más angustio-
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sa, aplicando para ello la dotación derivada de la supresión de
plazas en los niveles superiores del escalafón. Los Decretos de
17 de julio y 20 de agosto de 1873 tuvieron este carácter.’41
No obstante, la reducción precedente de la plantilla había
sido tan drástica que no bastaron dichas medidas, debiendo
procederse a una reorganización completa de la planta ministerial
a fin de adecuaría a los nuevos medios materiales.
El Decreto de 29 de septiembre de 1873142 dividía al Minis-
terio en dos secciones: la Sección Gubernativa, bajo la depen-
dencia directa del secretario general (antiguo subsecretario)’43
y la Sección Económica, dependiente de un jefe de sección.
El reagrupamiento de los asuntos de gobernación, fomento y
justicia en una misma dependencia, con un personal numéricamente
insuficiente para el despacho de los mismos, acentuó la progresi-
va pérdida del control sobre la Administración periférica.144 Esta
autonomía llegó a ser tan elevada que, por primera y única vez
en la historía del Ministerio, un ministro en activo hubo de
desplazarse a las Antillas para tratar de retomar el control
sobre la situación. Ello provocó una duplicidad de Lacto en el
ejercicio de la función ministerial, pues mientras el titular de
la cartera de Ultramar, Santiago Soler y Plá, se encontraba en
las ántillas, el Ministro de Fomento, Gil Berges, se ocupaba
interinamente del despacho de los asuntos de Ultramar. 145
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El rápido ocaso de la 1 República puso fin a este curioso
experimento justo cuando empezaba a dar sus primeros frutos, si
bien circunscritos al ámbito de lo hacendístico, principal
preocupación de los gobiernos metropolitanos durante este
periodo, en lo que a la reforma de la Administración periférica
se refiere. De esta manera, el Decreto de 22 de diciembre de 1873
había creado el Cuerpo de Contabilidad de Ultramar, integrando
al personal del Departamento de Contabilidad de la Sección Econó-
mica y al de las intendencias en un cuerpo especial de funcio-
narios inamovibles y, por tanto, autónomos de las autoridades
coloniales.’46 Con ello se trataba de un intento serio de minar
uno de los principales pilares de la dependencia de la Adminis-
tración periférica respecto al poderoso lobby hispano-cubano,
cuya influencia sobre los gobernadores coloniales le permitía
incidir decisivamente en el nombramiento y traslado de los
funcionarios coloniales.
En el capítulo de realizaciones positivas, debe apuntarse
en el haber de la 1 República la eliminación de una pervivencia
del Antiguo Régimen, enquistada en la estructura de la Admi-
nistración central de gobierno colonial desde la incorporación
de la Cancillería de Indias a la antigua Dirección General de
Ultraniar en abril de 1852. Nos estamos refiriendo a las funciones
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del Gran Canciller de Indias, oficio hereditario concedido en
1623 y restablecido en 1826 dentro de la Casa de Alba, en virtud
del cual, el poseedor del mismo custodiaba el sello de la
Cancillería, preciso para sancionar todas las disposiciones
dirigidas a Ultramar, por cuyo uso cobraba un canon fijo. El
Decreto de 2 de junio de 1873 ponía fin a esta enajenación
vergonzosa e inadmisible del poder del Estado.’4’
También en este período hay que situar el proyecto de
creación de un Boletín Oficial de Ultramar, en el que se publi-
carían las disposiciones emanadas del propio Ministerio y las de
las autoridades de Cuba, Puerto Rico y Filipinas (incluyendo los
argumentos de éstas para justificar la suspensión de la normativa
procedente de la metrópoli, así como la resolución final del
Gobierno, aprobando o anulando dicha suspensión) . El proyecto,
discutido en el verano de 1873, quedó pendiente de aprobación,
siendo posteriormente desnaturalizado •148
El Decreto de 5 de enero de 1874, derogando el del 27 de
diciembre de 1873 antes de que hubiera sido llevado a efecto,
es significativo del intento del régimen de Serrano por capi-
talizar el apoyo de los grupos de presión coloniales. ~
Otro decreto del día siguiente restablecía la antigua planta
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del Ministerio de Ultramar (cuatro secciones: Gobernación y
Fomento, Gracia y Justicia, Hacienda y Contabilidad) ,150
De esta manera, la décima reestructuración global de la
planta del Ministerio suponía la vuelta al esquema organízativo
inicial creado en 1863, si bien con un mayor numero de negociados
por sección, así como con tres negociados autónomos, aunque admi-
nistrativamente adscritos a la Sección de Hacienda (el Negociado
Central de Aduanas y la Comisión de Balanzas y Estadística de
Cuba) o a la de Gobernación y Fomento (Boletín Oficial del
Ministerio)
Pero todo ello era acompañado por una nueva reducción de
plantílla que hacia inviable el funcionamiento de la nueva
planta, caracterizada por un deslinde más amplio de competencias.
Máxime, cuando en virtud del Decreto de 27 de septiembre de 1874,
se creaba un Museo Ultramarino, como dependencia anexa al propio
Ministerio, de cuyos presupuestos dependía.15’
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El Ministerio de Ultramar durante la Restauración <1875-1898)
La reforma fallida de la Administración central en materia
colonial (1874—1878>
El advenimiento de la Restauración, marcó el comienzo de una
ofensiva generalizada del Ministerio de Ultramar por recobrar el
control que, sobre la Administración periférica, había ido
perdiendo desde 1866.
No obstante, la etapa comprendida entre 1875 y 1879 aún esta
caracterizada por el compromiso, en aras de conservar el apoyo
de los grupos de presión coloniales, que se había mostrado funda-
mental en el propio proceso restaurador.’5~
La primera remodelación del Ministerio tuvo lugar a través
del Real Decreto de 30 de enero de 1875, estableciendo una nueva
planta, y de la Real Orden de 1 de marzo de ese año, aprobando
un nuevo reglamento de régimen interno.15~ Dicha reestructuración
habría que inscribirla dentro de un conjunto de reformas de la
Administración central del Estado, que tuvieron lugar entre enero
y marzo de 1875, realizadas con el único objeto de modificar la
estructura administrativa heredada del período anterior. 154
El citado Decreto establecía una Subsecretaría y tres direc-
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ciones generales (las de Administración y Fomento, Gracia y
Justicia y Hacienda), refundiendo al propio tiempo los negociados
especiales en estas últimas. Con ello, se ponía fin al confusio-
nismo derivado del ambiguo estatuto de estas dependencias
respecto a los restantes departamentos del Ministerio.
El avance en la resolución del conflicto colonial permitía
plantear la recuperación del esfuerzo inversor del Estado en
materia de fomento, que había permanecido congelado desde 1868.
De ahí la nueva separación entre los asuntos de gobernación,
atribuidos a la Subsecretaría (a través de su Negociado de
Política, Gobierno y Asuntos Reservados), y los de fomento,
objeto de una Dirección general especifica por primera vez desde
1866.
Por otra parte, el Real Decreto de 23 de abril de 1875
añadía a los tres negociados facultativos especiales de la
Dirección de Fomento (Obras Públicas, Montes y Minas) uno nuevo
(Telégrafos), al tiempo que se procedía a la reestructuración de
los anteriores en aras de una mayor amplitud de competencias
(Obras Públicas, Agricultura y Montes e Industria y Minas) .‘~‘-~
Este ambicioso planteamiento era aún prematuro. La racio-
nalización administrativa en la gestión del gobierno colonial y
la recuperación del esfuerzo inversor del Estado en materia de
infraestructura y servicios públicos, no podían ilevarse a cabo
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plenamente en el marco de una guerra colonial, que absorbía todos
los recursos del Estado, al tiempo que condicionaba las estrate-
gias de éste en sus relaciones con el lobby colonial.
La reforma efectiva del Ministerio quedaba, pues, supeditada
al fin de la guerra colonial. El Real Decreto de 1 de mayo de
1876 refundía, con este objeto, las direcciones generales de
Gracia y Justicia y de Administración y Fomento, al tiempo que
un aluvión de Decretos posteriores suprimía diversas plazas en
la totalidad de los niveles del escalafón ministerial)56
El objetivo era concentrar todos los recursos del Estado en
la liquidación del problema colonial. De ahí los recortes presu-
puestarios sufridos por el Ministerio, pese a la recuperación de
los ingresos coloniales derivada de la normalización de las
actividad fiscal en la mayoría de la isla. Por otra parte, el
recorte de los gastos del Ministerio, radicado en la Metrópoli
pero sostenido con cargo a los presupuestos coloniales, tenía un
cierto valor simbólico en un momento en que Martínez Campos
iniciaba una política de apaciguamiento hacia los sectores de la
isla opuestos al poder español.
166
Estabilidad y crecimiento del Ministerio de Ultramar (1879-1898).
El Real Decreto de 12 de septiembre de 1879 sentaba las
bases de la estructura interior del Ministerio de Ultramar que,
matizadas por la creación de nuevas dependencias anexas y por
subdivisiones de las diferentes direcciones generales, se
mantendría hasta 1893i~’ La nueva planta del Ministerio quedaba
constituida por una Subsecretaria, a la cual se asignaba el
despacho de los negocios relativos a gobernación, y tres
direcciones generales: Administración y Fomento, Gracia y
Justicia y Hacienda.
Con el fin de la guerra colonial, cesaba el período de
recortes presupuestarios que había hecho fracasar la reorgani-
zación de enero de 1875, que ahora se llevaba a cabo. Al
respecto, es muy significativo que, inícíalmente, la nueva
estructura del Ministerio obedeciera a un compromiso del ministro
para reducir los gastos de la Administración central en materia
colonial. Propósito que no solo no se llevó a cabo, sino que
acabó dando paso a un deslindamiento de competencias más
ambicioso, el cual, si bien no supuso un aumento presupuestario
inmediato, creó el modelo organizativo que permitiría el rápido
crecimiento del Ministerio entre 1879 y 1893.’~
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La reforma de septiembre de 1879 hacia especial incidencia
en los aspectos relativos a la administración económica de las
colonias. Con este fin se establecía una sección autónoma
dentro de la Dirección general de Hacienda: la.~ Sección de
Contabilidad. A ésta se asignaba la revisión de las cuentas
enviadas por la Administración periférica, así como su posterior
remisión a la Sala III del Tribunal de Cuentas del Reino para su
fallo.
La obligación de presentar a las Cortes los presupuestos
generales de Ultramar para su aprobación, desaparecidas las
circunstancias excepcionales que habían determinado el recurso
continuado a la vía arbitrada pór el artículo 85 de la Consti-
tución de 1876, era, en última instancia, la causa de la creación
de la referida sección, a la que también se adscribía la
redacción de dichos presupuestos.’5~ La Ordenación de Pagos era
absorbida asimismo por la nueva dependencia.
El Real Decreto de 5 de marzo de 1880 acentuó la concen-
tración de competencias en esta sección autónoma de la Dirección
general de Hacienda, que pasó a denomínarse Sección Central.’~0
Junto a las competencias que detentaba la antigua Sección de
Contabilidad, la nueva sección absorbía las relativas al servicio
de la deuda y a las operaciones de los tesoros de Ultramar. Al
frente de la misma se colocaba a un jefe de sección, segundo jefe
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de la Dirección de Hacienda.
La concentración de la mayoría de las funciones de esta
Dirección en una sección autónoma, permitía al director general
concentrarse en la reforma de la Administración económica
colonial. Lo que unido a la regularización de los mecanismos de
fiscalización de las actividades de la Administración periférica
desde la nueva dependencia de la Dirección de Hacienda, supuso
una acentuación del control ejercido desde la metrópoli sobre
aquélla, en un momento en que éste era aún insuficiente:
“Es menester ante todo ampliar la suma de datos que periódicamente recibe
la Administración central, y someterlos a detenidas comprobaciones que
garanticen su completa exactitud y revelen de continuo la verdadera
situación de los servicios”.161
El éxito obtenido en la regularización de la administración
económica colonial condujo a extender el sistema empleado a otros
ámbitos del gobierno de los territorios de Ultramar. A este
objetivo respondió la creación de la Sección de Política en el
seno de la Subsecretaria, en virtud del Real Decreto de 22 de
abril de 1882.162 Una Real Orden de la misma fecha encargaba a
esta dependencia, dividida inícialmente en dos negociados, el
despacho de “los negocios políticos e internacionales relativos a las
153provincias de Ultramar”.
No obstante, el objetivo básico del nuevo departamento de
la Subsecretaría fue la reorganización -y, posteriormente el
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control- de la Administración civil de Ultramar, fundamentalmente
de los consejos de administración, diputaciones provinciales y
ayuntamientos.
Las grandes reformas de la Administración central del Estado
llevadas a cabo a lo largo de 1886, sobre la base de un mayor
desglose interno de competencias en los departamentos afectados,
no afectaron de manera inmediata al Ministerio de Ultramar,
sumido desde 1879 en una dinámica similar a partir de la creación
de órganos administrativos cada vez más especializados para cada
uno de los aspectos del gobierno colonial.164 Dicho proceso
desembocó en la redistribución de materias establecida por el
Real Decreto de 12 de agosto de 1887165 y llevada a efecto por una
Real Orden de 19 de septiembre de ese año. 166 En virtud de la
misma, la Subsecretaría quedó dividida en dos secciones: la
Sección de Política (cuyos tres negociados tramitaban los asuntos
referidos a orden público, Guinea y resto de materias relativas
al gobierno político de las colonias, respectivamente) y la
Sección Central y de Personal (a cuyos cinco negociados competían
la biblioteca, el archivo y el registro del Ministerio, así como
los asuntos referentes a personal, estadística y vapores-correo)
La Dirección general de Gracia y Justicia, a la que se
anexaban el Registro Civil y el de la Propiedad y el Notariado,
entendía de las materias referentes a la Administración de
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Justicia radicada en las colonias, distribuidas en seis nego-
ciados.
La Dirección general de Administración y Fomento concentraba
en uno de sus negociados todas las materias relatívas~ a coloniza-
ción, sociedades de crédito y sanidad; en tanto que los otros
tres negociados se repartían los asuntos relativos a enseñanza,
montes, minas, agricultura, industria, comercio y obras públicas.
Finalmente, seis de los nueve negociados que componían la
Dirección general de Hacienda se integraban en la Sección de
Contabilidad y Ordenación de Pagos, fuera de cuyas competencias
solo quedaban las materias relativas a contribuciones, bienes del
Estado, derechos reales y aduanas.
Desde este momento, el modelo de crecimiento de la Admi-
nistración central en materia colonial obedecerá a un mismo
esquema: la yuxtaposición de dependencias autónomas (negociados
especiales) a una estructura institucional cuyas líneas maestras
permanecieron inalteradas.
Desde esta óptica, ya en 1887, con motivo de la Exposición
de Filipinas, se había creado el Museo-Biblioteca de Ultramar.
Esta institución, regida por una Junta que funcionaba como un
departamento anexo al Ministerio, venía a sustituir al anterior
Museo de Ultramar, suprimido en iulío de 1884.16!
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En septiembre de 1889, se creaba un Negociado de lo
Contencioso del estado, a fin de proporcionar asesoramiento
jurídico al Ministerio, en todos aquellos asuntos de la admi-
nistración de Ultramar que se dilucidaran ante los tribunales de
Justicia. 168 La nueva dependencia se adscribía a la Dirección
general de Hacienda, no obstante su carácter de ente cuasi—
autónomo, derivado, en gran medida, tanto de la pertenencia del
personal del mismo a un cuerpo facultativo especifico, el de los
abogados del Estado, como a la dependencia de un reglamento de
régimen interno propio.
La extensión del Código de Comercio a las colonias provocó
la aparición de una Ordenación y Caja, dependiente asimismo de
la Dirección general de Hacienda. El Real Decreto de 25 de
octubre de 1889 encargaba a la misma el giro mutuo en las
provincias ultramarinas y la centralización de los fondos de
Ultramar en la Península; así como los pagos al personal de la
Administración central, los gastos originados por Fernando Poo
y los servicios coloniales subvencionados por el gobierno
(ferrocarriles, navieras...) •169
El nuevo organigrama era objeto de una regulación especial
en virtud de la Real Orden de 15 de enero de 1890.110
Por su parte, el Real Decreto de 29 de noviembre de 1889
creaba un Negociado Especial de Correos y telégrafos en la
Dirección general de Administración y Fomento; con cargo al
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presupuesto del Ministerio de Gobernación. lii
En tanto que los Decretos de 8 de enero y 31 de diciembre
de 1892 establecían el Negociado de Estadística y el Registro del
Profesorado de Ultramar, respectivamente, en el seno de la
Subsecretaria del Ministerio.-’2
Otras reformas de menor importancia afectaron a la dis-
tribución interna de competencias entre las distintas depen-
dencias ministeriales, así como a la plantilla del propio
Ministerio, si bien, en número muy inferior al de etapas prece-
dentes: decretos de 11 de enero y 14 de septiembre de 1889, de
27 de febrero de 1890 y de 1 de octubre de l891.”~
El hecho de que no siempre las nuevas dependencias admi-
nistrativas respondieran a los criterios de racionalidad
administrativa para los que habían sido creadas viene confirmado
por la supresión del Negociado de lo Contencioso en enero de
1892, sobre la base de que dicha dependencia “carece de asuntos
suficientes á explicar su existencia”. 114
Entre 1879 y 1893 asistimos a un proceso de crecimiento
desmesurado del órgano de la Administración central encargado del
gobierno colonial. Este proceso tuvo lugar en torno a una
estructura administrativa flexible, cuyas líneas maestras fueron
establecidas por el Real Decreto de 12 de septiembre de 1879 y
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completadas por la normativa que antecede al Real decreto de 12
de agosto de 1887. La especialización extrema de las distintas
dependencias del Ministerio, fruto del meticuloso deslindamiento
de competencias desarrollado entre 1879 y 1887, permitió que, a
partir de 1887, el crecimiento de la Administración central se
realizara a partir de la yuxtaposición de una serie de dependen-
cias de nuevo cuño al organigrama administrativo preexistente,
si bien con carácter autónomo respecto a éste.
Ello provocó una cierta hipertrofia del aparato burocrático,
derivada de la multiplicación de dependencias con escasa conexión
entre si, pues el órgano tradicionalmente encargado de la
coordinación interna entre los ‘diferentes departamentos del
Ministerio, la Subsecretaria, era absorbido por completo por las
competencias que, en materia de gobernación colonial, le habían
sido asignadas por el Real Decreto de 12 de septiembre de 1879.
A fin de acabar con este confusionismo administrativo,
Antonio Maura ordenó la refundición del personal de los negocia-
dos especiales en la plantilla del Ministerio, lo que se llevó
a cabo a través del Real Decreto de 6 de agosto de l893.”~
Esta medida no constituía más que un paso previo a la
reestructuración integral del Ministerio llevada a cabo en
octubre del mismo año. Dicha reforma debe entenderse como una
medida complementaria de un plan más amplio, cuyo objetivo era
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dotar a las colonias antillanas de un cierto grado de autono-
mía. 116 Ello presuponía la delegación de una serie de funciones
acumuladas por la Administración central en los nuevos órganos
periféricos que se pretendía instaurar o cuyas funciones se
querían potenciar.
La nueva planta del Ministerio, que sustituía a la es-
tablecida por el Real Decreto de 12 de septiembre de 1879, estaba
constituida por una Subsecretaria y una sola Dirección general,
la de Hacienda, que conservaba la organización precedente. Las
materias correspondientes a las extintas direcciones generales
de Administración y Fomento y Grácia y Justicia se desglosaban
en tres secciones, dependientes de la Subsecretaría. La sección
de Administración y Fomento continuaba con las competencias
conferidas a la antigua Dirección general del mismo nombre. En
tanto que las de la extinta Dirección general de Gracia y
Justicia, se repartían entre la nueva Sección de los Registros
y del Notariado (mandada constituir por la Ley Hipotecaria de 14
de julio de 1893, para despachar los asuntos relativos a Registro
y Matrimonio Civil, registros de la Propiedad y Mercantil,
notariado, escribanías y procuras) y la propia Sección de Gracia
y justicia, a cuyo cargo quedaban el resto de materias relaciona-
das con la Administración judicial colonial.
Las competencias de la Administración central en materia de
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gobernación, quedaban muy recortadas a consecuencia de las
trasferencias que se planeaban para los nuevos entes autonómicos,
de forma que la Sección Política de la Subsecretaría se disolvía,
transformándose en un simple negociado.
La reforma de octubre de 1893 no solo obedecía a la
necesaria redistribución de funciones, fruto de la planeada
transferencia de competencias hacia los nuevos entes adminis-
trativos radicados en las colonias. También respondía a un
propósito racionalizador, derivado de las concentración de
funciones en torno a un mismo órgano, la Subsecretaría, en aras
de una mayor coordinación de la actividad de las distintas
dependencias ministeriales, a la que solo escapaba la administra-
ción económica colonial, la cual, por su naturaleza, siempre
había dependido de uno o varios departamentos específicos.
Paralelamente, la responsabilidad de la dirección de los
distintos departamentos pasaba a funcionarios de carrera (jefes
de administración de primera clase), en lugar de depender de
directores generales más o menos efimeros, con lo que se dotaba
al despacho de los asuntos coloniales de una mayor continuidad.
El fracaso del vasto plan de reformas autonómicas de Maura,
sustituido por la fórmula Abarzuza, privó de sentido a la nueva
estructura del Ministerio que además se vio sobrecargada por la
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continuación bajo su dependencia, de aquellos asuntos que había
previsto delegar en los nonatos entes administrativos autonómi-
cos . V7
De ahí que entre julio y agosto de 1895, reactivada ya la
guerra colonial en Cuba, tuviera lugar la última reorganización
de la estructura ministerial.
La primera fase de la misma, contenida en el artículo ocho
de la Ley de Presupuestos de Cuba de 5 de julio de
1895 establecía una Subsecretaría (que absorbía los negociados
de la desaparecida Sección de Administración y Fomento) y dos
direcciones generales: una de Hacienda (en la que se establecía
una Subdirección, a cargo del jefe de los servicios de presu-
puestos), y otra de Gracia y Justicia (integrada por las sec-
ciones de Registro y del Notariado y de Gracia y Justicia, ambas
a cargo de sendos subdirectores) •118
Este esquema era completado por una Real Orden de 26 de
agosto de 1895 que creaba un Negociado Especial dependiente de
la Dirección general de Gracia y Justicia, denominado Asesoría
del Ministerio, al que se conferían funciones consultivas en
materia de derecho. “~ Ello presuponía una cierta duplicidad de
funciones con otros órganos preexistentes de la Administración
central en materia colonial, al continuar funcionando, dentro de
la Dirección general de Hacienda, el antiguo Negociado de lo
Contencioso del Estado, ahora llamado Negociado de Derechos
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Reales, cuyas competencias quedaban dentro de la esfera de la
nueva dependencia del Ministerio.
Tras la remodelación llevada a cabo en el verano de 1895,
la decimoquinta de las reestructuraciones globales del Ministe-
rio, la Administración central en materia colonial no experi-
mentaría ningún tipo de reorganización interna que le permitiera
adaptarse a la nueva situación emanada de la guerra colonial.
Pese a que desde 1896 la metrópoli había perdido el control de
gran parte del territorio cubano, lo que había ido acompañado de
una creciente autonomía de la Administración periférica al amparo
de la situación excepcional derivada de la guerra.
Las reformas planeadas en 1897 no llegaron a prosperar, lo
que paralizó la adaptación del Ministerio a las mismas.
Sorprende, sin embargo, que, pese a los elevadísimos gastos
producidos por la guerra, a la caída de los ingresos coloniales
y al propio caos provocado por el conflicto, que hacía inviable
el gobierno de las colonias desde la metrópoli, el Gobierno no
procediese entre 1895 y 1898 a una disminución de la crecida
plantílla del Ministerio, así como a una reorganización de su
estructura, que la adaptara a la nueva situación emanada de la
guerra. En este contexto, el Ministerio de Ultramar se mantuvo
a la expectativa, y quizá más por presiones políticas (en aras
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de mostrar una posición de firmeza, supeditando cualquier tipo
de reforma al término del conflicto colonial), -que por la propia
inercia burocrática, no se produjeron dichas reformas.
Estas no tendrían lugar hasta el lento proceso de disolución
del Ministerio, perdidas ya las colonias que constituían su razón
de ser.
5.- EL DEBATE POLíTICO EN TORNO AL MODELO CENTRALIZADO DE
ADMINISTRACION COLONIAL (1869-1890).
Pese a la polémica desencadenada por su creación y a la
oposición inicial de un sector del conservadurismo colonial, la
existencia del Ministerio de Ultramar no sería cuestionada
seriamente hasta el Sexenio.
En este sentido, entre 1869 y 1870 se produciría la
reactivación del debate relativo a la necesidad o no de una
concentración de los asuntos coloniales en torno a un único
departamento ministerial.
Dicho debate comenzó en abril de 1869 con motivo de las
declaraciones efectuadas en este sentido por prominentes líderes
del movimiento reformista puertorriqueño.103 En el curso de dicho
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debate los representantes del Iobby colonial se opusieron a la
desaparición del Ministerio, pese a que desde su creación habían
mostrado una gran reticencia hacia este órgano administrativo,
cuya principal función era incrementar el control ejercido por
la metrópoli sobre los ámbitos coloniales y, por consiguiente,
restringir la autonomía informal con la que dichos sectores
operaban en las colonias.
Consideramos que las razones de este cambio de actitud hay
que buscarlas en las posibilidades de influir sobre la política
del Ministerio brindadas a este grupo por la participación de
miembros de la antigua Unión Liberal en los gobiernos de
coalición del Sexenio. En este sentido, los antiguos unionistas,
incorporados a última hora al movimiento antidinástico, adopta-
rían pronto el rol de garantes de los intereses coloniales en la
metrópoli.
Ello explicaría el interés de los unionistas por monopolizar
la cartera de Ultramar con el objetivo de frenar el proceso de
reformas coloniales planteado por los demócratas y por el ala más
radical del progresismo. Esta influencia se hubiera reducido
considerablemente en caso de disolverse el Ministerio, repar-
tiéndose sus competencias entre los restantes departamentos
ministeriales o, lo que era aún peor, pasando a depender los
asuntos coloniales de una Presidencia del Gobierno para la que
se perfilaba claramente Prín como hombre fuerte del nuevo régí-
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men.
Este último sentido tenía la propuesta presentada por la
Comisión de Presupuestos del Congreso en mayo de 1869 aconsejando
al Gobierno la supresión de los ministerios de Ultramar y Estado
y la integración de dichas materias en el seno de la Presidencia
del Gobierno. Dicha propuesta si bien no llegó a ser aprobada no
dejó de ser considerada seriamente por el entorno de Prim,
extremo que debió suscitar la alarma de los sectores interesados
en el mantenimiento del statu quo en las Antillas.182
El cambio de gobierno de junio de 1869 supuso un duro golpe
para los intereses de la oligarquia colonial, en cuanto a que
implicó la sustitución al frente de la cartera de Ultramar de uno
de los más conspicuos representantes de este grupo, Adelardo
López de Ayala, por un demócrata, Manuel Becerra. Desde este
momento y hasta su asesinato, Prim mantendría alejados a los
unionistas de la cartera de Ultramar con el objetivo de poder
desarrollar una política colonial que tenía como último objetivo
el final del conflicto colonial, para lo cual estaba dispuesto
a realizar concesiones opuestas a los intereses del lobby
colonial.
En una primera etapa dicha política parecía asociada a la
creación de un régimen político-administrativo descentralizado
en las colonias, cuyo desarrollo hubiera conducido hasta la
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disolución del propio Ministerio de Ultramar, siendo sus
competencias absorbidas por los nuevos órganos administrativos
coloniales.
Este extremo puede deducírse de las sucesivas remodela-
ciones experimentadas por la estructura ministerial y del
creciente proceso de delegación de funciones en los órganos de
la Administración periférica. Proceso desarrollado durante los
dos primeros años del Sexenio y que llegarían a su cumbre durante
la reforma ministerial efectuada por Manuel Becerra en agosto de
1869.
La reforma Becerra implicaba que el Gobierno rechazaba
momentáneamente las recomendaciohes formuladas por la Comisión
de Presupuestos, pero introducía un modelo de Administración
central ultramarina que otorgaba la mayoría de las competencias
desempeñadas anteriormente por el Ministerio a los nuevos órganos
representativos que se planeaba crear en las colonias.’6~ En este
sentido, la estructura administrativa del Ministerio de Ultramar
alcanzó en este momento su mínima expresión, ya que dicha reforma
constituía la antesala de una posible disolución del Ministe-
río. 184
Sin embargo, dicha disolución nunca llegó a producirse, dado
que Becerra fracasó a la hora de llevar a cabo la descentraliza-
ción del marco político-administrativo colonial que hubiera
permitido a los órganos administrativos radicados en las colonias
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absorber las funciones correspondientes a este ministerio, como
analizaremos al estudiar la evolución del estatuto jurídico-
político colonial.
En este sentido, la llegada de Segismundo Moret al Minis-
terio de Ultramar marcó el inicio de una nueva estrategia por
parte del Gobierno Prim. Dicha estrategia se centraba en el
fortalecimiento de la Administración central en materia colonial,
con el objetivo de permitir al Gobierno metropolitano retomar el
control sobre una Administración colonial que, a lo largo de
1869, había ido adquirido una autonomía creciente.
El Ministerio de Ultramar no volvería a ser cuestionado
hasta diciembre de 1876, durante el debate relativo a la prio-
ridad entre el Legislativo y el Ejecutivo en materia de legis-
lación colonial. En el curso del mismo las diversas agrupaciones
que ocupaban la izquierda del nuevo espectro político solicitaron
la supresión del Ministerio de Ultramar si el Gobierno persistía
en sostener una interpretación del art.89 del nuevo Texto
Constitucional que otorgara al Ejecutivo competencias en materia
de legislación colonial al margen del control parlamentario. En
cuanto a que entendían que ello suponía exceptuar al titular de
la cartera de Ultramar de la responsabilidad derivada de la
gestión ministerial.
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El consenso obtenido finalmente •en torno a esta cuestión
impidió que los liberales concretaran su amenaza de presentar una
proposición en ese sentido.’65
Por razones obvias los sectores políticos cercanos al
identismo constituyeron uno de los principales focos de oposición
a la existencia del Ministerio de Ultramar. La reaparición de
alternativas políticas de este tipo tras el final de la Guerra
de los Diez Años, se reflejó en la propuesta presentada a las
Cortes por el general Martínez Campos con el objeto de llevar a
cabo la supresión inmediata de las competencias de este departa-
mento respecto a Puerto Rico. Dicha medida antecedería a la
distribución de los asuntos cubanos entre los restantes ministe-
rios, una vez se hubiera puesto fin al rebrote revolucionario que
había tenido lugar entre 1879-1880. Esta propuesta, presentada
por Martínez Campos en junio de 1880 e inmediatamente rechazada
por el Gobierno conservador, que sustentaba en el particularismo
de las colonias la base del asimilismo restrictivo practicado por
su partido entre 1875 y 1895, no contemplaba la supresión del
Ministerio sino que circunscribía sus funciones a las posesiones
coloniales africanas y asiátícasi-6~
En un sentido similar se manifestarían dos años más tarde
determinados sectores del conservadurismo colonial. Sí bien, en
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esta ocasión la propuesta pretendía probablemente limitar el
alcance de las reformas que el Gobierno Sagasta pudiera llevar
a cabo en las colonias.
El debate comenzó en el Congreso, donde el diputado
Cañamaque, en representación del Partido Incondicional de Puerto
Rico, sostuvo la necesidad de suprimir el Ministerio de Ultramar
o, en su defecto, de limitar su ámbito de competencia a Filipi-
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Sin embargo la parte más intensa del mismo se desarrolló en
el Senado, donde el unionista Fernández de Castro presentó un
propuesta similar, que era inmediatamente secundada por el
senador demócrata Romero Girón, ~para el que la existencia de
dicho ministerio era incompatible con el principio de la asimila-
188 Por su parte, el senador unionista aducía, no sin razón,
que gran parte de las competencias que teóricamente correspondían
al Ministerio de Ultramar eran en la práctica ajenas al mismo.
En este sentido Fernández de Castro consideraba que la atribución
de las competencias militares y navales a los ministerios de
Guerra y Marina, respectivamente, y la dependencia de todos los
asuntos referidos a obras públicas de la Junta Consultiva de
Caminos y Canales, adscrita del Ministerio de Fomento, hacían
irrelevante la pretendida centralización de la Administración
central ultramarina. ‘~
La propuesta no fue apoyada por el resto de los senadores
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unionistas afines en su mayoría al Partido Conservador.’90 En este
sentido, tanto conservadores como liberales coincidieron en
rechazar la propuesta del senador por Santa Clara.’9’
Ello no disuadió a Fernández de Castro de volver. ~a presentar
una propuesta similar en julio de 1883, con motivo de la
discusión de los nuevos presupuestos de Cuba.
En esta ocasión sería apoyado por el senador Alcala Zamora,
que recordó las vicisitudes que habían rodeado la creación de
este ministerio y propuso que los fondos producidos por la supre-
sión del mismo fueran destinados a crear un nuevo departamento:
el Ministerio de Instrucción PúblicaJ2
Sin embargo, tanto la mayoría liberal como la oposición con-
servadora volvieron a coincidir en el mantenimiento del modelo
centralizado de administración colonial. En este sentido, junto
al ministro Núñez de Arce se alinearon senadores de la significa-
ción de Sanz, Loriga y Pavía.’93
Por el contrario, el Partido Liberal se mostró más inclinado
a crear, junto al Ministerio de Ultramar, un nuevo ministerio
dedicado exclusivamente a Filipinas. Con ello se pretendía
desconcentrar el elevado número de competencias asumidas por el
Palacio de Santa Cruz y agilizar la tramitación de los asuntos
puramente administrativos. La propuesta fue planteada en mayo de
1888 por el ministro de Ultramar, Victor Balaguer, ampliando un
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proyecto expuesto anteriormente en el preámbulo a los presu-
puestos de Filipinas para dicho ejercicio. En dicho proyecto el
ministro liberal proponía delegar todas las materias relativas
a Filipinas en una Dirección general especial adscrita a la
Presidencia del Gobierno.’94
El ministro encomendaba el estudio de dichos proyectos a una
Junta de Reformas de la Administración de Ultramar creada por un
Real Decreto de 4 de enero de 1888.’~~ Dicha junta estaba
compuesta por antiguos altos funcionarios de la Administración
colonial y por especialistas en dichos temas. En este sentido
formaban parte de la misma los generales Jovellar, Calleja y
Beránger, antiguos gobernadores de Cuba, Salvador Albacete,
exministro de ultramar, Cancio Villamil y Juan Loren, antiguos
intendentes de Cuba, el senador cubano Manuel Fernández de Castro
y los especialistas en materias jurídico-filipinas José Gimeno
Agius y Vicente Santamaría.’96
La Junta propuso, entre otras cuestiones, la supresión del
Ministerio de Ultramar y la remisión de las competencias
detentadas por la misma a los restantes ministerios en razón de
la materia.’91
Ello condujo a un nuevo debate en el que el inevitable
Fernández de Castro volvió a solicitar la supresión del Minis-
terio remitiéndose a las conclusiones del informe presentado por
la Junta de Reformas. Por su parte, los autonomistas mostraron
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su apoyo a la continuidad del Ministerio de Ultramar, con la
excepción de las cuestiones judiciales, que habían de ser
competencia exclusiva del Ministerio de Gracia y Justicia,
extremo en el que pedían al Gobierno que siguiera las conclusio-
nes de la Junta.’98
Dicha postura volvería a ser adoptada por los autonomistas
un año más tarde con motivo de las manifestaciones realizadas por
el conde de Galarza a fines de febrero de 1890. El senador y
líder unionista había retomado uno de los proyectos tradicionales
del lobby colonial al proponer investir a los gobernadores
coloniales con las competencias acumuladas por el ministro de
Ultramar, lo que implícitamente suponía la desaparición del
Ministerio de Ultramar o su relegación a una existencia fantas-
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Frente a dicha propuesta, no faltaron quienes desde una
óptica identista defendieron la supresión del Ministerio de
Ultramar, paralelamente a la separación del poder civil y militar
en las colonias.200
Ambas propuestas fueron nuevamente rechazadas por los repre-
sentantes del Partido Conservador. Tanto por Antonio Maria Fabié,
que defendía el papel jugado por dicho ministerio, especialmente
en materias hacendísticas, como por el conde de Tejada de
Valdosera, para quien la descentralización de las competencias
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en materia colonial en el seno de la Administración central del
Estado llevaba aparejada la propia dispersión de la Administra-
ción periférica.202
Tampoco los autonomistas se mostraron favorables a una
desaparición de este ministerio que hubiera supuesto el reparto
de sus funciones entre los restantes centros ministeriales. Si
bien el marqués de Muros propuso nombrar para los altos cargos
del mismo a personas con experiencia previa en asuntos colonia-
les.203 Con ello, el principal modelo alternativo de organización
de los espacios coloniales incorporaba a su programa el manteni-
miento de un único departamento ministerial para la gestión de
los asuntos coloniales competencia de la metrópoli.
La acentuación de la crisis colonial a lo largo de la década
de los noventa y el creciente protagonismo asumido durante este
período por el Ministerio de Ultramar, a la hora de afrontar la
creación de modelos alternativos de relación entre las colonias
y la metrópoli, pusieron fin al debate relativo a la existencia
o no de este departamento.
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6.- EL PROCESO DE DISOLUCION DEL MINISTERIO DE ULTRAMAR.
En el período que media entre el protocolo preliminar de
agosto de 1898 y la firma del Tratado de París, en diciembre de
ese mismo año, tuvo lugar el desmantelamiento de la infraestruc-
tura administrativa colonial. El 1 de enero de 1899 se verificaba
el trasvase de soberanía a la nueva potencia colonial (de iure
en los casos de Puerto Rico y Filipinas, de facto en el de Cuba,
a la que se concedía una precaria independencia)
La pérdida de las citadas posesiones y la subsiguiente
desaparición de la Administración periférica radicada en las
mismas, privaba de sentido a la pervivencia de una dependencia
de la Administración central especializada en materia colonial,
cuya principal función había sido la coordinación y control desde
la metrópoli del gobierno del desaparecido imperio colonial.
Pese a ello, la gran cantidad de asuntos administrativos
planteados por la reacomodación de los funcionarios coloniales
en la Administración peninsular, así como los derivados de
cuestiones económicas ligadas a la liquidación de los gastos de
la guerra, cuya resolución había sido asignada al Ministerio de
Ultramar por las Leyes de 1? de mayo y 30 de junio de 1898
impusieron la pervivencia de dicho Ministerio durante los
primeros meses de 1899.204 Si bien, desde mayo de 1898 no existió
un ministro electo de Ultramar, desempeñando los asuntos
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coloniales de forma interina el subsecretario del Ministerio y
los ministros de Fomento y Hacienda sucesivamente.
Ello no impidió que desde febrero de ese año, fueran siendo
suprimidas las dependencias que ya no tenían funcionalidad
práctica. Así, el Real Decreto de 9 de febrero de 1899 disolvía
la Dirección de Gracia y Justicia del Ministerio, declarando
excedentes a sus funcionarios.205 El Decreto, que obedecía a la
propia disolución del cuerpo judicial colonial dos días antes,
precedía a una reorganización más amplía de este departamento
llevada a cabo por el Real Decreto de 10 de febrero de 1899.206
Dicho decreto procedía a una amplia reducción de personal,
que afectaba a todos los departamentos, excepción hecha de los
relativos al tesoro, organización de cuentas, contabilidad y
clases pasivas. Es decir, se conservaban íntegramente todas
aquellas dependencias de la Dirección General de Hacienda
dedicadas a la aclaración y liquidación de los gastos extraordi-
narios de la guerra, ayudadas en su tarea por una sección
auxiliar del Tribunal de Cuentas del Reino, que, con carácter
temporal, venia a sustituir en sus funciones a la extinta Sala
III.
Las restantes secciones, fundamentalmente las integradas en
la Subsecretaría, eran reducidas a su minima expresión o
desaparecían, en función de la existencia o no de asuntos
pendientes tramitables por aquellas. Aún así, en el primer caso
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se acudía a la duplicidad de funciones como forma que ~ermítiera
acelerar el recorte de personal.
El personal del Museo-Biblioteca de Ultramar y del Archivo
de Indias era congelado, continuando bajo la dependencia de este
departamento hasta que una ley fijara su traspaso a-otro minis-
terio. La Biblioteca del Ministerio pasaba a engrosar los fondos
de la Biblioteca Nacional; en tanto que en el Archivo subsistían
la organización y personal preexistentes, con objeto de ultimar
y preparar la entrega de todos sus fondos administrativos al
Archivo Central de Alcala de Henares y de los de contenido
histórico al Archivo de Indias.
Por su parte, la desaparición del organigrama ministerial
del cargo de subsecretario determinó la asignación de sus fun-
ciones, así como de aquellas que pudieran derivarse de la supri-
mida Dirección general de Gracia y Justicia, al director general
de Hacienda, al que se encargaba la liquidación de los asuntos
pendientes del Ministerio, bajo la dependencia directa del
ministro de Fomento e interino de Ultramar en virtud de una Real
Orden de 15 de febrero de 1899.201
Todas las medidas anteriores antecedían y preparaban la
supresión de un órgano ministerial cuya continuidad quedaba
supeditada a la resolución definitiva del caos hacendístico y
administrativo provocado por la pérdida de las colonias.
En este contexto se enmarca el Real Decreto de 3 de marzo
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de 1899, disponiendo que las vacantes que se habían producido en
este departamento a consecuencia de la baja de algunos de sus
titulares fueran cubiertas por personal activo o cesante del
propio órgano ministerial.208
La prensa no dejó de percibir que la reorganización
restrictiva de febrero de 1899 constituía la antesala de una
próxima disolución del Ministerio. Si bien los principales
periódicos malinterpretaron el contenido concreto del decreto
anterior, adelantando erróneamente la fecha de disolución del
Ministerio a este momento.
De esta manera, el órgano periodístico conservador por
antonomasia, La Época, comentaba el Decreto del 10 de febrero
haciendo referencia a que éste suponía la desaparición del
Ministerio de Ultramar y la aparición en su lugar de una
Dirección General de Ultramar, “que así se denominará en lo sucesivo,
porque dicho centro necesita tener una personalidad para los giros y para algunos
asuntos que aún quedan pendientes de resolución” 20~
En tanto que El Imparcial, que apenas dedicaba una refe-
rencia a la noticia, afirmaba escueta y erróneamente: “Su M. la
Reina firmó ayer el decreto suprimiendo el Ministerio de Ultramar y creando una
dirección liquidadora” •210
Esta confusión se debía en gran parte a la propia arobigúedad
del Gobierno al comentar la noticia a través de unas declaracio-
nes del ministro de Fomento, Romero Girón, en las que éste hacia
referencia a su continuación frente a la “Dirección de ultramar” • 211
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En cualquier caso, la noticia pasó casi desapercibida, no
dando lugar al desarrollo de ningún tipo de debate periodístico
sobre la misma.
La llegada al poder de Francisco Silvela en marzo de 1899,
supuso un replanteamiento de la política de continuidad del
Ministerio de Ultramar en tanto quedaran asuntos relativos a las
antiguas colonias pendientes de tramitación.
El programa del nuevo gobierno se centraba en la búsqueda
de un modelo reformista que permitiera al país superar el trauma
del 98. En este sentido, la persistencia del Ministerio de
Ultramar suponía un nexo de continuidad con aquellos aspectos del
pasado más reciente que se pretendían olvidar.
De ahí que se procediera a la supresión de este departa-
mento, pese a la pervivencia de aquellos asuntos a cuya resolu-
ción definitiva se había supeditado la existencia transitoria de
este órgano de la Administración central.
Dicha supresión fue llevada a cabo por un Real Decreto de
25 de marzo de 1899.212 En el preámbulo del mismo se justificaba
la nueva actitud adoptada ante la existencia del Ministerio sobre
la base de que, reducida la actividad ministerial a la fiscaliza-
ción de las cuentas resultantes de la guerra, dicha tarea
liquidadora podía ser realizada desde el Ministerio de Hacienda,
a partir de la incorporación al mismo de los servicios y asuntos
financieros de la Dirección general de Hacienda del suprimido
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Ministerio de Ultramar.
Con ello, las responsabilidades adquiridas por éste a raíz
de las Leyes de Li de mayo y 36 de junio de 1898 (de cara a la
rendición de las cuentas generadas por el conflicto) quedaban
subrogadas al Ministerio de Hacienda, que adquiría así la
capacidad legal necesaria para llevar a cabo esta tarea.
En el trasfondo de la supresión del Ministerio también
subyacía una necesidad de regularización presupuestaria, derivada
de la desaparición de los ingresos de Ultramar, de los que había
dependido dicha dependencia desde 18?1. Con lo que los gastos
generados por la persistencia de la misma debían ser asumidos por
los presupuestos de la Península.
Por otra parte, la reducción de la actividad de los restos
de los restos del Ministerio a materias de índole predominante-
mente hacendístico dificultaba la resolución de aquellas
cuestiones extrañas al ámbito de lo económico, cuya tramitación
se dilataba por falta de personal adecuado.
No obstante todo lo anterior, creemos que la supresión del
Ministerio de Ultramar respondió en última instancia a la
política del Gabinete Silvela relativa a romper con determinados
aspectos del pasado traumático inmediato, de los que este
departamento constituía precisamente un símbolo, como fase previa
a un pretendido proyecto regenerador del país.
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Todo ello determinó la disolución del Ministerio así como
el reparto de las cuestiones que eran competencia del mismo entre
el resto de los ministerios.
En este contexto, la Presidencia del Consejo de Ministros
se hacía cargo de los asuntos relativos al gobierno de las colo-
nias africanas y asiáticas restantes, así como de las compe-
tencias de la extinta Sección de Política de la antigua Subse-
cretaria. Si bien por poco tiempo, pues al consumarse la
transferencia a Alemania de los archipiélagos pacíficos dichas
competencias serian trasferidas al Ministerio de Estado.21-~
En tanto que los ministerios de Gracia y Justicia, Hacienda,
Gobernación y Fomento se repartían la resolución de los asuntos
pendientes en función de su carácter. Asimismo pasaban a depender
de este último departamento el Archivo de Indias y la Biblioteca-
Museo del extinto Ministerio.
Se producía así la disolución de los restos del Ministerio
de Ultramar dentro del organigrama de los restantes ministerios.
Tan solo en el ámbito de lo económico conservarían éstos durante
algún tiempo su carácter específico, con la creación en el seno
del Ministerio de Hacienda de la Dirección general de Asuntos de
Ultramar, trasunto de la antigua Dirección general del extinto
Ministerio.
El ente administrativo que había regido los destinos de las
colonias durante treinta y seis años desaparecía como había
197
surgido, de forma casi inadvertida. Su supresión no dio lugar a
debate político alguno, reconocida por todos la pérdida de su
razón de ser.214 Con ello se cerraba definitivamente un capítulo
de la Historia de la Administración española: el de la creación
en el seno de la Administración central del Estado, de estructu-
ras especializadas para el gobierno y administración de las
vastas posesiones ultramarinas.
7.- LOS ORGANISMOS CONSULTIVOS DE LA ADMINISTRACION COLONIAL.
El Ministerio de Ultramar dispuso a lo largo de su existen-
cia de una serie de órganos de carácter consultivo y auxiliar.
Estos revistieron la forma, bien de dependencias agregadas a este
departamento temporalmente, creadas con un propósito concreto y
una duración supeditada al término de su tarea, bien de secciones
permanentes, integradas en la propia estructura del Ministerio
de Ultramar.
Los principales órganos consultivos del Ministerio de
Ultramar tuvieron como ámbito de actuación Filipinas, los
archipiélagos del Pacífico y las posesiones africanas del Golfo
de Guinea. Sin embargo Filipinas se convertiría en el punto de
referencia del legislador a la hora de diseñar las nuevas
estructuras de dominación colonial de dichos territorios.
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Dos factores, escasa presencia del Estado y reducida
explotación comercial de dichas posesiones, condujeron a lo largo
del último tercio del XIX a una serie de intentos por modernizar
las estructuras de explotación colonial del Archipiélago
filiDiño, al tiempo que se pretendía extrapolar dichas expe-
riencias al conjunto de los territorios coloniales ocupados
durante la segunda mitad del XIX.
En la base de esta actitud pesaron, tanto las nuevas
consideraciones teóricas acerca del sentido y la legitimación de
la dominación colonial sobre un territorio, como el temor a las
posibles implicaciones que, para la legitimación de la soberanía
española sobre dichos territorios, pudieran derivarse de su
incumplimiento ~2í5
Todo ello llevó a la creación de sucesivos órganos admi-
nistrativos que, con carácter consultivo y como dependencias
anexas al Ministerio de Ultramar, tuvieron como misión moder-
nizar, de acuerdo a los nuevos parámetros de dominación colonial,
las obsoletas estructuras del gobierno español en Filipinas.
El primer intento en este sentido, anterior a la propia
formación del Ministerio de Ultramar, fue el nombramiento de
Patricio de la Escosura como Comisario Regio de dichas posesiones
entre 1861 y 1864, a fin de que estudiara las reformas que era
necesario realizar en aquellas íslas.~
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No obstante, la primera estructura administrativa propia-
mente dicha no surgió hasta 1869, año en que se creó la Junta
Especial de reformas de la Administración y Gobierno de las Islas
FiliDínas. Dicho organismo revestía la forma de un en-te autónomo
dependiente del Ministerio de Ultramar e integrado por altos
cargos de la burocracia ministerial y periférica. Su función
revestía aún el carácter nebuloso y poco preciso de intentos
anteriores, limitándose a reseñar el artículo primero del Decreto
constitutivo como tarea de la Junta, la de que “examinando los
proyectos existentes, corrigiéndolos, adicionándolos y proponiendo a su vez los
que estime convenientes, dé á todos ellos la indispensable unidad y corre-
lación” 2V?
Dicha Junta llegó a presentar a la aprobación del gobierno
un conjunto, más bien vago, de principios políticos y administra-
tivos, sobre los que debería basarse la elaboración de una Ley
Orgánica para el gobierno de aquella colonia. Pero la propia
dinámica de continuas reestructuraciones internas que a lo largo
del Sexenio afectaron al Ministerio determinó la suspensión
prematura de sus sesiones, sin que hubiesen llegado a formularse
los términos concretos de aquel proyecto.218
Ello llevó al gobierno -que en una Circular de 23 de julio
de 1869 había enunciado la necesidad de reformas en Filipinas-
a crear una Comisión Consultiva, a la que se daba un plazo
improrrogable de sesenta días para que terminara las funciones
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encomendadas a la anterior Junta. Aumentándose a veinte el número
de vocales, a fin de que el absentismo inherente a este tipo de
organismos temporales no retribuidos no frenara el ritmo de
trabajo de la Comisión.219
No obstante, la Comisión no terminó sus trabajos <hasta junio
de 18?0, siendo disuelta sin que ninguna de sus proposiciones
hubiera sido llevada a la práctica.
Ello condujo al último gabinete de Prim a plantearse las
causas del fracaso de los sucesivos intentos de reforma de la
Administración colonial filipina. Llegando a la conclusión de que
éste habría venido motivado, tanto por la gravitación del
Ministerio de Ultramar en torno al gobierno de las Antillas,
paralela a la falta de conocimiento hacia la problemática
colonial de otros ámbitos, como por la ineficacia de los
mecanismos empleados hasta el momento para remediar aquella
situación, pues la formación de juntas o comisiones temporales
quedaba supeditada a la continuidad en el cargo del ministro que
las había promovído.22r
Era, pues, precisa la formación de un cuerpo consultivo
permanente y especializado, que supusiera un nexo de continuidad
dentro del Ministerio de Ultramar en el diseño de la política
hacia las colonias africanas y asiáticas. Dicho pensamiento
entroncaba con la tradicional recurrencia de los políticos
españoles durante el XIX a tratar de extrapolar modelos colo-
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niales más felices aplicados por otras potencias al campo de la
propia realidad colonial.22’
Todo ello venía a coincidir además con la pérdida del
carácter especial revestido por la Sala de Ultramar del Consejo
de Estado, refundida meses antes con la de Hacienda, -con lo cual
desaparecía la posibilidad, que había llegado a plantearse, de
que tal función fuera asumida por una dependencia especializada
de dicho organismo.
Todo este cúmulo de circunstancias llevó a la creación en
diciembre de 1870 del Conselo de Filipinas como organismo
consultivo permanente del Ministerio de Ultramar.222
Las principales atribuciones de este organismo rebasaban el
carácter puramente consultivo que se había pensado atribuir
inicialmente al mismo, pues por el art.9 del Decreto de 4 de
diciembre de 1870 se le facultaba para presentar por iniciativa
propia aquellos proyectos e informes que creyese convenientes
acerca de cualquier aspecto de la política del gobierno en
Filipinas.
No obstante, la principal novedad estaba constituida por la
obligatoriedad de la consulta al Consejo, con motivo de cualquier
iniciativa normativa dirigida hacia Filipinas. Con ello, si bien
el dictamen del Consejo carecía de carácter vinculante, este
organismo cobraba un gran protagonismo, al convertirse en parte
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necesaria del proceso de elaboración de las disposiciones
dirigidas a dichas colonias. Si bien, a la hora de las grandes
cuestiones referentes al gobierno de estos territorios, sus
facultades y atribuciones se entendían sin perjuicio de las que
competían al Consejo de Estado, las cuales seguían observándose
en todas sus partes, conforme al art.14 del Decreto fundacional.
Respecto a su composición, el Consejo dejaba de estar
integrado mayoritáriamente por altos burócratas del Ministerio
de Ultramar para acoger a un representante, activo o cesante, de
otros órganos de la Administración central del Estado, del
ejército, de la marina y de la judicatura, designados directa-
mente por el Consejo de Ministros. Junto a éstos se admitía a dos
representantes de la sociedad colonial, nombrados por el Gobierno
Superior Civil de Filipinas sobre dos ternas de candidatos
presentados por el Ayuntamiento de Manila.
El Consejo no dio cabida a los portavoces del más poderoso
e inmovilista grupo de presión de la colonia: las órdenes reli-
giosas. Junto a este extremo, que implicaba el riesgo de que el
clero regular filipino saboteara la acción del Consejo, el nuevo
organismo consultivo arrastró desde su creación otra importante
traba: la derivada del absentismo de sus integrantes, producto
de la no dedicación exclusiva a las tareas del cargo.
La sublevación en Cavite del elemento indígena del ejército
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colonial motivó un giro en la actitud reformista hacia Filipinas
adoptada por los gobiernos de la metrópoli entre 1868 y 1872.223
En adelante, dicho reformismo se circunscribiría exclu-
sivamente al terreno económico, consensuándose con los grupos
hispano—filipinos interesados en el mantenimiento del statu quo
colonial cualquier medida que afectara a las estructuras socio-
políticas sobre las que se sustentaba el dominio español sobre
aquellas islas. A cambio de lo cual, dichos grupos prestaron su
apoyo a las reformas económicas introducidas progresivamente por
los gobiernos que se sucedieron hasta 1898.
Este cambio cualitativo de estrategia se reflejó desde un
plano institucional en la reforma introducida en el Consejo de
Filipinas por el Real Decreto de 17 de marzo de 1872.224 En
función de la misma se ampliaba el número de vocales del mismo
a nueve. Dos de los cuales correspondían al clero regular y
secular de Filipinas, que veía así reconocida su posición como
grupo autónomo de intereses en dicha colonia. En tanto que la
introducción de un nuevo vocal, procedente de la Administración
central del Estado tenía por objeto la representación permanente
del ramo de Hacienda en el seno del Consejo, de acuerdo al
contenido predominantemente económico que, en adelante, se daría
a las actividades del mismo.
Por otra parte, la insuficiencia de los medios personales
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y materiales puestos a disposición del Consejo por el Real Decre-
to de 4 de diciembre de 1870, provocó una serie de disposiciones
posteriores que trataron de superar este problema a través de una
triple vía: bien mediante la recurrencia a personal en situación
pasiva para cubrir las plazas de vocales correspondientes a la
Administración civil (Real Decreto de 9 de abril de 1880),225 bien
a través de la contratación de funcionarios con dedicación
exclusiva a las tareas de la secretaria del Consejo, bien por
medio del incremento del número de miembros de esta dependencia
(a partir de la incorporación del subsecretario a las tareas de
la misma, como disponía el Real Decreto de 6 de mayo de 1871,226
o mediante el aumento del número de vocales, dispuesto por los
decretos de 17 de marzo de 1872 y 10 de abril de 1885) 227
La constitución del Consejo de Filipinas y de las posesiones
del Golfo de Guinea en abril de 1885, supuso la extensión de las
funciones del antiguo consejo a las posesiones del Golfo de
Guinea “y a cualquier otro territorio que en lo sucesivo se someta a la acción
administrativa del Ministerio de Ultramar”. 22~S
Al mismo tiempo, se recurría por primera vez a especialistas
sobre dichos territorios, disponiéndose además el nombramiento
como presidente del Consejo de un ex-ministro de Ultramar.
El Consejo de Filipinas y de las posesiones del Golfo de
Guinea se refundía en el recién creado Consejo de Ultramar, en
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diciembre de 1886.229
La nueva dependencia consultiva del Ministerio de Ultramar
se dividía en cuatro secciones autónomas entre si y dedicadas
respectivamente a Cuba, Puerto Rico, Filipinas y posesiones
africanas. Junto al carácter consultivo que constituía su
principal función, este órgano conservaba el derecho de iniciati-
va concedido al Consejo de Filipinas por el artículo noveno del
Decreto Orgánico de 4 de diciembre de 1870.
Los gastos de la nueva dependencia se cargaban inicialmente
a los presupuestos de Filipinas, sí bien en el ejercicio de
1888/89 aparecen ya repartidos entre los presupuestos de Cuba,
Filipinas y Puerto Rico en la proporción acostumbrada.
Respecto a su composición, mientras las secciones de Cuba
y Puerto Rico estuvieron integradas a partes iguales por repre-
sentantes de la Administración central y periférica en materia
colonial, la sección de Filipinas presentaba una presencia
mayoritaria de elementos procedentes de la Administración y la
sociedad coloniales, en tanto que la referente a las posesiones
africanas era la que más se aproximaba en su composición a una
auténtica junta de expertos sobre dichos territorios.210
No pertenece al marco de este trabajo el estudio de las
razones, que llevaron al Ministro Balaguer a extender al ámbito
de las Antillas la acción de un órgano consultivo, cuyo preceden-
te inmediato y modelo organizatívo, se había justificado adu-
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ciendo las diferencias que separaban a las Antillas —a las que
no se reconocía abiertamente como realidad colonial- del resto
de las posesiones ultramarinas, las cuales, en función de su
carácter colonial, precisaban depender de “una administración
entendida y justa, basada en conocimientos especiales”. 23i
Consideramos que la causa última de esta actitud habría que
buscarla, más en el interés coyuntural que, tras la crisis de las
Carolinas, existía por reafirmar la españolidad de los territo-
rios coloniales de Asia, que en los beneficios que pudieran
derivarse de la extensión a las posesiones antillanas de un
órgano consultivo, cuyas funciones entraban en abierta contradic-
ción con la presencia de diputados de dichos territorios en las
Cortes españolas ~232
Esta misma contradicción fue invocada para la supresión de
este organismo, llevada a efecto por un Real Decreto de 18 de
octubre de 1889.233 Por el mismo se restablecía en sus funciones
al antiguo Consejo de Filipinas y posesiones del Golfo de Guinea,
cuyo número de integrantes se fijaba en dieciséis.
La mayor especialización de sus integrantes fue la única
aportación del efímero Consejo de Ultramar a la nueva depen-
dencia, que, por lo demás, era una recreación casi compieta del
antiguo consejo del mismo nombre, con una salvedad importante:
el Consejo dejaba de ser parte integrante y necesaria del proceso
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de elaboración de disposiciones dirigf~das a las posesiones
asiáticas y africanas, al pasar a ser competencia del Ministro
de Ultramar el sometimiento o no de los diferentes asuntos a su
consulta.
Ello privaba a este órgano de gran parte de su eficacia, de
forma que el Real Decreto de 24 de octubre de 1890 restablecía
la obligatoriedad de la consulta al Consejo con motivo de
cualquier iniciativa normativa dirigida hacia los territorios
ámbito de su competencia.234
El otro órgano con funciones de asesoramiento y carácter
permanente adscrito al Ministerio de Ultramar fue la Comisión de
Codificación de las provincias de Ultramar. Creada por un Real
Decreto de 9 de abril de 1880 a fin de regularizar, instituciona—
lizándolo, el proceso de normalización dispositiva de las
provincias coloniales •235
A lo largo de la primera mitad del XIX las colonias
estuvieron sometidas a una legislación específica, caduca y
contradictoria, derivada del carácter especial que, en los
sucesivos ordenamientos constitucionales del siglo XIX, se otorgó
a la misma, desmarcándola de la de la legislación metropolita-
na 236
En este contexto, el propósito centralizador y reguiarizador
del gobierno de los espacios ultramarinos que marca la creación
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del Ministerio de Ultramar supuso el comienzo del proceso de
normalización legislativa de las colonias, en cumplimiento del
mandato contenido en la Ley de 18 de abril de 1837, reproducido
por los posteriores ordenamientos constitucionales.
Dicho proceso, que tuvo lugar a través de una serie de
juntas y comisiones dependientes del Ministerio de Ultramar,
fracasó al intentar la normalización en bloque de la legislación
ultramarina.
Tal fue el propósito de la Junta creada en 1865, e integrada
por el ministro de Ultramar, un alto funcionario del Ministerio,
los consejeros de la Sección de Ultramar del Consejo de Estado,
así como un representante de cada una de las restantes secciones
de este organismo.2~ Su finalidad prioritaria fue el estudio de
las bases sobre las que debían fundarse las leyes especiales,
preceptuadas para Ultramar por el art.80 de la Constitución de
1845. No obstante, el intento fracasó y la Junta se disolvió en
1866 sin haber cumplido su objetivo.
Ello determinó que, en febrero de 1867, tuviera lugar la







naria, cuya función era la de compilar la legislación ultramarina
dispersa en los diferentes archivos y bibliotecas.2~
Fracasada por el momento la tentativa de dotar a las colonias de
un ordenamiento legal actualizado acorde a la normativa constitu-
cional se emprendía la labor de clarificar el enmarañado
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entramado legislativo existente en Ultramar, a fin de agilizar
la tramitación de los diversos asuntos de Ultramar dentro del
propio Ministerio.239
Paralelamente, se puso en práctica la actualización
progresiva de parcelas cada vez más importantes de la legislación
aplicada en Ultramar. Esta forma de normalización legislativa,
dilatada en el tiempo, fue la que finalmente se impondría.
Para llevarla a cabo, aparecieron entre 1869 y 1890 diversas
juntas y comisiones con un carácter temporal, siempre supeditado
al término de la labor concreta para la que habían sido creadas.
Dichos órganos fueron los siguientes: la Comisión creada en
septiembre de 1869 para el estudio de las reformas sobre el
régimen político y administrativo de Puerto Rico, que terminó sus
trabajos el 27 de octubre de 1869;240 la Junta Consultiva rara el
estudio de las reformas sobre el récimen administrativo y
económico de Fernando Poo, que funcionó entre el 17 de diciembre







ción de Ultramar, creada el 30 de enero de 1882242 y la Comisión
sobre la reforma de la administración de Ultramar, que desarrollo
sus actividades entre enero y septiembre de
1880•24j La Comisión
creada en 1879 para el estudio de la aplicación práctica de los
compromisos contraídos en Zanjón tuvo más el carácter de órgano
asesor del Gobierno de Martínez Campos en pleno que del propio
Ministerio de Ultramar, pese a que a éste correspondió el
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proponer a los integrantes de dicha Comisión.244
De forma paralela a este cúmulo de comisiones y juntas de
efímera existencia existieron en el seno del Ministerio una serie
de comisiones que habrían tenido el mismo carácter que las
anteriores de no haberse sucedido unas a otras, sin solución de
continuidad, en la prosecución de un mismo objetivo, hasta
desembocar en la creación de la Comisión de Codificación de las
irovincías de Ultramar
.
Dicho objetivo fue la aplicación a las colonias de la
legislación penal vigente en la Península, con las modificaciones
derivadas del régimen de excepcionalidad de dichos territorios,
consagrado en los sucesivos preceptos constitucionales. El hecho
de que el proceso de “asimilación” normativa de las colonias a
la metrópoli arrancase de la normalización de la legislación
penal aplicada en dichos territorios, vino dado, en gran medida,
por la uniformidad en materia penal existente entre metrópoli y
colonias hasta una fecha tan cercana como 1848.245
La primera de tales comisiones, presidida por Cándido
nocedal, fue creada por un Real Decreto de 29 de septiembre de
1866.246 Desconocemos el alcance de su labor, si bien parece que
elaboró un informe que fue utilizado por comisiones posteriores.
En cualquier caso, fue sustituida por otra comisión similar,
creada por un Real Decreto de 10 de septiembre de 1869.24? Tampoco
ésta pudo culminar sus trabajos con éxito. Por otra parte, la
211
promulgación en la Península de un nuevo Código Penal el 17 de
junio de 1870 hizo inviable todo lo avanzado hasta entonces,
debiendo empezar su labor desde el principio las comisiones que,
con igual carácter, la sucedieron, a raíz de los decretos de 20
de noviembre de 1872 y 9 de febrero de 1874.248 No sería hasta
esta última cuando se alumbraría el proyecto de Código mandado
finalmente observar para las Antillas por un Real Decreto de 23
de mayo de
1879.249
Tras la terminación de sus trabajos la Comisión tendría que
haberse disuelto. No fue así y por un Real Decreto de 26 de abril
de 1878 se le encomendó una nueva tarea. Con ello, se abría el
camino para la conversión de la misma en un órgano asesor del
Ministerio de Ultramar, encargado de llevar a cabo el proceso de
normalización legislativa de la provincias ultramarinas.
De esta manera, la Comisión de reforma del Código Penal se
transformaba en la Comisión de Codificación para las provincias
de Ultramar a raíz de un Real Decreto de 9 de abril de 1880.2Du
Encargándose a dicho organismo el estudio de las modificaciones
que habrían de realizarse en la legislación civil y penal vigente
en la Península para su extensión a Ultramar. Al mismo tiempo,
se ampliaba su ámbito de actuación a Filipinas (Real Decreto de
25 de febrero de 1887) y se establecía un número fijo de
individuos integrantes de la Comisión (juristas de reconocido
prestigio bajo la dirección del director general de Gracia y
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Justicia del Ministerio)
La reordenáción derivada del Real Decreto de 25 de febrero
de 1887 ampliaba hasta 14 el número de vocales, estableciendo la
posibilidad de incorporar a magistrados en activo de Ultramar.
Asimismo se asignaba a las tareas de dicho organismo a cuatro
auxiliares nombrados por el ministro, con dedicación exclusiva
a los asuntos de la Comisión.25’
Ello elevaba considerablemente el presupuesto de dicha
dependencia, pese a la gratuidad del cargo de vocal. De forma que
las partidas destinadas al mantenimiento del personal auxiliar
fueron finalmente suprimidas de los presupuestos de Ultramar por
la Ley de Presupuestos de 1888/89, procediéndose a la asignación
de dichas funciones al jefe del Negociado de asuntos civiles y
reformas legislativas de la Dirección General de Gracia y
Justicia, auxiliado por personal afecto al mismo Negociado.252
B) LA DINAMICA PRESUPUESTARIA DEL MINISTERIO DE ULTRAMAR.
Un elemento que permite diferenciar al Ministerio de
Ultramar del resto de los organismos ministeriales del Estado
viene marcado por la particularidad de su dinámica presupues-
tana.
Desde esta óptica pueden distinguirse dos etapas en la
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historia del Ministerio, cada una de las cuales se caracterizó
por un modelo de dependencia presupuestaría diferente, que, a su
vez, determinó una dinámica presupuestaria desigual.
La primera etapa, desarrollada entre 1863 y 1870, estuvo
definida por la dependencia del Ministerio de los Presupuestos
Generales del Estado. Durante la misma las dotaciones presu-
puestarias de la Administración central en materia colonial
experimentaron una dinámica descendente, tanto en términos
absolutos (respecto a la cantidad concreta asignada a este
Ministerio), como en términos relativos (en relación a la
dinámica presupuestaria paralela del conjunto de la Adminis-
tración central del Estado)
Entre 1870 y 1878 se extiende una etapa que podríamos
definir como de transición. A lo largo de estos años se ensayaron
una serie de medidas encaminadas a asegurar una financiación
adecuada para el correcto funcionamiento de este departamento de
la Administración central del Estado. Las bases de lo que seria
el nuevo modelo presupuestario del Ministerio de Ultramar habían
sido ya perfiladas hacia 1874. No obstante, hasta 1878 no se
produjo una regularización en los mecanismos de elaboración y
aprobación de los presupuestos coloniales que permitiera la
puesta en práctica del nuevo mecanismo de financiación del
Ministerio.
Desde 1878 el Ministerio de Ultramar gozaría de una amplia
autonomía en materia presupuestaria, producto de su dependencia
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de los presupuestos coloniales elaborados por el mismo. Ello
determinó la dinámica marcadamente ascendente de las dotaciones
presupuestarias asignadas al Ministerio entre 1878 y 1898, tanto
en términos absolutos como relativos.
La dependencia del Ministerio de Ultramar de los Presupuestos
Generales del Estado <1863-18701
.
En una primera fase, de acuerdo a los parámetros centra-
lizadores que acompañaron en gran medida al surgimiento del
Ministerio, la financiación de este departamento fue asignada a
una partida específica de los Presupuestos del Estado. De esta
manera, poco después de su fundación el Real Decreto de 25 de
mayo de 1863 establecía en su artículo primero que los gastos de
la nueva dependencia administrativa figuraran en una nueva sec-
ción (la novena) del Presupuesto de Obligaciones de los Depar-
tamentos Ministeriales, integrado en la letra A de los Presu-
puestos Generales del Estado.25~
La subsiguiente dependencia de los Presupuestos del Estado
se extendería hasta el ejercicio 1870/71. En esta etapa la dota-


























El estudio de las cifras anteriores manifiesta la insufi-
ciencia de los medios puestos a disposición de este organismo por
el Estado a través de la vía de los Presupuestos Generales.
Entre 1863/64 a 1870/71 las partidas para el Ministerio con-
signadas en dichos presupuestos disminuyeron en un 23,6% respecto
a la cifra inicial, lo que contrasta con un incremento global de
los Presupuestos de Gastos del Estado para dicho período del
9,88%.
Si analizamos separadamente los diferentes ejercicios de
esta etapa, observamos que en el periodo de expansión del Gasto
Público que se extiende desde 1863 a 1866, el presupuesto del
Ministerio experimenta una tasa media anual de crecimiento muy
inferior a la de los Presupuestos Generales del Estado (0,36%
frente a 4,74%), en tanto que en la coyuntura contractiva que
marca los ejercicios 1866/67 y 1867/68, la tasa media anual de
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decrecimiento es superior a la del conjunto de los gastos del
Estado (—3,74% frente a —2,01%).
El fuerte incremento de la cantidad destinada al Ministerio
de Ultramar en 1868/69 (21,70%) debe matizarse, pues proviene de
la asignación del coste de una ampliación del Ministerio a los
presupuestos de las provincias de Ultramar (la del personal de
la Sección de Contabilidad del Ministerio, anexo a la nueva Sala
de Indias del Tribunal de Cuentas del Reino> . Esta partida, que
sería sufragada finalmente por los presupuestos de Filipinas, 255
desaparecería en el siguiente ejercicio al integrarse dicho
personal en el Tribunal de Cuentas por un Real Decreto de 14 de
mayo de 1869.256 En tanto que la cantidad aportada por el Estado
en dicho ejercicio para el mantenimiento del Ministerio (excluido
el capitulo anterior) se congela; coincidiendo, eso sí, con una
prolongación de la coyuntura recesiva del Gasto Público (de
manera que los nuevos Presupuestos del Estado solo supusieron un
incremento del 0,72% respecto a los de 1867/68)
En este contexto, la financiación del Ministerio de Ultramar
se desploma en el ejercicio 1869/70, con una caída global
respecto al presupuesto del año anterior de un —30,07%. En parte
por el trasvase de parte de la mencionada Sección de Contabilidad
al Tribunal de Cuentas, en parte por una nueva caída de las
partidas presupuestarías destinadas por el Estado al Ministerio
de Ultramar (—15,02%), pese al crecimiento de los gastos
ordinarios del Estado en un 12,90% respecto al año anterior.
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El periodo 1863—1870 se caracteriza, por tanto, por una
desatención presupuestaria creciente hacia el Ministerio de
Ultramar, que pasa de suponer el 0,06% de los Presupuestos
Ordinarios del Estado en 1863, a significar tan solo el 0,04% en
1870 25
Ello determinó, como ya hemos expuesto en apartados
precedentes, la continua remodelación interna de este Ministerio
en dicha etapa, no sobre la base de criterios de racionalidad
administrativa, sino como necesaria respuesta a los sucesivos
recortes presupuestarios.
En este contexto, el Ministerio de Ultramar para poder cum-
plir la amplia gama de funciones que le habían sido asignadas,
como coordinador y, en muchos casos, gestor directo de los
diferentes aspectos de la vida administrativa de las colonias
ultramarinas, hubo de recurrir a dos mecanismos: la concentración
-y, en algunos casos, superposición- de actividades, a partir de
sucesivas reestructuraciones internas cada vez más restrictivas
de cara a la plantíllaj56 y la delegación de funciones, bien en
otros organismos centrales del Estado,259 bien en la Administra-
ción periférica radicada en las colonias.260
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Hacia el nuevo modelo presupuestario (1870-1874).
En torno a 1870 las carencias presupuestarías del Ministerio
de Ultramar y sus repercusiones sobre la organización interna del
departamento, cada vez más restrictiva, amenazaban con colapsar
el modelo centralizado de organización colonial, que había
constituido el objetivo para el cual se había creado este
departamento en 1863.
Por otra parte, el recrudecimiento de la guerra colonial en
Cuba ponía de manifiesto la importancia, ahora más que nunca, del
control de la Administración periférica por el Gobierno de la
Nación.
No obstante, la necesidad de potenciar la actividad del
Ministerio de Ultramar dotándolo adecuadamente, chocaba con el
grave impedimento que suponían los apuros hacendísticos del
Gobierno Provisional primero y de la Regencia después, embarcados
en un programa de reducción de los gastos de la Administración
central del Estado (gastos que pasaron de suponer el 1,51% del
conjunto del Presupuesto de Gastos Ordinarios de 1868/69 a solo
el 1,13% en el ejercicio 1869/70) •262
La solución que se adoptó frente a este problema consistió
en cargar los costes generados por el Ministerio a los presu-
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puestos de las provincias ultramarinas. En dichos presupuestos
figuraron desde entonces las partidas necesarias para el
sostenimiento del Ministerio.
Esta fórmula revistió en principio un carácter mixto, en
cuanto a que se realizó de forma conjunta con los Presupuestos
Generales del Estado (en el ejercicio 1870/71) •262 Sin embargo,
desde el Real Decreto de 29 de agosto de 1871, que sancionaba la
desaparición de la Sección Novena de los Presupuestos Generales,
la totalidad de los gastos inherentes a la existencia de un
órgano especializado en materia colonial en el seno de la
Administración central del Estado fue cargada a los presupuestos
coloniales 263
Ello ponía fin a la ficción de un reparto de los costes
generados por el organigrama administrativo de dichas “provin-
cias”, entre la metrópoli, que sufragaba los gastos del Minis-
terio, y las propias colonias, que afrontaban los costes, mucho
más onerosos, de la infraestructura administrativa periférica.
Reparto ficticio, ya que, por una parte, las partidas para
el sostenimiento del Ministerio no suponían una cantidad impor-
tante frente al conjunto de los gastos afrontados por los
presupuestos de Ultramar (un 0,26% y un 1% del total del
presupuesto de 1870/71, en los casos de Cuba y Puerto Rico
respectivamente) ;~ en tanto que, por otro lado, el conjunto de
remesas enviadas desde Ultramar a la Península, bajo la eu—
femística denominación de Irsobrantes de Ultramar”, reembolsaba
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con creces dichos gastos (de hecho los gastos del Estado por este
concepto entre 1863 y 1870, supusieron tan solo el 6,09% del
total ingresado a través de los “sobrantes de Ultramar” en el
mismo periodo) ~265
Si bien desde una óptica económica la nueva situación no
entrañaba cambios de importancia, ni para los presupuestos de
Ultramar ni para el General de la metrópoli, desde una pers-
pectiva ideológica el paso dado revestía una mayor significación.
El reparto de las cargas de la estructura administrativa en
materia colonial, central y periférica, por más ficticio que
fuera (debido a la abismal diferencia de dicho reparto), tenía
un carácter simbólico. Su supresión implicaba que, en adelante,
la metrópoli no afrontaría ningún gasto proveniente de la
administración de las colonias, limitándose a recoger los
beneficios de su dominio sobre estos territorios, cuyas necesida-
des serían sufragadas con cargo exclusivo a sus presupuestos.
Este extremo no dejó de ser percibido por algunos políticos
republicanos que denunciaron las implicaciones del mismo. No
obstante, sería el lobby colonialista quien llevaría a cabo la
derogación del Real Decreto de 29 de agosto de 1871, reins-
taurando la dependencia presupuestaria del Ministerio de Ultramar
respecto de los Presupuestos Generales del Estado.
El preámbulo del Real Decreto derogatorio de 10 de abril de
1872 defendía la asunción de tales partidas por el Tesoro de la
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Península, en función del valor simbólico y político de dicha
medida frente a las consideraciones económicas que habían
determinado el Real Decreto de agosto de 1879. Creemos, sin
embargo, que en la base de este decreto habría que buscar la
oposición de este grupo a cualquier medida que pudiera ínter-
pretarse como una relajación del compromiso de la metrópoli con
las colonias, en un momento en el que el endurecimiento de la
guerra colonial amenazaba sus intereses:
“Era también justo porque la Nación en general es quien debe
sufragar los gastos necesarios para el ejercicio del Poder supremo
en todas sus esferas;(...>Era finalmente, político por la convenien-
cia y necesidad, hoy como nunca imperiosa de no separar ni aún
aparentemente, en ningún terreno ni bajo aspecto alguno la represen-
tación en el centro del Gobierno de leales provincias españolas,
tanto más caras, cuanto de este mismo centro más lejanas”.26~
La caída posterior del Gobierno Sagasta, que había propi-
ciado dicha medida, y su sustitución desde junio por el equipo
de Ruiz Zorrilla, con Eduardo Gasset y Tomás María Mosquera
(autor del Real Decreto de 29 de agosto de 1871) como sucesivos
ministros de Ultramar, así como los crecientes problemas
económicos de los gobiernos radicales, condujeron a la no
observancia del Real Decreto de 10 de abril de 1872.
De esta forma la Sección Novena no fue, finalmente,
restablecida en los Presupuestos Generales del Estado de 1872/73
(Leyes de 26 de diciembre de 1872 y 28 de febrero de 1873)267 pese
a que inicialmente había figurado en el proyecto de presupuestos
presentado a las Cortes el 11 de mayo de 1872.266 En este sentido,
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tampoco los Presupuestos Generales de 1873/74, prorroga de los
anteriores, incluyeron dicha partida.269
La cuestión de la dependencia presupuestaria del Ministerio
de Ultramar no sería zanjada definitivamente hasta el~- régimen de
Serrano. En este contexto, una de las primeras medidas del nuevo
ministro del ramo, Victor Balaguer, fue el restablecimiento
definitivo del Real Decreto de 29 de agosto de 1871 a través del
Decreto de 19 de febrero de l874.2~0
Con ello, se ponía fin a la anomalía que suponía la ads-
cripción de la dotación del Ministerio a los presupuestos de
Ultramar pese a la vigencia del Real Decreto de 10 de abril de
1872 (de este afán regularizador, frente al confusionismo en
materia presupuestaría existente en el período anterior,
participa el articulo tercero del Decreto, que extendía re-
troactivamente sus efectos a los ejercicios de 1872/73 y
1873/74) 271
El debate en torno a la conveniencia de una u otra vía
presupuestaria para sufragar los gastos derivados de la exis-
tencia de un órgano centralizador del gobierno de las colonias
quedaba cerrado de esta manera. En adelante, salvo durante el
efímero retorno del Ministerio a la dependencia de los Presu-
puestos Generales del Estado en el ejercicio 1898/99, las
partidas a cargo del mantenimiento del Ministerio de Ultramar
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dependerían de los presupuestos de Cuba, Puerto Rico y Filipinas,
al igual que las derivadas del sostenimiento de la Administración
periférica 2~2
La inversión de la tendencia presupuestaria (1871-1878>.
Hasta 1878 no se producirá la definitiva estabilización del
mecanismo de financiación del Ministerio creado por el Real
Decreto de 29 de agosto de 1871 y establecido definitivamente a
raíz del Decreto de 19 de febrero de 1874.
La principal causa fue la inexistencia de nuevos presu-
puestos para Filipinas durante casi un decenio, lo que obligó a
la prórroga de los presupuestos de 1868/69 hasta el ejercicio
1878/79. Al no consignar dichos presupuestos partida alguna para
el Ministerio de Ultramar223 fue necesario recurrir a créditos
extraordinarios para sufragar la parte del presupuesto de este
departamento que correspondía a dichos presupuestos.224
Por otra parte, el desorden paralelo provocado en la
Administración colonial por la guerra colonial dilataba la
presentación de los presupuestos de Cuba y Puerto Rico, de manera
que los de 1871/722/5 rigieron prorrogados hasta el ejercicio de
1874/75j2b cuyos presupuestos fueron prorrogados, a su vez, hasta
1877/78 22?
Ello determinó una cierta precariedad de la dotación del
Ministerio de Ultramar, la cual debía ser sufragada proporcio-
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nalmente por los presupuestos de Cuba, Puerto Rico y Filipinas
en un 50%, 16% Y 34% respectivamente.226
Pese a ello, la dependencia del Ministerio de los presu-
puestos ultramarinos, colocaba a este departamento en una posi-
ción ventajosamente atí~ica frente al resto de las instituciones
ministeriales.
Ello era debido a que era el propio Ministerio de Ultramar
el que, sin ningún tipo de interferencias desde el Ministerio de
Hacienda, realizaba los presupuestos de las provincias ultrama-
rinas y los presentaba a las Cortes para su aprobación.
Al respecto, ya el art.2 del Real Decreto fundacional de 20
de mayo de 1863 contenía implícitamente tal competencia,22 que
no sería consignada de manera explícita hasta el Real Decreto de
25 de junio de 1863, cuyo art.l establecía como atribución del
Ministerio de Ultramar en relación a las colonias “fijar o variar
el presupuesto anual de ingresos y gastos •280
Finalmente, este extremo sería recogido por el Decreto de
12 de septiembre de 1870, cuyo art.26 determinaba que: “El Ministro
de Ultramar redactaria con presencia de estos presupuestos (en referencia a los
proyeccos de presupuestos enviados por las intendencias coloniales) el general
de las provincias ultramarinas, y lo presentará a las Cortes oportunamente, a fin
de que sea discutido y aprobado”. 281
Con ello se ponía fin a una importante laguna existente en
la legislación, pues el Real Decreto 25 de junio de 1863
condicionaba la aprobación de estos presupuestos al acuerdo del
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Consejo de Ministros, reiterando lo prevenido por el Real Decreto
de 30 de septiembre de 1851, sin citar el papel de las Cortes en
dicho asunto. Tampoco el Real Decreto de 30 de junio de 1863
establecía claramente la participación de los cuerpos colegís-
ladores en la aprobación de los presupuestos de Ultramar, si bien
introducía la fórmula transaccional de someterlos al dictamen de
una comisión de las Cortes.282
Por otra parte, los arts.27 y 28 del Real Decreto de 12 de
septiembre de 1870 aumentaban la autonomía del Ministerio a la
hora de elaborar estos presupuestos, arbitrando mecanismos de
notable laxitud referentes a la posibilidad de prorrogar dichos
presupuestos o a la ampliación, a través de créditos extraordina-
rios o supletorios, de las partidas iniciales. Mecanismos que el
Ministerio utilizó en diversas ocasiones para aumentar los
créditos inicialmente aprobados en los presupuestos de Ultra-
mar 283
Entre 1871 y 1878, el escaso control del Ministerio sobre
la Administración periférica de Ultramar, la anarquía presupues-
taria subsiguiente, el incremento de los costes derivados de la
guerra colonial y la congelación de los gastos ordinarios del
Estado en dichos territorios (derivada del recurso continuado a
la vía abierta por el art.27 del Real Decreto de 12 de septiembre
de 1870, recogido por el art.85 de la Constitución de 1876,
referentes ambos a la posibilidad de prorrogar los presupuestos
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de Ultramar durante varios ejercicios), impidieron al Ministerio
de Ultramar aprovecharse plenamente del nuevo mecanismo de
financiación establecido por el Real Decreto de 29 de agosto de
1871 284
Pese a ello, el presupuesto del Ministerio de Ultramar se
incrementó a lo largo del Sexenio hasta prácticamente doblarse.
De forma que los presupuestos de 1875/76 supusieron un creci-
miento del 99% respecto a las partidas consignadas en los de
1869/70 285
Sí bien es cierto, que dicho proceso coincidió con una
coyuntura alcista del conjunto de las dotaciones dedicadas a
Administración central por el Estado que afectó a la mayoría de
los ministerios, el incremento de dicho concepto en el seno del
Ministerio de Ultramar fue muy superior al de los restantes
ministerios: Presidencia (58,2%), Gobernación (50,5%), Fomento
(27,3%), Hacienda (21,3%), Marina (12,5%), Gracia y Justicia
(11%), Guerra (9,7%) y Estado (l,9%).26~
La marginación presupuestaría creciente que había carac-
terizado al Ministerio de Ultramar a lo largo de la década de los
sesenta, vía dependencia de los Presupuestos Generales del
Estado, fue sustituida a lo largo del Sexenio por un ritmo de
crecimiento de las disponibilidades presupuestarias muy superior
al de los restantes órganos de la Administración central del
Estado. La causa de este proceso habria que buscarla en la puesta
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en práctica del mecanismo fínanciador arbitrado por el Real
Decreto de 29 de agosto de 1871: la dependencia del Ministerio
de los presupuestos de Ultramar, o lo que era igual, la delega-
ción por el Ministerio de Hacienda en el propio departamento de
Ultramar de la facultad de establecer las partidas destinadas a
su sostenimiento.
El nuevo modelo de financiación y el des~eaue de la dotación
prespuestaria del Ministerio de Ultramar <1878-1898)
.
A partir de 1878 se produjo la normalización en la presenta-
ción y aprobación de los presupuestos de las provincias ultra-
marinas. Ello posibilitó el despegue de la dotación presupuesta-
ria del Ministerio de Ultramar entre 1878 y 1398, sobre la base
de la autonomía presupuestaría derivada de los mecanismos
estudiados.
En este contexto, las cantidades consignadas en los
presupuestos ultramarinos para el sostenimiento de la Adminis-
tración central en materia colonial a lo largo de este período
fueron las siguientes:
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Dinámica presupuestaria del Ministerio y evolución del Gasto
Público en Ultramar.
La primera consecuencia que podemos extraer del estudio de
los datos anteriores es el alto grado de autonomía de las parti-
das presupuestarias asignadas al Ministerio de Ultramar, respecto
a la evolución de los presupuestos globales de gastos de Cuba y
Filipinas (que, en conjunto, aportaron el 85,2% del
presupuesto total del Ministerio) ~288
Esta autonomía es constatable en la inexistencia, en la
mayoría de los casos, de una correlación entre los principales
incrementos del presupuesto del Ministerio y la existencia pa-
ralela de coyunturas expansivas en los presupuestos globales de
gastos de Cuba y Filipinas:
- Dicha correspondencia sí se produce en los ejercicios de
1878/79 (con un incremento del presupuesto del Ministerio de un
7,49%, paralelo a un aumento del Gasto Público en Cuba del
41,70%) y 1892/93 (5,27% y 18,65% respectivamente).
— No aparece en cambio en 1882/83 (con un incremento de los
gastos del Ministerio de un 32,5% paralelo a un recorte de los
presupuestos de Cuba y Filipinas de -5,50% y -19,86% en cada
caso); en 1885/86 (15,3% frente a —8,78% en el caso de Cuba, pese
al incremento de 2,50% en el Presupuesto de Filipinas); en
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1889/90 (9,30% frente a 0% y —2,66% respectivamente) y en 1890/91
(29,20% frente a —0,58% y ~0,60%).2~
En tanto que en los ejercicios de 1894/95, 1895/96 y 1896/97
tampoco existiría una correspondencia directa entre el fuerte
aumento de los presupuestos del Ministerio (9,31%,7,34% y 6,97%
respectivamente) y un incremento correlativo de los presupuestos
globales de gastos de las provincias de Ultramar en dichos
ejercicios. Pues si bien el presupuesto de Filipinas creció en
dichos años un 17,07%, un 8,98% y un 19, 40% respectivamente (lo
que supone una tasa de crecimiento medio anual para este trienio
del 15,5%), el presupuesto de gastos de Cuba se mantuvo congelado
desde 1892/93 (pese a lo cual cargó con el 34% del incremento de
las partidas consignadas para el Ministerio entre 1894 y 1897)
Todo ello puede apreciarse claramente en el gráfico
adj unto 290








Por otra parte, el análisis de estos datos nos permite apre-
ciar la existencia de una relación directa entre los grandes
recortes presupuestarios del Ministerio de Ultramar y la
existencia de coyunturas restrictivas del Gasto Público en Cuba
y Filipinas. Este extremo es perfectamente apreciablé en 1880/81
(en donde el descenso de las partidas asignadas al Ministerio
respecto al ejercicio anterior, -4,39%, se corresponde con
descensos globales de los presupuestos de gasto de Cuba y
Filipinas de, —30,68% y —20,63% respectivamente); en 1887/88
(—4,83% frente a —9,98% y 0%); de forma más matizada en 1891/92
(-11, 69% frente a —0,91% y 3,78%); pero volviendo a acentuarse
en 1892/93 (—14,57% frente a —12,96% y 0%)
En conjunto, podemos afirmar que los incrementos presu-
puestarios del Ministerio entre 1878 y 1898 se produjeron de
forma autónoma a la evolución de los propios presupuestos de
gastos de Cuba y Filipinas (coincidiendo, incluso, con momentos
de clara contracción del Gasto Público en Ultramar) En cambio
si parece existir una vinculación entre los recortes presupuesta-
rios de las dotaciones asignadas al Ministerio de Ultramar y la
existencia de coyunturas recesivas del Gasto Público en las
colonias. Pero sin que este último extremo implicara, debido a
lo expuesto anteriormente, que todo recorte del gasto en Ultramar
supusiera un recorte automático de las dotaciones del Ministerio
(como se desprende del análisis de los ejercicios de 1882/83,
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1885/86, 1889/90 y 1890/91)
Esta amplia autonomía de la dotación presupuestaría del
Ministerio, respecto de las diferentes coyunturas atravesadas por
los presupuestos de gastos globales de las provincias ultrama-
rinas de las que dependía, supondría un elemento diferenciador
más del período 1878—1898 respecto a la década de los sesenta (en
donde si existió una estrecha relación entre las oscilaciones
ascendentes o descendentes de la dotación presupuestaría del
Ministerio y la propia evolución de los Presupuestos Generales
del Estado, de los que dependía entonces> La causa de este
cambio en la dinámica presupuestaria del Ministerio de Ultramar
habría que buscarla nuevamente en la nueva vía de financiación
arbitrada a raíz del Real Decreto de 29 de agosto de 1871, y
regularizada definitivamente desde el ejercicio 1878/79.
Por otra parte, este extremo supuso que los gastos de la
Administración central en materia colonial pasaran a representar,
entre 1878 y 1898, porcentajes cada vez mayores de los presu-
puestos de Ultramar. De hecho, en 1878/79 representaban el 0,11%
del presupuesto de Cuba, el 0,59% del de Puerto Rico y el 0,30%
del de Filipinas; en tanto que en 1890/91 pasaron a suponer el
0,31%, 0,66% y 0,57% respectivamente; acentuándose aún más su
incidencia en el ejercicio 1897/98, en el que llegaron a
constituir el 0,46%, el 1,17% y el 0,55% respectivamente de
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aquellos presupuestos 291
Aunque estos porcentajes no supusieran una cantidad
importante de dichos presupuestos, su continuo incremento indica
que la posibilidad de establecer sus propias dotaciones presu-
puestarias, abierta por el decreto de agosto de- 1871, fue
utilizada por la burocracia del Ministerio para crecer desme-
suradamente pese a la existencia paralela de una dinámica
descendente en la evolución de los presupuestos de gastos de
Ultramar.
Este extremo solo hubiera sido justificable en el marco de
un proceso de transferencia de competencias a gran escala desde
la Administración periférica, radicada en las colonias, a la
central, situada en la metrópoli. Sin embargo, como hemos
estudiado anteriormente, este proceso no se produjo, al menos con
la magnitud que hubiera justificado el volumen del incremento de
las partidas destinadas al sostenimiento del Ministerio; pues la
asunción de nuevas competencias por una Administración central
cada vez más hipertrofiada,292 fue contrapesada por transferencias
en sentido inverso hacia la Administración periférica,293 e
incluso con la desviación hacia el presupuesto de otros ministe-
rios del sostenimiento de alguno de los nuevos órganos del
Ministerio 294
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La dinámica presupuestaria del Ministerio de Ultramar en el marco
del conjunto de la Administración central del Estado.
Finalmente, hemos de plantearnos si la tendencia alcista
experimentada por la dotación del Ministerio de UlLramar entre
1878 y 1898 fue un proceso general, extrapolable a la totalidad
de los ministerios, o un fenómeno circunscrito al propio Ministe-
rio de Ultramar derivado de la particular autonomía presupuesta-
ria de este Ministerio.
Afortunadamente disponemos de los datos referidos a los
presupuestos del resto de la Administración central del Estado
a lo largo de todo el período. Ello nos ha permitido estudiar
comparativamente la evolución de la dotación presupuestaria de
los diferentes ministerios.295
Dinámica presupuestaria de la Administración central
Incremento-decrecimiento presupuestario entre 1863/64 y 1897/98
Dinámica presupuestaria de la Administración central
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Del análisis de los datos anteriores se desprende que solo
el Ministerio de la Guerra experimentó entre 1878 y 1898, un
incremento presupuestario superior, en términos absolutos, al del
Ministerio de Ultramar. Los ministerios de Fomento, Estado y
Gracia y Justicia presentaron crecimientos presupuestarios
inferiores en términos absolutos. En tanto que, los ministerios
de Gobernación, Hacienda y Marina, así como la Presidencia del
Gobierno, sufrieron reducciones en las cantidades globales
destinadas a su Administración central a lo largo de esta etapa.
Más significativo resulta el análisis comparativo del incre-
mento-decrecimiento porcentual de la dotación de cada uno de
estos ministerios a lo largo del periodo estudiado.
Desde esta óptica, el crecimiento experimentado por las
partidas destinadas al Ministerio de Ultramar entre 1878 y 1898,
fue del 79,1%; mientras que Fomento (con un 59,5%), Estado
(44,3%), Guerra (40,6%) y Gracia y Justicia (2,8%) presentaron
una tasa de crecimiento para el mismo período bastante menor. Los
restantes ministerios sufrieron recortes en su dotación presu-
puestaria global a lo largo de esta etapa: Gobernación (cuyo
presupuesto de 1897/98 representó un descenso del 10.1% respecto
al de 1878/79), Hacienda (—9,7%), Presidencia del Gobierno
(—12,1%) y Marina (—0,49%).
En este contexto, las partidas destinadas al Mini.sterio de
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Ultramar pasaron de representar el equivalente al 6,7% del total
de los gastos del conjunto de la Administración central del
Estado en 1878/79, a suponer el 7,1% en 1890/91, el 10,6% en
1895/96 y el 11,2% de los mismos en 1897/98.296
De los datos anteriores podemos inferir que el fuerte
incremento presupuestario experimentado por el Ministerio de
Ultramar entre 1878 y 1898, no fue un proceso extrapolable al
conjunto de los restantes ministerios. La dotación del Ministerio
de Ultramar creció, en términos absolutos, por encima de la de
cualquier otro ministerio, a excepción del Ministerio de la
Guerra; en tanto que su incremento en términos porcentuales, fue
mucho más fuerte que el de los restantes departamentos minis-
teriales. Ello le permitió doblar su incidencia presupuestaría
dentro del conjunto de la Administración central del Estado entre
1878 y 1898.
Solo en los casos de los ministerios de Fomento, Estado,
Gracia y Justicia y Guerra se produjo, con ser menor, un creci-
miento de los órganos centrales, reflejado en el aumento
experimentado por sus dotaciones presupuestarias. Que dicho
incremento se debiera o no a un creciente proceso de concen-
tración de funciones en dichos ministerios -proceso concordante
con el progresivo centralismo administrativo que caracteriza a
la organización del Estado español en el siglo XIX- es un proble-
ma que excede el marco de este trabajo.
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C) ANALISIS SOCIOLOGICO DE LA ELITE MINISTERIAL.
La historia de una institución no puede entenderse sin
acudir al estudio de aquEllos que tuvieron la responsabilidad de
tomar decisiones a través de la misma. Ningún organismo de la
Administración del Estado es el producto neutro y objetivo de la
legislación que atiende a su conformación, sino, más bien, el
reflejo del conjunto de individuos que actuaron a través del
mismo.
De esta manera, a partir del estudio de las principales
características que tipifican a aquellos que, como ministros de
Ultramar, tuvieron un papel fundamental en el proceso de toma de
decisiones que tuvo lugar en el Ministerio, hemos pretendido
profundizar en la naturaleza misma de la institución estudiada.29’
La cartera de Ultramar fue ocupada por treinta y siete
ministros que se sucedieron al frente del Ministerio de Ultramar
a lo largo de sus treinta y seis años de existencia, alternándose
en sesenta mandatos diferentes.298
Siete ministros, el 18,9% del total, ejercieron sus
funciones únicamente durante la fase final del reinado de Isabel
II; diez ministros, el 27,4% del conjunto, desempeñaron esta
cartera exclusivamente durante el Sexenio; en tanto que catorce
ministros, esto es, el 37,8% del total, circunscribieron el
desarrollo de su mandato al ámbito de la Restauración. Cinco
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ministros, el 13,5%, dirigieron este departamento tanto durante
el Sexenio como durante la Restauración, mientras que tan solo
un ministro, el 2,7% del total, desempeñó esta cartera con
anterioridad a 1868 y con posterioridad a 1875 (en el último caso
como interino)
Grado de estabilidad del Ministerio de Ultramar
.
Tiempo de permanencia de los ministros en el cargo.
El período de mayor continuidad ministerial se produjo
durante la Restauración. A lo. largo de esta etapa veinte
ministros se alternaron en veintidós ocasiones en la cúspide del
Ministerio, con un promedio de 38/,7 días por mandato. Promedio,
por otra parte, muy equilibrado entre los distintos ministros del
período: tan solo en cuatro casos la cartera fue desempeñada
durante menos de 200 días, en tanto que ningún ministro ocupó el
cargo de forma continuada durante una etapa doble a la media para
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Entre 1863 y 1868 tuvo lugar una fase de mayor inestabili-
dad, en función del carácter efímero de la mayoría de los
gabinetes de la fase final del reinado de Isabel II. Tan solo en
dos ocasiones la permanencia en el cargo fue superior a un año,
siendo la tasa media de ocupación de esta cartera de~ 199,2 días.
No obstante, la fase de mayor inestabilidad se produjo
durante el Sexenio, en donde a la continua inestabilidad política
que afectó a todos los gabinetes del período se sumó, en el caso
del Ministerio de Ultramar, la prolongación de la crisis colonial
a lo largo de toda esta etapa. En este sentido, entre 1868 y 1875
quince ministros se sucedieron a lo largo de veinticinco efímeros
gabinetes, si bien en cinco casos los titulares de Ultramar
desempeñaron esta cartera a lo largo de dos gobiernos sucesivos.
El promedio de permanencia en el cargo fue de 112,3 días; cifra
aún elevada si la comparamos con la duración medía de ocupación
de la cartera durante la 1 República: 51,8 días. En este contexto
no es extraño que ningún mandato presentase una duración superior
a un año y que a finales del periodo llegara a producirse una
duplicidad de funciones en la cúpula del Ministerio, en función
de la cual, mientras el ministro electo de Ultramar trataba de
retomar in situ el control del Ministerio sobre la Administración
periférica, radicada en las colonias, el ministro de Fomento
dirigía interinamente el Ministerio desde Madrid.299
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Interinidad y crisis minist.~. lales.
No obstante, la estabilidad del ejercicio ministerial
no viene dada exclusivamente por ~l tiempo de permanencia en el
cargo sino que ha de ser matizada por otros elementos de
análisis: la incidencia de las situaciones de interinidad y el
protagonismo de este departamento en algunas de las crisis
ministeriales producidas a lo largo del periodo.
Respecto al primer punto, en siete ocasiones el cargo de
ministro de Ultramar tuvo un carácter interino, no vinculado a
una baja temporal del titular de la cartera.
J. Gutiérrez de la Concha, marqués de La Habana, desempeñó
en dos ocasiones las carteras de Guerra e interina de Ultramar.
A. López se hizo cargo interinamente de esta cartera entre mayo
y junio de 1872, pese a no ocupar puesto alguno en el gabinete
ni ser un alto funcionario del Ministerio. C. Martín, durante
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cuyo mandato la situación de interinidad se prolongó durante casi
un año, dejó la cartera de Gracia y Justicia para ocuparse
provisionalmente de la de Ultramar. Finalmente, J.B. Topete, J.
Berges y A. Cánovas simultanearon las carteras de Marina, Fomento
y la Presidencia del Gobierno, respectivamente, con 1a dirección
interina de los asuntos ultramarinos.296 Por otra parte, 5. Moret
compatibilizó las funciones de ministro de Hacienda y de Ultramar
en diciembre de 1870, si bien como titular de ambas carteras.
En conjunto, el 11,6% del total de los mandatos ministe-
riales revistieron un carácter interino, en la mayoría de las
veces agravado por la multiplicidad de competencias derivada del
desempeño de otras funciones gubernativas. Dado que la totalidad
de las situaciones de interinidad y duplicidad de funciones se
produjeron entre 1863 y 1879 (suponiendo el 26,9% de los
ejercicios ministeriales de este periodo) se puede deducir una
mayor inestabilidad ministerial por este concepto durante las
postrimerías del reinado de Isabel II y el Sexenio, así como
durante el primer quinquenio de la Restauración.
En el último caso, la inestabilidad ministerial se vería
acentuada además por el hecho de que las situaciones de inte-
rinidad por baja temporal del titular de la cartera no fueron
relevantes, excepto durante el periodo comprendido entre enero
de 1875 y noviembre de 1876, a lo largo de la mayor parte del
cual el Ministerio fue dirigido interinamente por los ministros
de Gobernación y Gracia y Justicia, en dos ocasiones en cada
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caso 301
Parecidos resultados obtenemos sí nos centramos en el otro
elemento de análisis al que hacíamos referencia: la implicación
de la cartera de Ultramar en algunas de las crisis ministeriales
del periodo.
En cuatro casos la actuación de los titulares de Ultramar
constituyó la génesis o el detonante de una crisis de gabinete
cuyo resultado siempre supuso el relevo del titular de la
cartera. La gestión de los fondos de Ultramar durante el último
gabinete amadeista de Sagasta provocó la caída del recién creado
Gobierno constitucional.302 La oposición del propio ministro de
Ultramar, E. Gasset, perteneciente al sector más tibio del
radicalismo, a la proyectada reforma colonial del segundo
gabinete de Ruiz Zorrilla desembocó en su dimisión, junto a otros
ministros, en diciembre de 1872.303 El fracaso del binomio
Martínez Campos-Albacete a la hora de llevar a cabo lo pactado
en Zanjón provocó la consiguiente caída del Gobierno y una
escisión en el bloque gubernamental canovista.~04 Finalmente, el
rechazo de amplios sectores del Partido Liberal al plan de
reformas antillanas presentado por A. Maura provocó la crisis de
marzo de 1894 y el apartamiento transitorio de la facción
gamacista del núcleo de poder aglutinado en torno a Sagasta. .5Cb
Tres de estas situaciones confluyeron en los primeros
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dieciséis años de existencia del Ministerio (1863—1879), lo que
vendría a coincidir con los datos analizados anteriormente en
relación a la mayor inestabilidad del Ministerio de Ultra
mar durante el período anterior a 1880. En tanto que las dos
últimas décadas del siglo constituirían una fase de mayor
continuidad ministerial. Este extremo no puede explicarse
exclusivamente atendiendo a la dinámica general de los gabinetes
formados a lo largo de los distintos períodos históricos que el
Ministerio atravesó a lo largo de su existencia, con ser este un
factor determinante, sino que también vendría dado por la
concentración, entre 1863 y 1879, de un alto índice de interini-
dad junto a un cierto grado coyuntural de conflictividad en el
desempeño de dicha cartera, derivado de la crisis colonial
abierta durante la mayor parte de esta etapa, factores ambos




Edad de acceso al Ministerio por primera vez.
En concordancia con estudios precedentes de sociología
ministerial el abanico de edades de acceso a la cartera por parte
de sus titulares es bastante amplío: veintinueve años separan las
edades mínima y máxima. 306 Pese a ello, destaca lo rebajado del
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límite superior del abanico de edades representadas (64 años),
así como el escaso número de individuos mayores de 59 años, fecha
que marca la entrada en la vejez en términos demográficos (3, el
8,8%). El límite inferior, por el contrario, es bastante dilatado
(32 años), llamando también la atención el elevado número de
ministros menores de 40 años (7, el 20,5%).
El principal grupo de edad es el de los 50/54 años (10
ministros, el 29,4%), que, junto al intervalo precedente (45/49
años) agruparía al 50% de la totalidad del elenco ministerial.
El predominio de estos dos grupos de edad, unido a la existencia
de un mayor número de individuos menores de 45 años (32,3%)
frente al de mayores de 54 años (17,6%), determinan la edad media
de acceso al Ministerio: 47 años.
Si analizamos las cifras de acuerdo a las tres grandes
etapas históricas que atravesó el Ministerio encontramos que
entre 1863 y 1868 la edad media de los titulares de la cartera
de Ultramar fue moderadamente superior a la edad media para todo
el periodo: 50,5 años. Ello se debe a que sí bien el 57,4% de los
ministros de esta etapa pertenecen al intervalo de los 50/54
años, tan solo hubo dos ministros por debajo de los 50 años (el
28,5%), en tanto que en este período encontramos al ministro que
establece el límite superior de edad de acceso al Ministerio: M.
de Seijas (64 años)
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Cifras muy parecidas son las correspondientes a los
ministros que accedieron por primera vez al cargo durante la
Restauración. La media de edad fue de 49,8 años, de nuevo
correspondiente a un predominio de los ministros englobados en
el intervalo de los 50/54 años (4, el 30,7%) . Existiendo, en este
caso, un mayor número de ministros que accedieron a la cartera
con menos de 50 años (5, el 38,4%) que los que lo hicieron con
más de 54 años (3, el 30,7%).
El estudio del conjunto de ministros que ocuparon la cartera
durante el Sexenio revela una edad media mucho menor: 44,2 años.
Ello viene determinado, tanto por el rejuvenecimiento del grupo
de edad mayoritario, que pasa a ser el de los 45/49 años (5, el
33,3%>, como por el elevado porcentaje de ministros menores de
45 años (7, el 46,6%), sobre todo si tenemos en cuenta el hecho
de que cuatro de éstos (el 26,6%> se sitúan en la treintena. En
este último grupo encontramos a los dos únicos ministros que
accedieron a esta cartera con menos de 35 años: 5. Soler y Plá
(34 años) y el jovencísimo 5. Moret (32 años) Por el contrario,
tan solo tres ministros (el 20%) rebasaban la barrera de los 50
años en el momento de acceder por primera vez al Ministerio,
entre los cuales solo dos (el 13,3%) pertenecen al grupo de edad
de los 50/54 años, mayoritario en los otros períodos.
La edad media de este grupo sería aún menor (43,7 años) si
excluyéramos a los 6 ministros republicanos, cuya media de edad
es ligeramente superior al promedio para todo el Sexenio (45
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años), ello vendría dado por la alternancia al frente de la
cartera de Ultramar de políticos jóvenes junto a notables
históricos del republicanismo de mayor edad (como F. Salmerón,
51 años, o J.C. Sorní, 60 años).
~FI1875-1 898
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Edad de acceso al Ministerio en el conjunto de gabinetes del
período.
Si nos centramos, no en la edad de acceso al Ministerio por
primera vez, sino en la edad del conjunto de los sucesivos
ministros en activo en el momento en que tomaron posesión de su
cargo (es decir, incluyendo en el estudio las quince ocasiones
en que la cartera fue ocupada por antiguos titulares de la misma
que no la habían desempeñado en el gabinete inmediaEamente
1? 12
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anterior), constatamos un ligero envejecimiento durante las dos
primeras etapas (51,2 y 44,8 años respectivamente), que se hace
más pronunciado para el periodo de la Restauración (52,4 años)
Ello vendría dado, no solo porque éste sea, con diferencia, el
periodo cronológico más prolongado (24 años de -los 36 que
enmarcan la existencia del Ministerio), sino también porque,
desde finales de la década de los ochenta, vamos a encontrar al
frente del Ministerio a un conjunto de notables, cuya experiencia
ministerial en este departamento se remontaba al Sexenio (y.
Balaguer, M. Becerra y 5. Moret) •302
Las características estudiadas reproducen la dinámica
demográfica establecida por otros estudios para el conjunto de
la élite ministerial del Estado durante la Restauración.
En este sentido el elenco ministerial de Ultramar se
inscribe, desde una óptica demográfica, en los parámetros que
tipifican al conjunto del período.~06 En conjunto, como puede
apreciarse en el siguiente gráfico, la reiteración al frente del
Ministerio de Ultramar de una serie de notables no produjo un
envejecimiento significativo del promedio de edad de desempeño
del cargo para todo el periodo (49,2 años) Tan solo durante la
Restauración, particularmente entre 1888 y 1898, se produjo, por
las razones ya mencionadas, un envejecimiento del elenco ministe-
rial (56,8 años será la media de edad de los ministros que se
sucedan a lo largo de dicha década), ello coincidía curiosamente
249
con la llegada al Ministerio del ministro de Ultramar más joven
de la Restauración: A. Maura (39 años). La coincidencia de ambos
factores constituye un reflejo del inicio del recambio genera-
cional de la clase política de la Restauración que tendrá lugar
a comienzos del siglo XX.309
Grupos de edad
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Procedencia regional.
El estudio de la extracción geográfica de la élite minis-
terial nos muestra la amplia diversificación de la procedencia
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geográfica de los ministros de Ultramar, como puede apreciarse






El indice de representatividad se ha obtenido dividiendo el porcentaje de ministrOa oriundos de
ada región representan respecto al número total.por el porcentaje qije el total de la población de
licha región representaba respecto al total nacional
Un elemento significativo es el bajo índice de representa—
tividad de Madrid (0.86), correspondiente a una modesta parti-
cipación en términos absolutos (tan solo el 8,1% de los ministros
de Ultramar procedían de esta provincia) . Extremo contrasta
vivamente con los datos existentes para el conjunto de la éiite
ministerial del Estado, que otorgan a esta provincia el 18,8% del
total, así como el mayor índice de representativídad de todas las
regiones (1,88> ,31G El reclutamiento centrípeto del elenco
ministerial no existe en el caso del Ministerio de Ultramar,
constituyendo éste otro de los factores derivados de la particu-
lar idiosincrasia del Ministerio de Ultramar.
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moderada pero continua tendencia ascendente, en el número de
ministros procedentes de Madrid: ninguno entre 1863 y 1868, uno
durante el Sexenio y dos en la Restauración (ya de la capital> ~
Andalucía es la región que cuantitativamente más ministros
aportó al elenco ministerial de Ultramar (21,6% del total). Si
bien, sus índices de representatívidad, pese a ser altos, son
inferiores a los de otras regiones.312 Destaca el elevado promedio
de ministros procedentes de esta región durante la última fase
del reinado de Isabel II (el 50% del total); porcentaje que
desciende hasta un 25% durante la Restauración, si bien sigue
siendo el grupo más numeroso; en tanto que, durante el Sexenio,
la representación andaluza queda por debajo de la de gallegos y
catalanes, probablemente debido al carácter más conservador de
la olígarquía andaluza. No obstante lo cual, tanto 5. Moret como
A. López de Ayala fueron dos de los ministros de Ultramar más
relevantes del período, siendo este último ministro de Ultramar
en cuatro ocasiones durante el Sexenio.~’~
Sorprendente resulta la posición ocupada por Galicia, que
con seis ministros (el 16,2% del total) ocupa la segunda posición
en el ranking regional. Siendo además su índice de representa-
tividad el más elevado del total regional (si exceptuamos los
casos de Baleares y Canarias, cuya elevada tasa viene determinada
por lo escaso de su población) . Si bien esta región ha tenido
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tradicionalmente gran importancia como ámbito de procedencia de
los cuadros del Estado español contemporáneo, como se refleja en
los contados estudios que existen sobre este tema, su peso en el
Ministerio de Ultramar no parece proporcional al que dichos
estudios le otorgan sobre un espectro institucional~-más amplio.
Desde esta óptica, seria ésta una característica específica del
Ministerio de Ultramar, a la que no sería ajeno, probablemente,
el elevado grado de vinculación de esta región con Cuba. Debido
a la emigración, a la existencia de fuertes intereses comerciales
por parte de los emigrados en la isla y al extraordinario grado
de vinculación de la influyente colonia gallega con su región de
procedencia. La presencia de políticos gallegos al frente del
Ministerio reviste, por otra parte, un carácter continuado, que
solo observamos en los casos de Andalucía y Cataluña. La
representación más nutrida corresponde al Sexenio, durante el
cual el número de ministros procedentes de esta región es
asimismo el más alto en términos absolutos (cuatro ministros, lo
que representa el 26,6% del elenco ministerial septembrino) •314
También es significativo el número de ministros catalanes
(cuatro ministros, el 11,4% del elenco ministerial), cifra
moderada en términos absolutos, pero que debe ser matizada
mediante su análisis a través de los distintos períodos que
atravesó el Ministerio en su existencia.
Durante el período final del reinado de Isabel II encon-
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tramos a un ministro catalán (12,5% del total), cifra baja, pero
relativamente elevada si la comparamos con el raquítico 4V/% que
supone la presencia catalana a lo largo de la Restauración
(limitada asimismo a un solo representante). Este último extremo,
que coincide con los datos disponibles para la totalidad del
elenco ministerial de la Restauración (dentro del cual Cataluña
solo aportaría el 4,2% del total de ministros del estado),
contrastaría con la sobrerepresentación de Cataluña durante el
Sexenio (tres ministros, el 20% del total>, período durante el
cual esta región ocupa el segundo lugar respecto a la procedencia
geográfica de los titulares de la cartera de Ultramar. 315
La importancia de las colonias antillanas para los intereses
de este grupo no se correspondería, por tanto, con una mayor
presencia de ministros oriundos de dicha región al frente del
ministerio encargado de diseñar la política colonial a lo largo
de todo el periodo. Ello podría deberse al buen funcionamiento
del pacto implícito en materia de política colonia establecido
entre los sectores de la burguesía catalana implicados en la
explotación económica de las colonias y los gobiernos que se
sucedieron a lo largo del periodo final del reinado de Isabel II
y de la Restauración. De este extremo derivaría el escaso interés
por parte de estos sectores de la burguesía catalana por colocar
representantes directos al frente de la política colonial. Un
elemento que avalaría esta hipótesis, pendiente de un estudio más
exhaustivo, sería la afluencia coyuntural de ministros catalanes,
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vinculados a la burguesía industrial y comercial como puede
deducirse del estudio de sus cursus honorum, durante el Sexenio,
coincidiendo precisamente con la única fase de incertidumbre real
que atravesó el pacto colonial, lo que llevaría a este grupo a
tratar de intervenir más activamente en la defensa de sus
intereses 316
La Submeseta Norte presenta un índice de representatividad
elevado (1,10), sobre todo durante la Restauración, en la que con
tres ministros (dos vallisoletanos y un salmantino) representa
al 15j7% del total ministerial.31’
Murcia, con dos ministros entre 1875 y 1898, tiene el
segundo indice de representatividad más elevado entre las
regiones que aportan más de un ministro (1,33) •íí8
Similar número de ministros son oriundos de Valencia; sí
bien en este caso, ambos desempeñaron sus funciones exclu-
sivamente durante la 1 República.319 Este último elemento no ser
ajeno a la fuerte presencia republicana en Levante, así como al
menor grado de vinculación económica de las oligarquias locales
hacia las colonias.’20
Mayor indice de representatividad presenta Aragón, con el
mismo número de ministros originarios de esta región. En tanto
que Asturias, con un solo representante, presenta uno de los
indices de representatividad más bajos (0,78) . Dada la impor-
tancia del Principado como vivero de una parte importante de la
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clase política del XIX sorprende la escasa proyección de esta
región en este campo. 321
Los archipiélagos balear y canario están representados
igualmente por un ministro en cada caso, pese a lo cual, dado el
escaso peso demográfico de dichas regiones dentro del conjunto
del Estado español, presentan los indices de representatívidad
más elevados (1,56 y 1,60) •j22
Extremadura, Castilla— La Mancha, País vasco, Cantabria y
Navarra carecieron de representación.
Finalmente, hay que destacar el elevado número de ministros
procedentes de América (3, el 8,5% del total) . Distribuidos de
manera uniforme a lo largo de los tres períodos históricos que
enmarcan la existencia del Ministerio. Si bien en dos casos, el
marqués de La Habana y el brigadier J.B. Topete, se trató de
militares nacidos en la América continental en vísperas de su
emancipación, en tanto que solo en el caso del posibilista B. A-
barzuza encontramos a un miembro del poderoso grupo hispano-
cubano, lo que explicaría la buena disposición de este grupo de
presión hacia su nombramiento como ministro en 1994, con el
encargo de obtener una alternativa aceptable al plan de Maura,
pese a su anterior filiación republicana.
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Frocedencia del medio urbano o rural.
Respecto a la extracción urbana o rural de la cúpula
ministerial, los datos disponibles confirman el predominio neto
del medio urbano sobre el rural. De forma que, como-puede apre-
ciarse en el gráfico adjunto, los ministros oriundos de capitales
de provincias conforman el 44,4% del total. Un porcentaje muy
alto, si tenemos en cuenta que, hacia mediados del período
estudiado, la población de las capitales de provincia representa-
ba tan solo el 13,5% del total nacional.323
Si añadimos a estas cifras los ministros nacidos en núcleos
urbanos no capítalínos, entendiendo como tales a núcleos de más
de 10.000 habitantes (Santiago, Ferrol, Avilés, Rosas, Loja,
Antequera y Córdoba de Tucumán), el porcentaje de ministros
oriundos de espacios urbanos asciende al 66,6% del total.
Por lo tanto, en el caso del Ministerio de Ultramar, es
constatable una polarización de la procedencia de las élites del
poder político en torno a los núcleos urbanos, pese al carácter
eminéntemente agrario de la sociedad española entre 1863 y 1898.
Entre las regiones que aportan mayor número de ministros,
destaca la elevada procedencia del medio urbano en los casos de
Galicia (66,7% del total de los ministros oriundos de esta
región), Andalucía (75%) y Cataluña (75%) . En tanto que la
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Submeseta Norte, en donde solo un 33,3% de sus representantes
procedían de un medio urbano, es la única región entre las que
aportan varios ministros, en donde e.l origen de éstos es
predominantemente rural.
Por ciudades, solo Madrid y Málaga, con dos representantes
cada una, marcan una diferencia frente al resto. Se trataría, por
tanto, de una procedencia urbana caracterizada por una gran
dispersión en multitud de núcleos urbanos. Tan solo Barcelona,
con tres ministros, aglutina a un porcentaje significativo del
elenco ministerial (el 8,1% del total) . Este predominio atipico
del número de ministros oriundos de la Ciudad Condal habría que
explicarlo en términos relativos a la pertenencia de la mayoría
de los ministros catalanes a la burguesía industrial y comercial
que tenía su epicentro en Barcelona.324
Procedencia urbana y rural del elenco ministerial
Sin datos
Ca~itale? ‘- 2.7
Origen social del elenco ministerial
.
El estudio de la extracción social de las élites ministe—






de información con la que, a menudo, tropieza el investigador.
No ha sido esta una excepción, pese a lo cual disponemos de una
muestra suficientemente significativa referente a los orígenes
familiares de veintinueve ministros.
Del análisis de los datos disponibles, se puede concluir ~ue
el principal grupo de procedencia social de los ministros de
Ultramar fue la burguesía y dentro de ésta los niveles medios y
altos de la misma.
Dentro de los estratos superiores, el subgrupo más numeroso
estaría constituido por aquellos ministros nacidos en el seno de
familias de profesionales del Derecho. Así sucede en los casos
de 5. Soler y Plá y T. Ruiz, hijos de abogados; de G. Gamazo,
descendiente de un notario; o de T.M. Mosquera, cuyo tío fue uno
de los más prestigiosos abogados de Orense.
También es numeroso el conjunto de ministros procedentes del
hogar de médicos acomodados. A este grupo pertenece el trío de
ministros republicanos constituido por F. Salmerón, E. Palanca
y F. Suñer, médico también este último.
No faltaron representantes de la burguesía comercial y
financiera, como B. Abarzuza, perteneciente a una familia de
armadores gaditanos con importantes intereses coloniales, o T.
Castellanos, heredero de la mayoría de las acciones de la
poderosa banca Villaroya y Castellanos. También encontramos, a
finales ya del período a algún ministro vinculado a los niveles
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más modestos de la burguesía industrial, como A. Maura, cuyo
padre poseía una fábrica de curtidos en Mallorca.
La omnipresente burocracia esta representada por los casos de 5.
Moret y D. López, ambos hijos de altos funcionarios de la
Administración. En tanto que, a un menor nivel, la-procedencia
de un medio si no académico si vinculado a la enseñanza, vendría
de la mano del propio A. Cánovas, hijo del director de las Escue-
las del Consulado de Málaga.
El origen de otros dos ministros también radicaría en la
pequeña y mediana burguesía, si bien en el seno de familias
arruinadas por diversas vicisitudes pero que aún conservaban
ciertos contactos. Tales fueron los casos de E. Gasset o de T.
Rodríguez (de cuya educación se ocuparía el Conde de Teba) •325
Asimismo pertenecerían a este grupo un conjunto de ministros
procedentes de familias de medianos propietarios o modestos
rentistas, como C. Martín, M. Aguirre, M. Suárez y F. Romero.
La aparición de ministros oriundos de la nobleza se limita
a M. de Seijas, perteneciente a una familia de la pequeña nobleza
absentista, así como a F. León y Castillo y A. López de Ayala,
cuyas familias pertenecían a esa pequeña nobleza rural que ha de
explotar directamente sus posesiones.
El conjunto de ministros titulados perteneció a la nobleza
funcionarial o militar de nuevo cuño creada por Isabel II (el
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marqués de La Habana), Alfonso XII (el marqués del Pazo de la
Merced y el Conde de Tejada de Valdosera) o María Cristina (que
otorgó a León y Castillo el marquesado de Río Muni, en lo que
constituyó el único caso entre los ministros oriundos de la
pequeña nobleza que consiguió un título).
Los ministros nacidos en el seno de familias militares no
fueron muy numerosos. Tan solo el marqués de La Habana y el
brigadier Topete pertenecieron a este grupo, de fuerte endogamia
como prueba el hecho de que arribos se hicieron a su vez militares.
Ambos ministros descendieron de oficiales de la Armada destinados
en las colonias.
Junto a la abrumadora presencia de ministros procedentes de
la burguesía, apenas matizada por una limitada presencia de los
grupos militar y nobiliario, encontramos a un conjunto de
ministros procedentes de familias modestas, e incluso de humilde
extracción social. Es el caso de M. Becerra, J. Elduayen y de G.
Núñez (hijo de un modesto empleado de correos) . También pertene-
cena a este grupo C. Marforí, de humilde extracción social, pese
a su encumbramiento posterior derivado de su parentesco con
Narváez.
Finalmente, hemos de realizar una referencia somera al
carácter endogámico que se ha atribuido a menudo a la actividad
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política. En el ámbito del Ministerio de Ultramar éste puede ser
constatado en cuatro casos: el de D. López, hijo de un ministro
de Hacienda de Fernando VII; el de C. Marforí, sobrino de
Narváez; el de E. Gasset, emparentado por su matrimonio con el
general Serrano; y el de A. Maura, quien ocupó el cargo de
ministro de Ultramar de la mano de otro ex—ministro, G. Gamazo,
cuñado y padre político, ya que no biológico, del anterior.
Si descendemos un peldaño en el organigrama ministerial,
encontramos un nuevo ejemplo entre los subsecretarios del
Ministerio: el de T. Rodrigáñez Sagasta, subsecretario del
Ministerio entre 1885 y 1890, en curiosa coincidencia con la
presidencia por su tío del Consejo de Ministros. 326
Formación académica y ocupación profesional
.
Centros de formación.
La escasez de datos relativos a los estudios de primera
enseñanza de los notables políticos que dirigieron el Ministerio
de Ultramar nos impide profundizar en este extremo. Disponemos
de mayor información sobre los estudios de enseñanza media, en
torno a los cuales podemos realizar una serie de precisiones pese
a lo fragmentario de los datos reunidos.
La presencia de centros de tipo religioso es abundante;
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representada, sobre todo, por centros educativos vinculados a
órdenes religiosas: el Colegio de 5. Agustín en Las Palmas, los
elítístas escolapios de Getafe y el colegio de esta misma orden
en Jaca, formaron a un conjunto de ministros pertenecientes a la
alta burguesía: F. León y Castillo, 5. Moret y J. Gil, cursaron
respectivamente allí sus estudios. Los seminarios conciliares de
Almería y Orense formaron a dos de los ministros más anticlerica-
les del Sexenio: F. Salmerón y T.M. Mosquera. Del de Toledo se
fugó G. Núñez para comenzar su carrera como periodista. En las
Escuelas Pías de Archidona estudió F. Romero Robledo, antes de
pasar al Instituto de Segunda Enseñanza de Málaga. No fue el
único en cursar sus estudios sucesivamente en centros religiosos
y estatales, J. Berges, tras cuatro años en los escolapios de
Jaca, culminó su preparación preuniversitaria con un año en el
Instituto de Zaragoza.
No obstante, igualmente numeroso fue el número de ministros
educados en los entonces prestigiosos institutos de enseñanza
media. El Instituto de Figueras, con dos futuros ministros de la
1 República, fue el centro más exitoso a este respecto del que
tenemos constancia documental: F. Suñer y 5. Soler y Plá, ambos
pertenecientes a la burguesía catalana, se formaron en él. Los
institutos de Orihuela y Murcia vieron en sus aulas a T. Ruiz,
el de Málaga a F. Romero, el de Zaragoza a J. Berges y el de
Palma de Mallorca a A. Maura.
LJama la atención la ausencia de ministros formados en el
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prestigioso Instituto de 5. Isidro de Madrid, quizá debida a que
no disponemos de referencias relativas al centro donde cursaron
su bachillerato los ministros nacidos en la capital del Reino.
El hecho de que el segundo tercio del sigló XIX sea el
momento de conformación de las líneas maestras del sistema
educativo liberal, cuyas características fundamentales serian
trazadas entre 1845 y 1857, determinó la existencia de ministros
que llegaron a cursar la enseñanza media en momentos anteriores
a su separación del ámbito universitario. 327 Tal fue el caso de
A. Seijas quien realizó el antiguo bachillerato en Filosofía en
el Colegio de Santiago de Compostela, como fase previa a cursar
la licenciatura en Derecho por dicha Universidad.
Los dos ministros militares estudiaron, como es lógico, en
centros de formación militar. Si bien, es curioso que ambos
procedieran de los dos centros más elitistas en este ámbito: como
la Academia de Artillería de Segovia (en el caso del marqués de
La Habana) y la Academia General de 5. Fernando (en el de J.B.
Topete)
En conjunto, encontramos un panorama de gran dispersión
derivado de la inexistencia, para el caso del Ministerio
estudiado, de un reclutamiento centrípeto de la élite ministe-
rial, ya que, con algunas salvedades como el gaditano Moret o el
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madrileño Salmerón, los futuros ministros cursaron sus estudios
de enseñanza media en centros radicados en sus lugares de origen
o cercanos a éstos.
Distinto es el caso de la enseñanza universitaria, como
podemos apreciar en el gráfico adjunto:














Se circunscribieron a este centroU No estudios sun~nrda.
Cursaron sus estudios superiores en dos centros[J
Se observa una clara tendencia por parte de la élite
ministerial a la realización de sus estudios universitarios en
Madrid. Al respecto, el 41,3% de los ministros que cursaron estu-
dios superiores lo hicieron en centros universitarios radicados
en Madrid: diez en la Universidad Central y dos en escuelas de
ingeniería. En dos casos se trató de individuos que, procedentes
de las universidades de Granada y Santiago, terminaron licencián—
dose en la Universidad Central.
U 2 4 6 8 10 12
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Sí cotejamos estas cifras con la exigua participación de
Madrid en el origen geográfico de los ministros de Ultramar (tan
solo dos ministros, el 5,7% del total, procedían de la capital),
así como con los datos, anteriormente expuestos, referidos a la
enseñanza medía, apreciaremos mejor el carácter de polo de
atracción que, para gran parte de la élite ministerial, tuvieron
los centros de enseñanza superior radicados en la capital del
Estado.
En este sentido, el análisis regional de los ocho ministros
no capítalinos que cursaron sus estudios universitarios en
Madrid, revela que cuatro procedían de Andalucía, tres de Galicia
y uno de Mallorca. Ignoramos si esta distribución regional
respondió o no a caracteres específicos de las élites de estas
regiones. En cualquier caso parece claro que la atracción que los
centros de enseñanza superior madrileños ejercieron sobre
determinadas élítes regionales habría que explicarla, no solo en
términos relativos al prestigio académico que siempre tuvo la
Universidad Central, o a la exclusiva radicación de determinadas
escuelas técnicas en la capital, sino, fundamentalmente, a partir
de las implicaciones que el marco del Estado centralizado del
XIX, tuvo para aquellos que desearan seguir la carrera política.
La elevada presencia de ministros andaluces se tradujo,
pese al alto número de los que estudiaron en Madrid, en un
elevado porcentaje de ministros formados en las dos principales
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universidades de la región. En este sentido seis ministros
estudiaron en las universidades de Sevilla y Granada (el 22,2%
del total)
Similar situación se produjo en Cataluña cuyas universidades
acogieron a la totalidad de los ministros oriundos de la región.
Aunque en el caso de F. Permanyer, la licenciatura se produciría
en Sevilla, tras el cierre de la Universidad de Cervera.
La Universidad de Santiago, en cambio, solo vio en sus aulas
a dos de los cuatro ministros gallegos que comenzaron una carrera
superior, culminando además uno de ellos sus estudios en Madrid.
Oviedo, Zaragoza y Valencia absorbieron a la mayoría de los
ministros nacidos en sus ámbitos regionales. En tanto que
Salamanca y Valladolid se repartieron a los dos ministros de
origen castellano con estudios universitarios.
No faltaron aquellos que, como B.Abarzuza, realizaron sus
estudios superiores en el extranjero, concretamente en Londres.
Lo que resulta característico en el único ministro directamente
vinculado por sus orígenes a la oligarquía hispano-cubana?28
Titulación académica y ocupación profesional
.
El tradicional predominio que a lo largo del XIX ejercieron
los profesionales del Derecho sobre el mundo de la política es
perfectamente constatable en el caso del Ministerio de Ultramar,
en donde la preponderancia de ministros licenciados en Derecho
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fue absoluta. Al respecto, veinticuatro de los veintiocho
ministros cuya titulación superior conocemos estuvieron licen-
ciados en Derecho, frente a un médico, un ingeniero de caminos,
un licenciado en Farmacia y Ciencias Exactas, Físicas y Naturales
y tres licenciados en Filosofía y Letras (también lídenciados en
Derecho en los cuatro últimos casos).
En concordancia con lo anterior, la ocupación profesional
más frecuente entre los ministros de Ultramar fue la de jurista.
Profesión que, en su vertiente relativa al libre ejercicio de la
misma, a través de un bufete, fue desempeñada por casi todos los
ministros licenciados en Derecho, en uno u otro momento de su
carrera (una de las excepciones fue la del propio Cánovas que
solo en contadisimas ocasiones vistió la toga) . Seis ministros
simultanearon de forma exclusiva su actividad política con el
libre ejercicio a través de un bufete.329 Nueve llegaron a
desempeñar altos cargos en áreas relacionadas con la jurispruden-
cia: siete fueron ministros letrados del Consejo de Estado,
cuatro lo fueron del Tribunal Supremo, dos del Tribunal Conten-
cioso-Administrativo, uno del Tribunal de Cuentas, en tanto que
otro fue jefe de sección en la Administración central del
Ministerio de Gracia y Justicia.’30 En tanto que solo en un caso
existió una dilatada práctica previa como fiscal y magistrado de
diversas audiencias provinciales •331
No siempre la licenciatura en Derecho conlíevó una ads-
cripcIón a alguna de las múltiples vertientes profesionales de
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esta carrera, de manera que, al menos en un caso, correspondió
a una prolongada carrera como burócrata en el seno del Ministerio
de Hacienda.332 En tanto que, por otra parte, en cinco ocasiones
la práctica privada de la abogacía fue compatibilizada con una
intensa actividad profesional como periodistas, a menudo
propietarios de sus propios diarios.
La preponderancia profesional del ancho campo abarcado por
el Derecho se acentúa aún más si tenemos en cuenta que tres de
los cuatro ministros que practicaron la docencia universitaria
lo hicieron dentro de este marco (dos catedráticos de la
Universidad Central, de Derecho y de Instituciones de Hacienda
respectivamente, y un catedrático auxiliar de la Universidad de
Valencia) ~
La otra actividad profesional ejercida por un amplio número
de integrantes de la élite ministerial fue la de periodista.
Quince ministros de Ultramar pueden enclavarse en este grupo. Si
bien, once de ellos simultanearon una labor jurídica o docente
con su actividad periodística. En cuatro ocasiones se trató de
individuos sin estudios superiores, lo que no impidió que tres
de ellos fueran afamados hombres de letras en su época (G. Núñez
de Arce, T. Rodríguez Rubí y A. López de Ayala, quien no llegó
a culminar con un titulo su licenciatura en Derecho), en tanto
que el cuarto fue sin duda quien alcanzó mayor éxito en este
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campo de todo el grupo (E. Gasset)
En algunos casos, el salto hacía el mundo de la política se
produjo utilizando como trampolín la influencia obtenida a través
del ejercicio de la profesión periodística. Así tuvo lugar el
ingreso en este ámbito de futuros ministros, como A.- López y G.
Núñez. En otras ocasiones, el paso hacia el periodismo se produjo
con posterioridad al comienzo de la actividad política, a fin de
fortalecer las posiciones adquiridas previamente a través de ésta
(M. De Seijas) . No obstante, en la mayor parte de las ocasiones
ambas actividades se desarrollaron de forma simultánea, dada la
fuerte interrelación existente en este periodo entre el mundo de
la política y la prensa, ello motívó la existencia de un elevado
número de ministros vinculados a actividades de tipo periodísti-
co: V. Balaguer, A. Cánovas, F. León y Castillo, J. Gil, E.
Gasset, M. Suárez, T. Ruiz, A.M. Fabié, F. Romero, F. Salmerón
y 5. Soler y Plá, junto a los ya citados.
Salvo en los casos de T. Rodríguez y G. Núñez, el resto de
los ministros para los que el periodismo constituyó una impor-
tante parcela de su actividad profesional, llegaron a dirigir y,
en algunos casos fundar, sus propios periódicos. El grado de
influencia que alcanzaron a través de esta actividad fue muy
variable, si bien en alguna ocasión llegó a eclipsar a la propia
actividad política del protagonista (el ejemplo más paradigmático




Un médico (F. Suñer), un ingeniero que trabajó para el
Estado dentro de su respectivo cuerpo (J. Elduayen), dos funcio-
narios que recorrieron gran parte del escalafón de los cuerpos
de gestión del Estado (A. De Castro y C. Marforí) y dos militares
de carrera (el marqués de La Habana y J.B. Topete) completan este
cuadro.
Grado de preparación de la elite ministerial para el desempeño
de su carao
.
Experiencia político-administrativa previa al ejercicio del
cargo.
Si a partir del siglo XX los partidos políticos se irán con-
virtiendo progresivamente en formaciones más amplias que, a-
biertas a las clases medias urbanas y rurales, van a ir adqui-
riendo lentamente una serie de características que los tipifican
como partidos de masas, en la segunda mitad del siglo XIX
revisten aún el carácter de agrupaciones de notables, de proce-
dencia generalmente urbana, como ya hemos constatado en el caso
que nos ocupa. En este sentido, durante el período estudiado la
base del sistema político descansaba en la práctica de un método
de promoción permanente para los miembros más dotados de las
clases burguesas, de acuerdo a una serie de parámetros que
Martínez Cuadrado cifra en capacidad retórica y dotes de mando
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o administración. La col~a vertebral de este sistema era la
carrera parlamentaría, en torno a la cual se vertebraban los
restantes aspectos de la carrera política o cursus honorum, cuya
cúspide venia dada por el ejercicio de la función ministerial.
Como puede extraerse del análisis del gráfico que adjun-
tamos, la totalidad de la élite estudiada accedió a las cámaras
legisladoras con anterioridad a su nombramiento ministerial. En
este sentido, el conjunto de los treinta y siete ministros de
Ultramar perteneció en algún momento de sus carreras a la Cámara
Baja. En tanto que ocho de ellos, tres con carácter vitalicio,
pasaron posteriormente al Senado
La instrumentalización de la función parlamentaria como
mecanismo para ir ascendiendo peldaños en la carrera política,
viene confirmada por el elevado número de miembros del elenco
ministerial que desempeñaron los cargos de presidente, vicepre-
sidente o secretario del Congreso con anterioridad a su acceso
a la cartera de Ultramar. Once de ellos, el 30,5% del total,
ejercieron alguno de estos cargos, en ocasiones como fase
inmediatamente previa al acceso al sillón ministerial, como
sucedió con T.M. Mosquera o E. Palanca.
Un elemento destacable viene dado por el bajo promedio de
quienes comenzaron su carrera política en los niveles políticos
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locales y provinciales, representados por los municipios (cinco
alcaldes y concejales, el 13,8% del total) y las diputaciones
provinciales (tres diputados provinciales, el 8,1% de la totalidad
de los ministros) . Ello pondría en cuestión, siempre en el caso
estudiado, la importancia que se ha venido otorgando a dichos
niveles de actividad política, como punto de partida del cursus
honorum.
Mucha mayor fue, sin embargo, la concurrencia del elenco
ministerial estudiado en los altos cargos de la Administración
de nombramiento político: diez ministros desempeñaron el cargo
de gobernadores civiles, ocho ocuparon diversas direcciones gene-
rales y trece el puesto de subsecretario: cuatro como subsecreta-
rios de Gobernación, dos en el Ministerio de Estado, dos en el
de Hacienda -uno con carácter interino—, dos en el de Ultramar
-en un caso en dos ocasiones-, uno en Gracia y Justicia y uno en
los ministerios de Gobernación y Ultramar sucesivamente. Lo que
supone, dado que varios de ellos desempeñaron sucesivamente
varias de estas funciones, el 51,3% de la élíte ministerial. Si
a este porcentaje le añadimos el de aquellos ministros que, con
anterioridad a su nombramiento y pese a no haber desempeñado
nunca direcciones generales o subsecretarías, ocuparon altos
cargos en otras dependencias de la Administración (como fiscal
del Tribunal Supremo, como Capitán General y Gobernador Superior
de Cuba -en dos ocasiones-, como embajador y como brigadier de
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la Armada), obtendremos que el 62,1% de los ministros de Ultramar
adquirieron una experiencia político—administrativa previa al
ejercicio de la función ministerial, a través de los cargos
públicos ocupados a lo largo del cuúrsus honorum en diversas
instancias de la Administración del Estado.
Un análisis más pormenorizado de la carrera política del
grupo estudiado, nos lleva a establecer una serie de importantes
matices; tanto en lo referente a los diversos períodos históricos
por los que atravesó el Ministerio, como al mayor o menor
desarrollo de los curricula de los diferentes ministros.
Durante la etapa final del reinado de Isabel II, el conjunto
de ministros que se sucedieron a la cabeza del Ministerio de
Ultramar presentó, junto a una dilatada carrera parlamentaria
(encontramos en este grupo a un presidente y dos vicepresidentes
del Congreso, así como a un presidente del Senado) un elevado
grado de experiencia en los altos niveles de la Administración
del Estado: tres fueron gobernadores civiles (dos de ellos de
Madrid), uno director general, uno fiscal del Tribunal Supremo,
otro consejero real, dos ministros acumularon en sus curricula
los cargos de director general y subsecretario y otro los de
embajador en diversos lugares, director general y consejero real.
Asimismo doc de ellos tuvieron una experiencia muy directa al
frente de la Administración colonial: uno corno intendente de
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Hacienda en Filipinas y otro como Gobernador Superior de Cuba en
dos ocasiones.
Se trata por tanto de un grupo que recorrió los diversos
peldaños del cur.sus honorum antes de acceder a la función
ministerial.
No sucede lo mismo con los quince ministros que tomaron
posesión del cargo durante el Sexenio, como podemos extraer del
análisis del gráfico adjunto.
La carrera política de éstos fue mucho más meteórica que
entre los viejos notables isabelinos. Lo que puede explicarse
atendiendo tanto a la menor media de edad de este grupo, como a
la marginación política de gran parte de los políticos de este
periodo durante el reinado de Isabel II. Al respecto, es
significativo que ocho de estos ministros entraran en el Congreso
por primera vez durante el Sexenio, en tanto que otros dos li-
mitaran su experiencia parlamentaria previa al ámbito del Bienio.
Asimismo no encontramos entre ellos a ningún representante del
Senado.
Y todo ello pese a que la tribuna parlamentaria fuera la
principal plataforma de propulsión hacia el sillón ministerial
(cinco vicepresidentes y un secretario del Congreso, a menudo
como cargos inmediatamente previos al nombramiento ministerial,
corroboran este extremo)
Menos de la mitad del grupo presenta una experiencia
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político—administrativa previa a través del ejercicio de altos
cargos en la Administración del Estado (tres subsecretarios, dos
gobernadores civiles, un director general y otro que unió a este
cargo el de secretario del Tribunal Contencioso—Administrativo)
En tanto que seis de ellos, comenzaron su car-rera en los
niveles locales y provinciales del mundo político (cinco en ayun-
tamientos y uno en diputaciones provinciales) . Destacando el
hecho de que, tanto el único ministro que comenzó su carrera
política como diputado provincial, como los dos que lo hicieron
como alcaldes y uno de los tres tenientes de alcalde, fueran
ministros vinculados a la burguesía catalana. Siendo ésta una
característica particular de la élite ministerial de origen
catalán que la diferencia de lo observado para los restantes
ámbitos regionales.
La iniciación a la vida política en ayuntamientos y
diputaciones provinciales, como primer escalón del cursu.s
honorum, casi desaparece de los curricula ministeriales al anali-
zar el conjunto de ministros que accedieron por primera vez a
este cargo durante la Restauración (hay tan solo dos casos, el
de un diputado provincial por Valencia y otro por zaragoza)
De nuevo la práctica de una dilatada carrera político—
administrativa, a través del desempeño sucesivo de altos cargos
en diversas instancias de la Administración, se convierte en una
característica común a casi todos los elementos del elenco
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ministerial: cuatro fueron gobernadores civiles, uno embajador,
uno fiscal del Tribunal Supremo, dos consejeros de Estado, cinco
subsecretarios, uno director general y consejero de Estado, dos
desempeñaron los cargos de consejero de Estado y de subsecretario
—en un caso en dos ocasiones- ,otros dos unieron a ambos cargos
el de director general, y, finalmente, uno de ellos llegó a
desempeñar sucesivamente con anterioridad a su ascensión
ministerial los cargos de director general, subsecretario,
consejero de Estado y fiscal del Tribunal Supremo. 336
Todo ello compatibilizado con una actividad parlamentaría,
más o menos intensa, pero siempre omnipresente. Verdadero punto
de partida de las carreras políticas del grupo de ministros de
nuevo cuño surgidos a lo largo de la Restauración, si bien el
71,4% (diez de los catorce ministros de este periodo) iniciaron
su actividad parlamentaria con anterioridad a 1875.
Existe, por tanto, una menor experiencia previa político—
administrativa de los ministros de Ultramar surgidos durante el
Sexenio, frente a los que accedieron por primera vez al cargo
durante la etapa final del reinado de Isabel 11 y la Restaura-
ción. Cuyos cur,ricula, más voluminosos, se centran en el
desempeño de altos cargos en la Administración del Estado
paralelamente al desarrollo de una carrera parlamentaria más o
menos intensa. Actividad que, en el caso del Sexenio, se
convierte en el único elemento resaltable de gran parte de los
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curficula ministeriales, junto al hecho de que la iniciación a
la actividad política de un buen número de ministros se produjera
en ayuntamientos y diputaciones provinciales, fundamentalmente
en el caso de los ministros catalanes, extremo que no aparece
apenas en el caso de los ministros isabelinos o alfonsinos.
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La siguiente cuestión que hemos de plantearnos hace refe-
rencia al orado de formación intelectual y académica de la élite
polí tica que encabezó el Ministerio de Ultramar entre 1863 y
1899. ¿Constituía ésta una élite intelectual como los cuadros
políticos de estructuras administrativas similares en el
extranj ero? .
Un primer elemento de análisis, que por si mismo no siciní-
fica nada pero cotejado con otros datos puede ser indicativo,
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viene dado por el promedio de ministros con estudios superiores.
Al respecto, ya hemos visto que veintinueve de los treinta y
siete ministros de Ultramar cursaron este tipo de estudios (entre
los que dominaron de forma abrumadora los licenciados en
Derecho); ello significa que al menos el 78,3% de los miembros
de este grupo recibieron una formación superior, si bien en dos
casos ésta no llegó a culmínarse.
Más relevante resulta el elevado número de doctores (ocho
en Derecho y uno en Medicina, el 31% del total y el 33,3% de los
que acabaron su carrera), entre los que encontramos a cuatro
docentes universitarios.
Otro de los criterios empleados habitualmente para deter-
minar el grado de preparación de un grupo determinado, es el
análisis del volumen y calidad de la producción periodística y
bibliográfica del mismo.
Aplicado al conjunto de titulares de la cartera de Ultramar
los resultados son espectaculares: dieciséis presentan una dila-
tada producción de artículos de diverso tipo en periódicos y
revistas de la época (tan solo cuatro se centran exclusivamente
en una temática de tipo político); cuatro alumbraron una desbor-
dante producción literaria centrada en el teatro, la poesía o la
novela (G. Núñez de Arce, A. López de Ayala, T. Rodríguez Rubí
y V. Balaguer, éste último en un ámbito más regional, como uno
de los impulsores del denominado !IRenacimiento literario ca-
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talánfr); otros cuatro fueron conocidos tratadistas de Derecho;
dos presentan una producción científica de cierta envergadura (en
el caso de F. Suñer, sus investigaciones sobre la tisis, que él
mismo padecía, tuvieron resonancia científica mundial); cuatro
centraron su actividad en el campo de la Historia, coñ resultados
desiguales, y uno en el de la teoría económica.
Fruto de esta actividad fue el elevado número de académicos
y miembros de instituciones de tipo cultural: cinco pertenecieron
a la Academia de Ciencias Morales y Políticas, dos a la de la
Historia, otros dos a la de Jurisprudencia —en un caso como
presidente— y dos a la Real Academia de la Lengua: en tanto que
otros dos simultanearon su condición de académicos de la Historia
y de la Lengua, uno compaginó la presidencia de la Academia de
Jurisprudencia con la pertenencia a la de Ciencias Morales y
Políticas, y otro la presidencia de las Academias de Historia y
de Jurisprudencia con la pertenencia a la Academia de Ciencias
Morales y Políticas. Asimismo encontramos en este grupo a tres
presidentes del Ateneo de Madrid, a un catedrático de esta
institución y a un director de la Sociedad Económica de Amigos
del Palis.
En conjunto, puede hablarse de un grupo de políticos de
elevado nivel intelectual, que no circunscribieron plenamente su
actitud al campo de la política, sino que practicaron, en
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ocasiones con carácter preferente, una amplia gama de actividades
de tipo académico, científico y cultural. Sí bien es cierto que
si aplicáramos un criterio relativo a la calidad y a la signifi-
cación posterior de sus actividades intelectuales
los resultados serian probablemente menos satisfactorios.
Nivel de preparación en materia colonial.
Ahora bien, lo anterior no significa necesariamente que los
cuadros políticos del Ministerio estuvieran preparados para el
ejercicio de la tarea concreta que, en calidad de titulares de
la cartera de Ultramar les correspondía: la administración de las
vastas posesiones coloniales.
Para precisar este último extremo es necesario que comprobe-
mos si el elevado grado de experiencia político—administrativa
previa al ejercicio de la función ministerial y el nivel de
preparación académico-intelectual que, como hemos constatado,
caracterizaron a la mayoría de este grupo, se corresponden con
un grado similar de conocimiento respecto a los asuntos colonia-
les.
Desde esta óptica, tan solo diez ministros (el 27% del
total) tuvieron una experiencia previa sobre alguna de las
diversas tacetas del gobierno y administración de las colonias.
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El mayor número de ellos, a través del desempeño de diversos
cargos en la Administración central en materia colonial (seis
ministros) . De éstos, en cuatro casos se trató de funcionarios
que simultanearon las fases iniciales de su carrera política con
su actividad como burócratas del Ministerio. Este fue el caso de
M. Aguirre, que recorrió diversos peldaños dentro de la Adminis-
tración central en materia colonial, ascendiendo desde oficial
de secretaria a jefe de sección, director general de Administra-
ción y Fomento, y, finalmente, vocal ponente de la Junta creada
para la reforma de la legislación colonial. También este es el
caso de A.M. Fabié, jefe de sección en la Dirección general de
Administración y Fomento del Ministerio de Ultramar y vocal de
la Junta creada para la organización del gobierno y administra-
ción de Mindanao. Así como el de G. Núñez, jefe de sección del
Ministerio igualmente, y de 5. Albacete, que desempeñó sucesiva-
mente los cargos de jefe de las secciones de Contabilidad y
Fomento, de director general de Administración y Fomento y,
finalmente, de subsecretario del Ministerio. En tanto que F. León
y Castillo y F.Romero accedieron directamente al cargo de
subsecretarios, en el primer caso en dos ocasiones.
En tres casos los futuros ministros de Ultramar procedían
de altos cargos de la Administración colonial radicada en las
colonias. En este sentido, T. Rodríguez desempeñó el cargo de
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superintendente de Hacienda en Filipinas, desde el que fue
directamente catapultado al Ministerio. Por su parte, J. Gutié-
rrez, marqués de La Habana, ejerció en dos ocasiones el poder
casi absoluto que la legislación confería a los Gobernadores
Superiores de Cuba.338 También las primeras etapas de la carrera
de M. Aguirre en la Administración, tuvieron lugar en el Gobierno
Superior Civil de Cuba, a las órdenes del marqués de La Habana,
quien personalmente le seleccionó para importantes cargos.
M. Suárez por su parte, desempeñó la presidencia de la Sala
de Ultramar del Consejo de Estado, con anterioridad a su eleva-
ción ministerial. En tanto que J.B. Topete, como gran parte de
los militares de su época, tuvo un destino en Cuba entre 1846 y
1849.
Destaca el hecho de que, a excepción de Romero Robledo y
León y Castillo, la experiencia en cuestiones ultramarinas de los
restantes ministros proviniera del periodo isabelino. Así como
que los tres ministros con una dilatada carrera en el Ministerio
de Ultramar coincidieran entre 1864 y 1866 como altos funciona-
rios del mismo.339 Accediendo, por otra parte, a este Ministerio
a lo largo de la Restauración, como primer destino ministerial
(y único que desempeñaron en el caso de Albacete y Fabié)
Por otra parte, dentro de este grupo de burócratas de la
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Administración dedicada a los asuntos coloniales, periférica y
central, encontramos, a la mayoría de los escasos ejemplos de
dedicación a cuestiones coloniales con posterioridad al ejercicio
del cargo: el marqués de La Habana llegó a ser Gobernador de Cuba
en una tercera ocasión, entre 1874 y 1875; T. Rodríguez ejerció
la Comisaria Regia de Hacienda en Cuba, paralelamente a su
carácter de senador vitalicio y consejero de Estado; 5. Albacete
fue vocal ponente de la Comisión para la reforma penal de
Ultramar; G. Gamazo, por su parte, presidió el Consejo de Ultra-
mar, creado por su sucesor en el Ministerio, lo que le permitió
seguir influyendo en la negociación del contrato con la Tras-
atlántica;340 finalmente, A.M. Fabié presidió el Consejo de
Filipinas, entre 1891 y 1894, y tuvo una destacada participación
en la organización del Congreso Americanista celebrado en 1886
en Copenhague.
Con la excepción del grupo anterior ninguno de los restantes
ministros de Ultramar desempeñó tareas relacionadas con la
administración y el gobierno de Ultramar con posterioridad a su
mandato. Asimismo, pese a la gran actividad bibliográfica y
periodística que este grupo desplegó, tan solo hemos encontrado
constancia de la extensión de la misma a cuestiones relativas a
la problemática colonial en cuatro casos: las memorias autolau-
datorias de su gestión como ministros de V. Balaguer (Mi gestión
como ministro de Ultramar, Madrid, 1893, mera ampliación de una
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memoria anterior redactada en 1888) de A.M. Fabié (UL..g.eatI~n
ministerial respecto a la isla de Cuba, Madrid, 1898) y de M.
Suárez (El gobierno del ministerio presidido ~or el señor Posada
Herrera con respecto a las provincias de Ultramar, Madrid, 1884);
y la más extensa producción del marqués de La Habanaí quien trató
de compensar la desaparición de los juicios de residencia, con
la publicación de sendas memorias exculpatorias sobre su gestión
a lo largo de cada uno de sus tres mandatos en Cuba (Memoria
acerca del estado Dolitico, gobierno y aspiraciones de la isla
de Cuba, Madrid, 1853; Ensayo sobre la situación política de la
isla de Cuba, Madrid, 1859; y Memoria sobre la guerra de la isla
de Cuba, Madrid, 1875), obras en cuya concepción pesó probable-
mente más, el propósito obsesivo del marqués por rebatir las
acusaciones que se le hacían de haber favorecido la trata, que
un auténtico interés por la problemática colonial, apenas
abordada en profundidad en ninguna de sus obras.
Se trata, por tanto, de un grupo de ministros que, en sus
tres cuartas partes, no tuvo experiencia previa alguna respecto
al gobierno y administración de las colonias. Ni demostró gran
interés por este tema con posterioridad al ejercicio del cargo
de ministro de Ultramar
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Grado de especialización política en el desempeño de la cartera







tración central del Estado
.
El primer elemento que llama la atención es el elevado
número de ministros cuyo ejercicio ministerial se limitó al
Ministerio de Ultramar, como puede apreciarse en el siguiente
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El hecho de que el 37,8% de la élite estudiada circuns-
cribiera su actuación ministerial de forma exclusiva al ámbito
del Ministerio de Ultramar, acaparando esta cartera en el 35% de
los gabinetes que se sucedieron a lo largo del período, podría
inducir a pensar en la existencia de un grupo de políticos
especializados en cuestiones de tipo colonial, cuya actuación al
frente del Ministerio abarcaría buena parte del etapa estudia-
do ~ 1
Un análisis en profundidad de los datos disponibles,
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demuestra que este grupo no existió. Tanto porque, como ya hemos
visto, la mayoría de los cuadros políticos del Ministerio careció
de una experiencia previa político—administrativa relativa al
ámbito colonial (ésta tan solo se dio entre nueve ministros, de
los que solo cuatro forman parte de este grupo de po-líticos que
circunscribieron su carrera ministerial al ámbito del Ministerio
de Ultramar); como por el hecho de que, si exceptuamos el caso
de A. López de Ayala, los numerosos mandatos disfrutados por los
integrantes de este grupo tuvieron un carácter efímero. En este
sentido, los ministros que circunscribieron su actividad
ministerial al ámbito que nos ocupa presentan promedios de
permanencia en el cargo muy inferiores a la media para todo el
período (86,4 días), cifra aún menor si nos circunscribimos al
análisis de los nueve gabinetes de la 1 República. Asimismo, el
porcentaje de ministros que limitaron su actividad ministerial
al desempeño de esta cartera, pese a ser elevado en términos
absolutos (37,8% del total), es muy inferior al promedio de espe-
cialización en el ejercicio del cargo observable para los
restantes ministerios, al menos durante la Restauración (periodo
durante el cual el 74,3% del elenco ministerial desarrolló su
actividad en torno a un mismo ministerio) •342
Consideramos que el hecho de que un elevado número de
ministros de Ultramar no dirigiera otros ministerios a lo largo
de su carrera política obedecería más bien a dos factores:
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En primer lugar al apartamiento de la vida política tras la
Restauración, de un elevado número de ministros septembristas,
fundamentalmente de los republicanos (también habría que incluir
en este grupo a tres ministros republicanos con experiencia
previa pero muy reciente en otras carteras: 5. Solér, J. Gil y
A. Romero)
En segundo lugar al frecuente nombramiento de políticos de
segunda fila al frente del Ministerio de Ultramar. Pues, como
veremos más adelante, la cartera de Ultramar, con la excepción
de determinadas coyunturas fue una de las menos apetecidas por
los principales notables de la época, que, salvo ocasiones excep-
cionales, no la desempeñaron fuera de los momentos iniciales de
su carrera. En este sentido, muchos de estos ministros circuns-
tanciales, cuya única función era la de representar a una
facción en el seno del gabinete de turno, no tuvieron una proyec-
ción política más amplia posteriormente.
De hecho, el grupo de notables que desempeñó la cartera de
Ultramar en diversas ocasiones y a lo largo de etapas más
prolongadas no circunscribió por completo su actividad minis-
terial al ámbito del Ministerio de Ultramar, con la excepción de
A. López, quien no ejerció otra cartera que la de Ultramar, si
bien lo hizo en siete ocasiones (con el Gobierno Provisional, con
el último Gobierno de Prim, en dos ocasiones durante el reinado
de Amadeo y en tres ocasiones a lo largo de la Restauración) . El
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resto de los integrantes de este grupo, constituido por M.
Becerra, ministro en cinco ocasiones (dos durante la Regencia de
Serrano y tres durante la Restauración), V. Balaguer (ministro
durante la monarquía amadeista, el régimen pseudo—republicano de
1874 y la Restauración) y T.M. Mosquera (cuyos dos-mandatos se
circunscribieron a sendos gobiernos radicales durante el reinado
de Amadeo), compatibilizaron el repetido desempeño de la cartera
de Ultramar con el fugaz ejercicio de la cartera de Fomento, a
lo largo de la década de los setenta. Ello hace que podamos
caracterizar a los mismos como un conjunto de ministros, que, sin
estar especialmente preparados para el diseño y puesta en
práctica de la política colonial, utilizaron esta cartera como
instrumento para reforzar su propia influencia política, a través
de su participación en el gobierno cuando la coyuntura lo permi-
tió. Dicho de otra manera, fueron “ministeriales de Ultramar”,
no por su competencia concreta en tales materias, sino porque se
especializaron politicamente en el desempeño de dicha cartera.
El escaso peso relativo del Ministerio de Ultramar frente
al resto de los ministerios puede deducirse de la utilización de
la cartera de Ultramar por un buen número de ministros nóveles
como primer escalón en su incipiente carrera ministerial. En este
grupo podemos situar hasta diez ministros (incluidos tres futuros
presidentes de gobierno: el marqués de La Habana, S. Moret y A.
Maura) .~‘ A los que habría que sumar otros tres ministros,
quienes, pese a tener alguna experiencia ministerial previa
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(generalmente en el otro ministerio con carácter de “entrada” a
la carrera ministerial: el de Fomento), aún se encontraban en las
primeras etapas de su incipiente carrera ministerial al acceder
a la cartera de Ultramar por primera vez.344
De todos ellos tan solo repitieron mandato alv frente del
Ministerio, con unos curricula ministeriales ya consolidados,
A. de Castro, 5. Moret, C. Martín y A. Cánovas, los dos últimos
de forma interina. Este extremo, unido a la existencia de tan
solo dos únicos casos, en los que el Ministerio de Ultramar fue
dirigido por políticos que disponían de un amplío historial
ministerial previo, que, no obstante, no abarcaba a este
Ministerio (el de M. Seijas, antiguo ministro de Gobernación, de
Comercio, Industria y Obras Públicas, de Hacienda y de Gracia y
Justicia, así como el de E’. Romero, ministro de Fomento y de
Gobernación, en este último caso en múltiples ocasiones) revela
la escasa atracción que la cartera de Ultramar ejerció, frente
a otras, sobre los notables políticos del período.
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mayo de 1854, C.L., vol.LXII, pág.50).
55) Sería restablecido en mayo de 1856, desapareciendo defini-
tivamente en julio de 1958.”Corporaciones que han... “, mss.
cit, págs.18—19.
56) C.L., vol.LXIII, pág.120.
57> C.L., vol.LXV, pág.709.
58) “Corporaciones que han.. .“, mss.cit., pág.20.
59) Art.67 de la Ley de 14 de julio de 1858, en Ibid, pág.20.
60) Interpelación de Antonio Ríos Rosas al Gobierno, en Diario







dos(DSC), Madrid, Imprenta Real, 11 de abril de 1861. Sobre la
disidencia de Ríos Rosas y las dificultades que ocasionó a la
Unión Liberal, vid. Nido y Segalera, J.: Historia oolítica y
parlamentaria del Excmo Sr.D. Antonio de los Ríos y Rosas, Ma-
drid, Congreso de los Diputados, 1913, págs.590 y ss.
61> D.S.C., 11 de abril de 1861. La ambigua respuesta de O’Don-
nelí no debe sorprendernos, pues las estrechas relaciones de éste
con la oligarquia antillana han sido constatadas en diversos
estudios. Al respecto vid.: Piqueras, J.A.: La Revolución
Democrática (1868—1874) . Cuestión social~ colonialismo y grupos
de presión, Madrid, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social,
1992, pág.277.
62) C.L., vol.LXXXIX, pág.337.
En tanto el Ministerio se organizaba, una Real Orden de 20 de
mayo de 1863 disponía la creación de una plaza de subsecretario,
que reemplazara al director general de la Dirección suprimida.
Pese a ello, el primer individuo en acceder a este cargo lo hizo
todavía a título de director interino (Real Decreto de 26 de mayo
de 1863), en A.M.A.E, leg.H/1260.
63) Ibid.
64) El Diario Español, Madrid, 26 de junio de 1863.
Para el estudio de la adscripción ideológica de la prensa de este
período y de su evolución, vid. Gómez Aparicio, P.: Historia del
periodismo español. Desde la Gaceta de Madrid (1661) hasta
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el destronamiento de Isabel II, Madrid, Editora Nacional, 1967.
65) La Iberia.Diario político, Madrid, 22 de mayo de 1863.
66) La Discusión, Madrid, 22 de mayo de 1863.
67) La España, Madrid, 22 de mayo de 1863.
68) La Época, Madrid, 21 de mayo de 1863.
69) La Iberia, 22 de mayo de 1863.
70) Las Novedades, Madrid, 22 de mayo de 1863.
71> El Eco del País, Madrid, 22 de mayo de 1863.
72) La España, 22 de mayo de 1863.
73) La América, Madrid, 22 de mayo de 1863.
74) La Iberia( 22 de mayo de 1863.
75) Las Novedades, 22 de mayo de 1863. El Gobierno Miraflores
estaba compuesto por unionistas disidentes, agrupados en torno
a las facciones lideradas por los hermanos Concha y Cánovas,
vid. Durán, N.: La Unión Liberal y la modernización de la España
isabelina.Una convivencia frustrada.1854-1868, Madrid, AKAL,
1979, pág.123.
76) La Discusión, 22 de mayo de 1863
77) La España, 22 de mayo de 1863
78) Ibid.
79) El Eco del País, 22 de mayo de 1863
80) La Época, 21 de mayo de 1863
81) El Reino, Madrid, 21 de mayo-de 1863.
82) El Constitucional. Periódico político, Madrid, 21 de mayo de
1863.
83) La Discusión, 22 de mayo de 1863
84) La América, 22 de mayo de 1863
85) Ibid.
86) En este sentido, numerosos juristas criticaron de forma
recurrente la ineficacia del Ministerio, sobre todo a la hora de
elaborar el cuerpo legislativo especial establecido por los
sucesivos ordenamientos constitucionales. Vid. Martínez, M..
“Sobre la legislación ultramarina”, en Diccionario de la
Administración, Madrid, 1887, págs.VI-X.
87) Los choques entre ambos ministerios con motivo de la renego-
ciación del contrato con La Compañía Trasatlántica en 1885—87,
han sido estudiados en: Hernández Sandoica, E.: Pensamiento
burgués y problemas coloniales en la España de la Restauración
,
Madrid, UCM, 1982, págs.856-1033. Un segundo conflicto entre
ambos ministerios, en materia de competencias sobre servicios
postales ultramarinos, fue solventado por una Real Orden de 1 de
abril de 1891. Vid. Martínez Alcubilla, M., op.cit, Apéndice de
1891, Madrid, 1892, pág.415.
88> Sobre las competencias reconocidas en 1872 al Ministerio de
Ultramar en materia de negociación de tratados internacionales,
en lo que se refería a las provincias de Ultramar, vid, la serie
“Negocios de Estado” de la Sección de Ultramar del Archivo del
Conseio de Estado (A.C.E) . No es pues de extrañar que la
colaboración entre ambos ministerios con motivo de la Guerra de
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los Diez Años, en materia de gestiones exteriores y de inteligen-
cia fuera muy intensa. Sobre este extremo vid, también A.M.A.E,
leg.H/1260. Por otra parte, dichas competencias acabaron
provocando la aparición de un departamento especializado en el
seno del Ministerio a través de una Real Orden de 19 de septiem-
bre de 1887, en Martínez Alcubilla, M., op.cit., Apéndice de
1887, Madrid, 1888, pág.446.
89> Los conflictos de competencias con el Ministerio -de Hacienda,
provocados por la asignación de la gestión y elaboráción de los
presupuestos coloniales al Ministerio de Ultramar, fueron
continuos, si bien de escasa importancia. Citar una relación
completa de los mismos seria exhaustivo. Valga como ejemplo del
conflicto tipo entre ambos entes, el resuelto por una real Orden
de 17 de diciembre de 1872, relativo a la gestión de los haberes
descontados al personal del Ministerio con motivo de la guerra
colonial. En esta ocasión el expediente fue resuelto a favor del
Ministerio de Ultramar. Vid. C.L., vol.CIX, pág.56.
90> Sobre las atribuciones omnímodas de los gobernadores colo-
niales vid. Espadas, M.: “El factor ultramarino en la formación
de la mentalidad militar española”, en Estudios de Historia
Social, n0 44/47, (1988), pág.314. Incluso en fecha tan tardía
como 1886, se confirmó a los gobernadores político—militares de
la nueva colonia de las Carolinas la potestad de suspender en su
aplicación o de modificar las órdenes procedentes del Gobierno
General de Filipinas, del cual dependía dicha colonia. Real
Decreto de 5 de marzo de 1886, en Elizalde, M.D.: España en el
Pacifico. La colonia de las islas carolinas (1885—1899>, Madrid,
CSIC, 1992, pág.55.
91) La política universitaria aplicada por el Ministerio de
Ultramar en la isla de Cuba sufrió el intervencionismo de los
capitanes generales coloniales, quienes, al amparo de las fa-
cultades excepcionales con que estaban investidos, alteraron
aquélla en diversas ocasiones, como puede apreciarse en el
capitulo IV de este trabajo.
92) Beneyto, J.: Historia de la Administración Es~añola e
Hispanoamericana, Madrid, Aguilar, 1973, págs.573—581.
93> Decretos de 2 de julio de 1867 y de 14 de mayo de 1869, en
C.L., vol.XLVIII, pág.ll y vol.CI, pág.619, respectivamente.
94) Ambos mecanismos establecían la posibilidad de prorrogar los
presupuestos de las provincias ultramarinas durante varios
ejercicios, así como la de arbitrar créditos extraordinarios y
supletorios. C.L., vol.CV, pág.885.
95> “Las provincias de Ultramar serán gobernadas por leyes especiales”, art.
segundo adicional de la Constitución de 1837, reproducido por el
art.80 de la Constitución de 1845, los arts.108 y 109 de la
Constitución de 1869 y los arts.89 y transitorio del Título XIII
de la Constitución de 1876. Esteban, J.: Las Constituciones
españolas, Madrid, Taurus, 1901, págs.114, 129, 153 y 190
respectivamente. Tan solo el proyecto constitucional de 1873
hubiera sido ajeno a esta diná~n~a de haberse aprobado. Pues su
art.l reconocía a Cuba y Puerto Rico como estados federados
dentro del marco de una organización federal del Estado Español.
Dicho proyecto formaba parte del programa de Pi y Margall
respecto al problema cubano. Para llevarlo a cabo, Pi creó una
comisión que demarcase los futuros estados de la Federación
Española, paralelamente a la labor de la comisión encargada de
redactar el proyecto de constitución, vid. Jutglar,A.: Pi y
Margall y el federalismo español, Madrid, Taurus, .1975, vol.,
pp.SO4— 516. Sobre la actitud de los republicanos federales hacia
el problema colonial vid. López Cordón, M.V: El pensamiento
político internacional del federalismo español, Barcelona,
Planeta, 1975, págs.289—314.
96) A.H.N, Ultramar, leg.2427, exp.9.
97) A.H.N, Ultramar, leg.2428, exp.35.
98) La casa fue alquilada al Duque de Sesso en 1861 por diez
años. El Ministerio la desalojó en enero de 1866, permaneciendo
desocupada hasta marzo de 1867, cuando se ubicó en ella la
Capitanía General de Castilla La Nueva. El Ministerio de Ultramar
hubo de satisfacer parte de los alquileres de este lapso. A.H.N,
Ultramar, leg.2427, exp.9.
99) Se trataba de una maniobra del Gobierno para obtener fondos
suplementarios, que fue presentada a la opinión pública como una
“graciosa cesión” de propiedades de la reina al Estado. Castelar,
en su famoso articulo: “El Rasgo”, denunció la verdadera
naturaleza de la Ley sobre la desamortización de una parte del
Patrimonio Real en beneficio del Erario Público. La Democracia
,
Madrid, 21 de febrero de 1865.
100) A.H.N, Ultramar, leg.24612, exp.3 y 4.
101> Se conservan dos peticiones de la Mayordomía Mayor en tal
sentido, con fecha de 13 de febrero y 23 de octubre de 1871.
A.H.N, Ultramar, leg.24612, exp.3 y 4.
102) A.H.N, Ultramar, leg.2462, exp.12.
103) C.L., vol.LXXXIX, pág.521.
104) C.L., vol.LXXXIX, pág.369.
105) Real Decreto de 14 de marzo de 1865, en C.L., vol.XCIII,
pág. 281.
106> Real Decreto de 30 de junio de 1865, en C.L., vol.XCIII,
pág. 704.
107) Sánchez Jiménez, J.: La España Contemporánea (1808-1874)
,
Madrid, Istmo, 1991, vol. 1, pág.447.
108> Real Decreto de 28 de enero de 1866, en Gaceta de Madrid
29 de enero de 1866.
109) García Madaria, J.M., op.cit., págs.146—147.
110> Real Decreto de 1 de agosto de 1866, en C.L., vol.XCVI,
pág. 209.
111) Dicha propuesta sería realizada a través del dimisionario
gobernador Lersundi. Pirala, A.: Historia Contemporánea de
España. Anales desde 1843 hasta el fallecimiento de D.Alfonso
XII, Madrid, Ed. Felipe González, 1893, vol.II, pág.185.
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112> Sobre la autonomía de la Administración periférica en esta
etapa, vid, la controversia entre el ministro de Ultramar y el
gobernador Manzano en el verano de 1867. A.H.N, Ultramar,
leg.3555.
113) C.L., vol.XCVIII, pág.l1.
114> Gaceta de Madrid, 15 de octubre de 1868.
115) Los gastos de la Administración central en materia ultra-
marina pasaron de significar el 1,51% de los gastos totales de
la Administración central del Estado en el ejercicio 1868/69, a
suponer tan solo el 1,13% de los mismos durante el ejercicio
1869/70.
116) Arts.6 y 7 del Real Decreto de 14 de mayo de 1869, reor-
ganizando la Sala de Indias del tribunal de Cuentas, en C.L.,
vol.CI, pág.620.
117) C.L., vol.XCIX, p.9l7 y vol.C, pág.807.
118) C.L., vol.CII, pág.339.
119) Afectaron a todos los ministerios, fundamentalmente a los
de Estado y Gobernación. Vid. García Madaria, J.M., op.cit.,
pág.159. Este autor no cita, sin embargo, al Ministerio de
Ultramar, sin duda el departamento de la Administración central
en donde los recortes fueron más amplios, llegando a provocar la
disolución de la estructura tradicional en secciones o direccio-
nes.
120) Propuesta del diputado Santos de reducir a cinco las
carteras ministeriales, en El Imparcial, 23 de mayo de 1869.
121> D.5.C., 25 de abril de 1869.







nidades nobiliarias en Cuba, Madrid, ICH, 1954, pág.358. Sobre
la alianza implícita entre la Unión Liberal y la oligarqula
antillana, vid.: Píqueras, J.A., op.cit.,págs.284 y 338. 123>
El bloqueo de la aplicación de la Ley Moret por Caballero de
Rodas durante más de tres meses ejemplifica la autonomía
disfrutada por la Administración periférica durante este período.
La correspondencia cruzada entre el ministro de Ultramar y el
gobernador de Cuba por este motivo, puede consultarse en A.H.N,
Ultramar, leg.3554.
124) C.L., vol. CII, págs.339—340.
125> Decreto de 15 de diciembre de 1869, en Gaceta de Madrid
,
17 de diciembre de 1869.
126> La crisis del verano de 1869 atravesó dos fases bien
definidas. En julio de 1869 se produjo una propuesta de media-
ción, cuyo vehículo fue el embajador de Estados Unidos. En ella
el Gobierno Grant proponía a España garantizar una indemnización
de 100 millones de dólares a cambio de la concesión de la
independencia a la isla. Las negociaciones tuvieron un carácter
secreto (hasta el punto de que el propio ministro de Ultramar
estuvo al margen de las mismas) . La propuesta no fue mal recibida
por Prim, quien, junto a Silvela, acordó preparar a la opinión
pública a través de una campaña de prensa para la eventualidad
299
de un abandono español de Cuba. La formalización de la propuesta
a través de la nota Sickles en septiembre de 1869 obligó a Prim
a dar marcha atrás, negando toda negociación anterior. Alvarez,
L.: La diplomacia bismarckiana ante la cuestión cubana, Madrid,
CSIC, 1988, págs.27—49.
127) Fracasado el intento de resolución de la crisis colonial a
través de un acuerdo secreto hispano-norteamericano, Prim,
convencido de la conveniencia de abandonar la isla, intentó
llegar a un consenso con los separatistas. Una primera aproxi-
mación tuvo lugar a mediados de 1870 a través del reformista
cubano Nicolás Azcárate. A fines de 1870, Prim (de acuerdo con
Rivero y Moret) envió la misión negociadora de Miguel Jorro. El
asesinato de Prim y la remisión de la presión norteamericana
hicieron fracasar el intento. Tuñón,M.: Estudios sobre el XIX
~p.añ~i, Madrid, Siglo XXI, 1972, págs.131-133.
128) C.L., vol.CIV, pág.9.
129> Dicho sistema político-administrativo no habría podido
mantenerse sin la existencia de un acuerdo tácito entre el
Gobierno metropolitano y la mayoría de la oligarqula hispano—
cubana, cuyo proceso de reproducción patrimonial, estatus social
y control político dependían del mantenimiento del sistema
implantado por la metrópoli. Como bien señalan Bahamonde y
Cayuela, la base del pacto colonial transcendería el simple
compromiso de mantenimiento de la esclavitud, extendiéndose a la
delegación por el Estado en este grupo del control de la
Administración periférica, vid. Bahamonde, A. y Cayuela, J.:
Hacer las Américas. Las élites coloniales españolas en el siglo
XIX, Madrid, Alianza, 1992, pág.142.
130> C.L., vol.CIV, pág.80.
131) Fundamentalmente por el de Gobernación. Decreto de 25 de
abril de 1870, en C.L., vol.CIII, pág.149.
132> C.L., vol.CIV, pág.81.
133) C.L., vol.CVI, pág.603 y vol.CVII, pág.1157.
134) C.L., vol.CVI, pág.603.
135) Por este decreto desaparecía la Sección Novena de los
Presupuestos Generales del Estado, quedando la financiación del
Ministerio de Ultramar a cargo de los presupuestos de las
provincias de Ultramar. C.L., vol.CVII, pág.455.
136) Dicho despegue presupuestario no se produciría hasta la
regularización de los presupuestos coloniales en 1878. Entre esta
fecha y 1898 el presupuesto del Ministerio se incrementó en un
79,1%, el mayor crecimiento de un órgano de la Administración
central en términos relativos y el segundo en términos absolutos.
137> C.L., vol.CVT, pág.737, vol.CVII, pág.455 y vol.CVIII,
pág.353.
138> Dichas restricciones afectaron a todos los ministerios,
fundamentalmente a los de Gobernación y Gracia y Justicia.
García Madaria, J.M., op.cit., págs.165-166.
139) La reducción alcanzó a todos los niveles de la Adminis-
tración, pues los ministros vi~j~n reducido su sueldo de 30.000
a 25.000 ptas anuales, sufriendo el resto del personal del
Ministerio aumentos en las retenciones impositivas sobre su
sueldo que oscilaron entre un 12% y un 20%. Reales Decretos de
7 de octubre de 1870 y 29 de septiembre de 1871, en C.L.,
vol.CVII, págs.774—75 y 644—645.
140) Decreto de 27 de marzo de 1873, en Gaceta de Madrid, 30 de
marzo de 1873.
141) C.L., vol.CXI, pág.91 y Gaceta de Madrid, 22 de agosto de
1873.
142) C.L., vol.CXI, pág.491.
143> A raíz del Decreto de 3 de marzo de 1873, se cambiaba la
denominación de subsecretario por la de secretario general.
Gaceta de Madrid, 6 de marzo de 1873.
144> Al respecto M.V. López Cordón llega a afirmar: “En Cuba el
poder de la República nunca llegó a ser efectivo de hecho”. López Cordón,
M.V.: La Revolución de 1868 y la 1 República, Madrid, Siglo XXI,
1976, pág.66.
145) “Más para la realización de sus propósitos, el Poder Ejecutivo debe formar
juicio exacto, sin atenerse solamente á los pareceres de ilustradas corporaciones
consultivas y de las dignísimas Autoridades de las Antillas, y por ello ha
decidido que el Ministro de Ultramar visite estas provincias; se entere de sus
necesidades, y resuelva ó prepare las medidas que han de asegurar su paz y
prosperidad.” Decreto de 14 de octubre de 1873, en C.L., vol.CXI,
pág.597. La comunicación oficial de Castelar al ministro, dispo-
niendo su visita a Cuba, se encuentra en A.G.A, leg.47, exp.14.-
152. Entre tanto, J. Gil, Ministro de Fomento, desempeñaría la
dirección interina de este Ministerio, produciéndose así una
cierta duplicidad de funciones en la cúspide de este organismo.
Que fue una decisión meditada, lo prueba el hecho de que ya el
24 de septiembre se había comunicado a Píeltain que el “ministro
tendría el gusto de visitar esa provincia”, Pieltain,C. : La isla de Cuba
desde mediados de abril a fines de octubre de 1873 ~or el
Teniente ceneral Pieltain, Madrid, La Universal, 1879, pág.279.
146) C.L., vol.CXI, pág.1053.
147) C.L., vol.CX, pág.1437.
148) El dictamen de la Comisión creada con este motivo puede
estudíarse en el Diario de Sesiones de la Asamblea Nacional
,
(D.S.A.N), Madrid, Imprenta Nacional, 10 de agosto de 1873.
149) C.L., vol.CXII, pág.28.
150) Decreto de 6 de enero de 1874, en C.L., vol.CXII, pág.30.
151> C.L., vol.CXIII, pág.569.
152> Sobre la incidencia de los grupos de presión hispano-cubanos
en el advenimiento de la Restauración, puede encontrarse en:
Espadas, M.: Alfonso XII y los oricenes de la Restauración
Madrid, CSIC, 1975.
153> C.L., vol.CXIV, pág.147.
154) Dicha reestructuración afectó a los ministerios de Estado,
Gobernación y Ultramar. García Madaria, J.M., op.cit.,
págs. 177—178.
155) Gaceta de Madrid, 27 de abril de 1875.
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156) Gaceta de Madrid, 4 de mayo de 1876.
157) C.L., vol.CXXIII, pág.260.
158> En el preámbulo del Real Decreto se hace referencia a la
imposibilidad de una nueva reducción de plantilla: “Animado siempre
de aquel propósito, y con la esperanza de poder reducir a menores proporciones
la dotación del personal que constituye la Secretaría del Ministerio, estudió en
detalle el organismo del servicio, para proceder con seguridad á lo que fuese
ventajoso por todos los conceptos. De ese estudio se ha derivado la certeza de
que no puede llegarse á mayores reducciones que las llevadas á término por dignos
antecesores del que suscribe”.
159> El art.85 de la Constitución de 1876 establecía la posi-
bilidad de prorrogar los presupuestos de Ultramar durante varios
ejercicios si-el gobierno lo estimaba oportuno. Esta vía había
sido establecida con anterioridad por el art.27 del Real Decreto
de 12 de septiembre de 1870, que el mencionado precepto constitu-
cional se limitaba a copiar.
160> C.L., vol.CXXIV, pág.468.
161> Ibid.
162> Gaceta de Madrid, 24 de abril de 1882.
163> C.L., vol.CXXVIII, pág.654.
164) Con ocasión de dichas reformas se creaban nuevas depen-
dencias en los ministerios de Hacienda y Gobernación. El elemento
más relevante de dichas reformas fue, no obstante, la creación
de dos nuevos departamentos ministeriales: el Ministerio de Ins-
trucción Pública y de Ciencias, Letras y Bellas Artes y el de
Obras Públicas, Agricultura, Industria y Comercio. Ambos surgían
de la división del antiguo Ministerio de Fomento. Si bien, la
aparición de los nuevos ministerios no tendría lugar hasta la Ley
de Presupuestos de 31 de marzo de 1900.
165> No hemos encontrado este decreto en la Colección Legislativa
ni ha sido publicado en la Gaceta. La única referencia al mismo
aparece en la Exposición previa a una Real Orden de 19 de
septiembre de 1887.
166) Martínez Alcubilla, M., op.cit., Apéndice de 1887, Madrid,
1888, pág.446.
167> C.L., vol.CXXXIII, pág.174.
168) Real Decreto de 28 de septiembre de 1889, en Martínez
Alcubilla, M., op.cit., Apéndice de 1890, Madrid, 1891,
págs.838-839. La incidencia que, sobre la función pública tuvo
la multiplicación de estatutos particulares en el seno de la
Administración, ha sido estudiada en: Carrasco, C.: La burocracia
en la España del XIX, Madrid, lEAL, 1975.
169> Gaceta de Madrid, 4 de noviembre de 1889.
170> Martínez Alcubilla, M., op.cít., Apéndice de 1890, Madrid,
1891, pág.22.
171> El negociado dependía administrativamente del Ministerio
de Ultramar, pero su financiación correspondía a los presupuestos
del Ministerio de Gobernación, siendo su personal designado por
aquel ministerio. C.L., vol.CXLIII, pág.1366.
172) Gaceta de Madrid, 9 de enero de 1890 y C.L., vol.CL,
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pág. 857.
173> Gaceta de Madrid, 2 de febrero de 1889, 18 de septiembre de
1889 y 2 de marzo de 1890. Martínez Alcubilla, M., op.cit.,
Apéndice de 1891, Madrid, 1892, pág.718.
174> Real Decreto de 8 de enero de 1892, en C.L., vol.CXLIX,
pág. 24
175> Art.23 de la Ley de Presupuestos de Cuba para el ejercicio
1893/94, en C.L., vol.CLII, pág.91. --
176> El proyecto de ley sobre reformas en Cuba y Puerto Rico
fue llevado al Congreso el 3 de junio de 1893, pero no sería
aprobado por la propia mayoría liberal. Para Rafael Labra “los
liberales y el señor Sagasta cometieron el error de llevar al congreso el
proyecto de reformas del señor Maura sin la idea o voluntad de realizarlas”,
Labra, R.M. De: La crisis colonial de España, Madrid, 1901, Tip.
A. Alonso, pág.250. La clave de esta extraña actitud podría estar
en la explicación que nos proporciona J. Varela, para quien el
proyecto de Maura obedecería a una maniobra de la facción gama-
cista para aumentar su peso político dentro del Partido Liberal,
forzando para ello una crisis política de la que pensaba salir
reforzada. Varela, J.: Los amigos políticos: Partidos, elecciones
y caciquismo en la España de la Restauración (1875—1900), Madrid,
Alianza, 1977, pág.306.
177) A principios de 1895 se consensuó en las Cortes un proyecto
de reforma para las antillas inicialmente basado en el elaborado
por Maura en 1893. La fórmula del consenso desvirtuó las líneas
maestras de aquel. El apoyo del Partido Conservador significaba
que las modificaciones introducidas sobre el régimen colonial no
revestirían un carácter radical. Un análisis del proceso puede
encontrarse en: Serrano,C.: Final del Imperio: España 1895—1898
,
Madrid, Siglo XXI, 1984, págs.7-18.
178) Gaceta de Madrid, 10 de julio de 1895.
179> Gaceta de Madrid, 26 de agosto de 1895.
180> Ya a principios de 1897 el Gobierno Cánovas había esbozado
un tímido proyecto de reforma administrativa, que se iría
aplicando conforme Weyler “pacificase” las diferentes provincias.
Vid. Refundación de las bases de la Ley de 15 de marzo de 1895
y de las del Real decreto de 29 de abril de 1897, Madrid, Viuda
de M. Minuesa, 1897. No obstante dichas reformas, ampliación
matizada de las de 1896 fracasaron. Este extremo llevará al
Gobierno Sagasta-Moret a conceder en noviembre una amplia auto-
nomía a las Antillas: sufragio universal, equiparación a la
metrópoli en el disfrute de los derechDs fundamentales y, sobre
todo, amplias competencias en materia comercial y arancelaria.
Con ello, España desmontaba de hecho las estructuras de dominio
colonial a cambio de seguir detentando la soberanía sobre estos
territorios. Sobre el nuevo modelo poli:ico—administrativo de las
Antillas vid. Ministerio de Ultramar: Decretos estableciendo el
régimen autonómico en Puerto Rico, Madrid, Imp. de Minuesa de los
Ríos, 1897.
181> D.S.C, 25 de abril de 1869, pág.1134.
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182) La propuesta del diputado Santos de reducir a cinco las
carteras ministeriales puede encontrarse en El Imparcial, 23 de
mayo de 1869.
183> C.L., vol.CII, pág.339.
184> Sobre este tema vid. Sánchez, A.: La estructura adminis-
trativa del Estado en materia colonial y las posesiones del Golfo
de Guinea (1858—1899)”, en Estudios Africanos, n014—l5, 1994,
págs . 84—85.
185> D.S.C< 15 de diciembre de 1876, págs.4084-4085.
186> D.S.C, 12 de junio de 1880, págs.4748 y 4755.
187> D.S.C, 20 de junio de 1882, pág.4647.
188) D.S.S, 20 de junio de 1882, pág.2640.
189> D.S.S, 20 de junio de 1882, págs.3622—3623.
190> Sobre la filiación política de los diputados y senadores
elegidos en dicha legislatura bajo las siglas de la Unión
Constitucional vid. A.H.N, Ultramar, leg.4802.
191> El ministro de Ultramar León y Castillo se opuso a la
conveniencia de dicha supresión, manifestando que ello con-
llevaría descuidar los asuntos coloniales como había sucedido
antes de 1863. Vid. D.S.S, 26 de junio de 1882, pág.2650. En esta
cuestión era secundado por el senador conservador conde de Tejada
de Valdosera. Vid. D.S.S, 28 de junio de 1882,
págs .2821—2822.
192> D.S.S, 21 de julio de 1883, págs.3299—3300.
193> D.S.S, 21 de julio de 1883, págs.3288 y ss.
194) D.S.C, 25 de mayo de 1888, pág.3675.
195> D.S.C, 11 de febrero de 1889, pág.636.
196> D.S.C, 11 de febrero de 1889, pág.637. Sobre las teorías
identistas de Manuel Fernández de Castro vid. Cabrera, R.: Cuba
y sus lueces, La Habana, 1887, pág.187.
197> D.S.C, 11 de febrero de 1889, pág.641.
198> Las declaraciones del diputado Pando en D.S.C, 13 de mayo
de 1890, págs.5158—5159; las del marqués de Muros en D.S.S, 11
de febrero de 1889, págs.628—630.
199) D.S.C, 21 de febrero de 1890, págs.1677—1679.
200) D.S.S, 30 de mayo de 1890, págs.3155—3156.
201) D.S.S, 28 de mayo de 1890, pág.3125.
202> D.S.S, 30 de mayo de 1890, pág.3157.
203) D.S.S, 30 de mayo de 1890, pág.3154.
204> Leyes de 17 de mayo y 30 de junio de 1898, en C.L., vol.I
(1898), págs.408 y 628—629.
205> Gaceta de Madrid, 10 de febrero de 1899.
206> Gaceta de Madrid, 11 de febrero de 1899.
207> La disposición aparece con defectos de forma en la Gaceta
de Madrid del 16 de febrero de 1899,. siendo rectificada por la
Gaceta del 18 del mismo mes.
208> Gaceta de Madrid, 4 de marzo de 1899.
209> La Época, Madrid, 11 de febrero de 1899.
210> El Imparcial, Madrid, 11 jf~-y
1~ febrero de 1899.
211> La Época, 11 de febrero de 1899.
212) Gaceta de Madrid, 27 de abril de 1899.
213) Según J.M. Jover, la venta de los archipiélagos asiáticos
a Alemania en 1899 no sería un acto estrictamente bilateral,
sino el producto de un acuerdo global de reparto del imperio
colonial español entre las potencias. Al respecto, pese a que la
venta no tuvo lugar hasta el 12 de febrero de 1899, el proceso
de negociaciones fue paralelo al de la liquidación del resto del
imperio y no un epítome de éste. Así lo confirmarían sendos
acuerdos secretos, suscritos entre los gobiernos alemán y
español, el 10 de septiembre y el 10 de diciembre de 1898. Jover,
J.M.: Teoría y práctica de la redistribución colonial, Madrid,
FUE, 1979, pág.36 y ss. En este mismo sentido vid. De la Torre,
R. : “Filipinas y el reparto de Extremo Oriente en la crisis de
1898”, en El Extremo Oriente Ibérico. Investigaciones históricas
:
metodología y estado de la cuestión, Madrid, CSIC, 1989,
págs.509-523. Sobre este tema debe también consultarse Togores,
L.E.: “Imperialismo, relaciones internacionales y derecho
internacional en extremo Oriente (Filipinas), 1830—1898/1914”,
en Ouinto Centenario, n016, 1990, págs.141—172.214) Pese a una consulta exhaustiva de la prensa representativa
del momento no hemos encontrado en la misma más que referencias
escuetas del tipo de las citadas, cuando no un vacio de informa-
ción.
215) Vid. Mesa,R.: La idea colonial en españa, Valencia, Ed.
Fernando Torres, 1976, págs.89—99. También en Jover, J.M.,
op.cit., págs.8-9.
216> Real Decreto de 19 de septiembre de 1862, en C.L., vol.
LXXXVIII, pág.448
217> C.L., vol.CII, pág.193.
218) C.L., vol.CII, pág.819.
219> C.L., vol.CII, págs.819—820.
220) Preámbulo al Decreto de 4 de diciembre de 1870, en C.L.,
vol.CV, pág.853.
221> “Francia, Holanda é Inglaterra tienen cuerpos consultivos que, al lado de
la dirección administrativa de sus colonias, no sólo les aconsejan con acierto,
sino que puede decirse que han determinado el poder y la riqueza de su régimen
colonial, especialmente en los dos últimos paises”, en C.L., vol.CV,
pág. 854.
222> C.L., vol.CV, pág.853.
223> Para una visión general sobre este episodio vid, el trabajo
de Cabrero, L. : “Filipinas y el Pacifico español en la España de
Ultramar”, en Jover, J.M. (dir.) : Historia de España, Madrid,
Espasa Calpe, 1981, vol.XXXIV, págs.979—1002.
224) C.L., vol.CVIII, pág.323.
225> C.L., vol.CXXIV, pág.646.
226) CL., vol.CVI, pág.808.
227> C.L., vol.CVIII, pág.323 y C.L., vol.CXXXIV, pág.292.
228> C.L., vol.CVI, pág.808.
229) Martínez Alcubilla, M., oj~zit., Apéndice de 1887, Madrid,
1888, pág.27 y ss.
230> La sección de Cuba constaba de cuatro vocales en represen-
tación de la Administración colonial y otros cuatro en
representación de la Administración central. En la misma
proporción se encontraban los seis vocales de Puerto Rico. En
tanto que la sección de Filipinas, constaba de nueve vocales en
representación de los intereses locales y solo tres procedentes
de la Administración central. Art.8 del Real Decreto de 31 de
diciembre de 1886, en Martínez Alcubilla, M., op.cit., apéndice
de 1887, Madrid, 1888, pág.29.
231) C.L., vol.CV, pág.855.
232) “La atención constante y cada día más acentuada que el Parlamento consagre
a las cuestiones de Ultramar han hecho innecesaria y de escasos resultados
prácticos las gestiones del referido consejo”, Real Decreto de 18 de
octubre de 1889, en Martínez Alcubilla, M., op.cit.,
Apéndice de 1889, Madrid, 1890, pág.855.
233> Ibid.
234) Martínez Alcubilla, M., op.cit., Apéndice de 1890, Madrid,
1891, pág.762.
235) C.L., vol.CXXIV, pág.649.
236> El origen de este proceso habría que buscarlo en las reales
órdenes expedidas el 19, 23 y 25 de agosto de 1837, las cuales
exceptuaban a las Antillas del nuevo régimen constitucional
instaurado en la Península como consecuencia del restablecimiento
de la Constitución de 1812. Ello sería reflejado en los sucesivos
ordenamientos constitucionales, como hemos visto en notas
precedentes.
237) Real Decreto de 25 -de noviembre de 1865, en C.L., vol.
XCIV, pág.844.
238) C.L., vol.XCVII, pág.337.
239> “Las vicisitudes por las que ha pasado en su manera de existir el
departamento cuyo despacho debo hoy a la benevolencia de v.M. han sido causa de
que sus protocolos y expedientes cambien con frecuencia de lugar, se diseminen
en diversos puntos por analogía de materias, viajen de una a otra oficina con
deplorable precipitación, y hasta, preciso es confesarlo, salgan de la esfera del
Gobierno, á quien únicamente pertenecían, para pasar a manos extrañas”.
Preámbulo del Real Decreto de 26 de febrero de 1867, en C.L.,
vol., XCVII, pág.338.
240) C.L., vol.C, pág.501.
241> C.L., vol.CI, pág.931.
242> Real Orden de 30 de enero de 1882, en C.L., Vol.CXXVIII,
pág. 289.
243> Creada por el Real decreto de 4 de enero de 1888, disuelta
por el Real Decreto de 22 de septiembre de 1888, al haber
culminado los trabajos que se le encomendaron, en Martínez
Alcubilla, M., op.cit., Apéndice de 1889, pág.611.
244) C.L., vol.CXXIII, pág.175.
245> C.L., vol.CXXII, pág.931.
246) C.L., vol.XCIV, pág.930.
247> C.L., vol.CII, pág.160.
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248> C.L., vol.CXII, pág.743.
249> C.L., vol.CXXII, pág.927.
250) C.L., vol.CXXIV, pág.649.
251> C.l., vol.CXXXIV, pág.161-162.
252> C.L., vol.CXLIV, pág.303.
253) Real Decreto de 25 de mayo de 1863, en C.L., vol.LXXXIX,
pág. 370.
254> Las fuentes utilizadas para la elaboración de este apartado
son las siguientes: Ley de 25 de junio de 1864 (C.L., vol.XCI,
pág.926); Ley de 15 de julio de 1865 (C.L., vol.XCIV, pág.55);
Ley de 3 de agosto de 1866 (C.L., vol.XCVI, pág.227>; Ley de 29
de junio de 1867 (C.L., vol.XCVII, pág.1277); Ley de 29 de mayo
de 1868 (C.L., vol.XCIX, pág.622) y Ley de 19 de mayo de 1870
(C.L., vol.CII, pág.612) . Todas referentes a los Presupuestos
Generales del Estado entre 1864 y 1871. Los Presupuestos Genera-
les correspondientes al ejercicio 1869/70 presentan cierto confu-
sionismo al haberse ido conformando a través de sucesivas leyes
(Leyes de 1 de julio y 1 de noviembre de 1869, así como de 25 de
enero y 1 de marzo de 1870) . Las referencias a la Sección Novena
de los mismos, que hemos encontrado, son cuatrimestrales (Gacetas
de Madrid de 24 de enero, 22 de marzo, 9 de mayo y 14 de agosto
de 1870), ofreciendo, en conjunto, una cifra inferior a la
proporcionada, puesto que hemos~ preferido en este caso, la
cantidad global citada en: Retes, J.M.: Cuentas del Estado. 1850
a 1890-91. Estadística de los Presupuestos Generales del estado
y de los resultados que ha ofrecido su liquidación, Madrid,
Instituto de Estudios Fiscales, 1974, pág.216. Para los presu-
puestos de Filipinas de 1868/69 y los de Cuba y Puerto Rico de
1870/71 vid, respectivamente los reales decretos de 4 de junio
de 1868 (C.L., vol.XCIX, pág.1088), de 12 de octubre de 1870
(C.L., vol.CV, pág.248) y de 24 de junio de 1870 (C.L., vol.CIII,
pág. 1055)
255) El Real Decreto de 2 de julio de 1867 (C.L., vol. XCVIII,
págs.ll-30) no fue aplicado en su art.2, que disponía el reparto
del coste del personal de la Sección de Contabilidad del
Ministerio, asignado a la Sala de Indias del Tribunal de Cuentas
del Reino, entre las diferentes provincias de Ultramar. Antes
bien, el monto total se cargó a los presupuestos de Filipinas.
Vid. A.H.N, leg.2614.
256> C.L., vol.CI, págs.619—621.
257) Retes, J.M., op.cit., págs.3 y 216.
258> Reformas de 14 de marzo de 1865 (C.L., vol.XCIII, págs.
281— 283), de 1 de agosto de 1866 (C.L., vol.XCVI, págs.209—211,
de 12 de diciembre de 1868 (C.L., vol.XCIX, págs.916), de 30 de
junio de 1869 (C.L., vol.CI, págs.807) de 9 de agosto de 1869
(C:L:, vol.CII, págs.338-40) y de 15 de diciembre de 1869 (C.L.,
vol.XCIX, págs.921-922)
259) Traspaso de competencias y personal de la Sección de Con-
tabilidad del Ministerio al Tribunal de Cuentas del Reino. Real
Decreto de 14 de mayo de l869,.-y~¡n C.L., vol.CI, págs.619-621.
260> Reforma de 9 de agosto de 1869, en C.L., vol.CII,
págs . 33 8—340
261> Retes, J.M., op.cit., págs.2 y 26—41.
262> Ley de 19 de mayo de 1870 (C.L., vol.CIII, pág.612>, Real
Decreto de 12 de octubre de 1870 (C.L., vol.CV, pág.248) y Real
Decreto de 24 de junio de 1870 (C.L., vol.CIII,
pág. 1055)
263) C.L., vol.CVII, págs.454-458. --
264> Fuente: Presupuestos del Ministerio en 1870/71 y Presu-
puestos de Gastos de Cuba y Puerto Rico del mismo ejercicio, en
C.L., op.cít.
265) Fuente: Retes, J.M., op.cit., págs.178-179.
266> C.L., vol.CVIII, pág.25.
267> Ley de 26 de diciembre de 1872 (C.L., vol.CIX, pág.1070) y
Ley de 28 de febrero de 1873 (C.L., vol.CX, pág.387).
268) C.L., vol.CVIII, pág.523.
269> Real Decreto de 6 de agosto de 1873, en C.L., vol.CXI,
pág.155.
270) Gaceta de Madrid, 13 de marzo de 1873.
271> Conforme a lo prevenido por la Orden del Gobierno de la
República de 27 de octubre de 1873. No he encontrado ref. a dicha
norma en la C.L. ni en la Gaceta.
272> Real Decreto de 10 de febrero de 1899, en C.L., t.III,
vol.I de 1899, págs.111—120.
273) Real Decreto de 4 de junio de 1868, en C.L., vol.XCIX,
pág. 1088.
274) Hemos encontrado el concedido para el ejercicio 1875/76.
El hecho de que se trate de un crédito extraordinario y no su-
plementario, pone de manifiesto la existencia de partidas
similares en ejercicios anteriores, que adoptarían esta forma
debido a las sucesivas prórrogas de los Presupuestos de 1868/69,
Real Decreto de 11 de junio de 1875, en C.L., vol.CXIV, pág.924.
275> Real Decreto de 26 de octubre de 1871, en C.L., vol.CVII,
págs.845 y 947.
276) Decretos de 9 de mayo y de 28 de septiembre de
1874, en C.L., vol.CXII y CXIII, págs.723 y 586, respectiva-
mente.
277> Real Decreto de 13 de agosto de 1876, en C.L., vol.CXIX,
pág. 571.
278) No hemos encontrado la disposición original, sí disponemos
de varias ref. a la misma en la legislación posterior. La más
cercana se encuentra en el preámbulo al Real Decreto de 23 de
julio de 1875, en C.L., vol.CXV, pág.134.
279> “(...) será de las atribuciones de este Ministerio el despacho de todos los
asuntos de las provincias de Ultramar, á excepción de los que corresponden á los
de Estado, Guerra y Marina”, en C.L., vol.XC, pág.338.
280> C.L., vol.XC, pág.369.
281> C.L., vol.CV, pág.885.
282> “Los presupuestos generales de las provincias de Ultramar correspondientes
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al año económico de 1863 á 1864 y las cuentas generales del año último se
someterán al examen de una comisión nombrada por ¡.11, compuesta de tres senadores
é igual número de Diputados”, en C.L., vol.XC,
pág. 556.
283> Esta fue la vía usada en el caso de Filipinas entre 1874 y
1879. Período durante el cual Filipinas contribuyó al sosteni-
miento de la Administración central en materia colonial, pese a
no figurar ninguna partida referente a ello en los Presupuestos
de 1868/69, prorrogados durante esos años.
284> C.L., vol.CV, pág.885.
285) La cantidad total presupuestada en 1875/76 fue de 638.954
ptas; de las cuales 331.875 ptas correspondían a los Presupuestos
de Cuba (C.L.,vol.CXV, pág.134), 106.200 ptas a los de Puerto
Rico (C.L., vol.CXV, pág.134) y 200.879 ptas a un crédito
extraordinario con cargo al Presupuesto de gastos de Filipinas
(C.L., vol.CXIV, pág.924).
286) Fuente: Retes, J.M., op.cit., págs. 26—41.
287) Fuente: Presupuestos ordinarios de gastos de Cuba, Puerto
Rico y Filipinas y Presupuestos Generales del Estado.
— Para los primeros, las cifras utilizadas proceden, res-
pectivamente para los casos de Cuba, Puerto Rico y Filipinas, de
los siguientes ejercicios : 1878/79 (C.L., vol.122, pág.
675; vol.CXX, pág.662; vol.CXXI, pág.1037), 1879/80 (prorrogados;
C.L., vol.CXXIII, pág.22; prorrogados); 1880/81 (C.L., vol.CXXIV,
pág.998; vol.CXXIV, pág.1267; vol.CXXIV, pág.517); 1881/82
(prorrogados); 1882/83 (C.L., vol. CXXIX, pág.21; vol.CXXIX,
pág.153; Vol.CXXIX, pág.1023); 1883/84 (C.L., vol.CXXXI, pág.261;
vol.CXXXI, pág.300; vol.CXXIX, pág.1037)’; 1885/86 (C.L.,
vol.CXXXV, pág.99; vol.CXXXIV, pág.752; vol.
CXXXV, pág.251); 1886/87 (prorrogados; C.L., vol.CXXXVII, pág.3-
06; vol.CXXXVII, pág.152); 1887/88 (C.L., vol.CXXXIX, pág.178;
prorrogados; C.L., vol.CXXXVIII, pág.686); 1888/89 (C.L.,
vol.CXL, pág.1218; vol.CXL, pág.1261; prorrogados); 1889/90
(prorrogados; prorrogados; Gaceta de 20 de junio de 1889);
1890/91 (Gaceta de 22 de junio de 1890; ibid; C.L., vol.CXLIII,
pág.1209); 1891/92 (Gaceta de 19 de agosto de 1891; ibid; Gaceta
de 25 de diciembre de 1890)2; 1892/93 (Gaceta de 1 de julio de
l892)~; 1893/94 (Gaceta de 8 de agosto de 1893); 1894/95
(prorrogados; Gacetas de 13 y 18 de julio de l894)~; 1895/96
(Gaceta de 10 de julio de 1895)~; 1896/97 (prorrogados; Gacetas
de 26 y 24 de agosto de 1896); y 1897/98 (prorrogados, Gaceta de
1 de julio de 1897, prorrogados)
*1 Dado el desbarajuste ocasionado por el desestanco del
tabaco, los presupuestos de Filipinas de 1882/83 solo
incluían el último semestre de 1882, en tanto que el
primer semestre de 1883 se incluía en el ejercicio
1883/84. He fundido ambos ejercicios y sacado la media.
~2 He asimilado los presupuestos de Pilipinas de 1890 y
1891 a los ejercicios de 1890/91 y 1891/92.
*3 Los presupuestos de Filipinas fueron adaptados a los de
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Cuba y Puerto Rico, en su porcentaje correspondiente.
Martínez, M., op.cit., Apéndices de 1892 y 1893, págs.
57 y 446 respectivamente.
*4 Ibid los de Cuba respecto a los de Puerto Rico, en
Gaceta de 1 de julio de 1894.
*5 Ibid los de Cuba y Puerto Rico respecto a los de Fili-
pinas, en Gaceta de 10 de julio de 1895.
- Para los Presupuestos Generales del Estado, hemos
utilizado los datos proporcionados por Retes, J.M-., op.cit.,
págs.2-3 y González, A.: Cuentas del Estado Español. Estadística
de los ~resu~uestos aenerales del Estado y de los resultados aue
ha ofrecido su liauidación.1890—91 a 1907, Madrid, Instituto de
Estudios Fiscales, 1976, págs.2—3.
288> Pese al teórico reparto de los gastos del Ministerio de
Ultramar entre Cuba, Puerto Rico y Filipinas en torno a por-
centajes fijos (50%, 16% y 34% respectivamente); el cálculo de
los porcentajes medios de participación de cada uno de dichos
presupuestos en el mantenimiento del Ministerio, siempre de
acuerdo a los presupuestos ordinarios de gastos de Ultramar,
proporciona unos porcentajes algo menores para Puerto Rico y Cuba
(48,8% y 14,2% respectivamente), en tanto que Filipinas asumió
una mayor proporción de dichos gastos que la que, en teoría, le
asignaba la legislación (36,4%)
289) En el caso de los ejercicios 1889/90 y 1890/91 dicho aumentó
se debió al espectacular incremento del capitulo de obras y
reparaciones del edificio que albergaba al Ministerio, cargados
fundamentalmente al Presupuesto de Filipinas.
290> Fuente: Presupuestos ordinarios de gastos de las provincias
de Ultramar entre 1878 y 1898, en C.L. y en la Gaceta de Madrid
,
op.cit., así como en González. A, op.cit., págs.2—3.
291) Ibid.
292> La aparición de nuevos órganos del Ministerio, en forma de
dependencias anexas a la estructura ministerial preexistente, fue
una constante a lo largo de este período, como ha quedado
establecido en el capitulo precedente.
293> Real Decreto de 26 de agosto de 1893, por el que se
traspasaba a la Intendencia de Cuba la resolución final en vía
administrativa de la totalidad de los expedientes de Hacienda,
en Gaceta de Madrid, 28 de agosto de 1895.
294) De esta manera, el sostenimiento del Negociado especial de
Correos y Telégrafos corría a cargo del Ministerio de la Goberna-
ción, en C.L., vol., págs.1372-73.
295> Fuente: Presupuestos ordinarios de gastos de las provincias
de Ultramar, en C.L. y Gaceta de Madrid, op.cit. y en
González, A., op.cit., págs.68-135.
296> Ibid.
297> El estudio de sociología ministerial realizado, ha sido
posible gracias al conjunto de datos extraídos de las siguientes
fuentes, enumeradas en orden a su importancia para este trabajo:
- Herrero,V. y Rosa,L.: Ln,d4ce Biográfico de España
,
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Portuaal e Iberoamérica, Paris, Ed.K.G.Sauer, 1990. Com-
pendio de varias decenas de fuentes impresas, en su
mayor parte del siglo XIX. Existe un catálogo completo
de microfichas en la Biblioteca Nacional (ABEPI)
- A.H.N, Sección Ultramar, legs.2427-2498. Conjunto de
expedientes personales de la mayoría del elenco ministe-
rial de Ultramar. Muy desiguales en cuanto a la informa-
ción contenida.
- Enciclopedia Universal Ilustrada Europeo-Americana,
Madrid, Espasa Calpe, 1958. Datos biográficos básicos de
la totalidad del elenco ministerial. Poca información
respecto a aquellas personalidades políticas poco rele-
vantes.
- Archivo del Senado. Expedientes dispersos relativos a
los ministros que pasaron por el Senado, información
poco importante.
— Archivo de Protocolos Notariales de Madrid. Protocolos
dispersos relativos a algunos ministros, localizables a
través de los diversos catálogos existentes en el Archi-
vo o citados en anteriores trabajos biográficos sobre
los mismos.
298) No incluimos en esta relación a Manuel Pando, marqués de
Miraflores, quien desde la Presidencia del Gobierno asumió in-
terinamente la dirección del Ministerio en los primeros días de
su creación, dado que el Ministerio no estaba aún formalmente
constituido. Tampoco hemos tenido en cuenta los dos mandatos
interinos asignados sucesivamente a los ministros de Fomento y
Hacienda con posterioridad a la guerra de 1898 a fin de liquidar
los asuntos pendientes de Ultramar. Asimismo hemos exceptuado de
nuestro análisis los períodos de interinidad ocasionados por
bajas temporales del titular de la cartera, ni el breve periodo
durante el cual la dirección del Ministerio corrió a cargo del
subsecretario del mismo, entre el 20 de septiembre y el 8 de
octubre de 1868. Por el contrario, si incluimos los mandatos
interinos desempeñados por el marqués de la Habana, J.B. Topete,
J. Gil, C. Martín y A. Cánovas, dado que su extensión temporal
no permite considerarlas como simples suplencias.
299> “Mas para la realización de sus propósitos, el Poder Ejecutivo debe formar
juicio exacto, sin atenerse solamente á los diversos pareceres de ilustradas
Corporaciones consultivas y de las dignísimas Autoridades de las Antillas, y por
ello ha decidido que el Ministro de Ultramar visite estas provincias; se entere
de sus necesidades, y resuelva ó prepare las medidas que han de asegurar su paz
y prosperidad”, Decreto de 14 de octubre de 1873, en C.L., vol.CXI,
pág. 596.
300) M. Orovio se ocupó también de la cartera interina de Ul-
tramar, siendo ministro de Hacienda, entre el 7 y el 15 de marzo
de 1879.
301> La causa fue la enfermedad de A. López de Ayala, quien
moriría poco después.
302) La crisis se suscitó a raíz de la transferencia ilícita de
dos millones de reales desde las cajas del Ministerio de
311
Ultramar a las del de Gobernación, dirigido por el mismo Sagasta,
a fin de sufragar gastos electorales. Artola, M., op.cit.,
pág. 379.
303> El ministro E. Gasset estaba emparentado por su matrimonio
con el general Serrano. Politicamente sostuvo una línea muy
similar a la oposición de constitucionales y conservadores,
tendente a diluir las pretendidas reformas antillanas hasta
hacerlas inoperantes, vid. Piqueras, J., op.cit., -
pág. 298
304> La misma mayoría conservadora votó en contra, a causa de la
cerrada oposición de un importante sector del partido, liderado
por Romero Robledo, portavoz de los intereses antillanos en
Madrid, y el subsiguiente temor de Cánovas a que se produjera una
escisión en el seno del Partido Conservador, vid. Fernández
Almagro, M.: Historia política de la España Contemporánea
,
Alianza, Madrid, 1967, vol.I, págs.337-355.
305> Varela, J., op.cit., pág.306 y ss.
306> Cuenca, J.M. y Miranda, 5.: “Sociología ministerial de la
Restauración (1875—1902)”, en Revista de Estudios Políticos
n
078, 1992, págs.77—78.
307) Todos habían sido ministros de Ultramar durante el Sexenio:
Balaguer entre octubre y diciembre de 1871 y enero y junio de
1874; Becerra, en dos ocasiones, entre julio de 1869 y marzo de
1870; Moret entre marzo y diciembre de 1870. Volvieron al
Ministerio de Ultramar en diversos gabinetes del Partido Liberal
a lo largo de la Restauracion.
308> Cuenca, J.M. y Miranda, 5., art.cit., pág.80.
309> Jover, J.M.: “La época de la Restauración. Panorama polí-
tico—social”, en Tuñón, M. (Dir.) : Historia de España. Revolución
burguesa, olígarquia y constitucionalismo (1834-1923>, Barcelona,
Labor, 1983, vol.VIII, págs.273 y 367—369.
310) Cuenca, J.M. y Miranda, 5., art.cit., pág.80.
311> F. Salmerón., J. Elduayen y C. Sánchez Bustillo.
312> Ministros de origen andaluz fueron: M. de Seijas, A.
Cánovas, C. Marforí, T. Rodríguez Rubí, A. López de Ayala, S.
Moret, A.M. Fabié y E’. Romero Robledo.
313> Fue ministro con el Gobierno Provisional, entre octubre de
1868 y mayo de 1869; con el último gobierno de Prim y en el
gobierno provisional formado tras su asesinato, entre diciembre
de 1870 y julio de 1871. Finalmente también ocuparía esta cartera
en el efímero Gobierno formado por Serrano entre mayo y junio de
1872.
314> Ministros de origen gallego fueron: A. De Castro, M.
Becerra, T.M. Mosquera, E. Gasset, A, Romero y M. Aguirre.
315) Cuenca, J.M. y Miranda, S., art.cit., pág.80.
316) La conexión es clara en los casos de F. Permanyer, V. Ba-
laguer y 5. Soler y Plá. Más discutible sería en el caso de E’.
Suñer, quien, pese a proceder de un hogar burgués (su padre era
médico en Rosas) y ejercer él mismo la medicina, no parece
vinculado en absoluto a la bu~~iesía comercial catalana a raíz
de su trayectoria político—ideológica. En este sentido llegó a
estar condenado a muerte durante el Sexenio por dirigir una
partida republicana, que, por otra parte estuvo a punto de
lincharle. Al respecto, es sintomático que fuera el único de los
ministros catalanes nacido fuera de Barcelona.
317) C. Martín Herrera (salmantino), G. Gamazo y G. Núñez (va-
llisoletanos)
318> 5. Albacete y T. Ruíz Capdepón.
319> J.C. Sorní y E. Palanca.
320> Hernández Sandoica, E. : “La burguesía valenciana y su papel
en la financiación de la guerra de Cuba”, en Studis de Historia
Contemporánea del País valenciá, n01, 1979. -
321> T. Castellanos y J. Gil eran oriundos de Aragón, en tanto
que M. Suárez procedía de la burguesía asturiana.
322) A. Maura y F. León y Castillo, respectivamente.







lucionaría, Alianza, Madrid, 1980, págs.68-69.
324) Sobre el rol jugado por las colonias en el proceso de
acumulación de capitales protagonizado por la burguesía catalana
en la segunda mitad del siglo, vid.: Maluquer, J.: “El mercado
colonial antillano en el siglo XIX”, en Nadal, J. y Tortella,
G. (comp) .: Agricultura, Comercio colonial y crecimiento económico
en la España contemporánea. Actas del 1 Cologuio de Historia
Económica de España, Ariel, Barcelona, 1972, págs.322-357. Sobre
la instruinentalización de esta dependencia por los gobiernos de
la Restauración, vid. Hernández, E: “Polémica arancelaria y cues-
tión colonial en la crisis de crecimiento del capital nacional:
España, 1868—1900”, en Estudios de Historía Social, n022—23,
1982, págs.279—320.
325> En el primer caso por vicisitudes de tipo político, en tanto
que en el segundo la causa habría que buscarla en el
fallecimiento prematuro del cabeza de familia. Algo parecido le
sucedió a Cánovas, que también contó con la protección de un
pariente en los comienzos de su carrera periodística.
326) El componente endogámico en la actividad ministerial de
este periodo, no revestiría, no obstante, las características
observadas por Escudero para los siglos XVI—XVIII, en los que
puede hablarse de auténticas dinastías administrativas de
carácter familiar. Escudero,J.A., op.cít., vol.II, págs.382-388.
327) Hasta 1845 no se crearon los institutos de enseñanza medía.
Con anterioridad a esta reforma, parte de las materias impar-
tidas por la Facultad de Filosofía tenía el carácter de fase
preparatoria para el ingreso en las restantes facultades
superiores. No obstante, la separación entre ambos ámbitos no
sería total hasta la Ley Moyano de 1857. Sobre este extremo vid.
Peset, M.: La universidad española. Siglos XVIII y XIX, Madrid,
Taurus, 1974, págs.582—588.
328> B. Abarzuza realizó sus estudios superiores en Londres,
ignoramos a que titulaciones concretas accedió a través de
ellos. 313
329> C. Martín, G. Gamazo, E’. Romero, E. Palanca, J.C. Sorní y
A. Maura.
330> T. Ruiz, 5. Albacete, A.M. Fabié, M. Suárez, M. Aguirre, M.
de Seijas, T.M. Mosquera, y. Balaguer y A. Romero. Fabié, Alba-
cete y Ruiz pertenecieron al Tribunal Supremo y al Consejo de
Estado sucesivamente; Aguirre y Mosquera formaron parte del
Consejo de Estado y del Tribunal Contencioso—Administrativo en
distintas fases de su carrera; en tanto que, V. Balaguer ocupó
altos cargos en el Consejo de Estado y en el Tribunal- de Cuentas.
331) M. de Seijas. Quien desempeñó, entre 1834 y 1838, diversos
peldaños de la carrera judicial: fiscal en las audiencias
provinciales de Albacete y Valencia, magistrado en las de Granada
y Madrid, para pasar finalmente a la fiscalía del Tribunal
Supremo.
332) C. Sánchez Bustillo.
333) F. Salmerón, E’. León y Castillo, 5. Soler y Plá y A. Cáno-
vas.
334> F. Permanyer, 5. Moret y T. Ruiz, respectivamente. Por su
parte A.M. E’abié fue catedrático de Medicina.
335) Martínez Cuadrado,M.: La burguesía conservadora (1874-1931)
,
Alianza, Madrid, 1973, págs.69—76.
336> Ello coincidiría con la dinámica general observada para el
conjunto del elenco ministerial de la Restauración por Cuenca,
J.M. y Miranda, 5., op.cit., págs.97—98.
337> La respuesta afirmativa, en el caso francés, sería una de
las conclusiones a las que llega E. Suleiman en: Les elites en
France. Grandes cor~s et grandes écoles, Paris, H&H, 1979.
La formación de esta élite tendría lugar a través de un centro
específico, la “Ecole Libre des Sciences Politiques”, vid.
Suleiman,E.: Polítics, power and bureaucracv in France, Prín—
centon, Princenton University Press, 1974, págs.44—52.
338> En 1850-52 y 1854—59. Más tarde disfrutaría de un tercer
mandato entre 1874 y 1875. Si en la primera etapa se caracterizó
por cierta energía en la persecución de la trata, entre 1854 y
1859 toleró esta actividad, que alcanzó niveles escandalosos,
llegando durante este periodo a descargarse 1800 negros bozales
en el mismo puerto de La Habana, vid. Pirala, A., op.cit., vol.I,
p. 759.
339> A.H.N, leg.2427, exp.35.







loniales en la España de la Restauración, op.cit.,
págs. 1060—1074.
341> Este grupo estaría integrado por: F. Permanyer, D. López,
C. Marforí, T. Rodríguez, A. López, E. Gasset, E. Salmerón,
C. Sorní, E. Suñer, E. Palanca, S. Albacete, G. Núñez, M. Suárez
y A.M. Fabié.
342) Cuenca, J.M. y Miranda, 5., art.cít., pág.74.
343> El marqués de La Habana, A. Castro, 5. Moret, C. Sánchez,
M. Aguirre, T. Ruiz, G. Gamazo, A. Maura y E. Abarzuza.
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344> A. Cánovas, C. Martín y J. Elduayen.
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